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Introducción
El 1 de enero de 1905, el alcalde municipal, Adalberto J. Porte Petit, registró en la Memoria que presentó a la Jefatura Política del Cantón, algunos párrafos que resumieron la importancia del abastecimiento de agua a la población de Córdoba. Destacaba con gusto el relevante logro de contar con agua abundante, tanto para el consumo doméstico como para el alcantarillado. En sus palabras:
Relatar la historia de los intentos y proyectos de introducción de agua a la Ciudad, sería tanto como acometer una obra especial, pues que data la primera tentativa de introducción de agua, desde el año de 1803, que se comenzaron los trabajos en la margen izquierda del río Metlac, cuyas aguas se pensó traer á la Población, porque las del manantial de Chocamán no llenaban las justas aspiraciones de los previsores Cordobeses que se ocuparon en tales obras en aquella época. Baste saber que desde el año de 1834, no volvió á acometerse otra alguna, como no fuera la formación de proyectos técnicos, de varias fuentes y ríos, como de Chocamán, Río Sonso, del mismo Metlac, hasta el año de 1897, en que se proyectaron y comenzaron los trabajos para el aprovechamiento de las aguas del río Tliapa, pero cuyos proyectos como los anteriores fracasaron también.1
Tomaré prestado este párrafo porque la investigación que se presenta aquí es esa “obra especial [que relata] la historia de los intentos y proyectos de introducción de agua a la Ciudad” de Córdoba. Es una historia que parte no de 1803, sino de 1760 por ser el año en que las autoridades virreinales apoyaron al cabildo cordobés para introducir el agua del río Metlac y del manantial de Chocamán.2 En este sentido, la presente pesquisa analiza la problemática del abasto de agua y el saneamiento urbano insertos en el proceso de modernización, impulsado primero por el Estado borbón y después por el Estado mexicano, desde el último cuarto del siglo xviii hasta la primera década del siglo xx.3 Examina la manera en que los preceptos de las teorías ambientalista (llamada también aerista) y microbiana y los avances de la ciencia, la medicina y la ingeniería, influyeron a lo largo de este periodo en el abastecimiento del recurso hídrico. Describe las medidas promulgadas por las autoridades municipales para abastecer agua de buena calidad y en grandes cantidades a la población, bajo las ideas propuestas por los médicos e higienistas modernos. En este tenor, fueron resaltados los cánones tradicionales y científicos para considerar el agua como potable. Igualmente, los problemas de contaminación y escasez del recurso hídrico fueron descritos porque contravenían dicha modernidad.
Asimismo, la investigación examina los proyectos realizados por las autoridades municipales, estatales y por las empresas privadas para introducir el agua potable en la ciudad. Destaca la manera en que ayuntamiento y empresarios buscaron cambiar el sistema lineal por el sistema en red, este último considerado moderno. Se observa la aplicación de los avances en materia de ingeniería hidráulica, que en otros centros del interior y exterior del país se estaban llevando a cabo para la obtención de agua potable abundante. Es importante decir que, a lo largo de este trabajo, es enfatizada la participación de los ingenieros de la ciudad quienes, a través de sus nuevos conocimientos, fueron los principales aliados tanto de las autoridades municipales como de las empresas privadas para lograr tales fines.
El balance historiográfico
El tema del agua atrae cada vez más el interés de los académicos. Actualmente existen varios estudios de esta importante problemática registrados en publicaciones especiales tales como la revista Agua y Territorio y el Boletín del Archivo Histórico del Agua, entre otras. En estos textos aparecen investigaciones relativas al abasto de agua para la agricultura, la industria, el consumo doméstico, la generación de energía eléctrica y fuerza motriz.
La historiografía registra investigaciones del agua desde la época colonial hasta la actualidad. En este volumen se destacarán las relacionadas con el abasto de agua de consumo doméstico por ser el tema de nuestro interés y por constituirse en una importante guía para el desarrollo de la presente pesquisa. Ello no demerita las otras investigaciones relativas al uso del recurso hídrico para la agricultura, la industria y la generación de energía eléctrica.
El control del agua ejercido por instituciones oficiales como ayuntamientos, gobiernos estatales y federales, por las órdenes religiosas, así como por los grupos de poder constituidos por empresarios, hacendados y agricultores, es uno de los indicadores utilizados para su estudio. Los sujetos mencionados recibieron de las autoridades políticas mercedes reales, composiciones, pajas, concesiones y confirmaciones.4 Compraron, vendieron y arrendaron el agua entre ellos mismos o con los ayuntamientos de distintas partes del país. Además, robaron y acapararon el agua, principalmente en la época de estiaje. Consideraron el recurso hídrico como propiedad privada.5
Durante el periodo de la Colonia y a lo largo del siglo xix, incluso hasta principios del siglo xx, el ayuntamiento fue la institución encargada del abastecimiento del agua entre las poblaciones rurales y urbanas. Tuvo la función de otorgar las mercedes, pajas y concesiones para usos doméstico, agrícola e industrial. Era el encargado de realizar contratos de compra-venta y arrendamiento del recurso hídrico, de analizar los proyectos hidráulicos presentados por empresarios privados, de resolver los conflictos entre los usuarios y de promover e inspeccionar las obras hidráulicas.6 Asimismo, el ayuntamiento ejerció sus derechos sobre el recurso hídrico con base en la legislación colonial; en la etapa independiente de México, obtuvo junto con los gobiernos estatales, atribuciones jurídicas más amplias para continuar con las funciones antes mencionadas sin que el gobierno federal interviniera.7
No obstante, dentro de la historiografía existen estudios que muestran la pérdida de poder del ayuntamiento frente a las autoridades estatales y nacionales. Este proceso se dio principalmente hacia las dos últimas décadas de la centuria decimonónica y durante el primer cuarto del siglo xx. El ayuntamiento pasó su derecho de uso del agua al gobierno federal a través del acatamiento de las leyes promulgadas el 5 de junio de 1888, el 6 de junio de 1894, el 17 de diciembre de 1896 y 18 de diciembre de 1902. Dichas leyes establecieron la prohibición a los ayuntamientos para otorgar concesiones y cobrar impuestos para el uso de agua doméstico, agrícola e industrial.8
El déficit de las arcas municipales y el desarrollo de la industria hidroeléctrica y de la agricultura, constituyen algunas de las variables para ahondar en el proceso de la nacionalización de los acuíferos. A través de la falta de recursos económicos, las investigaciones muestran cómo el ayuntamiento se vio impedido para emprender la modernización de la infraestructura hidráulica que contemplaba las grandes obras, tales como la perforación de pozos profundos y la construcción de presas, filtros, tanques de almacenamiento y redes de tubería de fierro. Dichas obras eran necesarias para cubrir el abastecimiento de agua potable en grandes volúmenes.9 En contraposición, existen estudios en los que se muestra cómo el ayuntamiento se resistió para dejar en manos del gobierno federal el derecho de uso de los acuíferos.10
La contaminación y la escasez del agua son otros de los tópicos resaltados en las investigaciones. Ambos problemas han sido estudiados desde la perspectiva de las teorías ambientalista y microbiana hacia finales del siglo xviii y a lo largo del xix. Las pesquisas destacan los hábitos antihigiénicos de la población y la atrasada infraestructura hidráulica como algunas de las principales causas de la contaminación del recurso hídrico. En los trabajos se observa a la población con las costumbres de arrojar basura y desechos orgánicos e industriales a las calles y terrenos baldíos, usar los mantos acuíferos y fuentes públicas para abrevar animales, lavar trastos e incluso, para el aseo corporal. Los autores resaltan cómo estos hábitos contravenían la modernidad impulsada por los médicos e ingenieros sanitarios, pero también señalan que se debían a la falta de modernización de los servicios públicos como fue la recolección de basura y el alcantarillado, entre otros.
Los autores señalan la relación que hacían los médicos e ingenieros sanitarios entre el agua contaminada y la salud pública. Muestran cómo el agua de las charcas o la que corría por las calles hacia las fuentes públicas y que era corrompida por la falta de alcantarillados, fue considerada como una de las principales causas de las enfermedades gastrointestinales y de las epidemias como la tifoidea, cólera, paludismo, fiebre amarilla y viruela. Es importante decir que varios estudios destacan el desconocimiento científico para determinar la etiología de las tres últimas enfermedades.11
En esta misma línea temática, diversos trabajos resaltan los avances científicos de Louis Pasteur y Robert Kotch quienes mostraron a través del microscopio la presencia de microorganismos patógenos en el recurso hídrico. De esta manera, la teoría microbiana explicará cómo la ingesta de agua contaminada será una de las principales causas de las enfermedades gastrointestinales y de las epidemias del cólera y la fiebre tifoidea.12
La intervención de las empresas privadas en el abastecimiento de agua es otro más de los aspectos examinados en la historiografía. Los autores muestran cómo la falta de recursos económicos del ayuntamiento abrió el campo a las empresas que, acorde con los avances de la higiene, la medicina y la ingeniería hidráulica, cambiaron el sistema lineal por el sistema en red para obtener agua potable. Se observa la manera en que la calidad del recurso hídrico estuvo vinculada con los avances de la ciencia médica. Es decir, debía ser analizada química y bacteriológicamente.
Asimismo, las investigaciones señalan cómo las empresas vieron el agua como una mercancía que producía pingües ganancias económicas. Algunas indagaciones destacan la formación de sociedades anónimas y la obtención de concesiones por parte de los estados para la explotación del recurso hídrico.13 En la temática del agua estuvieron también comprendidos los conflictos sociales. En esta parte, los estudiosos describen diversas querellas entre distintos actores sociales e instituciones gubernamentales. A lo largo de la historia, tanto en los espacios urbanos como rurales, pueden verse disputas entre hacendados, comerciantes, pueblos indígenas, órdenes religiosas, ayuntamientos y gobiernos estatales y federales. El derecho de servidumbre, el robo, el desvío y el acaparamiento de agua, la apropiación de tierras ribereñas, la construcción y mantenimiento de las obras hidráulicas como acueductos, redes de tubería y presas fueron, entre otros, algunos de los propiciadores de las pugnas por el recurso hídrico.14
la temporalidad
Las aportaciones de las investigaciones nutrieron en buena medida nuestro estudio cuya temporalidad está comprendida de 1760 a 1913. La pesquisa inició en 1760 por ser el año en que comenzaron a llevarse a cabo los proyectos hidráulicos en la ciudad de Córdoba. Finalizó en 1913 porque en este año concluyeron las obras hidráulicas impulsadas desde el último cuarto del siglo xviii. Se puede decir que el antiguo sueño de las autoridades municipales fue finalmente hecho realidad.
El periodo fue elegido también por ser el momento en que se pusieron en práctica las ideas de la corriente higienista y los avances de la ciencia, la medicina y la ingeniería hidráulica y sanitaria con el fin de lograr la modernidad del país. Estos elementos tuvieron una gran influencia en el abasto de agua de consumo doméstico y en el saneamiento urbano de las ciudades europeas y latinoamericanas, entre ellas la de Córdoba.
El espacio de estudio
La ciudad de Córdoba fue elegida como espacio geográfico a estudiar por su importancia política y económica en el estado Veracruz y en el país. En 1821 se convirtió en la sede donde el jefe político de la Nueva España, Juan O´Donojú, y el comandante del ejército trigarante, Agustín de Iturbide, firmaron los tratados con los que España reconoció la independencia de México. Además, Córdoba fungió como cabecera municipal y cantonal a lo largo del siglo xix.
Durante la época colonial y siglo xix, Córdoba era una de las principales plazas comerciales situada en el camino que comunicaba a las ciudades de Veracruz y México. La ciudad destacó por su producción de tabaco, azúcar y café, lo cual la mantuvo vinculada con los mercados del interior y exterior del país. Asimismo, la ciudad fue elegida para la presente investigación por la ausencia de estudios sobre el abasto de agua y el saneamiento urbano. En este sentido, se convirtió en un campo en donde se pudo observar la insalubridad, el desabasto del recurso hídrico, la atrasada infraestructura hidráulica, así como las distintas concepciones sobre estos problemas que se experimentaban paralelamente en las principales ciudades del viejo y del nuevo mundo.
Las hipótesis
La investigación partió de varias hipótesis. La primera consiste en mostrar que la modernización del sistema de abasto de agua en la ciudad de Córdoba se debió a la contaminación del recurso hídrico y no al aumento de la población, como se ha mostrado en otros centros urbanos. Como se describe a lo largo del trabajo, el manantial de Chocamán producía suficiente agua para cubrir las necesidades de la población cordobesa, sin embargo, la atrasada infraestructura impidió que el recurso hídrico fuera de buena calidad y llegara en grandes volúmenes a las fuentes públicas y privadas de la ciudad.
En la misma sintonía, se tuvo también como hipótesis que las constantes enfermedades gastrointestinales y las epidemias atribuidas al consumo de agua, fueron uno de los principales motivos para que las autoridades municipales modernizaran el sistema de abastecimiento y distribución de agua. Los munícipes en turno tenían el objetivo de reducir los índices de mortalidad a través de la dotación de agua potable. La mortalidad derivada de las enfermedades y epidemias fue también un móvil para que el ayuntamiento impulsara el saneamiento urbano. Apoyada en los ingenieros y médicos locales, la corporación municipal trató de construir una ciudad higiénica acorde con los saberes sanitarios y avances científicos que estaban aplicándose en las ciudades importantes del viejo y el nuevo mundo. En este sentido, el cuidado del ambiente era relevante para tener una mejor calidad de vida.
Puede decirse que la ciudad de Córdoba vio cristalizado los avances científicos en torno al abasto de agua y al saneamiento urbano hasta la época del gobierno de Porfirio Díaz. Durante este régimen se observaron acciones más concretas como fueron la modernización de la infraestructura hidráulica y la realización de obras públicas que transformaron el perfil urbano.
Las fuentes históricas y la estructura de la obra
La realización de la investigación fue posible gracias a la consulta de varios acervos históricos. El archivo municipal proporcionó la información relativa a la escasez y contaminación del recurso hídrico, así como de las diversas medidas propuestas por las autoridades municipales y gubernamentales para solucionar esos problemas. Asimismo, a través de este acervo se analizaron los diferentes proyectos hidráulicos municipales, estatales y particulares propuestos durante el periodo de estudio.
El mismo acervo proporcionó la información sobre los problemas sanitarios habidos en la ciudad. De esta manera fueron analizados los documentos que registraron la insalubridad en las calles y en los edificios públicos, como el mercado, el rastro y el panteón. Igualmente fueron de gran utilidad los legajos en los que aparecieron las providencias y proyectos para transformar la ciudad de Córdoba en un espacio moderno. Es decir, limpio, bello, higiénico y funcional.
La información municipal fue complementada con la obtenida en el Archivo General de la Nación, el Archivo Histórico del Agua y el Archivo Notarial de Córdoba. En el primer acervo fueron localizados los proyectos de introducción de agua a la ciudad de Córdoba correspondiente al último cuarto del siglo xviii, así como la asignación de los recursos económicos para emprender dichos proyectos.
El Archivo Histórico del Agua fue de gran ayuda al encontrarse en él los documentos concernientes al proceso de la nacionalización de los mantos acuíferos en la región de Córdoba, en particular la del río Metlac. Por medio de este acervo se pudo analizar la pérdida del derecho de uso del agua del citado manto hídrico por parte del ayuntamiento. De esta manera, se pudieron describir los distintos pasos que la corporación municipal debió cumplir ante la Secretaría de Agricultura y Fomento para usar el agua del río Metlac, el cual fue considerado de jurisdicción federal.
El Archivo Notarial de Córdoba permitió conocer algunos proyectos hidráulicos contratados por el ayuntamiento con los empresarios particulares. El mismo repositorio aportó información sobre los contratos de préstamo de capital y de la venta de terrenos perteneciente al ramo municipal denominado los propios. El dinero obtenido de estas transacciones sería utilizado en la construcción de las obras hidráulicas.
Los informes y memorias de los gobernadores estatales, así como la colección de leyes, decretos y circulares del estado, fueron también de gran relevancia para el desarrollo de la investigación. Las primeras dos fuentes brindaron importantes datos sobre los contratos de abasto de agua aprobados por la autoridad del estado. A través de las leyes y decretos se pudo conocer la reglamentación relativa a la organización del espacio. De gran utilidad fueron los bandos de policía y gobierno y las ordenanzas municipales.
Los acervos históricos consultados permitieron organizar el presente libro en cinco capítulos. El primero describe la región en que se ubica la ciudad de Córdoba. Señala la importancia mercantil de esta ciudad hacia finales del siglo xviii y durante la centuria decimonónica. Examina cómo a lo largo de este periodo, Córdoba, al igual que otros centros urbanos del interior y exterior del país, tuvo grandes problemas de insalubridad. En esta misma tónica y acorde con la corriente higienista, se analizan las medidas sanitarias implementadas por las autoridades municipales con el fin de modernizar dicha ciudad.
El segundo capítulo describe la manera en que la población de la ciudad de Córdoba se abasteció de agua de uso doméstico. Muestra cómo el sistema lineal construido hacia el último cuarto del siglo xviii, permaneció durante el xix, no obstante que en otras ciudades dicho sistema fue cambiado por el de red, con el fin de mejorar la salud pública a través del abastecimiento de grandes volúmenes de agua de buena calidad. Paralelamente, el capítulo analiza los factores que contribuyeron a la escasez y contaminación del recurso hídrico consumido por los habitantes de Córdoba. Entre ellos se destacan la atrasada infraestructura hidráulica y el uso de agua para las actividades agrícolas, industriales y ganaderas.
Los proyectos hidráulicos generados por el ayuntamiento para resolver los problemas de contaminación y desabasto del recurso hídrico, constituyen el tema del tercer capítulo. El apartado describe cómo los proyectos fueron planeados en el marco de los avances de la ingeniería hidráulica y de la higiene pública promovidos por el Estado mexicano. Analiza los diferentes mecanismos empleados por la corporación municipal para obtener los recursos económicos que permitieran llevar a cabo las obras hidráulicas. Entre estos medios destacan la solicitud de préstamos bancarios e institucionales, el establecimiento de gravámenes, la propuesta de venta de los terrenos de los propios del ayuntamiento y la iniciativa de concesionar y subvencionar las citadas obras hidráulicas. Asimismo, el alto costo, la malversación y el desvío de los fondos económicos relacionados con estas obras, son resaltados como algunos de los impedimentos para la cristalización de los repetidos proyectos.
El cuarto capítulo está centrado en el análisis de los proyectos hidráulicos presentados al ayuntamiento y al gobierno del estado por las compañías y empresarios privados. Señala cómo los empresarios buscaron concesiones o contratos con las autoridades políticas, para dotar agua potable a la población de la ciudad de Córdoba a través de la implementación de las innovaciones tecnológicas en materia de ingeniería hidráulica. De igual manera, se examina cómo la inversión de capital en el abasto del recurso hídrico se convirtió para las empresas privadas en una importante alternativa para obtener importantes ganancias económicas. En este mismo sentido, es señalada la manera en que la incapacidad financiera del ayuntamiento fue uno de los principales medios para que esta institución perdiera los derechos de uso de los acuíferos que controlaba desde la época colonial y durante gran parte de la centuria decimonónica. En esta misma pérdida de poder se destaca el impacto del proceso de federalización de los mantos acuíferos llevado a cabo por el gobierno de Porfirio Díaz hacia la última década del siglo xix y los dos primeros lustros del xx.
El quinto y último capítulo describe las obras para el abastecimiento de agua de consumo doméstico y del alcantarillado efectuados por la Compañía Mexicana de Construcciones y Obras de Ingeniería, s. a., la cual fue concesionada por el gobernador del estado. Muestra cómo la empresa construyó las obras acorde con las innovaciones de la ingeniería hidráulica y sanitaria, cuyo fin era resolver los antiguos problemas de desabasto y contaminación del recurso hídrico, así como de la insalubridad urbana. Paralelamente, se señala el área geográfica de la ciudad en donde dichas obras fueron realizadas y los grupos sociales beneficiados con estos importantes servicios públicos.
 

I. La insalubridad del espacio urbano y sus soluciones
La ciudad y su entorno
Desde su fundación en 1618, Córdoba fue reconocida jurisdiccionalmente como villa. Está situada a las orillas de la Sierra Madre Oriental en la región central del estado de Veracruz. Colinda al oriente con Orizaba, al poniente con el Ixhuatlán, al norte con Tomatlán y al sur con Amatlán.15 De acuerdo con la administración jurídica de finales del siglo xviii, Córdoba perteneció a la Intendencia de Veracruz. Desde la época colonial y durante la centuria decimonónica, destacó por su importancia política y comercial. Fue el lugar donde el virrey de la Nueva España, Juan O´Donojú, y el emperador Agustín de Iturbide, jefe del ejército trigarante, firmaron en agosto de 1821 los tratados con los que España reconocía la independencia de México.
Tres años después de la Independencia, el 31 de enero de 1824, la Intendencia de Veracruz fue reconocida como estado, acorde con el acta constitutiva federal. Con base en el decreto del 26 de mayo de 1825, promulgado por el Congreso Constituyente veracruzano, la entidad veracruzana fue dividida en cuatro departamentos que agrupaban a doce cantones.
Cuadro 1. División política del estado de Veracruz en 1825.
	Departamentos	Cantones
	Veracruz	Veracruz, Misantla, Papantla y Tampico
	Xalapa	Xalapa, Jalacingo
	Orizaba	Orizaba, Córdoba y Cosamaloapan
	Acayucan	Acayucan, Tuxtla y Huimanguillo

Fuente: Elaboración propia con base en Florescano, sin fecha, p. 55.
Con el ascenso de los conservadores al poder federal en 1837, la división territorial del estado fue modificada bajo el marco de las Siete Leyes Constitucionales, las cuales sustituyeron a la Constitución de 1824. Conforme al decreto del 4 de marzo de 1837, la entidad veracruzana fue dividida ahora en cinco distritos: Córdoba, Orizaba, Veracruz, Xalapa y Acayucan. Éstos a su vez se subdividían en partidos. El distrito cordobés estaba conformado por dos partidos: el antiguo cantón de Córdoba y el cantón de Cosamaloapan. Con estos cambios, Córdoba fungió “como región administrativa independiente”.16
De acuerdo con los cambios en la organización territorial surgida después de la Independencia de México, en 1825, la villa de Córdoba fue municipio y cabecera del cantón17 del mismo nombre, el cual formaba parte del Departamento de Orizaba. En 1837, ahora con el estatus de ciudad,18 Córdoba se convertía, además de cabecera municipal y cantonal, en centro de administración distrital. En el transcurso de los años hubo cambios en la organización territorial del estado de Veracruz, no obstante, la ciudad de Córdoba siguió manteniendo su preeminencia política.
Como centro político, Córdoba fue la sede y residencia de los jefes políticos, quienes eran las autoridades máximas del cantón, de los munícipes, los jueces de primera instancia, de paz y del registro civil, así como de los principales comerciantes, hacendados y profesionistas de la región.
Por otra parte, la ciudad de Córdoba era importante por su clima y los mantos acuíferos que la rodeaban, los cuales eran propicios para el desarrollo de la agricultura y la industria. Situada a 850 metros sobre el nivel del mar, gozaba de una temperatura de 19° centígrados en promedio anual,19 favorable para el cultivo de algunos productos agrícolas requeridos en el mercado exterior. El clima era templado,20 aunque cabe decir que, en repetidas veces, fue considerado húmedo, cálido o “ardiente” durante la época del verano.21
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Croquis 1 Cantón de Córdoba.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R. con base en el aha, Aprovechamientos superficiales, caja 3 005, expediente 41 307.
En torno a los afluentes, la ciudad de Córdoba colindaba al sur con el arroyo denominado Paso Ancho y al norte con los ríos San Antonio y Seco.22 En los alrededores de la localidad estaban otros afluentes como los arroyos Sabana, Toribio, Barranca Honda, Chacón, Quimiapa, Río Frío, Ocozocotes, Chilpanapa y Chiniquilapa y los ríos Atoyac, Chiquihuite, San Alejo,23 Tliapa, Sonso y Metlac.
El clima, los acuíferos y la ubicación geográfica, fueron importantes elementos para que las haciendas y ranchos que conformaron el cantón de Córdoba y cuya economía giraba en torno a la ciudad, experimentaran un desarrollo que se proyectó más allá del ámbito regional. Entre estas propiedades estuvieron Zacatepec, San Bonifacio, Monte Blanco, Monte Salas, La Capilla, Las Ánimas, Zapoapita, El Zopilote, San Ignacio, El Zafiro, Santa Margarita, San Miguelito, La Trinidad, La Luz, Buena Vista, Jonotal, Santa Elena y Tlacotengo. Estas fincas formaron parte del valle de Córdoba el cual se ubicaba a 924 metros sobre el nivel del mar24 y sobresalía por su “aire saludable”25 y por su abundante vegetación.
En el marco de las políticas económicas del gobierno federal que buscaba la modernización del país y consideraba la agricultura como una actividad relevante para este fin, la ciudad y la región de Córdoba se convirtieron en lugares importantes en el estado, el país y en el extranjero gracias al cultivo del café, el tabaco y la caña de azúcar, así como de otros productos frutales. Estos productos eran exportados a los mercados de Estados Unidos y de Europa. Por ejemplo, a través de la ley liberal del Congreso de 1823, la siembra de café comenzó a prosperar al eximirse a los propietarios del pago de diezmos y alcabalas de las nuevas plantaciones. En opinión de José González Sierra, el cultivo del café fue uno de los aspectos positivos que reinstaló a la ciudad dentro del sendero del progreso, después de la decadencia agrícola experimentada con la Independencia de México.26 A finales de la primera década del siglo xx, la ciudad y su región destacaron por su gran producción y buena calidad del grano aromático.27
De forma paralela, la caña de azúcar tuvo igual desarrollo, principalmente a finales del siglo xix y principios del xx. Algunas haciendas como San Miguelito, Zacatepec, Zapoapita y San Bonifacio, se convirtieron en importantes ingenios al modernizar su maquinaria.28
Además de ser un centro agrícola relevante, la ciudad de Córdoba sobresalió por su desarrollo comercial hacia finales del siglo xviii y a lo largo del xix. A ella llegaban productos de otros mercados que eran distribuidos en las distintas poblaciones que conformaban el cantón. De manera viceversa, la producción agrícola de las haciendas aledañas era conducida a Córdoba para ser remitida hacia los mercados nacional e internacional.
Las vías de comunicación contribuyeron en gran medida a este desarrollo. Desde la época colonial, Córdoba formó parte de una red de caminos que la comunicaron con los mercados principales del Altiplano central mexicano, la costa del Sotavento de Veracruz, los valles oaxaqueños situados en las faldas orientales de la Sierra Madre, Chiapas y Guatemala. A través del camino Veracruz-México, el cual pasaba por Orizaba, Córdoba estaba comunicada con los mercados poblanos de Tepeaca, Huejotzingo, Tehuacán, Cholula y San Martín.29
Aunque la ciudad de Orizaba era el núcleo de las redes de caminos señaladas, la ciudad de Córdoba fue también importante ya que era el paso obligado de las mercancías procedentes de la costa veracruzana, las cuales tenían como destino los mercados del interior del país. De esta manera, productos de Cosamaloapan, Acayucan, Villa Alta, Teutila y Tlalixcoyan30 circulaban, y varios de ellos eran vendidos en la plaza cordobesa y la región. De Córdoba salían hacia los mercados extranjeros, tabaco, azúcar y aguardiente procedente de los ingenios existentes en esta zona
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Croquis 2. Camino Nacional Amozoc-Veracruz.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras Rebolledo con base en Memoria que el Secretario de Estado y del Despacho de Fomento, Colonización, Industria y Comercio presenta al Congreso de la Unión, México, Imprenta de Gobierno en Palacio a cargo de José M. Sandoval, 1868, sin número de página.
Conforme el sistema de transporte fue modernizado acorde con las políticas económicas liberales de finales del siglo xix, que buscaban el desarrollo de la agricultura, la industria y el comercio para competir entre las grandes naciones, la ciudad de Córdoba mejoró su transporte, lo que le permitió mantenerse vinculada con los principales mercados del interior y exterior del país. Así, a través de los ferrocarriles “Agrícola”, Mexicano y de Tehuantepec, la ciudad continuó conectada con el sureste mexicano, con el altiplano central y con Oaxaca. De esta manera, los industriales, hacendados y comerciantes de la región resultaron favorecidos.31
En esta misma época, la ciudad de Córdoba modernizó también su transporte en la región por medio de la construcción del ferrocarril conocido como “Huatusquito”, el cual la conectaba con el pueblo de Coscomatepec. En este sentido los lazos comerciales y agrícolas de la región se mantuvieron y fortalecieron.32 Por ejemplo, el café cosechado en los municipios de Amatlán, Tomatlán, Ixhuatlán y Chocamán, pertenecientes a las haciendas del cantón de Córdoba, así como el café de Huatusco y Zongolica, era transportado a la ciudad de Córdoba. De aquí el grano aromático se enviaba a través del ferrocarril hacia el puerto de Veracruz para ser remitido a su vez a los mercados de Estados Unidos y de Europa.33
Ordenar y limpiar el espacio urbano
Ante el desarrollo agrícola de la región, la ciudad de Córdoba experimentó cambios en su sociedad y fisonomía urbana. En el periodo de 1840-1910, la población creció 262.5%, no obstante la presencia de epidemias como el cólera, la fiebre amarilla y la viruela. Este incremento poblacional comenzó a ser más evidente hacia las dos últimas décadas del siglo xix. Como importante centro económico de la región, a la ciudad arribaron personas de distintas partes del país en busca de nuevas y mejores oportunidades de vida. La cosecha del café y de la caña de azúcar,34 así como el empleo en los diferentes establecimientos mercantiles e industriales, les brindó la oportunidad de hacer de la ciudad su lugar de residencia. Por ejemplo, en 1871, fueron registrados en el municipio de Córdoba 448 jornaleros, 289 labradores, 21 agricultores, 116 comerciantes, 56 empleados, 46 panaderos, 43 dependientes, 44 zapateros, 96 domésticos, 24 carniceros, 35 albañiles, 15 cargadores, 61 carpinteros, 35 tabaqueros, 11 horneros, ocho armeros, 41 sastres, ocho corredores, ocho arrieros, 11 cirujanos, ocho médicos, seis abogados, etcétera.35
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Gráfica 1. Población de la ciudad de Córdoba.
Fuente: Elaboración propia con base en los padrones y censos municipales, ahmc, tomos 102, 126, 173, 195, 234, 274.36
De forma paralela, la población extranjera aumentó, principalmente la española y francesa. Asimismo, aparecieron americanos, cubanos, alemanes, italianos, ingleses y belgas (véase cuadro 2). Varios miembros de este sector se establecieron en la ciudad de Córdoba para invertir sus capitales en el cultivo de café y caña de azúcar, así como en algún giro mercantil o industrial.
Cuadro 2. Población extranjera en el municipio y la ciudad de Córdoba.
	Nacionalidad	Municipio	Ciudad
	Años	Años
	1871	1884	1852	1853	1876	1886	1894
	Españoles	8	97	39	7	92	93	75
	Franceses	3	21	2	1	18	7	11
	Cubanos	 
	27	 
	 
	32	22	15
	Italianos	 
	9	1	 
	7	9	6
	Alemanes	 
	3	 
	 
	17	4	2
	Estadounidenses	 
	5	 
	 
	4	2	 

	Ingleses	 
	3	 
	 
	 
	 
	 

	Belgas	 
	 
	 
	 
	1	4	 

	Suizo	 
	 
	1	 
	 
	 
	 

	Total	11	165	43	8	171	141	109

Fuente. Elaboración propia, ahmc, tomos 201 y 195. Para el caso de la población de 1871, Memoria leída por el C. Gobernador del Estado ante la H. Legislatura del mismo el día 13 de octubre de 1871, en Blázquez, 1986, sin página, documento 47, tomo ii. En el caso del año de 1894, el padrón estuvo incompleto, le faltaron los datos correspondientes al cuartel 8 de la ciudad.
La transformación del perfil urbano sucedida principalmente hacia finales del siglo xix. José González Sierra opina que los cambios fueron gracias a los excedentes económicos derivados de las actividades agrícolas.37 Los cambios estuvieron enmarcados en las ideas modernas promovidas por los médicos e ingenieros higienistas sanitarios. Las autoridades municipales pusieron en práctica varios de los saberes médicos que contemplaron, por un lado, un conjunto de normas para llevar a cabo el ordenamiento urbano.38 Y, por el otro, erradicar las enfermedades epidémicas.39 El objetivo era educar y concientizar a los vecinos de la necesidad de la higiene pública como una de las formas para eliminar las pésimas condiciones de salud en que vivían.40
Asimismo, los cambios urbanos estaban pensados con base en la relación entre el hombre y el medio ambiente. Es decir, una sociedad concebida como un ente biológico. En este sentido, la salud y la enfermedad fueron vinculadas con las condiciones del medio ambiente, el suelo, la atmósfera, los alimentos y las bebidas, tal como sucedió en otras ciudades del interior y exterior del país.41
A lo largo del siglo xix, incluso antes, los Bandos de Policía y Buen Gobierno, así como las Ordenanzas Municipales, fueron publicados en distintas ciudades con el objetivo de poner en práctica las medidas higiénicas tendientes a mejorar la salud de sus habitantes.42 La idea era normar a la sociedad a través de la modificación de sus hábitos o, en otras palabras, eliminar las costumbres que iban en contra de los avances científicos de la época. Se trataba también de ejercer un control social como lo ejemplifican, entre otros autores, Josep Bernabeu-Mestre e Isabel Moll Pere Salas, para los casos de las ciudades mallorquinas y catalanas respectivamente.43
Los bandos de policía contemplaban una serie de providencias para que las poblaciones salieran de su atraso sanitario, el cual se consideraba como un factor que incidía fuertemente en los altos índices de morbilidad y mortalidad. Las ciudades tendrían que ser “limpias, lavadas e inodoras” como bien apunta Pedro Novo para el caso de la Ría de Bilbao.44 La higiene formaba parte de las políticas que el Estado liberal mexicano promovió para lograr la modernidad del país. Las autoridades municipales y sanitarias de Córdoba estuvieron en esta misma sintonía. Conocían los avances en materia de higiene llevados a cabo, tanto en el viejo, como en el nuevo mundo y no dudaron en ponerlos en práctica. En noviembre de 1868 formularon el Reglamento de policía cuyo objetivo era higienizar y sanear la ciudad. Esto conllevaba normar a la población, hacer desaparecer las inmundicias de los sitios que producían malos olores y atentaban contra la vida de los pobladores. El fin era crear espacios bellos y funcionales que contribuyeran a la circulación del aire y al saneamiento del agua, tal como lo prescribía la teoría ambientalista.45
Como se verá, varios de los postulados del reglamento se cumplieron mínimamente, lo que hizo que Córdoba se mantuviera como una ciudad insalubre durante el siglo xix. En el entramado urbano, la basura fue uno de los focos de atención y preocupación para las autoridades municipales. Era común la existencia de varios muladares en distintos puntos de la ciudad, ya que la población tenía la costumbre de arrojar “las basuras e inmundicias”46 en los terrenos eriazos cercanos al centro de la localidad. Para erradicar estos malos hábitos, en 1866, el alcalde municipal, respaldado por la Junta de Sanidad,47 dispuso que los propietarios colocaran la basura procedente del barrido de las casas y del frente de éstas, a un costado de sus inmuebles para ser recogidas por “el carro de policía” que las llevaría hasta “los solares no cultivados conocidos por los del ‘Ejido’ en la colonia Huilango”.48 El estiércol de los caballos, el ripio y la tierra de las casas serían arrojados a un lugar que el ayuntamiento designaría. En caso de contravenir la disposición, los infractores pagarían una multa de dos pesos y 25 centavos o “un mes de prisión”.49
Dos años después, el reglamento establecía que la basura tenía que conducirse a “la sabana, no permitiéndose de ninguna manera” establecer un muladar “por el lado del río San Antonio”. Si alguna persona era vista contraviniendo esta última disposición, se le obligaría a llevar “un tanto cuatro veces mayor” volumen de basura a la sabana o al lugar que se le indicara, o bien, pagaría una multa de dos a cuatro pesos.50 El regidor de policía colocaría rótulos en los lugares donde no debían arrojarse desechos. En el caso de los animales muertos, sus propietarios estaban obligados a llevarlos hasta la misma sabana y darles sepultura. La multa sería de uno a cinco pesos si se infringía la orden. Estas medidas evitarían los hedores y la contaminación ambiental.
Como parte de la corriente higienista, los munícipes y los miembros de la Junta de Sanidad concibieron la calle como un espacio limpio, ordenado y en el que el aire y el agua circularan libremente. Es posible pensar que, como sucedió en otras partes del interior y exterior del país, la ciudad de Córdoba fuera comparada con el cuerpo humano, en el que las calles se asemejarían a las venas por donde la sangre debía fluir con facilidad. El ayuntamiento prohibió arrojar basura y animales muertos en “la calle, plazuelas, solares ó márgenes del río y arroyos de la población”. Los jefes de manzana estarían encargados del cumplimiento de estas disposiciones. Avisarían al regidor o al jefe de cuartel en caso de ver algún infractor. Si el jefe de manzana no cumplía con su obligación, sería multado con dos o cuatro reales.51
De manera simultánea, el ayuntamiento prohibió la circulación de perros, cerdos y “ganado de pelo y lana” en las vías públicas, así como “lidiar” toros “a peal o con cercado” en las calles o en las plazas. La medida fue con el fin de conservar las calles libres de excretas de animales y en buenas condiciones. Todo canino que se encontrara en la calle, de las diez de la noche en adelante, sería sacrificado y enterrado en zanjas profundas situadas en el lugar designado por el regidor de policía.52 Los propietarios de los cerdos o ganado vacuno que no acataran la disposición serían multados. En el caso de los cerdos, sus dueños pagarían cuatro reales en la primera ocasión, “el doble” en la segunda y “la mitad del valor del cerdo” en la tercera. Si alguna persona era sorprendida lidiando toros, se haría acreedor a la multa de tres a 10 pesos y se obligaría, al igual que el propietario de los cerdos, a reparar los daños causados al empedrado.53 Quedó establecido, además, que las reses destinadas al sacrificio para la venta de carne, debían conducirse al lugar conocido como Matadero, bajo el pago de la multa de tres a cinco pesos si se contravenía esta disposición.54
Como otra de las medidas para favorecer la circulación en las calles de la ciudad, el ayuntamiento prohibió que las puertas y ventanas obstruyeran el paso de los peatones al estar abiertas. La construcción o remodelación de algún edificio sólo se podría hacer con autorización de la corporación municipal. Estos trabajos debían cumplir los preceptos establecidos en las ordenanzas municipales. Es decir, que en la ciudad no hubiera inmuebles en ruina y que los edificios que fueran a construirse, tuvieran “la debida alineación y uniformidad con los contiguos” con el fin de mantener la rectitud de la calle.55 Asimismo, el ayuntamiento dispuso que los escombros procedentes de las construcciones debían ser removidos cuando el regidor de policía lo señalara. Y, como parte del ornato, prohibió rayar las paredes de los edificios públicos. El infractor de esta última medida pagaría una multa de dos reales a cinco pesos. En caso de no poder pagar, cumpliría una “pena correccional en los hospitales de caridad”.56 Es posible que esta sanción haya sido muy severa porque se sabía que los hospitales eran también espacios insalubres y fuente de contagio de alguna enfermedad epidémica.
El cuidado del empedrado fue también importante para el orden y la higiene de la ciudad. Las autoridades municipales trataron de evitar la formación de charcas. Éstas eran consideradas como focos de infección por los olores putrefactos que despedían. Pensaban que dichas charcas eran las generadoras de las epidemias que asolaban constantemente a la población cordobesa. De esta manera, el ayuntamiento prohibió la circulación de las carretas por las calles de la ciudad, ya que las llantas de estos vehículos descomponían constantemente el empedrado. Sólo podrían transitar por la calle principal. Las cargas y descargas de los productos transportados por estos vehículos serían realizadas en esta última. Los propietarios no debían ocupar las banquetas o aceras para estas actividades. En caso de desacato pagarían una multa de uno a cuatro pesos, además de reparar los daños a la vía pública, tales como los desperfectos en las banquetas y atarjeas.57
La desobediencia al reglamento de policía
A pesar de las medidas promovidas en el reglamento de policía para sanear y ordenar la ciudad, ésta continuó con problemas de insalubridad durante la segunda mitad del siglo xix. Es posible decir que las costumbres fueron cambiando paulatinamente, quizá porque la población estaba acostumbrada a vivir en la insalubridad y con las muertes constantes derivadas de las enfermedades infecciosas. Por otra parte, la falta de recursos económicos para llevar a cabo obras como el empedrado o algún edificio como el matadero o el panteón, de los cuales trataremos más adelante, hacía que las disposiciones municipales quedaran sólo como discurso. En este sentido, el desorden y el desaseo de las plazas y calles permaneció hasta la llegada de nuevos tiempos políticos y económicos que permitieron cambiar este panorama.
Se puede decir que hacia mediados del siglo xix, las calles de Córdoba continuaron siendo “lugares de actividades ordinarias”58 tal como sucedía en las ciudades del interior y exterior del país.59 Era común que en las vías públicas se vendiera carne de res, cerdo y carnero, lo cual se consideraba como una constante amenaza para la salud pública, ya que los establecimientos carecían de aseo y despedían malos olores.60 A este paisaje se sumaron la basura y las excretas humanas, estas últimas conducidas a través de los caños descubiertos.
Las calles de Córdoba se caracterizaron por ser insalubres y estar en pésimas condiciones. La mayoría carecía de empedrado y tenía baches ocasionados por las lluvias y el tránsito de las carretas, lo que daba como resultado la formación de las charcas. Este fue un gran problema que duró hasta finales del siglo xix y principios del xx, tal como quedó registrado por las autoridades políticas y vecinos de la ciudad. En agosto de 1865, el Ministro de Fomento del gobierno imperial decía que las calles en general estaban “en peor estado” en comparación con el camino que conducía de Córdoba a la ciudad de Veracruz.61 Años más tarde, septiembre de 1882, el regidor de paseos informaba que “la calle situada al costado izquierdo de la Parroquia” tenía charcas de agua estancada que [debían] producir miasmas deletéreos”.62 En 1904 y 1905, el propietario del Ferrocarril Urbano de Córdoba informaba al ayuntamiento que las carretas destruían el pavimento de las calles y que en el trayecto de la estación del ferrocarril al centro de la ciudad había varios hoyos hechos por las llantas de esos vehículos. En opinión del empresario, el agua de las charcas expuesta a los rayos del sol se descomponía, produciendo olores fétidos que eran “un amago para la salubridad pública”.63
Los problemas de la insalubridad en las calles fueron resaltados durante los periodos en que la epidemia de la fiebre amarilla hacía estragos entre la población. Por ejemplo, en 1865, cuando los cordobeses fueron atacados por esta enfermedad, la Junta de Sanidad manifestó que los habitantes más afectados fueron aquellos que residían “en los puntos más bajos” de la ciudad, área en donde estaban las “calles más fangosas”.64 La misma situación sucedió en 1882, cuando el vómito prieto apareció nuevamente en la ciudad.65 En este año el concejal de salubridad informó al ayuntamiento sobre las charcas existentes en la calle del costado de la parroquia. Es interesante la relación hecha entre las charcas y el vómito prieto ya que en esta época se desconocía la etiología de la enfermedad. Las autoridades municipales y sanitarias cordobesas, al igual que sus homólogos del estado y del país, se enfocaron a eliminar los miasmas generados por las aguas putrefactas, más que acabar con el mosquito Aedes aegypti que era el causante de la enfermedad.66 Sin embargo, se puede decir que esta medida, junto con la eliminación de las malezas de las cuales hablaremos más adelante, contribuía a la desaparición del mosquito y, por ende, en el impacto de la epidemia sobre la población.
Por otra parte, mantener la ciudad libre de basura fue una tarea titánica para las autoridades municipales. Aunque tenían concesionado el servicio de limpia pública, no era lo que esperaban por la inexistencia de un reglamento que obligara al contratista a cumplir su compromiso. Para eliminar este inconveniente, en 1879, el concejal de policía propuso la compra de dos carretas nuevas y dos mulas. Los vehículos costarían 180 pesos y las acémilas 100 pesos. La deuda de las carretas sería amortizada en mensualidades de 50 pesos. Para el edil, la adquisición resultaba favorable al tener en cuenta que la corporación municipal pagaba 60 pesos mensuales por la limpieza de las calles. En su opinión, habría un ahorro de 10 pesos y, en el transcurso de seis meses, el ayuntamiento sería propietario de los vehículos lo cual obtendría la ventaja “principal de que la Ciudad [estuviera] en mayor aseo”.67
Aunque el ayuntamiento se encargó directamente de la recolección de basura a través de la adquisición de los vehículos y las mulas, el servicio continuó siendo pésimo. En 1884, la comisión de policía señalaba que las carretas para el servicio de la limpia pública eran de “mala calidad” y estaban deterioradas por tener varios años sin mantenimiento. Decía en pocas palabras, que eran “viejas” y requerían constantes reparaciones que afectaban los fondos municipales.
La deficiencia del servicio trajo como consecuencia que los habitantes depositaran sus desperdicios en los terrenos o espacios cercanos al centro de la ciudad. Tal situación siguió siendo un dolor de cabeza para el ayuntamiento, ya que se formaban muladares y, por lo tanto, focos de infección amenazantes de la salud pública. Por ejemplo, en 1884, el regidor de Paseos indicaba que al lado del atrio de la parroquia había un predio abandonado que al mirarlo era desagradable por la maleza que lo cubría. Señalaba, además, que la plazuela de San Juan situada a 350 metros de la calle Principal68 (hoy avenida 1)69 y en la que fue construido un monumento “en honor al valor Cordobés”,70 estaba convertida en un basurero lo cual era repugnante a la vista y olfatos delicados. El concejal criticaba esta situación porque era el lugar más importante de la ciudad, desde donde podía respirarse aire puro y observarse “sitios deliciosos” que los circundaban, sin embargo, no se podía pasar por él debido a las malezas y emanaciones pútridas provenientes del basurero en que se había convertido.
Además de los muladares, el único jardín que había en la ciudad, ubicado en la plaza principal, conocida también como Plaza de Armas, se encontraba “en decadencia”. Tenía pocas plantas y las existentes estaban maltratadas. El piso de los paseos interiores presentaba gran deterioro, algunos postes de los faroles eran inservibles por estar podridos.71
Algunas soluciones a los problemas sanitarios
¿Cómo concebir una ciudad sucia siendo próspera mercantil y agrícolamente? El gran contraste era la preocupación de las autoridades municipales y sanitarias. Como parte de las soluciones a los problemas de insalubridad, hacia los años ochenta, los concejales en turno continuaron promoviendo varias medidas higiénicas sanitarias prescritas por los ingenieros y médicos modernos con el fin de convertir a Córdoba en un espacio saludable. Asimismo, impulsaron el mejoramiento de la infraestructura urbana a través de la construcción y remodelación de varios edificios públicos. Como repetidas veces lo manifestaron, trataron de sanear la ciudad con el fin de lograr el alto grado de cultura de los cordobeses. Los munícipes tuvieron el apoyo de los gobernadores estatales, quienes compartían también la idea de la modernidad impulsada por el régimen de Porfirio Díaz.
Se ha comentado el problema de la basura. Para solucionar este asunto, en enero de 1884, el concejal propuso que el servicio de limpia pública fuera nuevamente concesionado.72 Así, en el mes de agosto, la concesión fue otorgada al señor Rafael G. Vargas, quien se comprometió a conducir en dos carretas las basuras a “una distancia [que] no bajara de 1 500 metros de la plaza principal en cualquier dirección”.73 Vargas se obligó a recoger todos los días la basura de las casas y las calles de la ciudad. Tocaría la campana avisando a los vecinos que sacaran dicha basura de sus propiedades.74 Durante el año que duró la citada concesión, el ayuntamiento pagó a Vargas 60 pesos mensuales.75
En torno a los espacios donde estaban depositadas las inmundicias, en el mismo año de 1884, el ayuntamiento se propuso convertirlos en lugares higiénicos.76 Conforme a la Ley Orgánica para la Administración Municipal del Estado (capítulo primero, artículo 46), el regidor de Paseos sugirió la plantación de árboles por los buenos resultados tenidos en materia de salud “en cada país según las enfermedades locales”.77 Influenciado por la teoría ambientalista, pensó que los árboles contribuirían a la salud pública a través de la purificación del aire, y embellecerían los espacios públicos tal como sucedió en otros centros urbanos.78 En este sentido, el concejal propuso la construcción de “paseos ó calles de árboles” con el fin de hacer desaparecer los muladares de la ciudad. Paralelamente sugirió que se invitaran a la Junta de Sanidad y al jefe político para llevar a cabo la destrucción de las “plantas silvestres,” y en su lugar se sembraran “árboles convenientes en el perímetro de la ciudad”. Al decir conveniente, el munícipe se refería a los árboles de la región. El edil consideró, además, que estas mejoras estuvieran bajo el cuidado de los jefes de manzana, quienes podían auxiliarse de dos presos.79
El empedrado de las calles fue otro de los espacios que ocupó la atención de las autoridades municipales. Hacia el último tercio del siglo xix, el ayuntamiento empedró y reparó varias de ellas con el fin de hacer desaparecer las charcas. Al mismo tiempo, abrió otras calles y construyó banquetas en distintas zonas de la ciudad.80 Similar a otras ciudades, estas mejoras se llevaron a cabo principalmente en la zona centro. Por ejemplo, a mediados de los ochenta, fueron construidos los empedrados en las calles del Ferrocarril (calle 9), Hernández y Hernández, La Palma (calle 8), Donceles, San Antonio (calle 5) y en las 1a, 2a y 3a de México81 (avenida 1).
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Croquis 3. Perfil transversal para las calles de Córdoba.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R. con base en ahmc, 1866, tomo 150.
La plaza y el “mercado de carnes”
La construcción de edificios públicos fue también una de las prioridades para erradicar los problemas de insalubridad habidos en la ciudad. De acuerdo con la corriente higienista, los inmuebles debían ser amplios, bien ventilados y principalmente funcionales. Estas características contribuirían a mejorar la salud pública al evitar tener espacios hacinados de basura y obscuros, lo cual era considerado favorable para el desarrollo de alguna epidemia de tipo bacteriana transmitida por medio del consumo de algún producto doméstico. Bajo estas ideas, el ayuntamiento centró su atención en la plaza del mercado, por ser uno de los focos de insalubridad. Cada domingo, los indígenas de los pueblos aledaños acudían a la plaza principal de la ciudad de Córdoba para vender sus productos agrícolas. Después de esta actividad, el lugar quedaba sucio, lo cual iba en contra del Reglamento de Policía y Ornato;82 o dicho con otras palabras, contravenía los preceptos higiénicos promulgados por los médicos e ingenieros sanitarios modernos. Tal situación se convirtió en un problema y preocupación para las autoridades municipales. Ante ello plantearon la construcción de un edificio en el que se concentrara la venta de esos productos. Así, a principios de la década de 1880, los ediles en turno discutieron los proyectos presentados por empresarios locales y buscaron el lugar propicio para erigir la plaza del mercado.
Cinco años después, la construcción del mercado inició con base en el proyecto elaborado por el ingeniero civil, Ignacio P. Guzmán, quien había sido comisionado por el gobernador del estado para tal efecto. La manzana sur del barrio de San Juan fue elegida para situar allí la obra; se consideró pertinente este sitio por tener un buen nivel y haber solamente tres casas viejas que al ser demolidas no tendría mayores gastos; se tomó también en cuenta la corta distancia entre dicho terreno y el centro de la ciudad, que como dijimos, era de “unos 350 metros”. El acceso al nuevo local sería a través de las calles del Ferrocarril (calle 9) y Mártires (calle 7), las cuales estaban niveladas y empedradas.
Un año después, el 22 de agosto de 1886, el edificio fue inaugurado. Su costo ascendió a 17 000 pesos. De éstos, el ayuntamiento había solicitado 15 000 pesos al propietario urbano, José Fernández Díaz. El inmueble medía 60.50 metros por cada lado, 6.20 metros de altura. Contaba con “128 arcos, 76 exteriores y 56 interiores”.83
Paralelamente al interés por construir la plaza del mercado, las autoridades municipales buscaron controlar el abasto de carnes. Apoyadas en los Bandos de Policía y buen Gobierno y en las Ordenanzas Municipales, vigilaron que ese producto fuera de buena calidad y que se vendiera al público en un edificio higiénico y funcional. El objetivo era acabar con la insalubridad habida en los distintos expendios de este producto. En 1878, el doctor Cutberto Peña, en su función de alcalde municipal, decía que “en años anteriores” se propuso como medida higiénica, “el establecimiento de una carnicería central” con el fin de eliminar los establecimientos situados “en las calles principales”.84 Como los demás munícipes, el galeno consideraba que esta providencia contribuiría también al ornato público bajo la premisa de hacer de la ciudad un espacio bello y estético, que reflejara el alto grado de civilización de los cordobeses. En este sentido, Peña sugirió que se tuviera en cuenta el proyecto de la construcción de un local contiguo a la plaza del mercado.85
Aunque el proyecto parecía viable, la crónica escasez de numerario y la resistencia de los expendedores de carnes para trasladarse al local planeado, hicieron que la obra no se realizara durante varios años. El 24 de junio de 1890, bajo los mismos argumentos sobre la higiene, la salubridad y el ornato públicos, Miguel Bello, vecino de la ciudad, retomó la idea de construir un local exclusivo para la venta de carnes. Decía que los establecimientos ubicados en las calles principales estaban desaseados y que la permanencia de la carne por gran tiempo al aire libre producía olores fétidos generando focos de infección. En este sentido, acorde con la corriente higienista, Bello señalaba que debían erradicarse los hábitos antihigiénicos y por ende los miasmas,86 lo cual demostraría también el alto grado de cultura de la sociedad cordobesa.
Miguel Bello propuso al ayuntamiento usar por seis años y medio el terreno de 600 varas, anexo al mercado de San Juan, con el fin de construir un edificio destinado para la venta de carne “de todo género”. El inmueble se denominaría “Mercado de carnes”, estaría sostenido con pilares de mampostería, se le colocarían rejas de madera de pino entre los pilares y su techo sería de teja plana de buena calidad. Bello se comprometía a construir y entregar el edificio en seis meses, a partir del momento en que se iniciara la obra. Para garantizar el cumplimiento, Bello se comprometió a depositar una fianza de 638 pesos y 90 centavos en la tesorería municipal o “en la casa de comercio que se le [designara]”. El depósito sería “en certificados de crédito reconocidos contra el erario municipal”.87 En caso de incumplimiento, la corporación municipal dispondría de esta cantidad.
A cambio de la construcción del edificio, Bello pidió la exención del pago de los gravámenes municipales y estatales, encargarse de designar diariamente las mesas que creyera necesarias para la venta de la carne y cobrar el derecho de giro mercantil durante los seis años que duraría la concesión88 (véase cuadro 3). Una vez concluido este plazo, la corporación municipal sería la propietaria del inmueble y la encargada de cobrar la gabela causada por la venta de carne.89
Cuadro 3. Cuotas en pesos y centavos propuestas por Miguel Bello para el Mercado de Carnes en Córdoba y tarifas cobradas en la ciudad de Veracruz.
	Animal	Córdoba	Veracruz
	Toro, vaca	$1.50	$2.19
	Ternera	0.75¢	$1.25
	Cerdo	0.50¢	0.62¢
	Carnero	0.37¢	0.25¢
	Venado	0.25¢	0.25¢
	“Toda clase de caza y carnes conservadas”	0.25¢	 


fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, 1890, tomo 218.
El proyecto fue sometido a la comisión municipal para su evaluación. Los comisionados a su vez lo turnaron a la Junta de Sanidad para tener una opinión. Dicha Junta, integrada por el alcalde municipal, Platón M. Torres, el regidor de policía, doctor Carlos M. Pórragas y los doctores Enrique Herrera Moreno y Florentino Sariol, respaldó el proyecto por considerarlo importante para la salubridad pública. El galeno Herrera, “cuya fama [era] legítima entre [los munícipes],”90 opinó que la construcción del mercado de carnes permitiría al regidor de policía vigilar con eficiencia la venta de ese producto, ya que esta labor no podía realizarse debido a que el expendio se efectuaba “desde tiempo inmemorial […] en casillas diseminadas por toda la ciudad, [escogidas] al capricho del expendedor y en condiciones que no obedecían a ningún principio fijo”.91 De esta manera, pensaba que se acabaría con la vieja costumbre que traía como consecuencia, la venta de carnes putrefactas o de reses tuberculosas o “de otras enfermedades fácilmente transmisibles al hombre”.92 Por medio de esta política sanitaria, se buscó eliminar estas enfermedades cuyo fin era reducir los índices de mortalidad.93
Apoyado en los conceptos de la teoría microbiana, Herrera sostenía, además, que los expendios de carne eran focos de infección perjudiciales a los pobladores de los cuarteles donde se ubicaban. Observaba que las ventanas de los establecimientos carecían de “la amplitud necesaria” lo cual provocaba que permanecieran cerradas “herméticamente”; señalaba que las casillas estaban “mal ventiladas, mal pavimentadas, mal pintadas […] mal aseadas,”94 y que carecían de pisos inclinados, recomendados para realizar su lavado con facilidad y “arrastrar por completo los detritus esparcidos por el suelo”. En su opinión, los pisos planos permitían la acumulación de desechos que se pudrían y generaban emanaciones molestas,95 y lo que era más importante, creaban gérmenes que podían dar pie a la aparición de enfermedades contagiosas.96
Al mismo tiempo, Herrera argüía que los establecimientos no tenían la pintura idónea para el aseo periódico de las paredes, el cual era “indispensable para la buena higiene de los expendios de carnes”. Decía que, por todas las características anotadas, el desaseo era evidente.97 Vale apuntar que el aseo era importante para los médicos higienistas ya que constituía otra de las formas para mejorar la salud pública. La limpieza era sinónimo de salud y ésta a su vez significaba bienestar social y desarrollo económico. Además de estos argumentos, el doctor Herrera respaldó la construcción del mercado al decir que la centralización de la venta de carnes contribuía a “la salud y a la vida de los ciudadanos,” y era por ello que las ciudades medianas europeas tomaban esta decisión. En su opinión, Europa iba “á la cabeza del mundo entero en cuestión de higiene oficial y pública”.98
Con base en las observaciones reseñadas, Herrera sugirió al ayuntamiento que el edificio contara con amplias ventanas o puertas con dirección al poniente y al oriente, con el fin de que estuviera bien ventilado durante el día y la noche;99 esta indicación estaba relacionada con la idea de que el aire purificaba el ambiente y que los espacios cerrados eran propicios para el contagio de enfermedades.100 El galeno propuso además, que el piso estuviera inclinado y fuera impermeable y que las paredes del inmueble tuvieran pintura de aceite en la parte interior donde se depositaría la carne. Recomendó la elaboración de un reglamento en el que se prescribieran medidas higiénicas, como el salado de las carnes a las dieciocho horas de sacrificada la res, “el lavado diario de los útiles, pisos y ganchos para colgar la carne” y la limpieza de las paredes cada semana.101
La construcción de caños para conducir las aguas sucias al río, fue otra de las sugerencias hechas por el galeno Enrique Herrera Moreno.102 Como sucedía con el cuerpo humano, donde la sangre debía circular por las venas, en el ámbito urbano, la idea era que el agua fluyera y arrastrara las inmundicias lo más lejos de la población. En realidad, este problema era sólo trasladado hacia otro lugar.
Después de haber sido emitido el dictamen por la Junta de Sanidad, el 29 de junio de 1890, el ayuntamiento lo envió al gobierno del estado para su aprobación. El ejecutivo estatal compartía las ideas higienistas por lo que vio con agrado la iniciativa. Señalaba que, al realizarse el proyecto, la población cordobesa sería beneficiada al quitar “el repugnante aspecto que en lo general [presentaban] los expendios privados de carnes”. Coincidía con la citada Junta en torno a lo sucio y mal estado de los establecimientos, igualmente opinaba que no tenían “los enceres de ornato que [embellecían] a los establecimientos mercantiles”. La misma autoridad estaba de acuerdo con la ubicación del mercado de carnes, pues creía que los malos olores desprendidos de las carnicerías eran los causantes de las enfermedades epidémicas. En este sentido, opinó que, con estas medidas, el vómito prieto que aparecía periódicamente en Córdoba,103 tendría menos impacto en la población gracias al nuevo local, el cual reuniría las condiciones higiénicas.
De igual manera que las charcas, las autoridades políticas y médicas de Córdoba generalizaron su opinión en torno a los hedores e insalubridad de cualquier sitio como causantes de la fiebre amarilla, como ocurrió en otros centros urbanos.104 Como se indicó en páginas anteriores, la ciencia no había tenido grandes avances en torno a la etiología de esta enfermedad. Fue a principios del siglo xx cuando los descubrimientos del médico cubano Carlos J. Finlay demostraron que el transmisor de la enfermedad era el mosquito Aedes aegypti.
Si bien el gobierno del estado estaba de acuerdo con el proyecto por sus efectos favorables en la salubridad pública, mostró lo contrario en torno al asunto económico. Aunque la cuestión económica no es el objetivo principal de este apartado, es conveniente hacer una digresión para entender por qué algunas obras materiales tardaron en realizarse o quedarse como proyectos. El ejecutivo del estado calculó el usufructo que obtendría Miguel Bello durante los seis años que duraría la concesión; para ello tomó como referencia el informe de la Sección de Fomento del estado correspondiente al año de 1889, en el que se especificaba el número de animales sacrificados, y cuyos vendedores de carne pagaron el impuesto estatal (véase cuadro 4). El mismo gobierno supuso que en Córdoba se sacrificaban en promedio diariamente cinco reses y un cerdo, este último aunque fuera solamente para la elaboración de manteca.105 De esta manera, el gobierno decía que el contratista obtendría “en el periodo de su convenio, á lo menos el doble de la cantidad.”106 Es decir, 16.355 pesos, 70 centavos. Para tener una mayor claridad de este problema, se pidió al contratista presentar el presupuesto de la obra ya que sólo había entregado los planos del edificio, el cual “dejaba mucho que desear”.107
Cuadro 4. Presupuesto de las ganancias en pesos y centavos que obtendría Miguel Bello.
	Animal sacrificado	Número de animales sacrificados	Impuesto que se cobraría	Producto al año en pesos	Producto a los seis años en pesos
	Toro, novillo, buey o vaca	1794	$1.50 	$2 691.00 	$16 146.00 
	Ternera	37	0.75¢ 	$27.75 	$166.50
	Cerdo	7	0.50¢ 	$3.50 	$21.00 
	Carnero	10	0.37¢ 	$3.70 	$22.20 
	Total	1 848	 
	$2 795.95	$16 355.70

Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, 1890, tomo 218.
Paralelamente, el ejecutivo estatal opinaba que las tarifas propuestas por el empresario eran excesivas si se tomaba en cuenta que el precio del ganado subía “cada día”, así como los impuestos municipales, estatales y federales pagados por el arrendamiento de una mesa de una vara lineal, la cual no tenía suficiente espacio “para colocar una res y hacer su venta con alguna comodidad”. Existía, además, la incertidumbre del aumento de la cuota de renta en caso de que el expendedor deseara un espacio más amplio. La autoridad estatal comparó la renta de las mesas utilizadas para la venta de carnes en la ciudad de Xalapa. Señalaba que dichas mesas eran más grandes. Es decir, de 2½ varas de largo. Decía que por el expendio de carne de “res mayor y menor” se cobraban respectivamente 20 y 10 centavos.
Con estas observaciones, el gobernador destacó el perjuicio de las finanzas municipales y del público que era “en último extremo quien [había] de pagar los provechos de la empresa”.108 En su opinión, la corporación municipal dejaría de percibir el impuesto que cobraba a los expendedores de carne salada ubicados en la plaza del mercado, así como de los propietarios de las casillas existentes en las calles de la ciudad. En este sentido, la autoridad estatal pidió al ayuntamiento que señalara la cantidad que perdería al suspender el cobro del impuesto en los sitios indicados. Una vez recabado estos informes, la autoridad estatal emitiría su dictamen.
El ayuntamiento respondió que si bien existían dudas que objetaban la construcción de la obra, carecía de “luces para hacer evidente las razones” que lo impulsaron aceptar el proyecto de Miguel Bello. Reconocía en principio que el concesionario lucraría, sin embargo, consideraba que la concesión era el único medio para solucionar los abusos cometidos en el ramo de carnes “desde tiempo inmemorial,” ya que se carecía de un cuerpo de policía que vigilara y evitara la introducción de ganado clandestino. La corporación municipal argumentaba, además, que el concesionario invertiría parte de sus ganancias “para perseguir infatigablemente el nuevo contrabando que de alguna manera tratará de desarrollarse”.109
Asimismo, la autoridad municipal estaba consciente de la pérdida de “unos setecientos veinte pesos ($720.00)” por concepto del cobro “a los puestos de carnes conservadas”, y de “unos mil ochenta pesos ($1 080.00)” correspondientes al impuesto de giro mercantil causado por los propietarios de las casillas donde se expendía el producto. Sin embargo, argüía que recibiría como mínimo “cinco mil setecientos pesos” cuando el edificio pasara a ser propiedad del ayuntamiento.110 En esta misma tónica, la corporación municipal reconocía que el empresario podría obtener 16 355 pesos y 70 centavos o más durante el tiempo del contrato, lo cual representaba una ganancia del 300% en relación al costo del edificio.111 Empero, argumentaba que, al pasar el inmueble como propiedad del ayuntamiento, contribuiría en la amortización del “enorme déficit que podrá arrastrar [a esta institución] á la banca rota”.
En torno a las tarifas por la renta de las mesas, el ayuntamiento sostenía que no aumentarían, pues habría oportunidad para aquellas personas que desearan invertir “treinta ó cuarenta pesos” en la venta del producto al contar con mesas en el mercado de carnes. Esto ayudaría para que el expendio de este producto se extendiera extendería a otras manos y desapareciera desaparecería el monopolio, ya que los ganaderos de la costa vendían sus animales sólo a los individuos que tenían poder económico.112
Por otro lado, la institución edilicia argumentaba que las tarifas propuestas por el empresario eran más bajas si se comparaban con las cobradas en la ciudad de Veracruz (véase cuadro 1). Después de estas aclaraciones, el ayuntamiento envió el dictamen al gobernador del estado para su aprobación. En este nuevo documento se mencionaba también los presupuestos y la fecha de inicio de la obra, sin embargo, no apareció la cantidad del capital que se invertiría en la construcción del mercado de carnes.
“La casa de matanza”
Simultáneamente al proyecto de la construcción del edificio para la venta de carnes, las autoridades municipales centraron su atención en el “rastro” o llamado también a mediados del siglo xix como “la casa de matanza.”113 De la misma manera que los inmuebles descritos, el rastro debía ser construido cumpliendo las reglas de higiene prescritas por los médicos e ingenieros modernos.114 El objetivo era, como se ha indicado repetidas veces, velar por la salud pública.
Hacia la década de los ochenta del siglo xix, el antiguo rastro brindaba aún servicio a la población. Se ubicaba en “la esquina de las calles del Ferrocarril (calle 9) y de los Arrieros” (¿avenida 7?),115 perteneciente al barrio de San Sebastián. Es decir, cercano al centro de la ciudad hacia el lado sur. El inmueble estaba construido en el barrio más habitado de la ciudad;116 era insalubre debido a la falta de una adecuada infraestructura, lo cual representó un peligro para los habitantes de ese barrio. Fue construido en un terreno desnivelado y tenía poco espacio para resguardar a los animales, lo que conllevaba al hacinamiento; carecía de agua necesaria para su aseo y de un caño que condujera lejos del recinto urbano las inmundicias de los animales sacrificados. De esta manera, los desechos quedaban estancados en el solar y “en pocas horas” se fermentaban generando la hediondez a sus alrededores.
Influidos por la teoría ambientalista, los munícipes en turno consideraron el rastro como “un foco de infección constante”;117 lo relacionaron con la mortalidad de la población y la presencia de algunas epidemias. En 1865, el regidor de salubridad, F. M. Rivera, decía que las múltiples enfermedades tenían su origen en la sangre retenida que en estado de putrefacción generaba “miasmas deletéreos”.118 En 1881, las autoridades municipales y médicas sostenían que las “terribles enfermedades” que habían diezmado la población del municipio en décadas anteriores, eran debidas a la insalubridad del rastro.119 Nueve años más tarde, la concepción prevalecía, pero ahora basada también en la teoría microbiana. En agosto de 1890, el alcalde municipal describía al matadero como un “centro de miasmas mortíferos que [era] el más serio amago de la localidad,”120 y el lugar donde estaba “el germen principal” favorecedor del desarrollo de la fiebre amarilla, así como de “las periódicas invasiones de la viruela”.121 Tanto en ésta como en otras intervenciones de la Junta de Sanidad que se verán más adelante, los médicos cordobeses comenzaron a vincular los problemas de las enfermedades con los microorganismos patógenos. Para este tiempo, conocían los avances de Louis Pasteur y Robert Koch, quienes mostraron a través del microscopio, la vinculación entre las enfermedades y los microbios.122 Se puede decir que igual que en otros centros urbanos latinoamericanos y europeos,123 en Córdoba la teoría microbiana no desplazó a la ambientalista, no obstante los avances científicos. Hubo incluso una complementación entre dichas teorías hacia finales del siglo xix y principios del xx.
En el mismo esquema de las teorías ambientalista y microbiana, el ayuntamiento, en coordinación con la Junta de Sanidad, promovió la construcción del nuevo rastro. Éste tenía que ser amplio, bien ventilado y principalmente higiénico bajo la idea de “garantizar una buena salubridad”.124 Se trataba de contar con un inmueble que reflejara también el alto grado de cultura y progreso de la ciudad. Así, en la década de los ochenta, el ayuntamiento formuló tres propuestas para contar con un edificio de mejor infraestructura. En sesión del 25 de febrero de 1881, el presidente municipal, doctor José Timoteo Helguera, formó una comisión encargada de la construcción del matadero. Los integrantes serían el propio alcalde, los regidores del rastro y de policía, el síndico primero y “los vecinos” Ignacio Pérez Guzmán, quien era el ingeniero de la ciudad, Ignacio de la Cámara Peón y Rafael Herrera. En principio, el ayuntamiento propuso construir el nuevo desolladero en la manzana número “52 del cuartel cuarto”.125 Consideraba el lugar idóneo por “estar muy cerca del arroyo ó río San Antonio”, ya que “las aguas sucias” generadas “por la matanza de animales” podían verterse a este acuífero.126 Un mes después, la comisión sugirió que el inmueble fuera construido cerca de la caja de agua o “en las orillas del arroyo denominado ‘Paso Ancho’”. Sin embargo, por acuerdo del síndico segundo, en mayo de este mismo año se pidió la opinión a la Junta de Sanidad sobre la factibilidad de que el rastro quedara en el lugar donde estaba construido. Esta última propuesta fue aceptada y se sugirió que sólo se modificara su estructura. No obstante esta decisión, la obra no se llevó a cabo por la falta de recursos económicos. Como veremos adelante, pasarían varios años para concretizar este proyecto.
De igual manera que los médicos e ingenieros sanitarios modernos o los nuevos expertos de la ciudad, como los llama Pedro Novo en el caso de Bilbao, España,127 las autoridades médicas y políticas de Córdoba aplicaron los conocimientos establecidos por la ciencia. Debatieron sobre la ubicación del local en relación con las corrientes aéreas y la higiene. El influjo del medio ambiente y la insalubridad en los habitantes estuvo presente en las discusiones y proyectos sobre el nuevo rastro. Por un lado, se buscaba mantener alejada a la población de los olores fétidos y, por el otro, tener aseado el local como otra de las formas para evitar la presencia de las epidemias y enfermedades endémicas. Se ha comentado que, en 1881, los miembros de la Junta de Sanidad decidieron que el matadero quedara en el mismo sitio donde estaba construido. El acuerdo fue fundamentado en la idea de que los gases producidos por las sustancias descompuestas en el matadero no se esparcían por la ciudad, gracias a las corrientes de aire que circulaban en sentido opuesto al recinto urbano.128
En torno a la higiene, en este mismo año, el ingeniero Ignacio Pérez Guzmán, quien perteneció a la Junta de Sanidad y se encargó de elaborar el proyecto, contempló la construcción de un “muro exterior” y de varios departamentos bien ventilados y con suficiente espacio con el fin de evitar el hacinamiento de los animales y la contaminación de la carne. Planeó colocar dos ventanas en la garita existente. Frente a ésta incluyó la construcción de un portal para el desolladero de borregos y cerdos. En otra sección proyectó la construcción de cinco mataderos, “los cuales [tendrían] cada uno espacio para atar la res en pie de manera que quedando la cabeza entre dos postes” se dejaría caer “una clavija” sobre dicha cabeza para darle muerte instantánea.129 Asimismo, Guzmán consideró la adquisición de un terreno contiguo al rastro para encerrar los animales que serían sacrificados.130
Por otra parte, acorde con los avances de la ingeniería hidráulica, las autoridades municipales y sanitarias contemplaron en sus proyectos el acceso a grandes volúmenes de agua con el fin de arrastrar las inmundicias de los animales sacrificados hacia fuera de la ciudad. El objetivo era mantener aseado el rastro. Como decía Alain Corbin “Toda agua estancada implica una amenaza. Es el movimiento el que purifica. La corriente echa fuera, machaca, disuelve los desechos orgánicos que se esconden en los intersticios de las partículas acuáticas”.131
Las mismas autoridades creyeron que con esta medida, la población estaría protegida contra la morbilidad y mortalidad. La limpieza era un sinónimo de salud y ésta significaba bienestar social, cultura y desarrollo económico. La idea era hacer desaparecer todo aquello que oliera mal y estuviera también en contra del ornato y del progreso.132 Como se dijo, en el proyecto de 1881, se había pensado construir el rastro al lado de la caja de agua, en el terreno situado en la manzana cincuenta y dos del cuartel cuarto de la ciudad o al lado del arroyo Paso Ancho.133 En el mismo año, entre las modificaciones sugeridas por la Junta de Sanidad para que el rastro quedara en el mismo lugar, el ingeniero Guzmán proyectó desazolvar el pozo situado en el centro del terreno de la casa de matanza; a través de una bomba y un tanque que formaban parte de la nueva tecnología hidráulica, se almacenaría suficiente agua para el aseo del inmueble. Paralelamente contempló el trazo de un canal de hierro de 25 x 25 centímetros para la expulsión de los desperdicios de los animales sacrificados. La atarjea pasaría frente a los cinco mataderos continuando por la calle del Ferrocarril (calle 9) hasta el citado arroyo.134
Sin embargo, como se apuntó, el proyecto de 1881 no fue materializado. Como sucedió con la plaza del mercado y el local para la venta de carnes, pasaron varios años para que las autoridades municipales retomaran el proyecto de la construcción del rastro. En 1890, los munícipes en turno volvieron a discutir el asunto. Conscientes de la escasez de numerario en las arcas municipales, propusieron al gobierno del estado les permitiera realizar una permuta del terreno donde estaba construido el inmueble por un predio mejor ubicado y con condiciones saludables.135 La petición fue aprobada y en septiembre de ese año, el ayuntamiento comisionó al ingeniero F. D. Hohestein para valuar la casa del rastro y el predio donde estaba erigido. El perito estimó el valor del inmueble en 339 pesos, y respecto al terreno, dijo que no podía emitir un precio porque la corporación municipal sabía su valor.136
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Croquis 4. Proyecto para el rastro de la ciudad.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R. con base en el ahmc, 1890, tomo 218.
Bajo el argumento de lograr el bienestar social de la población, el alcalde municipal, Carlos N. Porragas, convino con el señor José María Arazaba la citada permuta. El nuevo terreno para la construcción del rastro estuvo conformado de seis solares, se ubicaba en el barrio de San José y contaba con el agua del arroyo El Coyol.137 Si bien la construcción del nuevo rastro resolvería los problemas de insalubridad, las autoridades municipales en turno tropezaron con el inconveniente de la falta de recursos económicos para emprender la obra, cuyo costo ascendía a 4 779 pesos y 77 centavos. Esta situación condujo a los munícipes a buscar estrategias para llevar a cabo el proyecto. En 1881, los comisionados municipales propusieron, por un lado, la formación o contratación de una empresa. Esta fue una medida empleada por distintos ayuntamientos del país para llevar a cabo este tipo de obras materiales, así como para mejorar los servicios públicos. Por otro lado, se propuso que la corporación municipal ejecutara la obra con sus propios recursos solicitando la ayuda del gobernador de la entidad. En caso de formarse la empresa, fue sugerida la participación de “personas acomodadas”. Es decir, “comerciantes, Hacendados, propietarios, industriales, artesanos y empleados”.138 Cada individuo sería socio al comprar acciones.139 Los cinco socios mayoritarios conformarían un comité para dar seguimiento a la realización del proyecto.
En torno a la contratación de la empresa privada, la corporación municipal aportaría “la tercera parte del costo de la obra” a través de pagos mensuales de 100 pesos. El concesionario cobraría las “dos terceras partes de los derechos municipales que [causaran] las reses dadas al cuchillo, cuyo importe” sería entregado por el tesorero municipal “sin gravamen alguno”. Asimismo, la empresa quedaba autorizada para cobrar durante diez años “el seis por ciento sobre el resto del valor total de la obra”. Después de este periodo, el ayuntamiento amortizaría la cantidad total quedando como propietario del matadero.140
Después de discutir las dos propuestas de financiamiento, los comisionados decidieron que el ayuntamiento se encargara de llevar a cabo la obra. Para ello, solicitó en mayo de 1881 el apoyo económico del gobierno federal a través del Secretario de Hacienda y Crédito Público, Francisco de Landero y Cos. Paralelamente, pidió al gobernador del estado le ayudara con cantidades semanarias para la compra de materiales.141
Por otra parte, se ha comentado que en 1890 el ayuntamiento comisionó al ingeniero F. D. Hohestein para valuar el terreno e inmueble del rastro con el fin de hacer una permuta de predio con el señor Arazaba. La corporación municipal se comprometió a traspasar a Arazaba el terreno de la casa de matanza, así como hacer el pago de 400 pesos en mensualidades de 50 pesos.142 Sin embargo, el rastro no fue construido en los terrenos de Arabaza, los cuales estuvieron situados en el barrio de San José. Al parecer el desolladero quedó en su lugar de origen en el que quizá se le hicieron modificaciones para resolver los problemas de insalubridad.
El nuevo cementerio
La construcción de un nuevo cementerio fue también parte de las políticas de saneamiento urbano. Acorde con la corriente higienista prevaleciente a lo largo del siglo xix, los panteones fueron considerados focos de infección. Su insalubridad era reflejada por su ubicación, cerca o dentro de las poblaciones, por la poca profundidad de las fosas, así como por el hacinamiento de los cadáveres.143 Córdoba no fue la excepción a la regla. El cementerio antiguo de la ciudad estaba dividido en tres secciones: la parte antigua, la fracción denominada “rural destinada para las inhumaciones de los hospitales” y el área abierta en 1876.144 Esta última parte fue ocupada para el enterramiento de las personas fallecidas a causa de la epidemia del vómito prieto. Las autoridades municipales que fungieron en este último año, sostuvieron que esta medida fue necesaria porque así lo reclamaba la higiene y “el grado de cultura y adelanto de la ciudad”. De esta manera, los cordobeses tuvieron un “panteón decente”.
Sin embargo, ante el aumento de la población, los espacios en el cementerio fueron insuficientes, lo cual trajo como consecuencia el hacinamiento de cadáveres y, por ende, la insalubridad, tal como lo manifestaron en 1879 y 1891 los jueces del Registro Civil. En el mes de julio del primer año, el encargado decía que “apenas [había] lugar para ocho o diez cadáveres”.145 En 1891, el juez en turno, Carlos Porragas, señalaba que los espacios del segundo departamento del panteón eran “tan escasos tanto para adultos como para párvulos, que apenas [alcanzaban] para las inhumaciones de un mes á lo sumo”.146 Informaba al gobernador del estado, que la “mortalidad [aumentaba] en proporción”147 al incremento poblacional, lo que generaba la falta de tumbas. Indicaba que en el primer semestre de este último año hubo, por ejemplo, “sobre quinientas defunciones” en el municipio de Córdoba.148
Ante la falta de espacios en el cementerio, el ayuntamiento debió permitir la exhumación para desocupar algunos nichos o gavetas y así poder realizar nuevos enterramientos. Influenciadas por la teoría ambientalista, las autoridades municipales consideraron que esta acción traía como consecuencia la fetidez del aire procedente de los restos humanos que aún no tenían los años requeridos por la ley para ser exhumados, tal como lo manifestó en 1891 el encargado del Registro Civil. En opinión de este funcionario, había varios casos que no pasaban de cinco años.149 De esta manera, el asunto se convirtió en un problema de salud pública, pues en su concepción el aire malsano infestaba el ambiente, convirtiéndolo en propagador de las enfermedades infecciosas.
De la misma manera que en los otros edificios descritos, en 1881 la epidemia de fiebre amarilla hizo que las autoridades resaltaran los problemas de insalubridad del cementerio. Ante el aumento de decesos, los espacios para las sepulturas escasearon. El gobernador del estado se enteró que se estaban usando los nichos, no obstante ser perjudiciales para la salud pública. Con el fin de remediar esta situación, el 16 de julio de este año ordenó al jefe del Registro Civil que prohibiera las inhumaciones en “los nichos y gabetas, [sic] como en los lugares donde fueron sepultados los cadáveres de los que fallecieron durante la epidemia de 1876”. Sin embargo, la población hizo caso omiso. Días después, el 8 de agosto, con base en “la fracción 40, artículo 2 de la Ley Orgánica para la Administración Municipal,”150 la Junta de Sanidad prescribió “inmediatamente” la clausura del “panteón y del cementerio” 151 bajo el argumento de evitar “los males que pudieran resultar al vecindario”. La medida fue pertinente porque cuando la mortalidad sobrepasaba los índices normales, los entierros se hacían incorrectamente, había poca profundidad en las fosas y repetidas veces, los nichos o gavetas no eran sellados adecuadamente.152 Una vez más, la insalubridad del medio ambiente fue vinculada con las repercusiones sociales al creerse que las personas estaban expuestas a contagios de enfermedades epidémicas ante los olores mefíticos.
Ahora bien, independientemente de las epidemias, el cementerio mantuvo los problemas de insalubridad durante varios años debido al hacinamiento de cadáveres. Se convirtió, además, en un sitio inseguro y de mal aspecto tanto en su interior como en el exterior. En agosto de 1890, el administrador de Rentas del Estado constató esta situación al observar la mala simetría “de los nichos, las bóvedas y panteones pésimamente construidos”. Señalaba los espacios reducidos que había en el recinto. Decía que las tumbas eran “habitaciones de innumerables hormigueras” y el campo mortuorio estaba con mucha hierba.153
El mal estado en que se encontraba el panteón se debió a la falta de recursos económicos para darle mantenimiento. El encargado del recinto decía que había solicitado varias veces al ayuntamiento la ayuda económica, obteniendo respuestas negativas bajo el argumento de que el cuidado del inmueble correspondía al gobernador del estado tal como lo prescribía el Código Civil.
Además de la insalubridad y el aumento de la población, el nuevo campo mortuorio fue requerido debido a que la mancha urbana se extendía hacia el área donde estaba situado el viejo panteón. Esta situación contravenía la ley de 1831, así como las ordenanzas municipales que prescribían que los cementerios se situarían fuera de las poblaciones, en donde los vientos predominantes alejaran los miasmas que atentaban contra la salud pública.154 De acuerdo con los preceptos higiénicos establecidos por la ciencia, las autoridades municipales creyeron que si el panteón quedaba en el interior de la ciudad, los aires nauseabundos procedentes de los cadáveres contaminarían el ambiente. Como en el siglo xviii, a finales del xix, pero ahora bajo el pensamiento positivista, se seguía pensando que la salud y la enfermedad dependían del medio ambiente.155
Con el transcurso de los años, el ayuntamiento convocó a la Junta de Sanidad con el fin de buscar el lugar apropiado para la construcción del nuevo cementerio. Así, en enero de 1879 propuso el terreno que “[acababa] de rematar el C. Francisco Roldán, ubicado en la colonia Huilango”. Es decir, “al sudoeste de [la] ciudad”. Como conocedores de la teoría aerista y con base en las ordenanzas municipales (artículo 10), los miembros de la Junta consideraron tres aspectos: “la dirección de los vientos, la naturaleza del terreno y la manera de dar sepultura a los cadáveres”.156 Fundamentaron sus decisiones conforme a los conocimientos “del sabio Pettenkofer”.157 En el primer punto, observaron la circulación de los vientos predominantes durante las cuatro estaciones del año. De esta manera, llegaron a la conclusión de la existencia de dos corrientes: una de norte a sur y la otra del noroeste al sudeste. En su opinión, la primera “[bañaba] la ciudad en ciertas estaciones del año”, mientras que la segunda corriente era frecuente circulando el aire del noroeste por la mañana y el del sudeste por la tarde. En este sentido, justificaron la elección del terreno bajo la idea higienista de que el viento soplaba en sentido opuesto a la ciudad. Decían, además, que “aquel lugar no [recibía] corrientes de aire que después de cargarse de sus mefíticas emanaciones se [precipitarían] sobre la ciudad”.158
Respecto a las condiciones físicas, la Junta de Sanidad eligió el terreno por ser poco húmedo y por ubicarse principalmente a “un nivel superior de la ciudad”. Señalaba que el predio tenía la ventaja de no inundarse debido a que el agua de la lluvia buscaba naturalmente los niveles inferiores. En opinión de los miembros de la Junta, un terreno rocalloso o seco sería idóneo para la construcción del cementerio. Sin embargo, decían que era difícil encontrar un predio con estas características, ya que la ciudad de Córdoba estaba situada en una región húmeda.159
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Croquis 5. Propuesta de terreno destinado para la construcción del cementerio.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R. con base en el ahmc, 1873, tomo 166.
En lo que se refiere a los enterramientos, la Junta sugería eliminar la costumbre de realizar las inhumaciones en “gabetas o nichos” por considerarlas nocivas a la salud pública. Argumentaba que los nichos no eran bien sellados, lo que permitía que los olores pútridos de los cuerpos humanos en descomposición infectaran el aire. Para evitar estos males, la Junta propuso que los entierros se hicieran en el suelo. Es decir, “al estilo inglés”.160 A través de esta forma de inhumación los cadáveres se descomponían más rápido.
Después de haber obtenido el dictamen de la Junta de Sanidad, el ayuntamiento encomendó al ingeniero de la ciudad, Ignacio Pérez Guzmán, elaborar el plano y el presupuesto de la obra. De acuerdo con el proyecto, el cementerio tendría su muralla, calzada, capilla, jardines y árboles que lo embellecieran.161 Como se indicó, la plantación de árboles tenía el objetivo de purificar el aire,162 sobre todo en este tipo de inmuebles donde los cadáveres despedían malos olores. En opinión de los ediles, el panteón sería construido “al estilo moderno” y reflejaría también el grado de cultura y progreso de los cordobeses.
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Croquis 6. Terreno para el nuevo panteón.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R. con base en el ahmc, 1879, tomo 182.
En torno al presupuesto, el ingeniero cotizó la obra en 3 700 pesos y 4 centavos. Con el fin de agilizar la construcción del cementerio, el ayuntamiento donó el terreno y se comprometió aportar 1 000 pesos, que serían amortizados con abonos de 50 pesos semanales, previa autorización del gobierno estatal. El dinero sería entregado al encargado del Registro Civil, tal como lo prescribía la “ley general del 31 de julio de 1859”.163
Las autoridades municipales vieron con agrado el proyecto. Sin embargo, las obras fueron realizándose lentamente lo que impidió que el nuevo cementerio fuera concluido en 1881. Como se ha dicho, en este año el panteón viejo fue clausurado. Ante esta situación, el ayuntamiento tuvo que permitir que los cadáveres fueran enterrados en el terreno en el que se estaba construyendo el camposanto. Es decir, en la colonia Huilango. No obstante, las inhumaciones se realizaron durante pocos días en este último lugar, debido a que varias personas se inconformaron porque el camino hacia el panteón estaba en pésimas condiciones. En sesión del 19 de agosto, la corporación municipal informó que el gobierno del estado prohibió las inhumaciones en el nuevo cementerio bajo el argumento de causar “repugnancia á los deudos de los que tienen que ser sepultados allí”. Incluso, el mismo ejecutivo estatal otorgó permiso para enterrar “el cadáver de María Zenaida Chacón, en el antiguo cementerio general”. De esta manera, el viejo cementerio siguió funcionando “mientras que con más acopio de datos se [designaba] un nuevo lugar en el que definitivamente se construya el panteón Cordobés”. Es importante decir que la construcción del nuevo campo mortuorio no se concretó debido a que la corporación municipal aportó sólo 50 pesos, de los 1 000 pesos que se había comprometido.164 Así, la obra fue suspendida durante varios años.
Después de una década, el ayuntamiento volvió a centrar su atención en la construcción del nuevo cementerio. La dilación en este tipo de obras no era exclusiva de Córdoba, situaciones similares ocurrieron en otras partes del interior y exterior del país.165 Una vez más, la Junta de Sanidad intervino en el asunto. De la misma manera que gestiones antecesoras, propuso que se buscara un terreno tomándose en cuenta la circulación de los vientos con el fin de evitar que los aires mefíticos llegaran hasta la ciudad. En diciembre de 1891, el jefe político del Cantón dispuso de un predio ubicado en los ejidos de la ciudad. Es decir, en el punto denominado El Coyol. El terreno se situaba “rumbo al occidente [aproximadamente] á unas mil varas del centro de la población”. Tenía una extensión superficial de 49 280 varas cuadradas, era poco accidentado y a lo largo de su longitud estaba “un arroyo de poca importancia”.166
De acuerdo con los integrantes de la Junta, el terreno tenía las condiciones higiénicas requeridas para establecer allí el panteón. La distancia en relación con la ciudad era la apropiada, ya que se encontraba en “un punto opuesto al antiguo cementerio”. La extensión era “proporcional al número de habitantes, con buenas condiciones geológicas [y] ligeramente húmedo”.167
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Plano de la ciudad de Córdoba.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R., tomado de Herrera Moreno, 1959.
Para realizar esta obra, el ayuntamiento se obligó aportar 3 000 pesos. El capital sería utilizado para comprar el terreno, cuya extensión comprendía varios lotes de diferentes propietarios: señores José María Arbaza, Cipriano Sarmiento y Dolores Benítez.168 Finalmente el cementerio fue construido en enero de 1893. Así, los cordobeses tuvieron un nuevo sitio para descansar en paz (véase plano de la ciudad).
 

II. La vieja infraestructura hidráulica y los problemas de escasez y contaminación del recurso hídrico
El abasto de agua a través del sistema lineal
Durante el siglo xix, el sistema lineal o clásico como lo llama Juan Manuel Matés, fue utilizado en las poblaciones de las grandes ciudades europeas y latinoamericanas en el abastecimiento de agua doméstico. Consistía en la construcción de un acueducto que transportaba el agua desde el manto hídrico a las cajas de agua y de aquí partía una red de tubería que la distribuía hasta las fuentes públicas y particulares.169 La ciudad de Córdoba no fue la excepción. El 19 de abril de 1760 el gobierno virreinal otorgó al ayuntamiento el permiso para introducir cuatro surcos de agua del manantial denominado Ojo de Chocamán. El acuífero estaba ubicado en el pueblo de Chocamán, distaba cuatro leguas y media de Córdoba.170 Nacía en “la falda de la cadena de cerros que se desprenden a la izquierda del Cerro Blanco”.171 En un punto muy cercano a dicho pueblo, el agua del manantial se unía a la del arroyo llamado también Chocamán, el cual tenía su origen en la citada falda. Es decir, “algunos metros más arriba” del venero.
A través de un acueducto de “tierra y descubierto completamente”,172 el agua del manantial corría una distancia “de 2 ó 3 mil” metros hasta llegar a las barrancas del arroyo Chocamán. En este punto, el líquido era conducido por medio de otro canal construido en arcos “de un ojo de 12 á 14 metros” y sostenido por “unos pies derechos”.173 Después de los arcos, el agua seguía su curso hasta la hacienda de Monte Blanco por medio de otro acueducto construido en su mayor parte “de mampostería, destapado y sumamente estrecho”. El líquido atravesaba los terrenos de esta última finca, los de la hacienda Las Ánimas, “las rancherías del Fortín y Barreal,”174 y los ranchos de Tlacotengo y San José hasta llegar a la garita de la ciudad de Córdoba, lugar donde estaban la caja de agua y los filtros; de aquí, el agua seguía su curso a través de una red de tubería construida a lo largo de la calle principal o Real, como se le conocía, hasta las fuentes privadas y públicas,175 estas últimas estaban situadas en la esquina de las casas consistoriales y la iglesia de la parroquia. De estas fuentes iniciaba otra red de tubería que alimentaba otras fuentes privadas y públicas ubicadas en el inmueble que fue alhóndiga, la Casa de Recogidas, el hospital de mujeres, el cementerio, San Roque y en los barrios de San Juan, San Sebastián y San Miguel.176
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Croquis 7. Acueducto del manantial de Chocamán a Córdoba.
Fuente: Elaborado por Zoila Moreno Anota y A. Maximiliano Contreras R., aha, Aprovechamientos superficiales, caja 3005, expediente 41307.
En el caso de las fuentes privadas, durante la segunda mitad del siglo xix el ayuntamiento construyó las alcantarillas situadas cerca del filtro, en el portal de las oficinas de la Jefatura Política, el cuartel de policía, al final de la calle del Volador (calle 1), frente al Mesón de San Pedro, la esquina del atrio, la cochera del Ferrocarril Urbano y “en la casa del Sr. Miguel A. Limón”.177 Las personas que solicitaban una concesión de agua debían conectar sus tuberías en alguna de estas alcantarillas.
La vieja infraestructura hidráulica
El sistema lineal impidió el abasto y distribución de grandes volúmenes de agua, tal como lo debía de efectuar el ayuntamiento con base en las atribuciones jurídicas otorgadas por la Ley Orgánica para la Administración Interior del Estado Libre y Soberano de Veracruz (capítulo v, artículo 37, fracción 14) y las Ordenanzas Municipales para los Ayuntamientos (artículo 35).178 A lo largo del siglo xix, las autoridades municipales señalaron los factores generadores de la constante escasez y contaminación del agua. Buscaron el apoyo de los ingenieros locales a quienes se les consideró los nuevos expertos para resolver este tipo de problemas.
Los ingenieros examinaron el origen de la escasez y contaminación del agua realizando una serie de estudios, que comprendía la revisión de la infraestructura hidráulica y las formas de acceder al recurso hídrico, tanto de los usuarios de la ciudad de Córdoba, como de los individuos que tenían propiedades rústicas en la margen del acueducto o “caño surtidor” como se le llamaba. En principio, los ingenieros se interesaron por conocer el aforo del venero de Chocamán. Observaron en diferentes años del siglo xix que el manantial producía suficiente agua para abastecer a la población de la ciudad de Córdoba. Por ejemplo, en enero de 1868, el ingeniero alemán Emelette Vander Linden informó al ayuntamiento que en el socavón del acuífero salía “cantidad bastante considerable”; calculó que eran alrededor de 1.75 m3 por minuto. Es decir, 2 520 m3 /día.179
Doce años más tarde, en abril de 1880, los ingenieros Pedro I. Sentíes e Ignacio P. Guzmán, comisionados respectivamente por el gobernador del estado y por el ayuntamiento, realizaron un estudio detallado sobre el volumen de agua. Informaron que en los arcos, es decir, muy cerca del venero, el aforo era de “80.64 litros al segundo” (6 967 m3/día) mientras que “cerca de la caja repartidora” de la ciudad, era de “7 014 litros en el mismo espacio de tiempo” (606 m3/día). En este sentido quedó mostrado que el agua recibida en la ciudad “[representaba] el 8.55% de la cantidad que debiera recibirse”.180 Paralelamente, los ingenieros supusieron que si del total del volumen de agua (6 967 m3/día), se deducía “el 6% que [representaban] ó debieran representar las tomas” de las haciendas Las Ánimas y Monte Blanco, así como del rancho de Tlacotengo, el Ayuntamiento de Córdoba dejaba de utilizar “85 y 15% de las aguas que le [pertenecían].181
Después de comprobar que el manantial de Chocamán producía suficiente agua para abastecer a los habitantes de Córdoba, los ingenieros, fontaneros y autoridades municipales centraron su atención en cada uno de los componentes de la infraestructura hidráulica, así como en otros factores para detectar el origen del problema de la escasez y la contaminación del recurso hídrico. Tanto los ingenieros como las autoridades municipales observaron en diferentes años el deterioro de la infraestructura derivado de la falta de mantenimiento. En 1868 y 1871, respectivamente, el ingeniero alemán Roberto Emelette Vander Linden y el presidente municipal de Chocamán, Francisco A. Mateos, destacaron el desperfecto de las paredes que protegían al venero. En el transcurso del tiempo, las grietas de dichas paredes provocaron el derrumbe de los muros y el azolve del manantial, tal como sucedió en 1871. Estos daños trajeron como consecuencia el derrame de agua “en una extensión bastante considerable”. Vander Linden decía que esta era una de las causas que impedía la circulación del agua hasta las fuentes públicas.182
De igual manera que las paredes del socavón, los arcos se deterioraron en el decurso de los años por la falta de mantenimiento. Desde finales del siglo xviii, la arquería fue convertida en camino vecinal por los indígenas del pueblo de Chocamán tal como lo manifestó el alcalde mayor. El descuido permitió el crecimiento de hierba, la formación de malezas y fracturas en la estructura de los arcos. En distintos años, los ingenieros Luis M. Carbajal, Vander Linden y Pedro Sentíes mostraron cómo esta situación fue la causante de la pérdida de grandes volúmenes de agua que debían llegar a la ciudad de Córdoba. El 8 de mayo de 1861, Carbajal señaló al ayuntamiento que el recurso hídrico escaseaba en las fuentes públicas debido a que la arquería tenía “siete agujeros por los que se [perdía] mucha agua” y estaba cubierta de “matas y árboles de diferente tamaños”. Siete años más tarde, enero de 1868, Vander Linden observó los arcos quebrados debido a la retención del agua y la vegetación existente. En su opinión, “la tercera parte del agua recogida” se perdía en este tramo. Asimismo, decía que una estrechez situada en la parte superior de la arquería impedía contener el volumen de agua y, por ende, hacía “que aun en tiempo de secas” una gran cantidad de agua cayera en el “arroyo inferior” denominado Chocamán. En la misma tónica, Sentíes informaba al gobierno del estado que en los arcos se desperdiciaba “más de dos terceras partes del agua que [contenía] el caño”.183
Además del manantial y los arcos, el acueducto presentó también grandes problemas en su estructura. En opinión del ingeniero Sentíes, el canal era una obra inconclusa. Su construcción a cielo abierto o a “flor de tierra”184 como se decía, y la estrechez existente en el trayecto de los arcos a la hacienda de Monte Blanco, hacían que el agua se evaporara, derramara y se ensuciara con facilidad.185 La parte construida de mampostería estuvo frecuentemente azolvada; estas condiciones empeoraban cada año durante la época de lluvias ya que la tierra de los terrenos situados al margen iba a parar a este conducto.
Ante la constante falta de mantenimiento por parte de las autoridades municipales, los problemas del acueducto aumentaron en el transcurso del tiempo. En 1861, el ingeniero Luis Carbajal decía que el canal tenía “muchos pedazos de cortina tirados”, que debían repararse inmediatamente. Siete años más tarde, el ingeniero Emelette Vander observó el estado ruinoso en que se encontraba el tramo comprendido entre los arcos y la hacienda de Monte Blanco. En el mismo tono, en 1871, el fontanero de la ciudad informaba al ayuntamiento que el caño estaba deteriorado en distintas partes.
Se puede decir que los problemas del acueducto fueron más comunes en la parte de la hacienda de Monte Blanco. El ganado vacuno de dicha propiedad generaba desperfectos al transitar por la zanja para abrevar. Tal práctica tuvo como consecuencia el azolve del canal y la formación de resumideros entre los puntos denominados Vaquería y Bañadero, pertenecientes a la citada hacienda.186 En opinión de los integrantes de la comisión municipal de 1865, los sumideros disminuían “notablemente la cantidad de agua” destinada para el consumo de los cordobeses.187 Esta observación fue descrita también en 1896 por el alcalde municipal, quien dijo que en esta finca rústica existían “cerca de dos mil cabezas de ganado” que por su continuo paso por el caño surtidor, habían hecho un verdadero pantano en un espacio de “3 000 metros”.188
Siguiendo el curso del agua, podemos decir que la escasez del recurso hídrico fue debido también a la forma en que se diseñó la red de tubería, así como al material con que estaba construida. En el sistema lineal, las tuberías eran independientes entre sí, trazadas conforme a la necesidad de los particulares con recursos económicos que financiaban estas obras. Los tubos eran de diámetro pequeño ya que transportaban el recurso hídrico a baja presión hasta la fuente principal.189 Tenían la medida de “una toronja” y fueron construidos de barro y plomo.190 Este material no soportaba los sedimentos o el lodo, ocasionando, por lo tanto, la rotura o azolvamiento de la cañería.191 Incluso, las raíces de los árboles provocaron su rompimiento.
Aunado a estos problemas, el relieve de la ciudad de Córdoba dificultó la instalación de la red de cañería. En este sentido, era común el desnivel de los tubos en varios puntos de la localidad. La consecuencia era la escasez o ausencia del agua en las fuentes públicas y privadas. Ante este panorama, varios usuarios manifestaron su inconformidad al ayuntamiento porque reparaban con sus recursos económicos las cañerías dañadas y, a pesar de ello, carecían de agua. Incluso, varias personas cancelaron la concesión otorgada por la corporación municipal. Por ejemplo, en mayo de 1879, Margarita Sollman se quejaba porque desde mayo de 1877, fecha en que fue concesionada para usar una paja de agua,192 hasta octubre de 1878, no gozó de este beneficio debido a que en la tubería que suministraba su casa “número 305”, no corría agua, a pesar de haber invertido capital constantemente en las reparaciones.193
Por otra parte, el 21 de octubre de 1880, Dolores Benítez manifestaba a la corporación municipal que, desde el mes de mayo de este año, no había recibido agua en la fuente de su casa número 32, “no obstante las diversas composturas que se [habían] hecho a la cañería”.194 En este mismo tono, el rector del Colegio Preparatorio, Dr. Cutberto Peña, decía que hacía tiempo que el edificio no contaba con agua debido a “las frecuentes roturas que [sufría] la cañería que la [conducía]”. Señalaba que, aunque había mandado a reparar los desperfectos en distintos puntos y se cambió la tubería de barro a plomo, el agua no llegaba “con regularidad”. En opinión del galeno, la falta de agua impedía el buen funcionamiento del laboratorio de química del colegio. Para resolver este problema, Peña propuso al ayuntamiento construir en conjunto una cañería de fierro que partiera de la alcantarilla situada junto a la casa del señor Fernández Díaz. La corporación municipal sugirió que la conexión se hiciera de la cañería ubicada al lado de “la casa cochera de las carretas de policía” bajo el argumento de que habría menos desperdicio de agua.195
El objetivo del galeno era garantizar su abasto del agua. Igual que otros usuarios y las autoridades municipales, Cutberto Peña conocía las ventajas del hierro para conservar el recurso hídrico en buenas condiciones y para que el ayuntamiento ejerciera un mejor control del volumen de agua y el cobro más preciso. Es factible pensar que el médico buscó estar acorde con la modernidad al tener presente que la tubería de fierro era usada desde mediados de la centuria decimonónica en distintas ciudades europeas y latinoamericanas.196
El robo y abuso en el uso empleo del agua
El robo fue otro de los factores que provocó la escasez de agua entre los habitantes de la ciudad de Córdoba. Para entender este problema, es importante recordar que el acueducto que conducía el agua del manantial de Chocamán a Córdoba atravesaba varias fincas rústicas y algunas comunidades indígenas. Asimismo, debe tenerse presente que el canal fue construido a cielo abierto y que carecía de mantenimiento. Ante tal situación, varios propietarios de dichas fincas, y algunos habitantes de las comunidades, extrajeron ilegalmente grandes volúmenes de agua para ser utilizados en el consumo doméstico y en las actividades agrícolas, ganaderas e industriales. En 1868, el ingeniero Vander Linden informó al ayuntamiento que el caño surtidor facilitaba a los “vecinos de los campos por donde [pasaba], sustraer el agua para el provecho de sus campos, formando presas que [interrumpían] su curso y [disminuían] su cantidad”. Decía, además, que aun en tiempos de secas, este robo se llevaba a cabo por los agricultores quienes arbitrariamente usaban el agua “para el riego de sus sementeras”.197
Tres años después, en marzo de 1871, el alcalde del pueblo de Chocamán fue acusado por su homólogo de Córdoba por desviar el agua. En la defensa, el presidente municipal de Chocamán sostuvo que eran los indígenas quienes cambiaban en rumbo del agua en la garita del poblado para usarla en el riego de sus siembras. Acción similar denunciaron, hacia finales de la centuria, varios mercedados de la ciudad de Córdoba debido a que no contaban con el agua que pagaban al ayuntamiento. De acuerdo con su versión, el “mal servicio” era por los abusos cometidos por los propietarios de los terrenos por donde pasaba el acueducto. Así, por ejemplo, en febrero de 1899, el inspector del acueducto informaba a la corporación municipal que el propietario de la hacienda San Francisco robaba el agua en el punto llamado Los Berros. Es decir, muy cerca de la arquería.198 En este mismo mes, los vecinos de la comunidad denominada “arroyo Canoitas” y de la hacienda de Monte Blanco desviaban el agua del caño surtidor, ya que carecían de acuíferos para cubrir sus necesidades.199
De manera simultánea, el agua escaseaba en la ciudad por el abuso cometido por varios mercedados quienes tenían sus propiedades en la margen o cerca del acueducto. Aunque varios propietarios recibieron del ayuntamiento la concesión de una paja o un limón,200 utilizaban más volumen del otorgado. Poco podía hacerse para evitar el problema ya que la atrasada infraestructura permitía esta arbitrariedad. En una inspección general realizada en mayo de 1892, el fontanero de la ciudad, Pedro List, denunció a los dueños de los ranchos Las Ánimas, San Marcial y Santa Tecla, por usar el agua “con demasía”. Esto fue debido a los caños superficiales construidos por los propietarios para obtener el recurso hídrico. En este tipo de construcción, el agua salía de su cauce ampliando dichos caños.201
Cuatro años después, abril de 1896, la corporación municipal señalaba que el problema de desabasto era ocasionado por “seis u ocho”202 propietarios. Aunque la institución no mencionó los nombres de los infractores, el cuadro 5 señala algunas de las personas concesionadas y entre los que posiblemente estuvieron los acaparadores de agua. Igualmente, aun cuando contamos con pocos datos de las obras construidas para captar el agua, resulta interesante describir el caso de Adolfo Schulze para tener una idea más precisa sobre el uso de grandes volúmenes de agua. En abril de 1880, Schulze recibió la concesión de un limón de agua (11 664 litros/día) para su rancho San Marcial, ubicado en la congregación El Barreal. Es decir, “a corta distancia de” la ciudad.203 Schulze construiría una presa pequeña para “elevar” y llevar el agua hasta su propiedad. El ayuntamiento vio con buenos ojos la iniciativa al sostener que esta obra contribuiría a la salud pública porque haría reposar y filtrar el agua, de esta manera llegaría “más limpia a la ciudad.” Argumentaba, de forma adicional, que la mejora material no perjudicaba al acueducto. 204
Cuadro 5. Propietarios ubicados al lado del acueducto que conducía agua de Chocamán a Córdoba.
	Nombre	Fecha de concesión 	Concesión	Cuota	Usos
	Manuel Abascal (comerciante y propietario urbano)	30 de enero de 1896	Dos pajas de agua	 
	Casa rústica
	Mariano R. Valdez (comerciante y propietario urbano)	 
	 
	 
	Casa “La Tenería”
	Esteban Meléndez	 
	 
	 
	Hortaliza
	Rosario Molina de Nieto	 
	 
	 
	Hortaliza
	Bartolo M. Molina	30 de abril de 1880	Un limón	$3.12 más el 25% adicional	Rancho Tlacotengo
	Manuel Valle	 
	 
	 
	Hacienda Monte Blanco
	Schulze Adolfo	8 de abril de 1880	Un limón	$3.12 más el 25% adicional	Rancho San Marcial
	Luis Kienast	29 de enero de 1889	Un limón	 
	Rancho San Marcial
	Luisa Franco de Semeleder	 
	 
	 
	Rancho La Concepción 
	Julián Blanco	3 de abril de 1884	Una paja	$1.25 mensual y el 25% de la contribución federal	Rancho Santa Tecla

fuente: Elaboración propia con base en el ahmc.
Este tipo de afirmación no convenció a los usuarios cuyas propiedades estaban en la ciudad, principalmente cuando era la temporada de estiaje. En el año de 1896, treinta mercedados que habían constituido una sociedad para instalar la tubería de hierro en la calle principal, manifestaron su inconformidad ante la corporación municipal por el otorgamiento de mercedes a los dueños de predios rústicos ubicados al lado del acueducto. Protestaban porque la institución concesionó a una persona para usar los derrames del caño surtidor, cuya toma fue instalada “antes de entrar al filtro de la ciudad”. En opinión de los quejosos, habría “un beneficio exclusivo de [esta] persona que la [utilizaba] en la industria para lo cual [necesitaba] mucha cantidad [en] perjuicio indudable de la mayoría”.205
El ayuntamiento respondió que había otorgado la concesión bajo el derecho que tenía todo individuo de “gozar de los beneficios de agua”. Además, sostenía que la escasez del recurso hídrico que se experimentaba en ese año, era por “causa natural debido a la temporada de secas por la que” se atravesaba y no por los abusos, ya que varios mercedados habían sido “castigados severamente”. Indicaba también que estaba haciendo todo lo posible para remediar “el mal capital de esta ciudad, la falta de agua”.206
Agua para usos agrícolas e industriales
Como se indicó, los usuarios, cuyas propiedades estaban situadas al lado del acueducto, requirieron grandes volúmenes de agua para el desarrollo de la ganadería, la producción de caña de azúcar y el procesamiento de café. En torno a la actividad ganadera, había quejas constantes debido a que los animales de las haciendas de Monte Blanco y Las Ánimas y del rancho Tlacotengo, ingerían mucha agua directamente del caño surtidor.207 En opinión del inspector municipal del caño surtidor, esta era otra causa más de la escasez de agua en la ciudad.
Respecto a las actividades agrícolas, hacia finales de la centuria decimonónica, los estímulos gubernamentales y comerciales, así como el fomento a la agricultura comercial brindados por el régimen de Porfirio Díaz, incentivaron la expansión del cultivo del café en la región de Córdoba.208 Los dueños de los ranchos Tlacotengo y San Marcial, y de las haciendas Monte Blanco y Las Ánimas, ocuparon parte de sus tierras en la siembra del grano aromático.209
Por otra parte, la limpieza del café requirió de grandes volúmenes de agua. Desde 1895, comenzaron a construirse beneficios en la región de Córdoba para procesar el café “cereza” y “oro”.210 Dichos beneficios eran construcciones donde se empleaba maquinaria para lavar, despulpar y separar las distintas clases de café. Se ha comentado la concesión recibida en abril de 1880 por Schulze, propietario del rancho San Marcial. El agua fue utilizada para la producción de café. Nueve años más tarde, enero de 1889, Alberto Kienast, quien había adquirido la propiedad de Schulze, solicitó al ayuntamiento una nueva concesión de un limón de agua debido al aumento de la producción. Kienast argumentaba que este incremento beneficiaría a “los habitantes de esa comarca, así como [a] los recursos de la Corporación Municipal”.211
Schulze y Kienast solicitaron el agua para el funcionamiento del beneficio construido en el rancho San Marcial. Existían dos métodos en este proceso: el beneficiado húmedo y seco. Suponemos que los propietarios ubicados al lado del acueducto usaron el primer método, ya que para el segundo se necesitaba una gran fuerza del agua para mover la rueda de Pelton. En el caso del beneficiado húmedo, el café era lavado en un tanque de sifón y se separaba el de mejor calidad. De este depósito, el grano era conducido hacia las despulpadoras y a los tanques de fermentación por medio de canales de agua. Una vez fermentado el grano, se lavaba nuevamente con agua fresca y limpia para ser transportado al patio de secado.212
“[…] La notoria impureza del agua”
Además de la escasez, los habitantes de la ciudad de Córdoba enfrentaron el problema de la contaminación del recurso hídrico. Las autoridades municipales, los médicos e ingenieros de Córdoba compartieron los preceptos higiénicos promovidos por sus homólogos de las grandes ciudades, quienes prescribieron durante gran parte del siglo xix que el agua de consumo doméstico debía ser limpia, cristalina, transparente y sin sustancias orgánicas, lo cual era en favor de la salud pública.213 Estos criterios estaban basados principalmente en “la vista, el gusto y el olfato”,214 sin garantizar la potabilidad del agua. Como dice Juan Manuel Matés, en esta época, pocos fueron los estudios hechos al recurso hídrico, y los que se hicieron eran “con escasa percepción científica”.215 En este sentido, el interés estuvo centrado en la cantidad y no en la calidad.216 En las postrimerías del siglo xix e inicio del xx, las autoridades políticas y sanitarias de la ciudad de Córdoba cambiaron paulatinamente su concepción sobre la potabilidad del agua, acorde con los avances de la ciencia y la medicina. Se interesaron por el consumo de agua libre de gérmenes patógenos; para ello tomaron en cuenta la importancia de los análisis químicos bacteriológicos, tal como se verá más adelante.
El ayuntamiento trató de abastecer a los cordobeses de agua de buena calidad, sin embargo, no cumplió. A lo largo de la centuria decimonónica y la primera década del siglo xx, la contaminación del recurso hídrico fue un problema constante. Como señaló en 1881, el dueño del rancho Tlacotengo, Bartolo Molina, “la notoria impureza del agua”217 de la que se abastecían los habitantes estuvo presente. Fueron diversos los factores que contribuyeron a esta situación, entre ellos destacó la atrasada infraestructura hidráulica y los hábitos antihigiénicos de los habitantes de los poblados por donde pasaba el acueducto. Construido a cielo abierto, el caño surtidor estuvo expuesto al arrojo de basura, e incluso de animales muertos. El 5 de junio de 1899, el inspector municipal, Pedro List, informó a la corporación municipal que “se [estaban] muriendo algunos animales en el caño del agua”. Decía que una semana antes, en la parte del canal situada en la congregación de Llano de Monte Blanco, estaban “una Mula y un Becerro” fallecidos y aunque había ordenado a las autoridades de este lugar sacarlos del acueducto, no hicieron caso.218
Por otra parte, el vecindario utilizó el acueducto para el aseo personal,219 el lavado de ropa y para bañar a los animales de campo, tal como lo manifestaron el ingeniero Pedro I. Sentíes, Pedro List y el munícipe de Chocamán, Luis M. Carbajal. En abril de 1880, Sentíes decía al gobernador del estado que “los colonos que vivían cerca del caño y los transeúntes convertían ciertas porciones del acueducto en aguajes y bañaderos para ellos y los animales de su servicio”.220 En mayo de 1892, List observó cómo la parte del arco denominada Dos Caminos, había sido convertida por los cerdos en un “revolcadero”. Siete años más tarde, mayo de 1899, el mismo List observó que en la hacienda de Monte Blanco, el agua del canal era conducida a un “bañadero de caballos”. Después de utilizarse, era devuelta al citado acueducto “por donde [corría] limpia”.221 Carbajal resumía este problema en el informe rendido al jefe político del cantón al opinar que estos abusos se “[cometían] generalmente en la [hacienda] de Monte Blanco, Tlacotengo y Las Ánimas”. Incluso comunicaba que el caño era utilizado para lavar el café despulpado.222
De igual manera, el deterioro del acueducto por falta de mantenimiento, provocó que el agua arrastrara lodo y otras sustancias hasta las fuentes de la ciudad. Los ingenieros y maestros fontaneros comisionados por el ayuntamiento refrendaron su postura sobre el origen del problema, toda vez que el agua fluía limpia y clara en el manantial situado en el pueblo de Chocamán. En 1846, José M. Roys informaba que, aunque el venero producía poca agua, ésta era de buena calidad, sin embargo, señalaba que no podía ingerirse por llegar a la ciudad “muy sucia y lodosa” debido a que el caño surtidor estaba destapado. Años más tarde, en 1868, el ingeniero Roberto Emelette Vander Linden decía que “la parte de agua que [llegaba] á la ciudad de Córdoba, además de ser pequeña, [era] sumamente sucia”. En su opinión, el conducto, en “su mayor parte destruido y destapado”, hacía que el agua fuera “pisoteada en muchos puntos por el ganado y aun por los transeúntes y vecinos, quienes la [tomaban] para sus usos domésticos”. El mismo ingeniero observó que el agua estaba convertida prácticamente en lodo, en el tramo del acueducto comprendido entre la hacienda de Monte Blanco y la garita de la ciudad.223 Vander destacaba que entre más ganado hubiera, mayor era la contaminación del recurso hídrico. Esta situación fue confirmada años más tarde por el concejal Luis M. Carbajal quien, en mayo de 1899, decía al jefe político del cantón que desde el pueblo de Chocamán hasta la congregación de Tenejapa, el agua iba “limpia y en su estado normal hasta antes de llegar a la citada hacienda de Monte Blanco”. De acuerdo con su estudio, desde este último punto hasta Córdoba, comenzaban los abusos y los problemas de dicha contaminación.224 Las observaciones no eran extrañas si se tiene en cuenta que esta hacienda y la de Las Ánimas, así como el rancho de Tlacotengo, sobresalieron en la región por la producción de ganado vacuno.225
Aunado a estos problemas, la contaminación del agua era también debido al mal funcionamiento de los filtros. La crónica escasez de recursos económicos en las arcas municipales impidió darles el mantenimiento requerido. Se necesitaban fuertes sumas de dinero para realizar el cambio de la arena y del carbón. Ante esta situación, los filtros se deterioraron en el decurso de los años. Estos daños materiales trajeron como consecuencia que el agua no fuera filtrada y se condujera con sedimento a las fuentes públicas y particulares. El 22 de diciembre de 1879, el alcalde municipal decía que el agua no llegaba “limpia á la Ciudad por la difícil conservación y sostenimiento de los filtros.” 226 En esta misma tónica, días después, el fontanero de la ciudad, Narciso Flores, opinaba que el daño y el abandono de los filtros no garantizaban la conservación del agua en “estado de aseo, limpieza y constancia necesaria”. Asimismo, Flores indicaba que el pago de 60 pesos recibido como fontanero, era insuficiente para poder conservar los filtros en buenas condiciones.227
La falta de alcantarillado
Otra causa más de la contaminación del recurso hídrico fue sin duda la falta de alcantarillado. Como en la mayor parte de los centros urbanos del interior y exterior del país,228 durante el siglo xix, Córdoba careció de un sistema moderno de drenaje. Es decir, albañales subterráneos de sólida construcción en los que fluyera agua en abundancia para arrastrar las inmundicias fuera de la ciudad. Estos alcantarillados debían tener sifones o válvulas que impidieran la salida de los malos olores.229 Igualmente, la modernidad consistió en la construcción de dos canales separados, conocidos también como sistema dual americano,230 que condujeran respectivamente el agua de la lluvia y la residual.231 El alcantarillado eliminaría el agua de la superficie y residual.232 Evitaría que éstas se mezclaran a través de la filtración con el agua conducida en las tuberías de barro o con la de los pozos construidos en las casas.
Durante la centuria decimonónica, los cordobeses utilizaron los caños de aguas pluviales para expulsar los desechos humanos y las aguas residuales lejos del recinto urbano. Un ejemplo de esta situación fue mostrado en el conflicto entre el ayuntamiento y el licenciado Francisco M. de La Llave en 1885. De la Llave tenía su propiedad233 en la “6a calle de los Mártires (calle 7) y 8a y siguientes de Oriente” (avenida 2). El caño situado en esta calle era utilizado para “conducir las aguas de su casa [y] las materias excretas fuera de la ciudad”. De la Llave decía que “por derechos adquiridos” ejercía esta práctica por “más de treinta años”. Indicaba, además, que el canal despedía malos olores cuando estaba sucio y que en él no salían materias fecales sino “solo aguas sucias”. En contraposición, el ayuntamiento observó partículas de excretas humanas que en su opinión no se veían porque salían de la casa “descompuestas y liquidadas”. La institución argumentaba que si solo eran aguas sucias como se sostenía, entonces el ambiente no debía ser insalubre.234
Ante los avances de la medicina y la higiene, la sociedad fue cambiando paulatinamente su percepción sobre los residuos humanos. 235 Se pensó que los olores fétidos de los caños corrompían el ambiente, y el agua residual mantenía los microorganismos patógenos contaminantes del recurso hídrico de consumo doméstico. Como se dijo, la corrupción del líquido limpio se hizo a través de la mezcla con el agua sucia o bien, por los gérmenes y sustancias minerales que permanecían en el suelo y subsuelo y que por medio de la filtración eran conducidos a las fuentes públicas o algún pozo construido en las casas. El 15 de abril de 1885, Enrique Herrera, administrador de las casas con números “313 y 314”, manifestaba al alcalde municipal que “las aguas de servicio” de la casa “número 312”, propiedad del señor Joaquín Carbajal, eran perjudiciales debido a que a su paso “[arrastraban] y [exhalaban] todos los productos” fermentados y putrefactos frente a la casa número 314. Estas inmundicias eran arrastradas en un caño que atravesaba las propiedades 312 y 314, y terminaban finalmente en la vía pública. Herrera señalaba que no podía utilizar el derrame de la fuente situada en la propiedad de Carbajal debido a que se mezclaba con el agua residual.236
Por otra parte, en 1895, el ingeniero Pedro I. Sentíes mostró cómo la falta de alcantarillado fue un factor para que el agua de uso doméstico se contaminara por medio de la filtración de microorganismos patógenos en el subsuelo. Permeado de las teorías aerista y microbiana, Sentíes realizó un estudio para calcular el peligro al ambiente y a la salud pública tal como lo hicieron sus homólogos españoles, Donato Sparato, Antonio Salvat y Navarro y un ingeniero anónimo de la ciudad de Veracruz.237 Sentíes dedujo que los 6 000 habitantes de Córdoba producían al año “197 939 kilos” de excrementos y “2 773 926 kilos de Orines”. Infería que la materia líquida era “absorbida por las paredes” de las letrinas, y que por medio de filtraciones subterráneas arrastraba bacterias hacia “los pozos, de donde se [extraía] agua para las necesidades domésticas”. Asimismo, Sentíes señalaba que las “2 774 toneladas” de desechos fisiológicos producidas aproximadamente por la población de Córdoba, acarreaban “organismos patógenos” hacia distintos puntos de la ciudad generando verdaderos focos de infección causantes de las “enfermedades zimóticas”.238
Conviene destacar que era común que el agua de los pozos fuera contaminada por sustancias minerales y residuales a través de la filtración. Hacia principios del siglo xx, los médicos higienistas de Inglaterra clasificaron el agua de estos mantos como peligrosa para la salud.239 Los descubrimientos de la bacteriología y la microbiología de finales del siglo xix, y concretamente el conocimiento de las causas de las enfermedades del cólera y la tifoidea, contribuyeron para el cambio de la concepción aerista a la microbiana. Las enfermedades infecciosas fueron atribuidas al mal estado de las letrinas y excusados que corrompieron el recurso hídrico de uso doméstico. Las materias excrementicias, así como la basura y todo aquello relacionado con la suciedad, eran concebidos como medios de contagio.240
De acuerdo con la doctrina positivista, las enfermedades y la salud estuvieron estrechamente vinculadas con las bebidas, en este caso el agua, así como con las condiciones del medio ambiente, el suelo, la atmósfera y los alimentos.241 Bajo este marco de ideas, en 1885, los integrantes de la Junta de Salubridad Municipal y el ingeniero de la ciudad consideraron perjudiciales “los desagües de los escusados [situados en] las calles de la Ciudad” por contener y retener “materias fecales y excretas humanas.” Estas eran pensadas como las causas “de las enfermedades que se [desarrollaban] y aun de las que periódicamente [infestaban] la población”.242
No obstante que las autoridades municipales y sanitarias conocían las consecuencias de la falta de alcantarillado en la salud pública, poco pudieron hacer para resolver este problema debido a la carencia de recursos económicos. En este sentido, los habitantes siguieron usando este tipo de albañales, pues como decía en 1885 el licenciado De la Llave, quien había enfrentado un juicio contra el ayuntamiento, la institución no había cumplido con la obligación de construir caños cerrados.243
El agua y las enfermedades
Como se ha visto, la escasez y la contaminación del recurso hídrico derivados de los diferentes factores descritos, fueron relacionados con los problemas de salud pública. Similar a otras ciudades del orbe en las que se aplicaron los preceptos de la higiene desde finales del siglo xviii y durante gran parte del xix, 244 los munícipes, galenos e ingenieros cordobeses atribuyeron al agua el origen de las enfermedades del aparato digestivo y de las epidemias de fiebre amarilla que amagaban periódicamente a los habitantes de la ciudad.245 En 1771, las autoridades municipales consideraban el agua del manantial de Chocamán como la causante de “las enfermedades que afligían a la población”.246 Un siglo después, 1880, el ingeniero Pedro Sentíes decía que si el agua del mismo venero estaba “libre de las sustancias que [tenía] en disolución y en suspensión”, impediría o “cuando menos no [favorecería] el desarrollo de las enfermedades” que periódicamente asolaban a los cordobeses.247 En el análisis realizado en 1895 sobre “los proyectos técnicos y financieros” para la introducción del agua a la ciudad de Córdoba, Sentíes destacó el problema del recurso hídrico al observar en un cuadro estadístico facilitado por el alcalde municipal, doctor Herrera y Moreno, que “las enfermedades del tubo digestivo” constituían la causa principal del “mayor número de víctimas” registradas anualmente.248
En la misma tónica, en agosto de 1881, Bartolo Molina, quien como se indicó era el dueño de la finca rústica denominada Tlacotengo, señalaba que las personas amantes del progreso de la región compartían “la triste convicción de que la mala calidad […] del agua [era] la causa principal de esas epidemias que periódicamente se [desarrollaban] diezmando a sus habitantes”. En su opinión, la ciudad de Córdoba, “al contrario de otras poblaciones”, no presentaba ningún adelanto en materia hidráulica, no obstante que contaba con una riqueza agrícola que “ninguna otra población del Estado” tenía. Para Molina, de nada servía tener “tierras fértiles y abundantísimas cosechas”, si la vida de los cordobeses estaba siempre en peligro, no tanto por el clima como se suponía, sino por la insalubridad del agua.249
A pesar de los avances del médico cubano Carlos Finlay sobre las causas del vómito prieto en los albores del siglo xx, algunas personalidades como Paul S. Lietz, presidente de la compañía The Mexican Construction and Engineering, continuaba relacionando la ingesta del agua con la presencia de esa enfermedad. Lietz opinaba que los habitantes esperaban “fundadamente” la realización de la introducción del agua y el saneamiento de la ciudad para erradicar “las epidemias de fiebre amarilla”, las cuales eran consideradas como una plaga asoladora y un obstáculo al progreso de la población.250
“El mejoramiento de las aguas […] es un bello ideal”
Ante los problemas de salud derivados de la escasez y contaminación del recurso hídrico, las autoridades municipales buscaron a lo largo del siglo xix soluciones para obtener agua potable en abundancia. Esto implicó modernizar la infraestructura hidráulica a través de la inversión de fuertes sumas de capital que estaban fuera del alcance del ayuntamiento. En este sentido, en 1881, Bartolo Molina señalaba que “el mejoramiento de las aguas […] es un bello ideal” pretendido “desde [hacía] tiempo” por las personas amantes del progreso.251
La falta de los recursos económicos condujo al ayuntamiento a emprender una serie de medidas acorde con su presupuesto. Concesionó el abasto de agua a maestros albañiles o fontaneros. Subastaba la contratación de este servicio cada tres años. Hacia el último tercio del siglo xix, el plazo de concesión fue reducido a un año. La persona comisionada vigilaría que el caño surtidor, la caja de agua, los filtros, las tuberías y las fuentes estuvieran en óptimas condiciones. Una vez al año, el encargado hacía limpieza general del acueducto; removía la maleza, hierbas u otros obstáculos del canal cuando fuera necesario. Asimismo, prohibiría a los habitantes situados al lado de la zanja, robar o usar más agua de la otorgada por la institución municipal, arrojar animales muertos o utilizar el acueducto como espacio para el aseo personal y para el baño de las bestias. En caso de que alguna tubería o fuente tuviera desperfecto, el concesionado se obligaba a hacer la reparación mensualmente.252 Por ejemplo, en abril de 1847, el ayuntamiento concesionó a José María Cortés por tres años para abastecer de agua en abundancia y salubre a la población. Cortés quedó obligado a mantener llena la caja de agua situada en las inmediaciones de la garita del Zapote, así como conducir desde este punto y por medio de tubería el recurso hídrico hasta las fuentes públicas situadas en la plaza principal y en las cárceles. Nueve años después, Joaquín Merino realizó un contrato con el ayuntamiento. Además del acueducto, la caja de agua, las fuentes públicas y las tuberías, el nuevo comisionado debía mantener limpio y en buen estado los filtros de agua. Para esta última labor, la corporación municipal se comprometió a entregarle la arena necesaria.253
Como compensación del trabajo, las personas encargadas del abasto de agua recibieron un sueldo del ayuntamiento. Éste varió en el transcurso del tiempo. En 1844 y 1868 fue respectivamente de 44 y 50 pesos mensuales. El salario era considerado bajo por los fontaneros, ya que de él debían pagarse las reparaciones de la infraestructura hidráulica. Esta situación condujo repetidas veces a que dichas reparaciones e inspección del acueducto no se llevaran a cabo y, por lo tanto, el abasto de agua fuera deficiente, tal como lo manifestaron en diferentes momentos las autoridades municipales y usuarios. En 1878, por ejemplo, el médico y alcalde municipal, Cutberto Peña, decía que nada podía hacerse para mejorar el ramo de agua debido a que el empleado no cumplía el contrato establecido con la corporación municipal.254 En marzo de 1880, el ingeniero Pedro I. Sentíes informaba al gobernador del estado que “la incuria” de los encargados para vigilar y reparar el acueducto, había provocado que éste estuviera en pésimas condiciones.255 El 31 de mayo de 1892, el dueño del rancho Las Ánimas atribuía el desabasto del agua al descuido “absoluto” del caño surtidor, el cual estaba en “completo abandono”. En su opinión, los comisionados mostraban preocupación sólo en el periodo de estiaje.256 Años más tarde, en abril de 1896, los treinta y dos usuarios que habían formado una compañía para construir la tubería de fierro en la calle principal y de quienes se ha hablado, solicitaron al ayuntamiento que les permitiera contratar a una persona para vigilar el caño surtidor con el fin de evitar el robo, la contaminación y el acaparamiento del agua. Propusieron que el sueldo del vigilante se hiciera de las pensiones que ellos pagaban a la institución.257 Aunque la petición parecía pertinente, el ayuntamiento la rechazó bajo el argumento de que los problemas del agua eran por causa de fuerzas naturales y no por los factores reseñados.
La limpieza del acueducto y la construcción de los filtros
Paralelamente, las autoridades municipales centraron su atención en el acueducto para resolver los problemas de desabasto y contaminación del agua. En distintos años, como sucedió en 1879, los concejales propusieron que el caño surtidor fuera construido en su totalidad de mampostería, o como decía el alcalde municipal, “de ladrillo ó mezcla de piedra”.258 En opinión de los munícipes, el costo de esta obra no excedía “los diez mil pesos”. Para llevarla a cabo, se sugirió solicitar a la Legislatura estatal que permitiera al ayuntamiento cobrar las cuotas vigentes y rezagos del impuesto denominado personal que pagaban los habitantes del municipio.259
La limpieza anual del acueducto fue otra de las medidas dictadas por el ayuntamiento. Algunos agricultores y comerciantes de la ciudad y la región brindaron su apoyo a la corporación municipal a través de la encomienda de sus peones para limpiar la parte del canal que atravesaba sus propiedades rústicas. La ayuda convino a los dueños de las fincas ya que como se ha descrito, requerían el agua para el desarrollo de sus actividades económicas. En 1900, el jefe político del cantón, Luis María Carbajal, el “señor Vivanco”, propietario de la hacienda de Monte Blanco, y Bryan E. Tomblin, dueño de una casa comercial dedicada a la venta de café y tabaco y a las “industrias relativas á esos ramos”,260 limpiaron y repararon el caño surtidor por iniciativa propia. Invirtieron en estos trabajos “más de cinco mil pesos”. De acuerdo con la autoridad cantonal, la mejora permitió que el agua llegara a la ciudad “en gran cantidad y sin interrupción alguna”, y que las rentas municipales aumentaran al organizarse el servicio.261
Tanto el propietario de la hacienda de Monte Blanco como Tomblin resultaron beneficiados con la limpieza del acueducto. A cambio de la inversión, Tomblin obtuvo “una concesión especial y gratuita” de una “merced de agua” que utilizó para alimentar las calderas del beneficio donde procesaba el café. El recurso hídrico era necesario debido al desarrollo comercial que experimentaba su negocio y que, en opinión del empresario, generaba “algunos miles de pesos mensualmente entre los trabajadores”. Para tener acceso al agua, Tomblin instalaría su toma en uno de los tanques situados en la casa del filtro, así como la red de tubería de hierro de dos pulgadas de diámetro hasta su establecimiento industrial.262
Como se indicó en páginas anteriores, la construcción de los filtros fue otra más de las medidas efectuadas por las autoridades municipales para poder obtener agua de mejor calidad. Durante el siglo xix, estos artefactos fueron hechos de grava, carbón, leña, arena y guijarros, y junto con la decantación, se constituyeron en los principales medios de tratamiento para purgar los materiales arrastrados por el agua.263 Acorde con los preceptos higiénicos y la tecnología de la época, en enero de 1846, el ayuntamiento inició la construcción de los filtros de carbón y arena; estarían situados en un solar contiguo a la caja de agua, la cual estaba ubicada en “la embocadura de la calle principal” (véase croquis 7). Los filtros medirían 324 varas cuadradas, cuyo costo fue presupuestado en 2 719 pesos.264 Estos artefactos eran considerados necesarios para que el agua llegara a las fuentes públicas y privadas de manera “salubre y cristalina”, lo cual redundaba en favor de la salud pública. Se pensaba además, que los filtros producirían un ahorro económico en las arcas municipales al evitar los gastos en las continuas reparaciones de la cañería de barro situada en la calle principal pues como se dijo, reventaba por el sedimento y hojarascas procedentes del acueducto.265
 
￼[image: image-7.png]
Croquis 8. Planta baja del filtro.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R., con base en ahmc. Año 1845. Tomo 232.
Aunque el proyecto era interesante para resolver el problema de la mala calidad del agua, fue realizado tres años después. La guerra de México contra los Estados Unidos sucedida en 1846, impidió al ayuntamiento llevarlo a cabo. El gobierno estatal quien apoyó en principio la mejora, no pudo financiar la obra debido a la inversión de los recursos económicos para enfrentar a los estadounidenses apostados en la ciudad de Veracruz. Concluido el conflicto bélico en 1849, el ayuntamiento cordobés retomó el proyecto. Nombró una comisión encargada de analizarlo y de realizar algunas modificaciones en su estructura y presupuesto. Los comisionados centraron su atención en las dimensiones que debían tener los filtros. Para ello calcularon los volúmenes diarios de agua que entraban a la ciudad. Después de varios estudios, concluyeron que ingresaba “medio pie cúbico escaso, ó más bien 860 pulgadas cúbicas en un segundo”.266
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Croquis 9. Fachada de la casa del filtro.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R., con base en ahmc. Año 1845. Tomo 232.
De manera simultánea, los comisionados calcularon la cantidad de barro contenido en el recurso hídrico en las diferentes estaciones del año. Observaron que en todo el año el agua llegaba turbia, algunas veces más, otras veces menos. Relacionaron este problema con los factores naturales. De esta manera, notaron que durante el tiempo de sequía el barro llegaba a las fuentes públicas y privadas “en pequeñas partículas tenues y finísimas”, haciendo que el agua perdiera un poco su color obscuro. Asimismo, detectaron que, por un lado, durante el periodo de lluvias el lodo aparecía en grandes cantidades compactadas predominando frente al agua. Y, por el otro, percibieron cómo en la temporada de los vientos fuertes llamados también nortes, dicho barro estaba en el agua tanto en pequeñas como en grandes porciones.267
Los comisionados decían que además de aparecer el agua con lodo en estos periodos del año, la cantidad de sedimento variaba de acuerdo con el número de cabezas de ganado vacuno que hubiera en la hacienda de Monte Blanco, lugar por donde pasaba el acueducto procedente del manantial de Chocamán. En este sentido, el grado de turbiedad del recurso hídrico podía disminuir o aumentar, “si era mayor o menor la cantidad de ganado”.268 Después de estos estudios, y como se anotó, en octubre de 1849 el ayuntamiento inició la construcción de los filtros. Fueron erigidos en un solar de 400 varas cuadradas situado “paralelamente a la calle principal”. El objetivo era contar con dos depósitos para no interrumpir la filtración del agua y de esta manera evitar la escasez. Mientras un tanque trabajaba, el otro era limpiado para llenarlo posteriormente de agua que sería filtrada.269
Concluidos estos trabajos a mediados del mes de junio de 1850, los comisionados propusieron al ayuntamiento la construcción de “un caño bien empedrado” con desniveles en los cuales se construirían reposaderas. El fin era purgar el sedimento y la basura de los árboles para que el agua siguiera su curso hasta los filtros lo más “limpia que fuera posible”. Esto ayudaría al buen funcionamiento de estos artefactos.270 Dicho caño sería construido “desde el punto en el que [empezaba] la zanja descubierta en el camino hacia [la hacienda] de Monte Blanco”.271
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Croquis 10. Filtro de la ciudad.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R., con base en ahmc. Año 1845. Tomo 232.
Aunque la obra resolvería parte de los problemas de desabasto, como se anotó, los filtros dejaron de funcionar hacia finales del siglo xix, quedando los tanques en estado de ruina, tal como lo indicó en 1902 la propietaria del establecimiento de los baños públicos de la ciudad.272 Es posible pensar que el deterioro de los filtros se debió a que el ayuntamiento carecía de capital para realizar reparaciones constantes, comprar arena y carbón y pagar los salarios de los encargados de la operación de estos artefactos. No obstante, en este mismo periodo, hubo diversas propuestas para que los citados filtros fueran reparados y funcionaran nuevamente, pues se seguía creyendo que resolvían los problemas de la escasez y contaminación del agua. Por ejemplo, en 1880, el fontanero Narciso Flores propuso al ayuntamiento que lo contratara como encargado del abasto de agua a la ciudad. Flores se comprometía a limpiar y lavar la arena de los filtros y a desazolvar los dos tanques donde reposaba el agua.273
En abril de este mismo año, el ingeniero Pedro Sentíes recomendó al ayuntamiento reparar urgentemente los filtros para obtener agua “violentamente”. Sugería además que se llevara a cabo la limpieza de estos artefactos cada tres meses durante el periodo de secas y una vez durante la época de lluvias. El ingeniero demostró que estas obras mejorarían el abasto de agua. Calculó que si los filtros tenían una superficie de 142 metros cuadrados, debían producir en “las 24 horas, un maximum de 340 800 […] y un mínimum de 139 314 litros” de agua. En su opinión, si se tomaba “como base esta última cantidad y suponiendo” que la población era de “3 000 habitantes, cada uno recibiría 278 litros” por día.274
Sentíes opinaba que, aunque este volumen constituía la tercera parte de agua que correspondería a cada persona en un buen sistema de distribución, era “bastante para los usos más urgentes de los habitantes de Córdoba”,275 principalmente si se tenía en cuenta que la mayor parte de ellos carecía del recurso hídrico. En el caso de que la población aumentara en el transcurso de los años, el ingeniero proponía que se levantaran los muros de los filtros con el fin de obtener una mayor cantidad de agua. De igual manera, Sentíes sugirió la reparación de “la caja construida en el manantial” de Chocamán, la cual servía para repartir el recurso hídrico entre el poblado de Chocamán y la ciudad de Córdoba. En su opinión, esta mejora distribuiría de forma más equitativa el agua. Propuso prohibir el acceso de personas al venero con el fin de conservar en buen estado el recurso hídrico, así como mantener su fluidez hacia Córdoba. El ingeniero sostenía que al estar limpio el acuífero, se producirían mayores volúmenes de agua.276
Además de estas medidas, en casos extremos de sequía, el ayuntamiento suspendía temporalmente la concesión de agua para riego a los usuarios del acueducto con el objetivo de evitar la escasez del recurso hídrico en la ciudad. En varios casos, la corporación municipal acordó dicha suspensión con los dueños de estos predios. Entre los ejemplos de esta situación se puede citar el caso de Luis Kienast, dueño del rancho San Marcial. Se ha comentado que en octubre de 1889, Kienast obtuvo “la concesión de un limón de agua” bajo las condiciones de pagar “la cuota mensual” correspondiente y suspender en “alguna temporada del año la toma del líquido, previo aviso de la alcaldía municipal ó el regidor del ramo”.277 En opinión del ingeniero Pedro Sentíes, esta medida era pertinente ya que el servicio de abasto de agua para riego producía “una muy mezquina, por no decir despreciable pensión al ayuntamiento”.278
 

III. Los proyectos municipales para resolver el desabasto y contaminación del recurso hídrico
La introducción del agua del río Metlac: el sueño anhelado del siglo, 1782-1865
En el mismo esquema promulgado por los médicos e ingenieros sanitarios, hacia las dos últimas décadas del siglo xviii y a lo largo de la centuria decimonónica, las autoridades municipales promovieron las obras hidráulicas para conducir el agua del río Metlac a Córdoba. De acuerdo con el inspector de ríos de la “vii zona de Aguas, Tierras y Colonización”, Antonio Echávarri B., el acuífero del Metlac tenía su origen en el manantial situado en la barranca del Candelero, la cual estaba al pie del cerro conocido como San Juanero. Este cerro se ubicaba en los terrenos de la señora Guadalupe Hernández, del pueblo de la Perla, pertenecía al municipio del mismo nombre, ex cantón de Orizaba.279
El río Metlac atravesaba “los terrenos del pueblo de la Perla, Municipio del mismo nombre”, seguía su curso por el pueblo de Chocamán (municipio de San Juan Coscomatepec), hacienda de Monte Blanco (municipio de Córdoba), Tocuila (municipio de Aztacan) “hasta juntarse con el río Blanco sobre la margen izquierda, al se de la Hacienda de Tuxpango”. Acorde con el mismo informe de Echávarri, las aguas del río Metlac “no tenían aprovechamiento”, su curso era natural en un trayecto de “48 kilómetros desde su nacimiento, hasta fluir al río Blanco”.
Por la margen izquierda, el acuífero del Metlac tenía como tributarios los ríos Zacala y Texalapa, los cuales nacían en el municipio de San Juan Coscomatepec. Por la margen derecha, los afluentes del Metlac eran el río Aijojuca y el arroyo Agua Limpia. El acuífero Aijojuca se originaba en el municipio de Santa Ana Atzacan, mientras que el arroyo Agua Limpia nacía “al pie del cerro Aguacatitla, en el punto denominado Barranca del Horno, en el municipio de la Perla”. Tanto el río Aijojuca como el arroyo Agua Limpia confluían en el río Metlac “a 50 metros aguas arriba del Puente de San Miguel”. El río Aijojuca lo hacía “a doce kilómetros de su nacimiento”, y el arroyo Agua Limpia “a veinticuatro kilómetros [también] de su nacimiento”.280
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Croquis 11. Río Metlac y sus afluentes.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R. con base en el aha, Aprovechamientos Superficiales, expediente 26 421.
Los munícipes en turno consideraron que el río Metlac resolvería el problema de escasez, ya que de él podrían extraerse grandes volúmenes de agua que debían suministrarse a los habitantes tal como lo establecían las ordenanzas municipales y, por supuesto, la corriente higienista. Pensaron, además, que el agua del Metlac era de mejor calidad en comparación con la del manantial de Chocamán como lo manifestaron en 1782 Juan de Navarrete, comisionado por el virrey Martín de Mayorga, y en 1855 el gobernador del estado de Veracruz.281
Influenciados por la misma corriente higienista, los concejales vieron el agua del río Metlac como un medio para favorecer la salud pública, el aumento de la población, la prosperidad, la riqueza y el engrandecimiento de Córdoba. Creían que el “agua en abundancia y saludable” de este acuífero, reduciría el número de enfermedades282 y contribuiría en el desarrollo del comercio y la agricultura al convertirse en la “máquina” que fomentaría el cultivo de los variados y “hermosos campos” que rodeaban a la ciudad.283 Como sostenía en 1841 el edil Francisco Mayobre, Córdoba saldría del “aniquilamiento” en que se encontraba. En su opinión, tanto el “vecino ilustrado” como el indígena “más humilde” conocían la relevancia de introducir el agua “deliciosa y abundante” del río Metlac.284 En esta misma tónica, cuatro años antes, en 1837, el regidor Bernardo Álvarez decía que “todos” estaban convencidos de que el río Metlac era el más importante de las inmediaciones de la ciudad para obtener agua de buena calidad.285
Como sucedió con el venero de Chocamán, la potabilidad del agua del río Metlac fue definida también sin bases científicas. Las autoridades municipales y sanitarias usaron los conceptos de la época tales como “líquido cristalino” y agua “deliciosa”286 para considerar el recurso hídrico como potable. En el marco de las premisas expuestas, en 1781 el administrador de la aduana en Córdoba, Juan Ramón de Navarrete, fue instruido por el virrey Martín de Mayorga para llevar a cabo la introducción del agua del río Metlac, bajo el argumento de ser “más abundante” y “la mejor agua” para el consumo doméstico en comparación con la del venero de Chocamán, considerada turbia y escasa.287 El proyecto consistió en construir un acueducto que partiera de la Barranca del río Metlac con el fin de unirlo al acueducto de Chocamán.288
Antes de continuar, es importante decir que resultó difícil seguir el proceso de las obras hidráulicas del río Metlac debido a la falta de información en los archivos históricos. Existen varias lagunas en el archivo histórico municipal de Córdoba en torno a este asunto, tal como lo expusieron varios munícipes en distintos periodos del siglo xix. Ante esta situación, describiremos algunos detalles que nos permitan conocer el desarrollo de esta mejora.
Ahora bien, cuatro años después de la comisión otorgada por el virrey Mayorga a Navarrete (1785), poco se había hecho. De acuerdo con el síndico del ayuntamiento y el jefe político, el señor Leiba Esparragoza había “ejecutado algunas obras”. Esparragoza “nombró los peritos” encargados para seleccionar el lugar donde se instalaría la toma, medir el volumen de agua y realizar el presupuesto de “las obras que habían de emprenderse”. De igual forma en ese año, tales expertos presentaron a Navarrete los presupuestos de las obras del río Metlac y del manantial de Chocamán.
Al parecer, las obras realizadas por Navarrete consistieron en la construcción de una parte del acueducto comprendido desde la Barranca del Metlac hasta el poblado de Paso del Toro.289 Años más tarde, en 1803, “algunos particulares” convocados por el ayuntamiento, entre ellos el cura Antonio Esteves y el regidor perpetuo, Antonio Zevallos, solicitaron al gobierno del Departamento la continuación de las obras del Metlac bajo el argumento de ser necesarias para mejorar la salubridad pública.290 Sin embargo, desconocemos el tipo de obras materiales realizadas porque desde ese año y hasta 1827 existe un vacío de documentos en el archivo municipal. No obstante, durante el periodo de 1827 a 1854, los munícipes en turno continuaron promoviendo las citadas obras hidráulicas. El acueducto fue la mejora prioritaria. Por ejemplo, en 1827 fue reiniciada su construcción. A principio de 1832, el ayuntamiento contrató a Felipe Romero para “fabricar mil varas de” atarjea.291 A finales de este año “se habían construido 3 348 varas de caño”, cuyo costo fue de 35 277.25 pesos. El 23 de octubre de 1841, la corporación municipal estableció un contrato con el señor José Apolinario Nieto para continuar las obras hidráulicas. El concesionario construyó “ochocientas varas de acueducto”. Éste tenía “dos cortinas de derecha á izquierda” de treinta pulgadas de altura y treinta de ancho. Al lado del acueducto fue dejado “un espacio suficiente de terreno” con el fin de que estuviera firme y se permitiera el tránsito peatonal. La cañería fue construida “sobre alcantarillas en aquellos parajes” donde fuera necesario y lo permitiera el terreno; el fin era que la obra se conservara en buen estado y el agua de la lluvia fluyera con facilidad.292
Además de la construcción del acueducto, Nieto reparó “veintiséis varas de cortina [situadas] en diferentes sitios, veinte varas del acueducto” ubicadas “en la sección ciento cincuenta y dos”; pavimentó el tramo del acueducto que comprendía las secciones “ochenta y cuatro hasta la noventa,” así como “doscientos cuarenta y seis varas de canal”. En esta última parte, construyó un muro interior.293 Tanto la construcción del acueducto, como la reparación de las obras realizadas anteriormente al contrato descrito, debían concluirse en el mes de mayo de 1842. Al parecer fueron llevadas a cabo ya que el 23 de julio de 1843, Nieto quedaba librado del compromiso establecido con el ayuntamiento.294 Empero, ante el deseo para que esta obra “tan antigua como útil” fuera realizada lo más pronto posible y se evitara su interrupción, el 3 de agosto de 1843, el gobernador del estado pidió al presidente de la república, José María Bocanegra, que Nieto fuera “exceptuado de toda carga concejil”.295 Una vez más desconocemos el desarrollo posterior de las mencionadas obras. De acuerdo con el ingeniero Pedro Sentíes, entre 1833 y 1854 los trabajos continuaron, pero “con bastante irregularidad”. En este último lapso temporal, “los gastos ascendieron á $53 069.64”.296
Se puede imaginar que las obras del Metlac, así como la construcción de los filtros y otras mejoras materiales que se describirán más adelante, fueron suspendidas desde 1847 debido a la invasión del ejército de Estados Unidos a México. Posteriormente, la inestabilidad política, económica y social que permaneció en el país, impidió la continuación de dichas obras del Metlac.297 Fue hasta 1865, cuando varios comerciantes y mercedados exigieron al ayuntamiento que continuara con las obras del Metlac.298 Estos sujetos creían que las dificultades por las que atravesaba el país no eran las únicas causas que obstaculizaron el proyecto. Atribuían el retardo de la conclusión de la obra a “la amovilidad del personal de la corporación” encargada de este tipo de mejoras. En su opinión, el tiempo que fungía un regidor era insuficiente para dar término a la citada obra. Creyeron, asimismo, que no todos los munícipes estaban interesados por llevar a cabo los trabajos hidráulicos.
La malversación de los recursos económicos
Además de la inestabilidad política y económica de México, las obras hidráulicas del río Metlac fueron obstaculizadas por la malversación, desvío y falta de recursos económicos. Desde el inicio de las obras y en el transcurso de los años, estos problemas estuvieron presentes. Como indicamos, en 1781 el administrador de la aduana en Córdoba, Juan Ramón Navarrete, fue encomendado por el virrey Martín Mayorga para introducir el agua del río Metlac a la villa de Córdoba. De acuerdo con las cuentas realizadas por el Comisionado del Gobierno en torno “a los sobrantes del Derecho de Alcabalas”, en este año, los señores Pedro López y Juan Segura recibieron respectivamente cantidades importantes para la instalación de la cañería, sin embargo, no declararon en qué las invirtieron.299 Ante esta situación, el dinero fue registrado en el rubro denominado “Existencia dudosa” (véase cuadro 6). Como se puede observar en el mismo cuadro, sólo fueron reportados 59 pesos y 6 ½ reales como gastos para el “reconocimiento del Metlac” en el apartado “Invertido por cuenta del Común”.
Cuadro 6. Cuentas realizadas por el Comisionado del Superior Gobierno de los sobrantes del Derecho de Alcabalas en el año de 1781.
	Autos	“Existencia efectiva en depósito” 	Pesos	Reales
	21	Entregados al coronel José de Zevallos según su recibo	9 196	5
	119	Entregados al mismo según su recibo	1 000	 

	118	Entregados al mismo y que exhibió Don Juan Segura	708	1 ½
	116	Entregado al mismo por “hería” a Pedro de Zevallos 	9 787	7
	13 vuelta	Existentes sobre la casa de la Aduana	2 000	 

	 
	Suma 	25 305	5 ½
	Existencia en deudas
	“5 y corriente”	Don José Clavijo con ¿qué consta en los Autos?	1 872	2 ½
	8	Don Toribio Cavanson	310	8
	10 y 11	Don Manuel Savalza por la hacienda de Toluquillo que compró	264	5
	3 vuelta	Don Bartolomé Laurencio “quien dejó con que pagar”	72	½
	49	Don Tomás Richardí por el resto que tenía de casa honda	1 211	3 ½
	 
	Suma	3 730	3 ½
	Existencia dudosa
	54 y 116	Don Marcos de “hería” por resto del abasto de carne del que no ha dado cuenta	5 571	1 ½
	22	Don Pedro López que recibió para la cañería y tampoco ha dado cuenta	3 565	7 ½
	22 y 34	“Don Juan Segura por lo mismo y cuya cuenta es dudosa según la nota asentada por los comisionados en los autos 55 vuelta”	4 691	6 ½
	 
	Suma	13 828	7 ½
	Invertido por cuenta del Común
	24 y 25	Dado a los hospitales de hombres y mujeres	4 000	 

	22 vuelta y 49	Gastado por el apoderado del Común en el pleito y abasto?	2 790	6
	22	Gastado por el mismo en el reconocimiento del Metlac	59	6 ½
	 
	Suma	6 850	4 ½
	Resumen
	 
	Existencia efectiva	25 305	5 ½
	 
	Existencia en deudas	3 730	3 ½
	 
	Existencia en partidas dudosas	13 828	7 ½
	 
	Invertido por Cuenta del Común	6 850	4 ½
	 
	Suma	49 715	5
	Villa de Córdoba, agosto 21 de 1787

Fuente: agn. Instituciones coloniales/ayuntamiento/volumen 246/268/3, expediente 3.
Como era de esperarse, la malversación de los recursos económicos de la obra del Metlac fue denunciada varios años después de haberse cometido. El 27 de agosto de 1798, el cabildo y el regimiento de Córdoba, dirigieron un oficio al Fiscal de la Real Hacienda, Lorenzo Hernández de Alva, en el que decía que al comenzar a cobrarse el “Real Derecho de Alcabalas en el año pasado de 77”, habían quedado a favor del Común de la villa de Córdoba 49 715 pesos, cinco reales desde el año de 1781 (véase cuadro 6). Dijeron que, en aquellos años, el vecindario acordó que esa cantidad fuera invertida para introducir “la mejor Agua” para el consumo doméstico, lo cual no se había realizado.
Paralelamente, el cabildo y el regimiento informaban al fiscal que, en 1796, el señor Rodrigo de Vedoya propuso introducir el agua del manantial de Chocamán “sin interés alguno [y] por solo el beneficio de este Público”. Esta obra fue presupuestada en 14 000 pesos. La propuesta fue vista con agrado porque el agua de este venero era considerada por algunos munícipes pura y limpia y, además, el costo se iría abonando a Vedoya. En caso de que este último no cumpliera con su compromiso, reintegraría el dinero al cabildo. Empero, el proyecto de Vedoya no fue tomado en cuenta y nada pudo hacerse después debido a su fallecimiento.
El fiscal dio respuesta al oficio. Mostró con documentos fechados desde enero de 1782, cómo el virrey Martín de Mayorga había solicitado al administrador de la aduana, Juan Ramón de Navarrete, realizar el presupuesto de las obras de introducción de agua del Metlac y llevar a cabo el reporte de los trabajos que se efectuarían. Asimismo, informó de la autorización otorgada a Navarrete para invertir los 49 715 pesos, cinco reales y de la petición para indicar la suma de dinero faltante para concluir la citada obra. El mismo fiscal señaló cómo Navarrete envío un informe confuso al virrey refiriéndose a las obras del manantial de Chocamán y no a las del Metlac como se le había pedido. Por un lado, Navarrete señalaba los problemas de la escasez y contaminación del agua del primer acuífero, tal como se ha descrito en este capítulo y, por el otro, decía que no había concluido los trabajos debido a la falta de varias “herramientas, caños y otros útiles”. Señaló los problemas que tuvo con el ayuntamiento al pedirle “los citados útiles”, así como la información de las personas que tenían acceso al agua y la manera en que la obtuvieron.
En el mismo informe dirigido al virrey Mayorga, Navarrete se comprometió a conducir agua limpia a la villa durante la época del verano a través de la construcción de mayores tramos de cañería. En el periodo de invierno, se obligó a “reparar varios parajes distantes” con el objetivo de que el agua continuara fluyendo hacia la villa. Paralelamente construiría “cañerías de repartimiento” tanto para el público como para particulares que contribuyeran “con alguna cosa”. Esta última medida tenía la intención de que las personas observaran el ahorro y comodidad al tener agua en sus casas.300
De manera simultánea, el fiscal contestó al cabildo y al regimiento que ante el “informe confuso”, el 21 de marzo de 1785, el virrey Mayorga había pedido a Navarrete le enviara nuevamente el presupuesto de las obras hidráulicas del Metlac, así como un reporte de los trabajos realizados después de 1782. La autoridad virreinal recomendaba que tales obras y presupuesto fueran realizados por peritos, tal como se le había indicado “desde aquella” fecha. Es decir, el 21 de marzo de 1783.
Por su parte, los integrantes del regimiento y del cabildo respondieron al fiscal que desconocían las órdenes giradas a Navarrete y los motivos de este último para no invertir los 49 715 pesos, 5 reales. Esta cantidad desapareció y no se supo más de ella porque Navarrete falleció en 1797 y de acuerdo con los ediles, sólo dejó 8 000 pesos para iniciar las obras. Los mismos integrantes suponían que el dinero fue gastado en la elaboración de presupuestos y cálculos, así como en la exploración de lugares por donde se harían las obras “sin que la villa [hubiera] logrado el beneficio porque tanto [había] clamado”. En realidad, tenían una gran confusión al respecto. Señalaban tres presupuestos de las obras. El primero era de 69 844 pesos cuatro reales, el segundo de 64 129 pesos cinco reales y el tercero de 116 561 pesos.301
Ante los fallecimientos de Navarrete y de Vedoya, los miembros del cabildo y del regimiento pidieron al fiscal que los apoyara de manera económica para llevar a cabo el proyecto de Vedoya bajo los mismos términos planteados por el occiso. Asimismo, solicitaron girara orden al administrador de la aduana para tal efecto. Desafortunadamente no encontramos documentos para conocer el desenlace de esta problemática. Podemos pensar que nada se hizo al respecto ya que el 7 de octubre de 1803, el caso del dinero obtenido en la aduana y destinado para las obras hidráulicas en el río Metlac, volvió a la mesa de discusión. El ayuntamiento demandó ahora al coronel de las milicias, José Manuel Zevallos, y al regidor Francisco López Matoso, por la malversación del dinero destinado a obras públicas. Pedía a Zevallos la devolución “de las cantidades” y utilidades obtenidas en su función de administrador de las alcabalas en 1781. El síndico municipal sostenía que este recurso pertenecía a la corporación municipal y estaba destinado para la introducción del agua del río Metlac y para reparar la cárcel de la villa de Córdoba. Para resolver el conflicto, Zevallos se comprometió a contribuir con 1 000 pesos “de su propio peculio” en la obra hidráulica. El ayuntamiento estuvo de acuerdo al manifestar “haber dinero bastante para el costo” de la citada obra.302
Tres meses después del inicio del juicio, en enero de 1804, el coronel José Manuel Zevallos, el presbítero Mariano Barragán, “el Factor de la Renta del Tabaco”, Joaquín de Robles, el regidor alcalde ordinario, Antonio de Zevallos, el edil Manuel de la Torre, el conde de Torre Alegre y el virrey José de Iturrigaray, comisionaron al doctor Antonio de Esteves, párroco de la villa de Córdoba y su jurisdicción, para encargarse de la administración de las obras de introducción del agua y de la construcción del camino de Córdoba a Huatusco. Esteves y José Valero Grajera, este último subdelegado de la Real Hacienda, recibirían del actual administrador de las alcabalas en Córdoba, Miguel Bellido, 13 487 pesos. Esta cantidad formaba parte de los fondos recabados por Juan Ramón de Navarrete, antiguo administrador de la aduana que, como se dijo, murió en 1797.
Otros fondos para las obras hidráulicas del Metlac
Además de los recursos económicos de la Real Hacienda, en el año de 1803, el ayuntamiento nombró una “diputación de tres personas prominentes de la ciudad” para “conseguir arbitrios”. Estos últimos procederían de “donaciones de los vecinos [y de] los alcances o créditos de los deudores del Ayuntamiento”. El objetivo era incrementar el monto del capital para emprender las citadas obras hidráulicas del río Metlac.303 Como se ha señalado, poco se hizo y los trabajos fueron suspendidos a principios del siglo xix. A lo largo de esta centuria, las autoridades municipales obtuvieron fondos procedentes del gobierno estatal que le permitieron avanzar en la construcción de las obras. Así, en 1824, el gobierno constituyente asignó a la corporación municipal el dinero proveniente de la gabela que recaía sobre varios productos de consumo. Paralelamente, cedió “la pensión impuesta a los tabaqueros” que era de cuatro reales “por cada bulto de tabaco”.304 Resulta difícil conocer más sobre estos y otros impuestos que se describirán más adelante debido a la falta o poca claridad de la información histórica. Por ejemplo, se desconoce cuáles eran los productos de consumo gravados y suponemos que el capital obtenido estaba comprendido en el rubro denominado “aduana” (véase cuadro 7). Respecto al tabaco, la duda fue si el gravamen de este producto era pagado por bulto como decía el ayuntamiento o “por cada tercio de manojo de tabaco”305 como lo estableció la legislación estatal.
Cuadro 7. “Cuenta general de las cantidades de pesos colectados [para] la obra de la cañería del agua de Metlac, desde el día 8 de octubre de 1824 hasta el 31 de diciembre de 1832… A saber”.
	Años 	Aduana	Tabaco	Otros ingresos	Total general
	1824	778.0.5	 
	 
	 
	 

	1825	2936.0.7	2514.4.0	 
	 
	 

	1826	3137.5.9	3098.5.0	 
	 
	 

	1827	2013.3.5	3788.4.0	 
	 
	 

	1828	1618.2.3	1049.4.0	2500.0.0	 
	 

	1829	1655.3.7	1802.0.0	5300.0.0	185.4.0	 

	1830	2030.7.3	1109.0.0	3000.0.0	 
	 

	1831	2203.1.0	2319.4.0	 
	 
	 

	1832	1651.2.3	97.0.0	 
	 
	 

	Total 	18024.2.6	15778.5.0	10800.0.0	185.4.0	44788.62

Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, año 1828, tomo 79. De acuerdo con los puntos indicados en las cantidades, éstas deben leerse en pesos, reales y granos. Un ejemplo, 778 pesos 0 reales 5 granos. Nótese, los totales están sumados acorde con la época.
Dos años después de haberse establecido los impuestos descritos, en 1826, el gobierno del estado autorizó al ayuntamiento crear la gabela denominada “Pensión de agua”. Ésta gravaba las mercancías de consumo local.306 Con el deseo de terminar la tan ansiada mejora, el mismo ejecutivo estatal otorgó un “préstamo de 500 pesos mensuales” el cual sería aportado a las arcas municipales a partir del mes de marzo de 1828 y cuya vigencia era “hasta la conclusión de la obra”. El total del dinero acumulado por este empréstito, comenzaría a saldarse a partir de la fecha en que terminara la citada obra; se haría sólo en “moneda de plata común del sello circular Mejicano”.307 Para asegurar el pago del préstamo, los recursos generados del impuesto de las pensiones de agua fueron hipotecados a favor de los fondos estatales.308
Como se observa en el cuadro 7, el ayuntamiento obtuvo también recursos económicos de distinta procedencia. En 1828, el administrador de la aduana aportó 2 500 pesos “por cuenta de las Rentas del Estado en los meses de marzo, abril, mayo, junio y julio”. Un año después, el ayuntamiento recibió 5 300 pesos y 185.40 pesos, que correspondieron respectivamente a la aportación del señor José Antonio Cabo “á réditos,” y al importe de la venta de herramienta “que recibió el Mtro. Cortés [el] 7 de agosto”. En 1830, 3 000 pesos fueron “cedidos por el gremio de tabaqueros a beneficio de dicha obra”.309 Es importante destacar que el capital de 5 300 pesos se constituyó en un “depósito irregular” hecho al ayuntamiento por el señor Cabo, quien mostró un gran interés para que las obras del Metlac continuaran. En 1829, los trabajos fueron suspendidos por “la falta de numerario” la cual fue causada por la suspensión del préstamo del gobernador del estado. El 24 de marzo de este último año, José Antonio Cabo acordó con el albacea de María Inés Díaz, coronel Bernardo Portas, redimir la cantidad señalada, cuyos réditos serían destinados a obras pías. Como depositaria, la corporación municipal mantendría el dinero en sus arcas durante cinco años a partir del 18 de febrero de 1829. Pagaría durante este lapso 5% de interés anual a Cabo, así como los réditos establecidos por Díaz para cada una de las personas e instituciones beneficiadas.310 Como garantía de este depósito, el ayuntamiento hipotecó a favor de Portas, los terrenos que formaban parte de sus fondos municipales denominados “propios”, así como sus “arbitrios y rentas”.311
El ayuntamiento tenía claro su objetivo, trataba de obtener mayores cantidades de recursos económicos buscándolos por todos los medios. En noviembre de 1833, los munícipes acordaron cobrar el capital que se debía a la institución, tal como lo propusieron sus antecesores en 1803. Elaboraron una relación de las personas que adeudaban por concepto de las obras hidráulicas del Metlac. Sin embargo, cuando se trataron de hacer efectivos los cobros, no todos los deudores cubrieron sus compromisos. Ante esta situación, en enero de 1834, el ayuntamiento actualizó dicha relación con el fin de mostrar los nombres de los individuos que habían pagado, así como de los que seguían debiendo (véanse cuadros 8 y 9). Resultó difícil conocer la procedencia de la deuda. No obstante, lo que podemos decir por el momento, es que sujetos como Royo, Mena, Amor, Henestrosa, Terrembac y De La Colina, formaron parte de la élite cordobesa que tenían sus capitales invertidos en arrendamientos de terrenos rústicos dedicados para el cultivo del tabaco, café y para la cría de ganado vacuno. En este sentido, es pertinente pensar que el adeudo estuvo relacionado con la renta de algún predio rural. Por ejemplo, en diciembre de 1826, Mena arrendó “media caballería de tierra” perteneciente a los fondos de propios y que formaba parte del “rancho que era de los Tinocos situado en Acatengo”.312 La familia Colina participó también en los arrendamientos. Aunque tenemos datos de 1851,1856 y 1867, es posible sugerir que desde principios del siglo xix estaba involucrada en la renta de predios de la corporación municipal. La práctica de prorrogar estos convenios por varios años brindó la oportunidad de hacer esta hipótesis.313 En noviembre de 1851, Francisco Colina Mendoza, posiblemente pariente de Julián de la Colina, arrendó “los terrenos que llaman Comedero de las Ánimas”. Francisco Colina entregó al síndico procurador del ayuntamiento, José Manuel Cevallos, un documento en el que avalaba su arrendamiento desde tiempos anteriores, pidiendo que su contrato fuera extendido por cinco años.314
Cuadro 8. Deudores del ayuntamiento a favor de las obras hidráulicas del Metlac. Cuentas hechas en pesos, reales y granos.
	Demostración de la existencia anterior	Cantidad adeudada	Pago 	Resta
	Manuel Marchena Leve	1289.3.6	1289.3.6	0
	Manuel José Royo (exactor de aduana)	202.1.0	157.6.0	44.3.0 
	José María Mena	460.0.0	460.0.0	 

	Julián de La Colina	4937.5.9	787.0.0	4, 150. 5.9 
	Manuel Henestrosa (exactor de aduana)	673.5.10	 
	 

	Juan Antonio Galindo	2.6.0	 
	 

	José María Mena o Ignacio Amor	2009.0.0	 
	 

	Bernardo Cortés o Manuel José Royo	200.0.0	 
	 

	Manuel Antonio Royo o Mariano Ramírez	300.0.0	 
	 

	Mateo Terrembac que recibió de más en la nivelación 	80.0.0	 
	 

	En poder del Procurador Sainz, dos certificados del año de 1832	97.0.0	 
	 

	De un equívoco que incurrió Mena al formar las cuentas de Henestrosa en 1828 y 1829	36.3.3	 
	 

	De otro equívoco que padeció Manuel José Royo en su cuenta 	006.7.6	 
	 

	Falta que no se encuentra	1.1.1.0	 
	 

	Total	10.295.0.10	 
	 


Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, año 1828, 4 de enero de 1834, tomo 79.
Cuadro 9. Relación de activos y pasivos a favor de las obras del Metlac. Cuentas hechas en pesos, reales y granos.
	Nombre	Debían	Han pagado	Restan
	Manuel Marchena	1289.3.6	1289.3.6	0
	José María Mena	460.0.0	460.0.0	0
	Julián de La Colina	4,937.5.9	787.0.0	4, 150. 59 
	Manuel José Royo	202.1.0	157.6.0	044.3.0 
	Gerardo Hernández	100.0.0	020.0.0	80.0.0
	Total	6.989.2.3 	2.714.1.6 	4.275.0.9 

Fuente: ahmc, año 1828, 4 de enero de 1834, tomo 79.
Propuesta de la venta de terrenos del ramo de “propios” para el financiamiento de las obras del Metlac
Hemos observado cómo en el transcurso del tiempo, el ayuntamiento buscó los recursos económicos. Obtuvo durante varios años, importantes recursos derivados del impuesto al tabaco (véase cuadro 7). No obstante, en 1833 sufrió un revés al suprimirse esta gabela con las reformas fiscales llevadas a cabo por el gobierno nacional de Vicente Gómez Farías. En la contienda entre este gobierno y el de los estados por apropiarse de los impuestos más rentables,315 Gómez Farías abolió varios monopolios, entre ellos el de tabaco. En junio de este año, emitió un bando en el que “declaró libre la siembra, manufactura y venta del tabaco”.316 De forma paralela, las legislaturas estatales debieron desaparecer los impuestos al tabaco labrado perdiendo el control del estanco al ser desarticulada su administración tributaria. En contraposición, los empresarios tabacaleros resultaron favorecidos al quedar en sus manos el cultivo, siembra y manufactura del tabaco.317 En el estado de Veracruz, esta iniciativa fue apoyada. José Antonio Serrano sugiere que esta posición fue debida a los fuertes intereses de los cosecheros de Córdoba y Orizaba, quienes a través de su “autocalificado representante,” Vicente Prieto, consideraban que el estanco tenía que regresar a manos del gobierno nacional “en los mismos términos que lo estaba en 1810”. 318 En otras palabras, debían eliminarse los “estancos parciales” que estaban bajo el control de los gobiernos locales. 319
En opinión del mismo autor, la participación política de los cosecheros del estado de Veracruz, fue de gran importancia en el destino que tendría el estanco del tabaco en los siguientes años. Dicha intervención fue respaldada principalmente por los cambios administrativos y económicos efectuados en 1835 por el Congreso Constituyente, los cuales quedaron inscritos en las llamadas Bases Constitucionales. En materia económica, los gobiernos departamentales perdieron su autonomía fiscal y administrativa que les había otorgado el federalismo. En torno al tabaco, estos gobiernos fueron excluidos del control del estanco ya que fue considerado como renta nacional. Como tiro de gracia, el 27 de enero de 1837, el gobierno federal publicó la ley que estableció la exclusividad de la siembra y venta del tabaco en el país para los cosecheros veracruzanos.320 En 1841, el presidente municipal de Córdoba describió muy bien esta situación al decir que el ejecutivo nacional dejó de efectuar el cobro del impuesto al tabaco dejando el control a “particulares negociantes”.321
La falta de los recursos procedentes del impuesto al tabaco trajo como consecuencia la paralización de las obras hidráulicas del Metlac. Ante esta situación, y el persistente interés de recaudar fondos para continuar esta mejora, en 1833 la corporación municipal retomó el proyecto de venta de los terrenos de su propiedad el cual había sido autorizado por el gobierno del estado en septiembre de 1824 bajo el argumento de ser necesario para “la introducción de agua saludable en la villa de Córdoba”.322 La iniciativa de venta formó parte del pensamiento liberal que desde el siglo xviii y durante la primera mitad de la centuria decimonónica se venía promoviendo y cuyo fin era impulsar el desarrollo de la agricultura, comercio e industria a través de la desvinculación de las grandes extensiones de tierras que estaban en poder de los ayuntamientos, mayorazgos y corporaciones religiosas. En otras palabras, se trató de crear pequeños propietarios.323 Sin embargo, en 1824, la propuesta no fue discutida ni llevada a cabo ya que en este año el mismo gobierno cedió al ayuntamiento el capital procedente de los citados impuestos de los productos de consumo y del tabaco.324
En el mismo año de 1833, el ayuntamiento formó una comisión para solicitar al gobierno estatal la enajenación de “algunos terrenos de propios”. Es decir, los predios de los ranchos de Monte Salas, Jonotal, Zafiro, Ramón Blanco y Terrembac. El rancho denominado Comedero de las Ánimas quedó exceptuado de la venta debido a que gran parte de él estaba arrendado.325 El 13 de febrero de 1834, el síndico del común, José M. Bello, señalaba que este último predio tenía “veinticuatro caballerías de tierra”. Diez de ellas estaban arrendadas y catorce eran ocupadas para pastar “el mucho ganado” vacuno destinado para el consumo de carne en la ciudad de Córdoba “y sus inmediaciones”. Asimismo, el munícipe indicaba que el rancho era utilizado para las mulas ocupadas en el trabajo de “las Haciendas ó Ranchos”, así como para “las innumerables bestias que continuamente [transitaban]. En este sentido, reafirmaba que las veinticuatro caballerías no podían venderse. Es válido pensar que Bello considerara la renta del predio como un medio más seguro para el ingreso de capital a las arcas municipales.
Con excepción del comedero de Las Ánimas, los comisionados sugirieron que los terrenos mencionados fueran valuados por uno o dos peritos y se vendieran “al mejor postor”. Los compradores podían pagar el predio en dos partes, saldarían la mitad del precio y el resto de la deuda quedaría reconocida a “censo enfitéutico” del 5% anual. En caso de que alguna persona pagara el precio total de alguna finca, el ayuntamiento le daría preferencia.326 La propuesta no tuvo eco en este año. El argumento principal fue que perjudicaba “los fondos públicos”.327 Sin embargo, volvió a insistirse ante la necesidad de obtener los recursos económicos para continuar las obras hidráulicas del Metlac arguyéndose que los problemas de escasez y contaminación del agua del manantial de Chocamán debían resolverse lo más pronto posible.328
Después de cuatro años, 1837, los regidores J. Pablo Herrera, Bernardo Álvarez y Miguel Miranda fueron comisionados por el ayuntamiento para dar continuidad a las repetidas obras del Metlac. Los ediles coincidieron que estas mejoras habían sido suspendidas desde hacía tiempo por la falta de capital. Tanto Herrera como Álvarez consideraban que la venta de los terrenos de la corporación municipal solucionaría estos problemas financieros. En opinión de Herrera, en el “decreto 84 de febrero de 1834”,329 los predios rústicos del ayuntamiento fueron declarados propiedad particular para poder venderse con el fin de impulsar el desarrollo de la agricultura regional.
En este mismo tono, Bernardo Álvarez decía que la ciudad vecina de Orizaba alcanzó su grandeza con rapidez gracias a la distribución de los terrenos en propiedades particulares y a la abundancia de agua con que contaba. Para este concejal, la conservación del “antiguo sistema” de la tenencia de la tierra había obstaculizado el progreso de la ciudad de Córdoba. Es muy probable que dicho sistema se refiera a la manera tradicional de ceder la tierra. Es decir, adjudicarla y arrendarla cobrando réditos o censos enfitéuticos tal como lo hicieron distintos ayuntamientos del país.330 Álvarez apoyó la propuesta de convertir los terrenos del ayuntamiento en propiedad particular y de esta manera obtener los recursos económicos que permitieran la continuación de las repetidas obras hidráulicas del Metlac.
En contraposición, el edil Miguel Miranda sostenía que el ayuntamiento tenía que conservar sus terrenos dentro del fondo denominado “propios”, tal como lo prescribían las ordenanzas municipales. En su opinión, este principio debía respetarse como lo hicieron sus antepasados. Sugirió al mismo tiempo que el ayuntamiento redimiera el capital de “los cinco mil trescientos pesos”331 que desde febrero de 1829 gravaban dichos terrenos a favor del coronel Bernardo Portas. Vale recordar que este capital fue depositado a las arcas municipales por José Antonio Cabo.332
Es factible decir que la concepción de Miranda era de corte tradicionalista. El edil creía que la corporación municipal debía acudir a otras vías para obtener los recursos económicos cuando los “propios” eran insuficientes, tal como lo estableció la legislación indiana. Aunque llama la atención que estas vías no fueran la creación de arbitrios como prescribía la ley.333 El concejal sugirió “realizar por cualesquiera cantidad moderada unas libranzas antiguas” existentes en la Secretaría Municipal, así como hacer efectivo el cobro de la deuda de los señores Julián Colina, Ignacio Amor y José María Mena. De acuerdo con el cuadro 9 en el que se especificaron los adeudos de 1833 a favor de las obras del Metlac, Mena había saldado su deuda, mientras que Colina debía 4 150.59 pesos y Amor 2 009 pesos.334
Una vez más, la propuesta de venta de los terrenos fue descartada. La pregunta que surgió fue: ¿Cómo fueron financiadas las obras hidráulicas del Metlac entre 1833 y 1837? Es posible pensar que el recurso haya provenido de los ingresos procedentes de las cuotas mensuales pagadas por los mercedados. El 27 de octubre de 1841, el síndico Francisco Mayobre sugirió al ayuntamiento solicitar un préstamo a algún capitalista ya que se requería “una enorme suma” para continuar las obras. El empréstito sería pagado con el cinco por ciento de los recursos procedente de dicho ramo de aguas.335 Aunque el regidor hizo esta petición, sabía la dificultad para conseguir el préstamo, sobre todo en los tiempos de crisis económica y política que experimentaba el país causada por las guerras internas y externas. Mayobre indicaba que los prestamistas “[escondían] su capital y lo [ponían] en incomunicación rigurosa con la circulación de la Sociedad”. Tal situación hacía que la fluidez del numerario fuera escasa en la ciudad. Como se describió, en este año, las obras fueron contratadas por Apolinario Nieto. El mismo Mayobre llevó a cabo el contrato en representación del ayuntamiento. El concejal decía que las mejoras traerían como consecuencia el gasto del “dinero existente” en las arcas municipales y, por ende, el adeudo del ramo de agua. Indicaba que al finalizar los trabajos encomendados a Nieto, las obras se paralizarían por falta de recursos económicos y que quizá las autoridades municipales debían esperar “cinco ó seis años mas [sic]” para realizar otras mejoras de igual magnitud. Esta era una gran preocupación porque se tenía la experiencia de que podían pasar varios años sin llevarse a cabo. Mayobre resumía este problema en una frase: “vive dios que andando de esta suerte no respondo de que vean el agua en Cordoba los nietos de mis hijos”.336
Francisco Mayobre pensaba que la mejor manera de continuar las obras era usando los recursos propios del ayuntamiento. En el mismo marco de las ideas liberales, el munícipe retomó la iniciativa de la venta de los terrenos pertenecientes a la corporación municipal. Como los munícipes antecesores, Mayobre argumentó que era necesario crear la propiedad particular para fomentar la agricultura y generar empleos para la población cordobesa. Decía que no debía importar la procedencia del comprador quien podía ser de “Orizaba, Xalapa, Veracruz, Alemania, Turquía ó Inglaterra”.337 Esta última propuesta hacía referencia a la condición establecida a principios de siglo en la que los arrendadores de los predios del ayuntamiento tenían que ser vecinos del municipio.338 En este sentido, el síndico proponía romper con esta tradición.
Mayobre retomó también el argumento de que el ayuntamiento contaba con la ley para vender los terrenos e invertir su importe en las obras hidráulicas del Metlac. Planteó que en la citada venta fuera incluido el rancho del Comedero de Las Ánimas. Aunque los terrenos de esta propiedad producían al ayuntamiento un ingreso anual de 1 500 pesos por concepto de renta, el munícipe argumentaba que el capital obtenido de la venta e invertido en las obras del Metlac sería redituable, ya que la corporación municipal dejaría de gastar “ochocientos ó mil pesos” en la reparación del acueducto de Chocamán. En este sentido, propuso que la venta de los predios partiera desde “Buena vista para abajo”. Mayobre sugirió que, además, en caso de haber algún individuo interesado en la adquisición de los terrenos del Comedero, se los vendiera bajo la condición de que el nuevo propietario continuara las citadas obras del Metlac. El costo del predio comprendería el valor de los trabajos hidráulicos. Es decir, aquellos que se efectuaran desde el punto donde terminarían las ochocientas varas de cañería contratadas con Nieto, la construcción de una presa que diseñaría “un inteligente en la materia,” de la caja de agua al lado del río y del “canal que [faltaba] desde donde empezó la obra el señor Esteves para el río”. La propuesta fue aprobada en sesión del 2 de noviembre de 1841. Previa autorización del gobierno del estado, los ediles acordaron que se fijaran avisos de la venta de las catorce caballerías del Comedero con el fin de atraer la atención de algún empresario.339
Al parecer la propuesta de Francisco Mayobre fue también descartada no obstante el acuerdo de venta de parte del ayuntamiento. Hacia junio de 1865, es decir, veinticuatro años después, los munícipes en turno indagaron qué había sucedido con el rancho del Comedero de Las Ánimas. Como se verá adelante, la averiguación fue debida a la inconformidad y presión que hicieron los mercedados al no ver concluidas las obras del Metlac. En esta ocasión, la corporación municipal comisionó a los regidores de policía y agua para revisar el “contrato de venta y traspaso que hizo el Superior Gobierno anterior á Don Miguel Bringas, [y] del capital de 27 933 pesos 33⅓ centavos reconocible” en los terrenos que comprendían la citada finca rústica. La revisión implicó determinar si el gobernador declaró válida la venta o el terreno fue adjudicado por Bringas.340
El ayuntamiento mostró un gran interés por conocer la situación de Bringas y de otros propietarios, la cual derivaba de la aplicación de la ley de desamortización de los bienes de las corporaciones civiles y eclesiásticas dictada por el ejecutivo nacional el 26 de junio de 1856. Esta ley, mejor conocida como la Ley Lerdo, prescribió que los ayuntamientos y la Iglesia debían adjudicar sus bienes a las personas que arrendaban sus terrenos. Las instituciones se vieron favorecidas ya que sus bienes raíces no eran expropiados y podían seguir cobrando las hipotecas de las fincas adjudicadas tal como se estableció jurídicamente. Los nuevos propietarios tenían la obligación de pagar el 6% de intereses en relación al valor de la propiedad y este pago cesaría hasta redimir el valor económico de la propiedad adjudicada.341
Como sucedió en Durango y varios municipios del estado de México,342 el ayuntamiento de Córdoba vio con buenos ojos la citada ley, ya que las adjudicaciones generaron importantes recursos económicos, y brindó la oportunidad de hacer efectivo viejos adeudos contra los agricultores de la región quienes fueron amenazados con el embargo de las propiedades en caso de no pagar su deuda.343 El fin del ayuntamiento cordobés era acceder a los réditos derivados de la hipoteca de la citada propiedad rústica, y de esta manera emplearlo no en las obras del río Metlac, sino ahora “en la construcción de un acueducto de hierro por donde [viniera] el agua de Chocamán”. Debido a la constante postergación de las obras de Metlac, se pensó entonces que la mejor manera de traer el agua a la ciudad era “encañando” la del manantial de Chocamán. En opinión de los quejosos, “el costo [de esta última mejora] podía cubrirse suficientemente con el importe del capital reconocible en los terrenos del comedero de Las Ánimas”.344
El desvío de los recursos destinados a la obra del Metlac
El desvío de los recursos económicos del fondo de las obras del Metlac a otros rubros municipales, fue uno más de los factores que contribuyeron para que estas mejoras no concluyeran. Se ha visto cómo el ayuntamiento contaba con el capital para emprender esta importante obra. Sin embargo, las circunstancias políticas imperantes en el país y las necesidades para atender algunos asuntos de carácter local, condujeron a la corporación municipal a tomar dinero del citado fondo bajo el argumento de que las obras no serían terminadas. Por ejemplo, en 1833, el ayuntamiento dispuso de” 429.5.10 (cuatrocientos veintinueve pesos, cinco reales, diez granos)” para auxiliar a los enfermos del cólera. Durante la invasión del ejército de Estados Unidos a México llevada a cabo en 1847, la corporación municipal tomó otra parte del dinero de la obra “para subvenir á [sus] atenciones”.345
Otra parte de los recursos fue desviada para atender algunas obras hidráulicas independientes de las del Metlac. En 1849, el ayuntamiento tomó “una suma regular” para la construcción y mantenimiento “de un filtro ó caja de reposadera”,346 del cual se ha abordado en este mismo capítulo. Un año después, la corporación municipal invirtió 1 200 pesos para renovar la cañería que partía de este filtro hasta las fuentes públicas, así como para reparar el tramo de tubería situado entre la caja de agua y la fuente del Mesón de San Pedro. El presidente municipal justificaba esta obra al decir que era más económica en comparación con el gasto presupuestado para la limpieza de la cañería antigua.347 Cinco años más tarde, el 24 de marzo de 1855, el jefe político del cantón de Córdoba solicitó al gobierno estatal su intervención ante el ejecutivo federal para que le permitiera disponer de 1 500 pesos del fondo destinado a la introducción del agua del río Metlac. El dinero sería ocupado en la construcción de la red de “cañería cubierta para conducir el agua filtrada desde las fuentes de la plaza principal hasta los barrios de San Roque, San Lázaro, San Miguel y San Sebastián”. Como se indicó, en cada una de estas secciones de la ciudad sería construida una fuente pública. La autoridad cantonal señalaba que los vecinos de estos barrios habían solicitado con anterioridad el recurso hídrico, sin embargo, por la falta de medios económicos del ayuntamiento no fue posible atender la petición. Asimismo, mencionaba que los habitantes de estas áreas debían gozar también de los beneficios del agua tal como lo hacían los habitantes de la parte alta de la ciudad.
Por su parte, los munícipes consideraron justificable la petición ya que el capital sería invertido en un asunto concerniente al agua. En su opinión, los fondos del Metlac no eran desviados a rubros ajenos. Argüían que en el momento en que las obras del Metlac fueran concluidas, se tendría un adelanto en materia hidráulica ya que la cañería construida hacia los barrios se utilizaría para conducir el agua del citado río Metlac. Asimismo, apuntaban que las repetidas obras del Metlac tardarían muchos años para concluirse debido a que se requerían por lo menos 80 000 pesos, los cuales serían reunidos en un “largo transcurso de años”.348
Los reclamos por la interminable obra del Metlac
El constante atraso de las obras hidráulicas del Metlac experimentado desde su inicio y durante gran parte del siglo xix, trajo como consecuencia el descontento, tanto de los usuarios del agua, como de las personas que contribuyeron en su realización a través de las gabelas que le fueron impuestas para tal fin. El cobro permanente de los gravámenes generó un cuestionamiento sobre la conclusión de la citada obra. Los años pasaban y estas mejoras no tenían un fin. Ante esta situación, el 22 de abril de 1865, comerciantes y mercedados manifestaron su disgusto al jefe político del cantón, José Apolinario Nieto.349
El descontento de los manifestantes era porque el ayuntamiento cobraba “con toda regularidad el arbitrio” denominado “Pensión de Agua” establecido desde 1826 y cuyo fin era para llevar a cabo el proyecto. Vale recordar que este impuesto gravaba los efectos y mercancías de consumo local. En opinión de los quejosos, la corporación municipal había recaudado “sumas no despreciables” y seguía cobrando el impuesto para la citada obra. Decían a la autoridad cantonal que desde “tiempos remotos se emprendieron trabajos de nivelación y otros preparatorios para la construcción del” acueducto, así como la fabricación de “algunos metros de cañería”. Empero, estos trabajos no habían sido concluidos.
No obstante que los trabajos hubieran sido entorpecidos por la inestabilidad política, económica y social que imperaba en el país, los inconformes atribuyeron, además, el retardo de la conclusión de los trabajos hidráulicos a “la amovilidad del personal de la corporación” encargada de este tipo de obras. En su opinión, el tiempo que fungía un regidor, era insuficiente para dar término a la citada obra. A esta situación, agregaron la idea de que no todos los munícipes entrantes estaban interesados para continuar las obras del Metlac. Bajo estos argumentos, los quejosos solicitaron al jefe político su intervención ante el gobierno del estado para derogar el impuesto llamado Pensión de Agua. Argumentaban que la experiencia había mostrado que el “mejor modo” de concluir este tipo de mejoras era la contratación de empresas o, “en su defecto”, la creación de comisiones de particulares. En otras palabras, proponían que la obra fuera realizada por empresarios o por una “junta de vecinos”.350
Ante el reclamo de los comerciantes y mercedados, el 29 de mayo de 1865, la autoridad cantonal pidió a la corporación municipal un informe en el que diera “una noticia de las cantidades” gastadas desde el inicio de la obra, así como del dinero tomado por el ayuntamiento “para cubrir los gastos del ramo de aguas”.351 Bajo esta orden, en sesión del 13 de junio de 1865, el ayuntamiento comisionó a los regidores de Policía y de Aguas para responder este asunto. Los comisionados presentaron la cuenta de los gastos realizados en las obras desde el año de 1863, hasta el primer bimestre de 1865 (véase cuadro 10). Informaron que la obra del Metlac estaba a cargo de la corporación municipal desde el año de 1826, y que desde hacía tiempo se encontraba en suspenso. Asimismo, señalaron que, gracias al impuesto de Pensión de Agua establecido en este último año, los trabajos hidráulicos continuaron realizándose. Sin embargo, los comisionados destacaban la invasión norteamericana a México sucedida en 1847, como uno de los principales obstáculos para seguir con los trabajos hidráulicos. Decían, además, que los acontecimientos políticos y económicos que afectaron al país hasta ese momento, fueron impidiendo la continuación de la mencionada obra tal como se ha descrito.
Cuadro 10. Cantidades en pesos y centavos recaudadas por los impuestos municipal y de agua para las obras hidráulicas del Metlac.
	 
	Municipal	Agua	Total de ambos ramos mensualmente
	Mes	1863	1864	1865	1863	1864	1865	1863	1864	1865
	Enero	175.18	362.51	609.91	275.75	264.16	414.05	450.93	626.67	1023.96
	Febrero	221.97	243.02	557.52	152.36	227.93	304	374.33	470.95	861.52
	Marzo	104.27	232.08	 
	246.39	241.71	 
	350.66	473.79	 

	Abril	200.76	553.13	 
	186.16	96.96	 
	386.92	650.09	 

	Mayo	313.27	460.07	 
	134.39	206.93	 
	447.66	667	 

	Junio	235.14	283.45	 
	111.09	341.08	 
	346.23	624.53	 

	Julio	352.07	390.95	 
	350.62	176.04	 
	702.69	566.99	 

	Agosto	316.64	469.23	 
	218.71	289.87	 
	535.35	759.1	 

	Septiembre	376.81	402.86	 
	99.11	203.02	 
	475.92	605.88	 

	Octubre	278.55	365.3	 
	129.47	196.02	 
	408.02	561.32	 

	Noviembre	257.21	409.49	 
	165.28	296.57	 
	422.49	706.06	 

	Diciembre	326.3	507.01	 
	114.2	514.41	 
	440.5	1021.42	 

	Total anual	3158.17	4679.10	1167.43	2183.53	3054.70	718.05	5341.7	7733.80	1885.48

Fuente. Elaboración propia con base en el ahmc, año 1866, tomo 150.
Paralelamente, los comisionados reconocieron los perjuicios del desvío de los fondos de la obra del Metlac. En su opinión, esto trajo como consecuencia el endeudamiento del ayuntamiento por la cantidad de “35 000 pesos”. Apuntaban que el estado de ruina en que se encontraba “casi todo el acueducto construido”, implicaba la inversión de “70 á 80 mil pesos” para reparar o volver a construir la parte dañada. Además de ese capital, se requerían otros “50 000 pesos para concluir la obra”. Los regidores comisionados decían que no había dinero para terminar dicha obra en un tiempo corto como se deseaba. En este sentido, estaban conscientes del malestar de los comerciantes y mercedados pues era una situación difícil de soportar. En sus palabras, era “preciso y conveniente adoptar cuanto [condujera] al bien de la población y á redimirla de gravámenes que pesando sobre sus individuos con una esperanza de mejora, lo incierto de esa esperanza hoy y lo improbable de la mejora [hacía] insoportable ya la situación”. Para resolver este problema, la comisión propuso entre otras cosas, reducir a una cuarta parte el gravamen de Pensión de Agua, cuyo producto sería invertido ahora en la “conservación del acueducto, filtro y fuentes del agua de Chocamán”, así como suspender “absolutamente” las obras del Metlac hasta encontrarse una empresa o empresario que la contratara.352
Los proyectos para la introducción de agua del río Sonso
El fracaso para concluir las obras del río Metlac y el acuerdo de los munícipes de emprender estas mejoras a través de la concesión a una empresa o empresario, no detuvieron al ayuntamiento para continuar con la idea de abastecer a la población de “suficiente agua potable y limpia” o como se decía también “agua abundante, límpida y pura”.353 El río Sonso y los manantiales situados en el barrio de San José fueron vistos como los medios para alcanzar este objetivo. Vale decir que las características del agua de estos dos últimos acuíferos, fueron determinadas sin elementos científicos, tal como se hizo con el agua del río Metlac y del manantial de Chocamán. Por ejemplo, el ingeniero de la ciudad, Ignacio P. Guzmán, decía que el agua del río Sonso y de los veneros de San José, era “de la misma calidad” que la del venero de Chocamán.354
En el mismo esquema de la teoría higiénica prevaleciente hacia las dos últimas décadas del siglo XIX, la corporación municipal propuso llevar agua del río Sonso y de los manantiales del barrio de San José como una de las formas para resolver los problemas de salud pública y de aumentar la riqueza agrícola e industrial en la comarca de Córdoba. Como decía el regidor José J. Trejo en 1882, el agua insalubre era “una de las principales causas del mal estado sanitario de la Ciudad”. En este sentido, la introducción de agua de buena calidad fue vista como “una mejora de vital importancia” por estar relacionada con la “salubridad y la higiene de la población”.355 Se puede decir que el objetivo de tener “agua mejor” de la que se disponía, permaneció a lo largo de esa centuria.
Bajo estas concepciones, en 1882 el ayuntamiento presentó al gobierno del estado dos proyectos para introducir el agua a la ciudad. El primero estuvo relacionado con el río Sonso y el segundo con los veneros de San José. Como se verá, en ambos casos fueron incluidos nuevos elementos tecnológicos como la tubería de hierro, tanques y filtros que formaban parte del sistema en red considerado moderno en materia de infraestructura hidráulica. La modernidad puede entenderse como el conjunto de elementos cuyo fin era resolver los problemas de abasto de agua en las ciudades a través de las innovaciones técnicas, financieras y organizativa.356
El proyecto para introducir agua del río Sonso fue elaborado el 17 de junio de 1881 por el ingeniero civil, Arturo B. Coca. El recurso hídrico sería traído desde un punto que se determinara hasta la ciudad a través de cañería de fierro, se construiría un “tanque con filtros” para que el agua llegara “siempre limpia y pura, no obstante las corrientes del río”. El agua debía conducirse a “determinado número de fuentes de mármol ó mampostería, y de señalada dimensiones”.357 Por medio de la construcción de ramales, el ayuntamiento abastecería “á toda la ciudad”358 con grandes volúmenes de agua potable.359 Se trataba de tender la red principal que era el lugar donde estaban los consumidores y de donde partieran ramificaciones hacia las calles más pobladas360 o a las casas-habitación ubicadas en la parte alta de la ciudad.
Las obras costarían 47 872 pesos “sin incluir el flete de la cañería [de hierro] de Veracruz” a Córdoba. Si se sumaban 22 128 pesos que era el valor de la carga, las obras ascenderían a 70 000 pesos. Aunque el proyecto era favorable para resolver los problemas de desabasto y contaminación del recurso hídrico, el costo era demasiado alto frente a los escasos recursos municipales. En este sentido, los regidores en turno debatieron sobre la forma de financiar esta importante mejora. En el mismo año de 1881 en que fue elaborado el proyecto, los ediles consideraron que el presupuesto de las obras podía bajar a 47 872 pesos si se aceptaba la propuesta de la Compañía del Ferrocarril Mexicano para transportar sin costo la tubería de Veracruz a Córdoba a cambio de que el ayuntamiento le abasteciera “la cantidad de agua suficiente para sus locomotoras” en la estación de Fortín.361
Se puede sugerir que esta era una buena oportunidad para que la empresa ferrocarrilera obtuviera beneficios a largo plazo. Tal hipótesis se plantea si tomamos en cuenta que en México las compañías ferrocarrileras tuvieron una involución tecnológica durante la primera mitad del siglo xx, a pesar de que hubo avances técnicos a principios de esta centuria. Sandra Kuntz indica cómo a excepción del Ferrocarril Mexicano que había electrificado un tramo de la ciudad de Veracruz a México a mediados de la década de 1920, las demás compañías continuaron utilizando el vapor como principal fuerza de tracción “hasta los años de la segunda guerra mundial.362 La autora señala cómo se mantuvo esta tecnología a pesar de la recomendación hecha por la Convención de Ingenieros para aprovechar los recursos hidroeléctricos existentes en algunas zonas y de esta manera “sustentar líneas electrificadas”.363
De manera paralela, la involución tecnológica fue también presentada en la locomoción. Como indica Kuntz, “el aumento del tamaño y la potencia tractiva de las locomotoras que en otros lugares permitió obtener grandes economía de escala,” no fue experimentado en México.364 Ahora si tomamos en cuenta el uso del vapor y la permanencia del tamaño de las locomotoras durante la primera mitad del siglo xx, podemos decir que en 1881, el Ferrocarril Mexicano utilizaría en promedio 15.90 m³ por cada locomotora en la estación de Córdoba, como se hizo en 1933 en las estaciones de Bota, Maltrata y Alta Luz.365 En este último año, el representante de la empresa, ingeniero Ignacio Galarza de la Peña, informó a la Secretaría de Agricultura y Fomento que las diecisiete locomotoras que poseía la empresa usaban aproximadamente 270.2 m³ de agua al día en cada una de las estaciones mencionadas. Por otra parte, se puede calcular el volumen de agua utilizado por el Ferrocarril Mexicano en 1881 al considerar un contrato que esta empresa estableció con el ayuntamiento en 1906. En este último año, la corporación municipal se comprometió a abastecer a la empresa 250 000 litros de agua diariamente.366 Si se observa, esta cantidad de agua varió poco en relación con la usada en 1933. Es decir, 270 m³.
Volviendo al tema del financiamiento del proyecto de agua del río Sonso, algunos regidores opinaron que la cantidad de 47 872 pesos podía pagarse con el crédito y réditos vencidos que ascendían a “$48 385.12” que la corporación municipal tenía a su favor y en contra del Gobierno federal por el rancho Comedero de Las Ánimas. Este crédito formó parte de las adjudicaciones realizadas en el marco de la ley de junio de 1856 relativa a la desamortización de los bienes de las corporaciones civiles y religiosas. Sin embargo, no se había podido hacer efectivo quizá debido a la disposición del capital que hizo el gobierno en tiempos de guerra. Por ejemplo, como señalamos, en abril de 1863 Miguel Bringas, en representación de su hermano José, protocolizó el pago de 27 933 pesos 33½ centavos a favor del ayuntamiento por la adjudicación de terrenos del citado rancho. No obstante, ante la guerra civil que experimentaba el país, el ejecutivo nacional dispuso que en “sustitución e indemnización de” los 27 933 pesos 33½ centavos, José Bringas siguiera reconociendo esa deuda “á censo redimible y rédito de un seis por ciento anual, con la hipoteca especial de las rentas generales de la Nación”. El interés sería pagado con los productos recaudados en las oficinas de la ciudad de Córdoba. Cuatro años después, septiembre de 1867, Miguel Bringas pidió que el adeudo fuera cancelado bajo el argumento de haber terminado la guerra. Solicitó al ayuntamiento la liberación de su compromiso.367 Fue hasta el mes de abril de 1868 cuando se dio testimonio a la corporación municipal.
Cabe señalar que los terrenos que componían el rancho Comedero de Las Ánimas fueron adjudicados a diferentes personas, entre las que figuró también la familia Colina. Deudas de este tipo eran las que la corporación municipal buscó cobrar para realizar las obras públicas requeridas en la ciudad. Como dice Mabel Rodríguez Centeno, amparado en la legislación liberal, el ayuntamiento indagó los créditos pendientes de pago y fue después de 1870 cuando hizo estos cobros.368 En este sentido y volviendo a la propuesta para financiar las obras en el río Sonso, la corporación municipal abrigó la esperanza de hacer efectiva la recaudación de los 48 385 pesos doce centavos, a través de algunos miembros de la Junta Especial de Aguas que tenían “influencia con el gobierno de la Unión.”369
Al parecer, la propuesta del financiamiento planteada en junio de 1881 no tuvo el eco esperado. Un año después, en agosto de 1882, el regidor José de J. Trejo presentó su proyecto. En principio estuvo en desacuerdo con la idea de recibir el ofrecimiento de la empresa del Ferrocarril Mexicano para transportar la tubería de la ciudad de Veracruz a Córdoba. En opinión del edil, el costo de “cuatro ó seis mil pesos” que importaría el flete, favorecería más a la empresa al convertirse “en una potencia” y la principal beneficiada en el abasto de agua. Trejo señaló que, al ser realizadas las obras hidráulicas, la compañía ferrocarrilera debía contratar el servicio municipal generando recursos al ayuntamiento.370
Por otra parte, Trejo propuso contratar un préstamo de 70 000 pesos con el rédito del 7% anual con la sucursal del Banco Nacional de México, situada en la ciudad de Córdoba, o con cualquier otra institución bancaria de la república. Como se indicó, esta suma constituía el presupuesto de las obras hidráulicas. Después de hacer un cálculo sobre los bienes económicos y haber “acumulado datos” sobre los bienes municipales, el concejal consideraba que el pago del empréstito podía garantizarse con la hipoteca de los terrenos del ayuntamiento que, en su opinión, tenían un valor de 163 356 pesos.
En torno al pago de los intereses, el edil pensaba que no sería un problema ya que la corporación municipal recibiría el empréstito en “terceras partes […] cada dos meses, siendo la primera sesenta días después de [haber] firmado el contrato”. En otras palabras, el ayuntamiento no pagaría los intereses que ascendían a 4 900 pesos en una sola partida, sino en “mensualidades proporcionales al interés anual para tener derecho al rebajo del interés de las cantidades que se vayan anticipando”. Además del pago del rédito, el munícipe proponía que la corporación abonara 1 500 pesos “ó más” para amortizar la deuda lo más pronto posible. En su opinión, esta medida podría efectuarse debido a que el “crédito pasivo” municipal comprendido en el periodo de 1878-1881, había sido “casi extinguido”. El ayuntamiento tendría el compromiso de amortizar “muy pocas cantidades” de dicho pasivo, entre ellas, la de 1 697 pesos 92 centavos. Para el regidor, esta última suma era considerada “nominal” ya que no se habían “presentado a sus registros los certificados respectivos ni se [sabía] quienes [eran] los tenedores”.371
Paralelamente, Trejo sostenía que, cuando la obra fuera terminada, el ayuntamiento podría amortizar su adeudo a través de las cuotas que pagarían los propietarios urbanos y rústicos, quienes contratarían el servicio de abasto de agua. De acuerdo con su cálculo, la corporación municipal recibiría 250 pesos mensualmente por este concepto. La propuesta del préstamo fue analizada por la comisión municipal integrada por los regidores B. Sariol y Francisco Roiz. Ambos munícipes sostuvieron que no era posible, porque el ayuntamiento no podía respaldar el pago con la hipoteca debido a que no tenía terrenos del valor señalado por Trejo. Indicaban que esta afirmación era “un error capital” porque, según las Leyes de Reforma, la corporación municipal no podía “poseer otros bienes raíces que los estrictamente necesarios a su estabilidad”. Asimismo, decían que los predios pertenecientes al ayuntamiento fueron “repartidos ó vendidos á censo mucho antes de la Reforma”372 y que sólo era propietario del Palacio Municipal, cuyo valor podía estimarse en 28 000 pesos, “del edificio llamado Lazareto” con valor aproximado de 2 000 pesos, y de los terrenos donde estaban ubicados el filtro y lavaderos que tenían un valor de 3 000 pesos. La comisión apuntaba que en estos últimos bienes quedaron excluidos los “capitales que se [reconocían] en sus terrenos y en varias fincas urbanas”, con un valor de 72 582 pesos 53 centavos.373
Aumento y establecimiento de gravámenes para la financiación de las obras hidráulicas del río Sonso
El aumento de cuotas de algunos impuestos y el establecimiento de nuevos gravámenes, fueron otras de las medidas presentadas por los regidores del ramo de agua para realizar las obras hidráulicas del río Sonso. Bajo el argumento de que el abasto de agua era un asunto “de vital importancia, en agosto de 1882, el concejal José J. Trejo sugirió el incremento del “derecho de agua” que pagaban los comerciantes de lencería, mercería y drogas. El capital obtenido sería invertido “exclusivamente á la mejora” citada. El concejal calculaba que estos “nuevos recursos extraordinarios” ascenderían alrededor de 4 500 pesos anuales, los cuales serían destinados a la amortización del empréstito bancario y de esta manera el ayuntamiento podría saldar su deuda lo más pronto posible.
Asimismo, el regidor decía que el ayuntamiento podía realizar las obras con “sus recursos ordinarios” y con los que se obtendrían del incremento del gravamen del “derecho de agua”. Trejo calculó que 7 000 pesos se conseguirían a los dos meses de haberse concluido las obras. En torno a los 4 500 pesos, pensaba que a partir del mes de octubre del año de 1882 comenzaría a crearse este fondo (véase cuadro 11). Proponía también como parte de este último proyecto, sumar el capital procedente de la gabela que recaía en “las frutas”. Para el munícipe era “evidente que el tesoro municipal [podría] entonces sin sacrificio alguno, cubrir no solo los réditos, sino amortizar antes de lo que se [creía], el capital que se le [facilitara]”.374
Cuadro 11. Cálculos de ingresos hecho por el regidor Trejo.
	Concepto del ingreso	Cantidad anual en pesos
	Aumento del impuesto de “derecho de agua”	4 500
	Producto de las instalaciones 	2 300
	“Producto de concesiones y cuotas á las fincas rústicas	200
	Total	7 000

Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, sesión 1 de agosto de 1882, tomo 232.
En torno al establecimiento de “nuevos gravámenes en el Municipio”, en junio de 1882, la comisión municipal informaba al gobernador del estado que no deseaba crear nuevos impuestos porque la población estaba demasiado gravada.375 Sin embargo, ante la falta de dinero, no descartó esta posibilidad. Año y medio más tarde, el edil de agua en turno, Manuel Abascal, propuso que la comisión municipal de agua acudiera al ejecutivo estatal para solicitarle su intervención en la Legislatura del Estado para imponer “como arbitrio” el 10% “sobre el valor de los billetes de lotería” vendidos en el cantón de Córdoba. Asimismo, el munícipe sugirió que se pidiera permiso al ejecutivo estatal para establecer “una lotería local, cuyos productos se [dedicarían] exclusivamente á la obra del agua que se [trataba] de introducir”.376 El capital recaudado sería una subvención para la empresa que contratara las obras hidráulicas.
La idea de gravar el juego de lotería parecía viable para obtener recursos económicos que permitieran llevar a cabo las obras hidráulicas. El concejal de aguas consideraba que en la ciudad se obtenían en promedio 5 000 pesos mensuales en la venta de billetes de lotería. Decía que, aunque este era un juego de azar “al que sin escrúpulos contribuían todos”, debía vérsele el lado positivo ya que los recursos obtenidos del impuesto serían invertidos “en una obra de tan vital importancia para todos”. El mismo regidor creía que la gabela no era onerosa porque el individuo no veía la diferencia al pagar “un peso, que un peso diez centavos por el billete que [elegía]” con la esperanza de obtener un premio. Justificaba el establecimiento de este impuesto al decir que no se gravaban los artículos de primera necesidad y tampoco ponía trabas al comercio de los productos requeridos por la población. En sí, se trataba “de gravar un vicio” que debía estar prohibido.377
Las propuestas fiscales de los munícipes José Trejo y Manuel Abascal fueron debatidas en el seno del ayuntamiento. En ambos casos, fue formada una comisión municipal para analizarlas. Como se señaló, en el caso de Trejo fueron los ediles Francisco Roiz y B. Sariol, mientras que para el de Abascal estuvieron el mismo Sariol y J. A. Cabral. En torno al proyecto de aumentar la pensión del agua y el impuesto de las frutas planteado por Trejo, la comisión consideró que no era posible porque la población padeció “enfermedades y epidemias […] como nunca” había sucedido, y porque los artículos de consumo encarecieron. No obstante, los comisionados no descartaron la posibilidad de incrementar el gravamen al café, aunque concluyeron que esta medida era inviable ya que el valor del grano aromático había “caído a la mitad”378 de precio en el mercado internacional.
En relación con la propuesta de Abascal para establecer el 10% adicional a la venta de boletos de lotería en el cantón, así como crear una lotería local, la comisión municipal la consideró atractiva. Calculó los ingresos que podrían obtenerse para la obra hidráulica. En opinión de los comisionados, la gabela del 10% aportaría 6 000 pesos al año. En caso de aceptarse la lotería local por el gobierno estatal, tal como se había autorizado en las ciudades de “Orizaba, Jalapa y Veracruz”, el ayuntamiento cordobés obtendría entre 2 000 y 3 000 pesos más. Los mismos comisionados observaron cómo “las contribuciones llamadas de agua” produjeron 7 902 pesos 55 centavos en el periodo de 1879 a 1883. Esta última gabela fue establecida desde 1879 para financiar la introducción de agua potable a la ciudad. Tomando en cuenta las cantidades de los diferentes rubros señalados, los comisionados calcularon que el ayuntamiento obtendría “12 ó 15 mil pesos anuales”. Esta suma, junto con “los emolumentos de cada ramo”, sería cedida al contratista para garantizar las obras del río Sonso “que tanta falta le [hacían] a esta población”.379 Los comisionados sostuvieron que esta propuesta no afectaba las finanzas municipales. Incluso dijeron que el ayuntamiento podría disponer del capital derivado del impuesto del agua en caso de requerir recursos económicos. Se sugirió, además, solicitar un préstamo para cubrir el déficit, el cual no “sería tan ruinoso” como el de los 70 000 pesos propuesto por el regidor.380
Aunque la propuesta de Abascal era interesante, el ayuntamiento no consiguió la autorización del ejecutivo estatal. No obstante, el 24 de junio de 1884, el gobernador autorizó “imponer una contribución extraordinaria á los vecinos de ese Municipio” de Córdoba.381 La cuota sería de 50 centavos mínimo y 24 pesos máximo. El capital recaudado se invertiría “exclusivamente” en las obras del río Sonso.382 A pesar de la autorización de la contribución extraordinaria, el regidor del ramo, Manuel Abascal, sostuvo que no era pertinente aplicarla debido a que la agricultura, considerada como la actividad principal de la riqueza regional, y el comercio atravesaban por una situación difícil. El concejal creía que el impuesto se convertiría en una carga pesada y en “un nuevo sacrificio” para las personas dedicadas a estas actividades económicas.
Más allá de este argumento, la razón principal para no imponer la gabela fue porque no generaba los recursos suficientes para la citada obra hidráulica, tal como lo demostró el mismo munícipe al decir que el “resultado sería insuficiente para dar principio a una empresa […] con la relativamente pequeña suma que pudiera recaudarse después de molestar á todos sus habitantes”. Para comprobar lo expuesto, el concejal calculó los dividendos tomando como referencia el censo de población municipal de 1884. En su estudio incluyó como contribuyentes a la población masculina de 18 años en adelante. Asimismo, al considerar los 2 811 hombres menores de dieciocho años, el regidor dedujo un 5% más de personas que pagarían el impuesto. Argumentó que entre esta última población había varias personas de quince a dieciocho años que “[podían] ser hijos de familia” y no trabajaban,383 por lo tanto no contribuirían (véase cuadros 12 y 13).
Cuadro 12. Población contribuyente municipal.
	Lugar	Hombres	Personas que no contribuyen
	 
	De 18 años en adelante contribuyentes	Menores de 18 años 	Mujeres	Niños en todo el municipio
	Ciudad de Córdoba	1 096	923	2 864	 

	Congregaciones	2 020	1 888	3 547	 

	“El 5% extraído de los menores de 18 años” habidos en el municipio 	140	 
	 
	 

	Total	3 256	2 811	6 411	2 671

Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, 24 de junio de 1884, tomo 232; censo de 1884, tomo 195.
El mismo regidor mostró también el alto índice de población femenina y de niños que no serían gravados. En síntesis, solo serían 3 256 contribuyentes (véase cuadros 12 y 13). De esta cantidad, Abascal supuso que 200 personas pagarían la cuota máxima de 24 pesos arrojando una cantidad de 4 800 pesos; otros 200 individuos serían gravados con doce pesos, con una suma de 2 400 pesos; y 2 856 personas restantes, pertenecientes a “la clase proletaria”, contribuirían con la tarifa mínima de 50 centavos haciendo una suma de 1 428 pesos. En total, el ayuntamiento obtendría 8 628 pesos de este impuesto extraordinario. En opinión del concejal, de esta última cantidad sólo podría garantizarse la recaudación de 5 752 pesos, “dejarían de cobrarse, cuando menos 2 876 pesos” debido a “la imposibilidad económica” de algunas personas y por la evasión de pago de “los ambulantes [que] se irían sin pagar”.384 Comparada la suma que se recolectaría con los 50 000 pesos en que estaban presupuestadas las obras hidráulicas, el regidor concluía que el impuesto no resolvería el problema para financiar los trabajos.385
Cuadro 13. Población del municipio de Córdoba en el año de 1884 para calcular el impuesto.
	 
	Población masculina	Población femenina
	Lugar	De 18 a 50 años	Mayores de 50 años.	Menores de 18 años	Total de individuos de 18 años en adelante	Menores de 18 años	De 18 a 50 años	Mayores de 50 años.	Total
	Córdoba	923	173	923	1 096	1 121	1 535	208	2 864
	Tapia	122	44	125	166	83	108	96	287
	Ejido	184	26	225	210	182	183	23	388
	Buena Vista	136	23	148	159	123	132	23	278
	Palma	258	35	96	293	109	202	16	327
	Toxpam	95	20	120	115	121	101	6	228
	Gallego	120	19	143	139	136	124	20	280
	Tecama	74	10	130	84	84	75	8	167
	Palotal	153	21	183	174	156	169	12	337
	Barreal	112	24	182	136	177	129	15	321
	Monte Blanco	120	25	178	145	190	147	15	352
	Fortín	154	19	133	173	121	130	30	281
	Apolinar Castillo	93	14	89	107	28	27	6	61
	Tlacotengo	103	16	136	119	109	119	12	240
	Totales	2 647	469	2 811	3 116	2 740	3 181	490	6 411

Fuente: Elaboración propia con base en el censo municipal, ahmc, tomo 185.
La concesión y la subvención: otra alternativa municipal para los proyectos hidráulicos del río Sonso
Ante el fracaso de aumentar o crear nuevos impuestos, los munícipes, al igual que sus antecesores, propusieron que las obras hidráulicas fueran concesionadas y, además, subvencionadas. Como en el caso de la construcción de los ferrocarriles, se puede decir que la concesión era “el instrumento jurídico con el cual se autorizaba a una empresa o a un particular [una obra] a través de un contrato,”386 en este caso avalado por el ejecutivo estatal. Formaba parte de las políticas impulsadas por los gobiernos liberales para lograr la civilización y el progreso del país.387 Asimismo, la concesión fue vista por los munícipes como un medio para evitar el riesgo de los pocos fondos económicos municipales y para llevar a cabo las obras hidráulicas.388 En este sentido, los comisionados decían que la corporación municipal debía “cederle todos los productos del agua, por diez, quince ó veinte años” a los empresarios. Una vez transcurrido este tiempo, el ayuntamiento “reivindicaría la propiedad del acueducto”.389
Los comisionados tenían la idea de que tanto las obras hidráulicas del río Sonso, como las de la plaza del mercado, el rastro, el alumbrado público, el empedrado y embanquetado de las calles de la ciudad de Córdoba, podían efectuarse “sin ningún empréstito, sin […] nuevo impuesto [y] sin ningún gran sacrificio”. La comisión municipal manifestó que este mecanismo tuvo resultados favorables en otros países. En junio de 1884, el regidor de aguas, Manuel Abascal, decía que la mejor manera de efectuar estas mejoras materiales, en particular la del río Sonso, era a través de una “empresa particular” en la que los gobiernos estatal y municipal debían participar “como accionistas” o concesionarla con el fin de motivar la inversión de capital.
Además de la concesión, Abascal propuso en enero de 1884 que la empresa encargada de las obras hidráulicas fuera subvencionada con 500 pesos “por algunos años”. La subvención era una estrategia que el Estado mexicano empleó para estimular la inversión de capital extranjero390 en la realización de obras materiales. El edil opinaba que esa cantidad no sería un gravamen para el ejecutivo estatal y que los intereses podrían asegurarse con “los cuantiosos recursos que este importantísimo cantón proporciona al gobierno.”391
En este marco de ideas, los munícipes sugirieron convocar a “todos los particulares y empresas” a través de “los periódicos de más circulación en el país”.392 El objetivo era tener varias alternativas para aceptar la que más conviniere a los intereses municipales. Los empresarios debían sujetarse a las condiciones que prescribiera el ayuntamiento. La comisión municipal pedía que la convocatoria fuera difundida durante dos meses en las ciudades de Córdoba, Veracruz y México. En caso de no haber algún empresario interesado, debía promoverse en las ciudades de Nueva York, Filadelfia, Chicago y Nueva Orleans. Los regidores consideraban que la estabilidad política experimentada en el país era propicia para atraer el capital extranjero. En este sentido, dirigieron su atención hacia los empresarios de Estados Unidos quienes, en su opinión, mostrarían interés en invertir en estas obras que les producían triple ganancia en comparación con las realizadas en su país. Como ejemplo de esta situación, la comisión señaló “los millones” de pesos invertidos en la construcción de los ferrocarriles.393 La comisión sugería que se enviara a alguna persona a los Estados Unidos a promover la construcción de las obras hidráulicas o bien que se comisionara a “una respetable casa de comercio” para encargarse de este asunto recibiendo a cambio “un tanto por ciento sobre el valor de las obras que se contratasen”. Los ediles pensaban que, al difundirse la convocatoria, “las fábricas de hierro, constructoras de la cañería” harían ofertas importantes al ayuntamiento cordobés.394
De acuerdo con la experiencia de los comisionados, los ayuntamientos gozaban de buena reputación ante los bancos de distintos países al recibir grandes préstamos para la consecución de importantes obras públicas. En su opinión, la corporación municipal de Córdoba no era la excepción. Su posición como cabecera del cantón del mismo nombre y su buena ubicación geográfica, es decir, en una “comarca rica, feraz y productiva de todos los frutos más valiosos de la Zona tropical”, eran factores que aseguraban la contratación con empresas “del país vecino”, así como para conseguir algún préstamo bancario.395
Bajo todos los argumentos descritos, la comisión sugirió al ayuntamiento que se facultara al ingeniero de la ciudad para que a la mayor brevedad revisara el proyecto del río Sonso realizado en 1881 por el ingeniero Arturo B. Coca. Asimismo, se ordenó elaborar un nuevo presupuesto de las obras hidráulicas.396 Aunque las propuestas fueron debatidas, el proyecto no logró concretarse.
Agua de los manantiales del barrio de San José
Las obras del río Sonso no fueron realizadas debido a que el ayuntamiento analizó paralelamente el proyecto de introducir el recurso hídrico de los manantiales situados en el barrio de San José. Este último proyecto era más económico. En marzo de 1882 fue presupuestado en 5 477.73 pesos. Consistió en la excavación donde se encontraban los veneros, la construcción de “una Caja de agua de 15 000 litros de capacidad”, el tendido de “1 200 metros de cañería de hierro de cuatro pulgadas de diámetro interior” para conducir el agua a “una fuente que se [había] construido en la Plazuela”, así como a la fuente de la Plaza principal de la ciudad.397 Los regidores Francisco Rois, Guillermo Castellano y R. Valdés, quienes habían sido comisionados por el cabildo para analizar tanto el proyecto del río Sonso como el de dichos manantiales, decían que la corporación municipal carecía de los recursos económicos para llevar a cabo el primer proyecto, no obstante haber sido aprobado por el gobierno del estado.398
Ante esta situación, el ingeniero de la ciudad, Ignacio Pérez Guzmán, fue encargado por el ayuntamiento para realizar el proyecto de los acuíferos de San José; justificó económicamente estas obras comparándolas con el costo que tendrían las mejoras que debían hacerse en el acueducto de Chocamán. Guzmán informaba al jefe político del cantón que, aunque el agua del venero de Chocamán era de buena calidad “en el punto de partida”, desafortunadamente se contaminaba en el trayecto a la ciudad de Córdoba y, para hacer uso de ella, debía filtrarse. No obstante, aun filtrada no “[recobraba] su calidad primitiva” debido a que venía por “un caño abierto en una extensión de siete leguas y sobre terrenos en estremo arcillosos, sobre todo de [la hacienda de] Monte Blanco á esta ciudad”.399
Pérez Guzmán señalaba que para conservar la buena calidad del agua del manantial de Chocamán, debía instalarse una “cañería de veinte pulgadas de diámetro”, o construirse una atarjea “abierta de un pie de ancho por otro de alto, revocada y con fondo de ladrillo”, por lo menos en un tramo de 12 500 varas comprendido “desde la parte en que [empezaran] a ensuciarse, es decir, cerca de dos leguas y media” de la ciudad.400 Esta mejora permitiría conducir tres o cuatro surcos del recurso hídrico. Es decir, 839 808 ó 1 119 744 m3/día. En opinión del ingeniero, este era el volumen de agua que llegaba al filtro de la ciudad. Aunque la mejora era importante, tenía el impedimento de su alto costo económico. La adquisición de la tubería y la construcción de la atarjea fueron presupuestadas en 125 000 pesos y 25 000 pesos respectivamente.401 A su vez, el ingeniero decía que la tubería del acuífero de Chocamán podía reducirse a cuatro pulgadas bajo el entendido de que el volumen de agua conducido disminuiría. Esta mejora costaría al ayuntamiento 41 900 pesos. Guzmán señalaba que en las dos obras descritas no estaban considerados los gastos de instalación, ni de las válvulas, llaves y demás accesorios.402
Por otra parte, el proyecto de los veneros de San José fue elegido al considerarse, como se indicó, que el agua de estos acuíferos era “de calidad superior” o “de la misma calidad” que la del manantial de Chocamán. Los concejales señalaron que los acuíferos producían agua en abundancia y constante, tal como lo exigían las normas higiénicas del momento.403 Esta afirmación fue basada en el estudio topográfico y geológico realizado por el ingeniero Ignacio Pérez Guzmán en los terrenos donde estaban ubicados los veneros. Guzmán observó que “en el curso de un arroyo” había “nueve manantiales, […] siendo el último y más abundante en el rancho de López”. Asimismo, notó que en este rumbo, “pero mucho más distante”, había otro venero en el rancho denominado Berrones. El ingeniero dedujo que estos acuíferos eran producto de las filtraciones “procedentes del río que [nacía] en las inmediaciones” del pueblo de San Juan Coscomatepec. El río era subterráneo, se enterraba cerca del poblado de Tomatlán y brotaba en el pueblo de Omealca. Se unía al río Jamapa en el poblado de Cotaxtla desembocando en el Golfo de México.404
Paralelamente, el ingeniero llevó a cabo un estudio geológico en “la margen derecha de la represa” que había construido en el mes de marzo de 1882 como parte del proyecto. En este punto, encontró aguas freáticas. Es decir, a “dos metros de profundidad”. Guzmán deducía que si se seguía excavando, habría “agua en mayor abundancia”. Comenzó a construir una zanja en el trayecto donde se había encontrado los nueve manantiales. El canal medía 26 metros de largo, 2 metros de ancho y 1 metro de profundidad. Mientras avanzaba la excavación, el ingeniero observó que el volumen de agua aumentaba. Tal situación fue favorable porque según Guzmán, aun en época de estiaje, dichos veneros producían bastante agua. El volumen era de “veinte pulgadas cuadradas ó sea poco más de dos naranjas para cuya conducción apenas [bastaba] una cañería de cuatro pulgadas de diámetro interior”, tal como se estableció en el proyecto. En otras palabras, si consideramos que la naranja equivalía a 93 312 litros/día,405 entonces deducimos que la cañería transportaría aproximadamente 1 866 m3/día. El ingeniero calculaba que este volumen podía aumentar a través de la prolongación o mayor profundidad de la zanja.
Por otra parte, acorde con los avances de la ciencia y la higiene, el ingeniero Guzmán calculó el número de litros que le correspondería diariamente a cada persona de la ciudad. Basado en las observaciones descritas y tomando en cuenta los “dieciocho metros de nivel bajo” habido entre el interior de la ciudad y el punto de partida del abasto de agua, el ingeniero dedujo que podrían obtenerse “192 pajas, ó sean 276 480 cuartillos al día, tocando á más de 50 cuartillos diariamente por habitante”.406
Aunque el proyecto resultó atractivo como se señaló, la corporación municipal enfrentó nuevamente el problema de la crónica escasez de recursos económicos para llevarlo a cabo completamente. La iniciativa fue frenada debido a que en el año de 1882 apareció la epidemia de fiebre amarilla causando estragos en la población cordobesa. El ayuntamiento debió emplear dinero de sus fondos para socorrer a las familias pobres afectadas. Por ejemplo, la institución informaba al gobierno del estado que “apenas [podía] cubrir sus gastos ordinarios de presupuesto en razón de los cuantiosos desembolsos que [había] tenido que hacer para amortizar su crédito pasivo, situación que [había] venido agravando la última epidemia del vómito” prieto.407 Ante este panorama, el 4 de abril de ese año, se pidió a la autoridad estatal la ayuda económica de 4 800 pesos que era el valor de 1 200 metros de cañería de fierro de 4 pulgadas de “diámetro interior” que serían instalados “desde el punto de la toma hasta la plaza principal.”408 El ejecutivo accedió, sin embargo, pasaron los meses y el dinero no llegó. En el mes de junio, los comisionados municipales volvieron a hacer la petición. En esta ocasión, el gobernador contestó que no había encontrado la tubería del calibre solicitado en las ciudades de Veracruz y México; sugirió al ayuntamiento que propusiera otra medida de la cañería.
Un mes después de la sugerencia del gobernador estatal, julio de 1882, los ediles Francisco Rois y R. Valdés propusieron al ayuntamiento financiar la instalación de la tubería con sus propios recursos económicos. En caso de aceptar, la corporación municipal pagaría el gasto erogado. Al parecer la institución no aceptó. Es factible pensar que esperó la inversión de capitales de los grandes empresarios particulares para hacer realidad el proyecto de la introducción de agua a la ciudad de los ríos Metlac, Sonso o Seco. De ello, damos cuenta en el siguiente capítulo.
 

IV. Participación de las empresas y empresarios privados en el abasto de agua
El agua como mercancía
Como se ha analizado, para hacer realidad las obras hidráulicas se requirió la inversión de grandes capitales. Las empresas privadas vieron un camino para invertirlo. La modernización de las redes de abastecimiento les brindó un campo para “hacer negocio con la nueva situación del mercado del agua”.409 Aunque la sociedad consideraba gratuito el recurso hídrico, a lo largo de la centuria decimonónica, fue visto como un producto comercial que podía rendir provechosas utilidades. En opinión de Juan Manuel Matés, ante la expansión del capitalismo en el siglo xx, “la sociedad reconoció [el] valor mercantil” del agua.410
La situación descrita no fue ajena a lo sucedido en distintas ciudades mexicanas,411 y en particular en la de Córdoba. Construir obras hidráulicas exclusivamente para el abasto doméstico no era redituable para las empresas privadas. En este sentido, se puede anotar que la mala calidad y escasez del recurso hídrico fueron uno de los factores o pretextos que permitieron a las empresas particulares incursionar en el abasto doméstico de agua en Córdoba, de manera similar a lo sucedido en la región de Bilbao, España.412 En octubre de 1895, el ingeniero Pedro I. Sentíes expuso esta situación claramente al ser comisionado por el gobernador del estado para examinar los proyectos que contemplaban conducir el recurso hídrico del manantial de Chocamán y de los ríos Metlac y Sonso. En su opinión, las tres propuestas eran factibles de realizarse, no obstante, “la cuestión económica [sería] la que […resolvería] cual de ellos [merecía] la preferencia”.413
Para mostrar lo descrito, Sentíes analizó el padrón de las fincas urbanas de la ciudad de Córdoba. Observó que había “687 fincas”, de las cuales 131 quedaron excluidas del pago del impuesto de agua por tener un “valor fiscal menor de” 500 pesos y otras 29 propiedades por ser “templos, edificios públicos y ruinas”. De esta manera quedarían sólo 527 casas que serían gravadas por el ayuntamiento de acuerdo con su valor catastral414 (véase cuadro 14).
Cuadro 14. Fincas contribuyentes para el pago del impuesto de agua de consumo doméstico.
	Casas	Cantidades en pesos al mes
	244 con pensión de un peso	244
	240 con pensión de dos pesos	480
	43 con pensión de tres pesos	129
	Total 	853

Fuente: Elaboración propia con base en la Memoria presentada a la H. Legislatura del Estado […] Comprende el periodo corrido de 1o de julio de 1894 a 30 de junio de 1896, en Blázquez, 1986, tomo ix, p. 4843.
Acorde con el mismo análisis del padrón, Sentíes dedujo que el ayuntamiento obtendría 853 pesos mensuales. De esta cantidad debían restarse 53 pesos mensualmente “por huecos, deudas, etc” [sic]. La tesorería municipal recibiría entonces sólo 800 pesos, los cuales sumarían anualmente 9 600 pesos. A esta última cantidad, el ayuntamiento restaría 3 000 pesos para destinarse a las reparaciones de la infraestructura hidráulica y a la administración del servicio. En total, la corporación municipal obtendría 6 600 pesos cada año. En opinión del ingeniero, “Este pequeño rendimiento” indicaba que los proyectos para el abasto de agua sólo para usos domésticos debían descartarse.415
Con el fin de mostrar de manera más fina la poca rentabilidad de las obras hidráulicas sólo para el abasto de agua doméstico, Sentíes realizó un estudio económico de cada uno de los citados proyectos. Por ejemplo, en relación con la introducción del agua del venero de Chocamán, señaló que debían realizarse obras como la entubación “ó construir un acueducto cerrado” desde el origen del manantial hasta la ciudad de Córdoba parar evitar el robo, la evaporación y la filtración del recurso hídrico, sugería que la distribución de agua, además, fuera regulada entre la misma ciudad y las haciendas de Las Ánimas y de Monte Blanco.416 El ingeniero presupuestó estas obras hidráulicas en 160 000 pesos. Comparó dicho costo con la utilidad líquida señalada en el párrafo anterior. Es decir, 9 600 pesos. Esto le permitió deducir que “el capital invertido sólo redituaría el 4.17 por ciento al año”. En su opinión, esta “ganancia bien insignificante” desalentaba a alguna empresa a invertir en las obras hidráulicas. Asimismo, decía que no convenía al ayuntamiento llevar a cabo estos trabajos porque sus fondos económicos en una “mejor colocación” bancaria, tendrían una utilidad del “5 y 6 por ciento”.417
Desde el mismo punto de vista económico, el ingeniero Sentíes argumentaba que el “escaso caudal disponible” en el manantial de Chocamán y el poco número de los habitantes de la ciudad hacían inviable la realización del proyecto. En su opinión, la cuestión de la población podría resolverse con el aumento futuro. En el caso del volumen del recurso hídrico, señalaba que aun cuando se hicieran las obras y se evitara la pérdida de agua del manantial de Chocamán, el volumen obtenido sería insuficiente para usarse “con ventaja en otros usos”.418 Dicho de otra manera y como se mencionará más adelante, Sentíes, al igual que las empresas, propusieron que los proyectos hidráulicos comprendieran también el abastecimiento para la industria y la agricultura con el fin de hacer provechosa la inversión de capital.419
Los empresarios en la figura de la contratación
El ayuntamiento de Córdoba recibió propuestas de empresarios que buscaron efectuar las obras hidráulicas en la modalidad de contrato. Se puede decir que estos empresarios se rigieron bajo una de las características del “contratismo” como lo definió Priscilla Conolly. Es decir, los gobiernos del estado y municipal fueron los responsables de gestionar los recursos económicos para efectuar los proyectos. Tocaba a ellos ejercer el control sobre el diseño de dichos proyectos y administrar el servicio.420
Bajo este esquema, el 21 de julio de 1881 y el 31 de enero de 1901, Bartolo Molina y el ingeniero Manuel Alvarado propusieron, respectivamente, abastecer a la población de agua procedente del manantial de Chocamán. Molina presentó su proyecto al ayuntamiento, cuyo costo de las obras osciló entre 14 000 y 18 000 pesos. Alvarado solicitó al gobernador del estado, quien lo había comisionado para hacer un estudio sobre el abastecimiento del recurso hídrico, le permitiera realizar las obras hidráulicas a través de la contrata. Pidió el sueldo mensual de 150 pesos, dos ayudantes con salarios de 85 y 30 pesos mensuales respectivamente, peones con sueldo de 450 pesos. Asimismo, el ingeniero solicitó una gratificación de 35 pesos mensuales para dichos ayudantes, así como 100 pesos para gastos, viajes y útiles.421
Por otra parte, en 1892 y 1894, el ingeniero Luis Díaz Cevallos y los señores José R. Achotegui y Ausencio Urresti presentaron a la corporación municipal sus respectivos proyectos. Díaz Cevallos propuso introducir el recurso hídrico de los ríos Metlac, Sonso o Seco para usos doméstico, agrícola e industrial. Respectivamente presupuestó las obras en 123 556.12 pesos; 210 487 pesos y 100 000 pesos. De estos proyectos, el del Metlac fue elegido por ser el más económico.422
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Croquis 12. Ríos Sonso y Metlac.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R. aha, Aprovechamientos Superficiales, caja 4544, expediente 60297.
José R. Achotegui y Ausencio Urresti planearon llevar el agua del Metlac para uso doméstico y el alumbrado eléctrico en la ciudad. Su propuesta estaba basada en los proyectos de los ingenieros Arturo B. Coca o de Díaz Cevallos. Las obras planteadas por Achotegui y Urresti tendrían un costo de 264 340 pesos.423
Como se mencionó, el ayuntamiento y el ejecutivo estatal gestionaron los recursos para financiar algunos proyectos de los empresarios privados como los del ingeniero Díaz Cevallos y de los señores Achotegui y Urresti. En el primer caso, la corporación municipal solicitó al gobernador del estado la autorización para “invertir en la mejora la suma que [arrojaba] el proyecto”424 del ingeniero. Es decir, 123 556.12 pesos. La institución presentó varias opciones: “contratar los empréstitos y disponer de los fondos de redenciones que tuviera disponible”; celebrar el contrato del préstamo de “$100 000 cien mil pesos” e hipotecar a favor del prestamista los “bienes que actualmente [poseía], incluyendo en esta hipoteca las obras [hidráulicas] que se vayan terminando”; realizar los convenios con la “persona que [rematara] la construcción de las obras” y con la que aceptara ser fiador del constructor, y efectuar “los contratos parciales que por donaciones ó anticipo de pagos de derechos de agua [estaban] dispuestos varios particulares á celebrar”.425 Asimismo, el ayuntamiento solicitó al ejecutivo estatal la suma de 1 000 pesos para pagar los timbres que llevarían las escrituras públicas de los contratos citados. De esa suma, 615 pesos eran para pagar los “timbres de renta interior” y 385 pesos para “los timbres de documentos”. La corporación municipal señalaba que los 1 000 pesos podrían abonarse “al crédito reconocido que el H. Ayuntamiento [tenía] por el Comedero Las Ánimas con el Gobierno General”.426
En lo que respecta a los señores Achotegui y Urresti, el ayuntamiento se comprometería a depositar en una institución bancaria el costo de las obras: 264 340 pesos. La remuneración se haría en cuatro partes. El primer pago se efectuaría “el día que se firmara el contrato”; sería de 66 081 pesos que comprendía la cuarta parte del costo total. El segundo depósito se realizaría cuando los materiales llegaran a la ciudad; el tercero, al momento en que los trabajos de instalación fueran por mitad, y el último pago cuando los trabajos fueran concluidos. Para asegurar el capital, los empresarios pidieron a la corporación municipal se les remunerara “la diferencia” del 200% “ó en la misma proporción” en caso de que el cambio de moneda afectara la compra del material en Nueva York o en cualquier otra nación.427
Los empresarios en la figura de la concesión
Como sucedió en otras instituciones edilicias mexicanas, latinoamericanas y europeas,428 las finanzas municipales de Córdoba eran raquíticas para acometer los grandes proyectos hidráulicos. Como se anotó, de esta manera la empresa privada fue vista como el medio para cumplir con el objetivo. Se puede decir que existió una complementación entre las empresas y el ayuntamiento. La empresa tenía el capital y el ayuntamiento la necesidad por hacer realidad estos proyectos. Como se analizará adelante, ante la falta de recursos económicos, la corporación municipal acudió al gobierno del estado para solicitar su ayuda económica que le permitiera realizar las obras hidráulicas propuestas por las empresas privadas.
Por su parte, el ejecutivo estatal acudió a la figura de la concesión. Esta era entendida como la cesión del Estado a un particular para la construcción de obras y servicios públicos.429 Las empresas privadas se encargarían de gestionar y explotar el servicio de abastecimiento del agua, sin ser propietarias del vital líquido y de dicho servicio. Este era considerado del dominio público.430 En otras palabras, el Estado no perdía su control. Como sostiene Priscilla Conolly, desde el momento en que se cedía “el derecho de uso o explotación implicaba que tal derecho [era] originalmente del Estado”.431 En el caso de las obras, lo público contemplaba la intervención del Estado.432
Por medio de la concesión, el Estado resolvía el problema de la inversión de grandes capitales en las obras públicas, en este caso hidráulicas, pues tocaba a las empresas privadas acometerlas de acuerdo con sus intereses. Bajo este esquema, el ayuntamiento de Córdoba recibió varias propuestas, las cuales debieron ser discutidas y aprobadas por el gobernador estatal. En marzo de 1888, Julio Uhink, comerciante-hacendado, solicitó a la corporación municipal la concesión para abastecer de agua doméstica, industrial y agrícola a los municipios que conformaron el cantón de Córdoba. El periodo de la concesión sería de cincuenta años, que comenzarían a partir del día en que las obras hidráulicas fueran concluidas.433
Dos años después, en mayo de 1890, Pablo Macedo, quien era uno de los integrantes del grupo denominado Los científicos, que gobernó al lado del presidente de la República, Porfirio Díaz, pidió también al ayuntamiento de Córdoba la concesión por sesenta años para abastecer de agua doméstica, industrial y agrícola a los municipios que conformaron el cantón de Córdoba.434 Es decir, “Alpatlahual, Amatlán, Chocamán, Coscomatepec, Calcahualco, Ixhuatlán, Tomatlán, etc.”435 El periodo de dicha concesión comprendería desde el día en que el contrato fuera realizado ante un notario público.436
Por otra parte, el 14 de noviembre de 1896, los comerciantes Manuel Abascal y Bryan E. Tomblin pidieron al ayuntamiento de Córdoba la concesión del servicio de abastecimiento de agua para usos doméstico, agrícola y generación de fuerza motriz.437 Dicha concesión fue solicitada por cincuenta años. Estos dos empresarios, así como Julio Uhink y Pablo Macedo podían disponer del agua de los ríos Metlac o Sonso. Los empresarios se comprometieron a llevar a cabo sus proyectos por sí o por la compañía que formarían. De esta manera Julio Uhink conformó la Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica. Manuel Abascal y Bryan E. Tomblin constituyeron la compañía denominada Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima.438 En el caso de Pablo Macedo no se mencionó ningún nombre de su empresa.
Las empresas debieron ser de nacionalidad mexicana, dirigidas desde el estado de Veracruz y tener su sede en la ciudad de Córdoba. Uhink, Macedo y los señores Abascal y Tomblin podían ceder, traspasar o vender su concesión a otras empresas o inversionistas bajo la condición de que estas últimas no fueran extranjeras. Los inversionistas extranjeros participarían como socios en estas sociedades siempre y cuando renunciaran a su nacionalidad. Bajo estas circunstancias, los asuntos legales serían resueltos en los tribunales del estado o de la federación.439
Por otra parte, las concesiones podían ser revocadas en caso de traspasarlas “a terceras personas o a otra compañía distinta de la que primitivamente se [organizara], sin previo acuerdo del ayuntamiento”.440 Asimismo, la concesión caducaría si las empresas no entregaban a la corporación municipal los planos de las obras hidráulicas, o si no iniciara y concluyera éstas últimas en los plazos establecidos,441 tal como se abordará más adelante. La corporación municipal tenía la facultad de rescindir el convenio, previa aprobación del gobierno del estado. En este caso, podía “vender ó traspasar las obras” realizadas a otra empresa. O bien, adjudicárselas de acuerdo a “los términos que las leyes lo [autorizaran]”.442
Las sociedades anónimas
Julio Uhink, Pablo Macedo y los señores Abascal y Tomblin constituyeron sus empresas con el capital nominal de 200 000 pesos. A través de la formación de sociedades anónimas, gestionaron dicho capital para acometer las obras hidráulicas. De manera similar a lo que se hizo en las principales ciudades europeas y latinoamericanas,443 los empresarios de la ciudad de Córdoba emitieron acciones de diferente valor que debían pagarse en bonos de deuda pública. La Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica representó su capital en 2 000 acciones; la Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima en 1 000 acciones de 200 pesos,444 y la empresa de Pablo Macedo en “acciones, obligaciones, bonos ú otros valores de cualquier denominación”.445
La Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima expediría las acciones con valor nominativo y representadas en títulos. Dichas acciones eran indivisibles, lo que significaba que la sociedad reconocería solamente a un propietario quien sería registrado por la empresa. El interés de la compañía por colocar las acciones, le condujo a brindar facilidades a los interesados para adquirirlas. En el primer pago se saldaría el 10% del valor de la acción, posteriormente cada mes se abonaría el 5% de dicho valor hasta completar los 200 pesos. Si algún individuo faltara a dos pagos, quedaría suspendido como accionista. La empresa devolvería su dinero “cuando las utilidades de la Sociedad lo [permitieran], á juicio del Consejo de Administración”.446
Los propietarios o herederos de las acciones estaban comprometidos a no solicitar el embargo, venta o remate de los bienes de la empresa. “En caso de pérdida ó destrucción de las acciones”, los dueños podían solicitar su reposición presentando “previamente una declaración judicial” en la que señalaran el extravío. Para una mayor seguridad, la sociedad publicaría en la prensa, “la nulidad del título primitivo”.447
Tanto la Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica, como la Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima, incluyeron al gobierno estatal y municipal como accionistas. Esta fue una de las formas para garantizar la realización de las obras hidráulicas. En la primera compañía, el ejecutivo del estado participaría con 300 acciones al invertir 30 000 pesos; se comprometía a amortizar esta cantidad a través del pago de 1 500 pesos mensuales, que comenzaría a contar a partir del primer mes en que la empresa iniciara los trabajos. En estas acciones estaban comprendidas 10 correspondientes al ayuntamiento. En opinión de la autoridad estatal, la inversión no era especulativa ya que gozaría de los beneficios como todos los accionistas, es decir, tendría “derecho á un tanto por ciento de las utilidades”.448 Además, la inversión contribuía para efectuar el proyecto que el ayuntamiento cordobés tenía autorizado por la Legislatura del Estado desde el 18 de septiembre de 1824, o como decía el mismo gobierno, que había estado pendiente por sesenta y cuatro años. Este interés condujo al gobernador Juan de la Luz Enríquez a invitar a los empresarios locales a participar como accionistas, no obstante, reconocía que en el estado de Veracruz el empresario “no estaba educado” a invertir en obras en las que se requería la asociación de capitales.449
De igual manera, la Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica estaba comprometida a tener 150 000 pesos en “capital efectivo”. Esta suma constituía el 75% del valor de las obras hidráulicas presupuestado, así como la garantía de su realización. En el porcentaje estaban comprendidos los 30 000 pesos otorgados por el gobierno del estado. Es decir, las 300 acciones. La compañía se obligó a emitir 1 200 acciones para completar las 1 500 que representaban los 150 000 pesos. En caso de que las obras costaran menos de la suma indicada, la diferencia del capital sería computada y repartida entre los inversionistas tomando en cuenta el valor nominal de sus acciones. Pero si el costo resultaba mayor a 150 000 pesos, los accionistas, con excepción del gobierno del estado, estaban obligados a “completar el tanto por ciento necesario hasta [lograr] el valor nominal de dichas acciones”. O bien, la compañía quedaba autorizada para concluir las obras hidráulicas, las cuales serían hipotecadas pagando un rédito que no excediera el 9% anual.450 Para cubrir la hipoteca, la sociedad se obligaba a invertir “cuando más el 30% anual de [sus] rendimientos libres”. El resto se destinaría como “fondos de reserva [y] conservación” y para otros gastos prescritos en el estatuto. Vale decir que, si las obras ascendían a más de 150 000 pesos, el ejecutivo estatal recibiría por su inversión de los 30 000 pesos, la parte correspondiente “tomando por base, como se ha dicho, el capital de doscientos mil pesos por toda la obra”.451
En el caso de Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima, ésta solicitó al ayuntamiento que comprara acciones con valor de 30 000 pesos, le brindaba la facilidad de amortizarlas de acuerdo con el valor que tuvieran durante los cincuenta años que duraría la concesión. Los empresarios fundadores de esta compañía, Abascal y Tomblin, argumentaban que su idea no era “medrar sino hacer un beneficio á Córdoba”.452
La garantía en la inversión de capitales
Las compañías privadas acudieron a varias estrategias para garantizar la inversión de su capital. Cada una señaló el monto de las tarifas en los usos del agua doméstico, industrial y agrícola. En este caso, sólo se tomarán en cuenta las primeras por ser el objeto de esta investigación. La Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica, de Julio Uhink, cobraría un peso mensual “por una llave de 6 milímetros” y cuatro pesos también al mes “por una llave de 12 milímetros”.453 La empresa de Macedo propuso la cuota de “veinticinco centavos al menos por cien litros diarios” de agua.454 La Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima, de los señores Abascal y Tomblin, estableció las cuotas con base en el abasto en medidas castellanas (véase cuadro 15). De acuerdo con el Almanaque de México de 1834, el quinto y la merced equivalían respectivamente a una y a cinco pajas de agua. Conviene recordar que dicha paja era igual a cuarenta y cinco centésimas de litro por minuto.455
Cuadro 15. Cuotas por el uso de agua doméstico.
	Medida	Cuota mensual en pesos y centavos	Volumen de agua
	Litros	M3
	Una merced	5.00	3 240	3.24
	Media merced	3.00	1 620	1.62
	Un quinto de merced	1.50	648	0.648

Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, 28 de enero de 1897, tomo 250.
Las empresas establecieron las tarifas, incluidas las de los usos industriales y agrícolas, para recuperar anualmente un importante porcentaje del total del capital invertido en las obras hidráulicas. Es pertinente recordar que tanto la Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica como la empresa de Pablo Macedo invertirían 200 000 pesos. La primera recuperaría el 10% y la segunda el 8% anualmente sobre el citado capital. Es decir, 20 000 pesos y 16 000 pesos respectivamente.456 En el caso de la Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima, ésta no señaló el porcentaje anual de recuperación.
La Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica y Pablo Macedo acordaron con el ayuntamiento y el gobierno del estado, que en caso de que las tarifas establecidas por ellos no lograran reunir los porcentajes indicados, quedarían autorizados para incrementarlas hasta alcanzar los dividendos de 20 000 pesos y 16 000 pesos señalados respectivamente.457
Con el fin de obtener el monto del porcentaje, la Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica y Macedo pidieron al ayuntamiento que obligaran a los propietarios de las casas a instalar el servicio de abastecimiento de agua.458 Solicitaron, además que durante los sesenta años que durara la concesión, la corporación municipal y el gobierno del estado se comprometieran a no otorgar a otra persona o compañía “ninguna de las franquicias ni derechos” prescritos en su empresa.459
Además de estas garantías, las compañías solicitaron la exención del pago de algunos impuestos, como otra de las formas de incentivar la inversión de capital. Pidieron al gobierno federal les exentara de las gabelas causadas por la importación de maquinaria, tubería y herramientas que se utilizarían en la construcción de las obras hidráulicas. Por su parte, el gobernador del estado eximió por diez años a la Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica y a la empresa de Pablo Macedo del pago de contribuciones estatales habidas y por haber. La prerrogativa comenzaría a partir del momento en que las obras hidráulicas estuvieran concluidas. La misma autoridad condonó a la Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima del pago “de los derechos de traslación de dominio de los terrenos” adquiridos por compra o cesión para realizar sus trabajos e instalaciones.460
El ayuntamiento brindó también facilidades a las empresas privadas. Basado en el código civil del estado, gestionó la expropiación de los terrenos rústicos y urbanos necesarios para la realización de las obras hidráulicas. Para ello se basó en la figura jurídica de la “utilidad pública”. Las empresas indemnizarían a los propietarios. El objetivo era que las compañías tuvieran el “derecho de paso” para evitar dificultades con los propietarios situados a la orilla de los ríos de donde se extraería el agua o con aquellos dueños de terrenos por donde tuvieran que pasar la red de tubería.461
Paralelamente, el ayuntamiento cedió a las empresas privadas la propiedad del agua del manantial de Chocamán. Estas últimas tendrían “los mismos derechos y obligaciones”462 de la corporación municipal. En el caso de las compañías concesionadas, el uso del agua de Chocamán era por el tiempo que duraba el contrato y se hacía bajo el compromiso de que no se afectara a terceras personas. El propósito de la corporación municipal era que las compañías dispusieran del agua suficiente para evitar la escasez en la población. La Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica, la Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima, y los empresarios Pablo Macedo y Luis Díaz Cevallos, fueron autorizados para disponer del recurso hídrico del manantial de Chocamán. La primera empresa y Macedo utilizarían el agua desde el momento en que las obras hidráulicas propuestas estuvieran “en los límites de la ciudad”. La Compañía Explotadora y Macedo harían uso del agua por cincuenta y sesenta años respectivamente. Durante este lapso, se obligaban a vigilar que el agua no fuera desviada desde el nacimiento del venero hasta la ciudad de Córdoba.463 En lo que respecta a la Empresa de Agua, la cesión quedó condicionada por el proceso de confirmación de derechos de uso del agua que realizaría el ayuntamiento ante el gobierno federal.464
Estos mismos empresarios recibieron del ayuntamiento los acueductos de Chocamán y de la barranca del Metlac. La cesión de la infraestructura fue también por el tiempo en que duraba la concesión y como parte del contrato. Los concesionarios podían realizar nuevas obras e incluso modificar el trayecto de los citados acueductos con la condición de no perjudicar a los antiguos usuarios. Por ejemplo, el ingeniero Luis Díaz Cevallos consideró la “Reparación de las obras existentes en la Barranca del Metlac”, entre ellas las de la cortina y la arquería del acueducto del Metlac. El fin era cambiar la pendiente del canal para “uniformar la cantidad de agua que debía pasar por él hasta una longitud de 3 420 metros” y conducirla hasta el arroyo Toribio por medio de la gravedad. El costo de estas mejoras fue presupuesto en 22 400 pesos 80 centavos.465
En lo que respecta a las compañías concesionadas, el ayuntamiento pagaría las obras realizadas en los acueductos al terminar el periodo de la concesión. El valor de las mejoras materiales debía ser emitido por peritos, tal como lo establecieron la Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica y el empresario Pablo Macedo. En otras palabras, después de cincuenta o sesenta años respectivamente, la corporación municipal volvería ser dueña de esa infraestructura.466
El abasto de agua en grandes volúmenes y de buena calidad
Tanto los proyectos de las empresas concesionadas, como los de contrato, contemplaron el abasto de agua dentro del marco de los preceptos de los médicos, higienistas e ingenieros sanitarios modernos. Basadas en las nuevas concepciones sobre el uso del recurso hídrico, dichas empresas planearon conducir grandes volúmenes de agua potable hasta la ciudad con el fin de abastecer uniformemente a la población. Para ello, buscaron explotar los mantos acuíferos locales, como fueron los ríos Metlac, Sonso y Seco. La Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica, de Julio Uhink, introduciría el volumen aproximado de “5 184 000 000 á 6 220 800 000 litros cada veinticuatro horas”. Estos volúmenes serían destinados en todo el cantón de Córdoba. El gobernador del estado consideró estas cantidades suficientes para cubrir las necesidades de los habitantes de la región e incluso para el futuro desarrollo de la industria.467 El agua sería extraída de los ríos Metlac o Sonso, o de ambos si así conviniere a la compañía.
Por su parte, Macedo propuso introducir para el mismo cantón de Córdoba 1 000 ó 2 000 litros por segundo hasta completar al día respectivamente 86 400.000 litros o 103 680 m3. Los señores Achotegui y Urresti se comprometieron a introducir “2 000 000” de litros de agua al día. De la misma manera que la compañía de Julio Uhink, estos últimos empresarios y Macedo fueron autorizados para usar el agua de los ríos Metlac o Sonso, o de ambos en caso de requerirlo.468 Entre tanto, la Empresa de Agua de Córdoba Sociedad Anónima, fundada por Abascal y Tomblin, usaría el agua “de todo el río Metlac”. Como se verá adelante, esta última empresa debía esperar que el ayuntamiento confirmara en la Secretaría de Agricultura y Fomento, el derecho de uso de agua de este acuífero.469
Con el fin de explotar los acuíferos y brindar un mejor servicio a la población de Córdoba, en abril de 1891, el empresario Luis Díaz Cevallos calculó los aforos de los ríos Metlac, Sonso y Seco. Este mes era considerado como el periodo “de rigurosa seca”470 en el año (véase cuadro 16). El objetivo fue elegir el río que proporcionara suficiente agua de manera permanente y así acabar con el viejo problema del estiaje. De acuerdo con el estudio, Díaz Cevallos concluyó que los dos primeros acuíferos contaban con el recurso hídrico suficiente para el abasto doméstico, industrial y agrícola. Descartó el río Seco por su poco volumen y el alto costo de las obras hidráulicas que debían realizarse.471
Cuadro 16. Cálculo de aforos en época de estiaje.
	Río	Litros por segundo	Volumen en m3 al día
	Metlac	1 987	171 676.8
	Sonso	4 673	403 747.2
	Seco	472	40 780.8

Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc.
Del total de los volúmenes mencionados, los empresarios destinarían una parte para el consumo doméstico. La Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica y Pablo Macedo introducirían, respectivamente, a la ciudad de Córdoba, 1 200 000 litros en veinticuatro horas. Para cumplir con esta obligación conducirían 50 000 litros por hora. El ingeniero Luis Díaz Cevallos se comprometió a introducir 150 000 litros al día. Estos volúmenes serían distribuidos entre los habitantes de la ciudad. Sin embargo, como no existía una ley que reglamentaba la cantidad correspondiente a cada persona, las empresas tomaron como referencia algunas medidas establecidas por los médicos, higienistas e ingenieros de Europa y Latinoamérica. Aunque en el siglo xix no se había llegado a un consenso del volumen que debía proporcionarse a cada individuo de los centros urbanos, pues la cantidad dependió de factores como el tipo de ciudad, el clima, la época del año y la distancia entre la toma de los ríos y la ciudad,472 los empresarios de Córdoba buscaron dotar a la población de 100 a 200 litros por persona y día.473 Así, la Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima, constituida por Abascal y Tomblin, se comprometió a abastecer 200 litros per capita.474 Se obligó además, a suministrar de manera gratuita “treinta y dos mil litros de agua por día” a dos fuentes y ocho hidrantes, y “mil quinientos litros diarios de agua a cada uno de los establecimientos y edificios públicos existentes,” más los que se construyeran o adquiriera en el futuro la corporación municipal.475
Con el fin de realizar un reparto equitativo, algunos empresarios dividieron el volumen de agua destinado al consumo doméstico entre el número de habitantes de la ciudad de Córdoba, tal como se hizo en varios centros urbanos durante la centuria decimonónica. Así, por ejemplo, el empresario Díaz Cevallos prorrateó los 150 000 litros propuestos entre la población, que en su opinión tenía 10 000 habitantes en 1897. De esta manera corresponderían 150 litros por persona y día.476
La Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica usaría, como se apuntó, 1 200 000 litros en veinticuatro horas. Prorrateado este volumen entre los 6 000 habitantes de la ciudad, a cada uno le correspondería “200 litros diarios”. El gobernador del estado consideraba suficiente los 200 litros por persona y día propuestos. Opinaba que este volumen era el establecido en “la prescripción científica [del] tratadista sobre distribución de agua en las ciudades, Mr. Darey”. En versión de la autoridad estatal, Darey propuso la cantidad de 170 litros diarios para cada individuo, así como para los servicios públicos. En este sentido, el ejecutivo del estado resaltaba la importancia del proyecto de dicha compañía, al decir que el abastecimiento de agua en los pueblos del cantón de Córdoba, y particularmente en la ciudad, estaría a la altura de las ciudades de “Philadelphia, Baltimore, Marsella, Bordeux, Brooklin y París” en las que sus habitantes eran abastecidos “más ó menos en la misma proporción”.477
Operación similar fue realizada con el recurso hídrico del venero de Chocamán. En 1901, el ingeniero Manuel Alvarado dedujo que a la ciudad ingresaban 81.4 litros por segundo (7 033 m³/día). Consideró suficiente este volumen para el abasto doméstico. Al tener en cuenta que la población ascendía a 10 000 habitantes, Alvarado concluyó que a cada persona corresponderían 703 litros/día. No obstante, el ingeniero tomó en cuenta que los volúmenes ingresados a la ciudad variaban de acuerdo con la época del año. En este sentido, calculó que el caudal sería de “250m000 por 24 horas lo que [producía] una distribución de 250 litros por día y por habitante”. En su opinión, los cordobeses tendrían acceso a un volumen equivalente al de los habitantes de “Beaune, Nimes, en Francia, Aberdeen, Glasgow en Inglaterra, Hambourg y Lubeck en Alemania, á Rochester y San Francisco en los Estados Unidos, á Génova y Zurich”. Sostenía, incluso, que estarían mejor dotados en comparación con los habitantes de las ciudades de París, Londres, Munich, Nueva Orleans y México.478
De manera simultánea, los empresarios consideraron importante la calidad del agua, como un medio para resolver los problemas de salud pública tal como lo pensaron autoridades políticas y médicas de diferentes ciudades del orbe.479 Planearon además, llevar el agua a domicilio con la idea de cubrir no sólo la necesidad para beber, sino también para utilizarse en la higiene privada que traería como consecuencia una sociedad con individuos sanos que contribuirían en el desarrollo de la economía regional. En este sentido, el objetivo era erradicar la escasez y la contaminación del agua con el fin de eliminar las enfermedades gastrointestinales y, por ende, disminuir las tasas de mortalidad en la población cordobesa. Por ejemplo, el empresario Bartolo Molina se comprometió abastecer agua “limpia y pura”. Sin embargo, se puede decir que gran parte de los empresarios sabían que estas características, junto con la frescura, la ligereza, el sabor agradable, la ausencia de olor, la facilidad para la cocción de alimentos y el hervor del jabón, fueron desplazadas para considerar el agua como potable. No bastaba la apariencia ni la capacidad de cocción, sino también mostrar que en el recurso hídrico estaban ausentes los microorganismos o sustancias dañinas que solo a través de la bacteriología se podían observar.480
Igualmente se sugiere que los empresarios conocían los avances de la ciencia y de la medicina de finales del siglo xix y primeras décadas del siglo xx, los cuales contribuyeron al establecimiento de los nuevos cánones de la potabilidad del agua. Dichos empresarios sabían que el agua debía ser analizada química, microscópica y bacteriológicamente para identificar los microbios, microorganismos y materias o para determinar la “cantidad de substancias fijas y orgánicas” contenidas.481
Además, los empresarios tenían conocimiento de los avances científicos de Luis Pasteur y Robert Kotch, quienes mostraron a través de sus estudios que el agua era el principal transmisor de las enfermedades como la tifoidea, cólera, enteritis, disentería y diarrea. Se puede decir que asimilaron las nuevas concepciones sobre la etiología de las enfermedades derivadas de la microbiología.482 En resumen, sabían que el agua potable debía estar libre de bacterias, microbios y sales minerales.483 Por ejemplo, los ingenieros Luis Díaz Cevallos y Manuel Alvarado pusieron en práctica estos conocimientos. En 1892, Díaz Cevallos efectuó un análisis químico-bacteriológico de las aguas de los ríos Metlac y Sonso. El análisis fue realizado con aguas filtradas durante las épocas de estiaje e invierno, por ser los periodos en que el recurso hídrico contenía “muchas sustancias en suspensión” (véase cuadro 17).484 El estudio mostró la presencia de sales minerales y materias orgánicas en ambos acuíferos. Es muy probable que la presencia de pocas materias orgánicas y la ausencia de éstas en el invierno, hayan sido otras de las razones que condujeron al ingeniero Cevallos a elegir el agua del río Metlac.
Cuadro 17. Análisis realizados en el agua de los ríos Metlac y Sonso por el ingeniero Luis Díaz Cevallos. Agosto de 1892.
	Cantidad por litro	Aguas del Metlac	Aguas del Sonso	Observaciones 
	Estío 	Invierno	Estío 	Invierno	Los análisis practicados en el estío, fueron hechos con aguas filtradas por tener dichas aguas muchas sustancias en suspensión 
	Gramos	Gramos	Gramos	Gramos
	Carbonato de cal	0.249	0.237	0.218	0.208
	Cloruro de calcium	0.006	0.000	0.000	0.000
	Cloruro de sodium	0.018	0.015	0.014	0.012
	Cloruro de magnesia	0.000	0.000	0.000	0.000
	Sulfato de cal	0.010	0.009	0.007	0.002
	Sulfato de magnesia	Trazas 	0.000	0.000	0.000
	Sulfato de soda	0.000	0.000	0.004	0.001
	Materias orgánicas	Trazas 	0.000	Trazas notables	Trazas notables
	Total 	0.283	0.261	0.248	0.223

Fuente: ahmc, sesión 1 de septiembre de 1892, tomo 232.
Nueve años después, en enero de 1901, el ingeniero Manuel Alvarado realizó un análisis químico del agua del manantial de Chocamán. Basado en “las prescripciones de regla seguidas en Francia”, Alvarado hizo un estudio comparativo. Es decir, tomó muestras de agua en el nacimiento y en la ciudad. En su opinión, tuvo dificultades para efectuar un análisis cuantitativo de los minerales contenidos en el recurso hídrico. No obstante, llegó al resultado presentado en el cuadro 18.
Cuadro 18. Cantidades de minerales y materias orgánicas.
	Elemento 	En el nacimiento 	En la ciudad
	Carbonato de cal	“igual cantidad”	“igual cantidad”
	Cloruro	“abundante”	“rastros”
	Sulfuro 	No se encontró	No se encontró
	Materias orgánicas	“rastros”	“abundantes”

Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, sesión 30 de enero de 1901, tomo 274.
En relación con el cloro, el ingeniero señaló que los resultados eran lógicos, ya que la poca cantidad de ese elemento químico pudo haber sido por el consumo que de él hicieron las sustancias orgánicas en el trayecto del agua. Asimismo, este consumo de cloro trajo, como consecuencia, la presencia del calcio.
Respecto al análisis bacteriológico, el ingeniero señaló la imposibilidad para practicarlo, aunque no indicó cuáles fueron los factores de este impedimento. Empero, con los elementos químicos encontrados, Alvarado concluyó que el agua del venero de Chocamán era potable en su origen, pero al llegar a la ciudad perdía esta característica.485
La modernización de la tecnología
Para hacer posible el abasto de grandes volúmenes de agua y conservar su buena calidad, tal como establecían las corrientes microbiana e higienista, los empresarios de Córdoba usaron las nuevas tecnologías para extraer, conducir y distribuir el recurso hídrico. Se puede decir que conocían el fenómeno denominado “la gran hidráulica” al planear la construcción de presas, tanques, filtros y redes de tubería de hierro de diferentes calibres, así como la perforación de pozos y utilización de bombas. A través del uso de esta tecnología, las empresas privadas pudieron tener el control sobre el agua destinada, tanto para el consumo doméstico, como para la agricultura y la industria regional.486 Como parte de la misma modernización del sistema de abastecimiento, los empresarios incluyeron en sus proyectos estudios hidrográficos, geológicos y topográficos como se hizo en otras regiones del interior y exterior del país.487
Se puede destacar también que las empresas privadas contemplaron el cambio del sistema lineal al sistema en red, este último considerado moderno. Aunque como se observará, en los proyectos permanecieron las fuentes públicas que eran símbolos del viejo sistema. El sistema en red estaba integrado por circuitos de tuberías unidos entre sí a través de válvulas, e instalados en diferentes sectores independientes y abastecidos por un depósito o una fuente. Esta instalación resultaba favorable pues al momento de repararse un sector, el abasto de agua no se suspendía a toda la población.488
El mismo sistema tenía una red principal, cuya tubería de hierro era de mayor diámetro, lo cual ayudaba a soportar la presión de grandes volúmenes de agua transportados. De ella partían los ramales hacia las calles más pobladas, así como a las casas situadas en las partes altas de las ciudades.489 El objetivo fue abastecer suficiente agua potable a cuantas más personas se pudiera a través de las citadas tuberías, tanques y filtros que formaban también parte de este sistema.490 Éste era complejo, pero no para los ingenieros modernos, quienes se encargaron de diseñar la nueva infraestructura hidráulica. Para ello pusieron en práctica sus conocimientos en torno a la geología, topografía e hidrografía como se hizo en otras regiones del interior y exterior del país.491
Las obras de las empresas bajo la figura jurídica de la concesión
Como se ha descrito en este apartado, las empresas privadas de Julio Uhink, Pablo Macedo y de los señores Abascal y Tomblin, podían disponer del agua de los ríos Sonso, Seco o del Metlac para llevar a cabo el abasto de agua a la ciudad. Sin embargo, optaron por el último acuífero. La Compañía Explotadora de Aguas, Regadíos y Potencia Hidráulica, el empresario Pablo Macedo y la Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima, conducirían el agua desde el punto denominado la Barranca del Metlac hasta un tanque que debían construir en las inmediaciones de la ciudad.
Para llevar el recurso hídrico del río Metlac hacia el estanque, la Compañía Explotadora y el empresario Macedo emplearían “tuberías de hierro en los lugares convenientes y otros materiales aceptables que no [perjudicaran] á la higiene pública y en donde los trabajos científicos lo [exigieran]”.492 Por su parte, la Empresa de Aguas, Sociedad Anónima conduciría el agua por medio de un caño “descubierto, hecho de mampostería”, que partiría en el punto denominado “llanos de Monte Blanco hasta la cabeza del Arroyo Toribio”. En este último lugar construirían un filtro, desde donde transportarían el agua hasta el tanque que se ubicaría en la Garita de San José.493
El depósito proyectado por las compañías privadas sería construido de “mampostería ó fierro”, estaría cubierto y ubicado a un nivel adecuado con el fin de que la distribución del recurso hídrico alcanzara “la altura media de las casas más altas de Córdoba”.494 El estanque propuesto por la Compañía Explotadora y por Pablo Macedo tendría la capacidad de almacenamiento de “un millón de litros de agua”, mientras que el de la Empresa de Agua sería de “dos millones de litros”. Esta última compañía se comprometió a incrementar la capacidad del depósito en el caso de que el aumento de la población lo exigiera.495
A partir del tanque, la Compañía Explotadora y Pablo Macedo instalarían el “tubo principal de la ciudad”.496 Por su parte, la Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima, se comprometió a “pasar un tubo por cada una de las tres calles principales de la ciudad, con la capacidad necesaria”.497 Como se indicó, de la red principal partirían los ramales construidos con tubería de hierro hacia los inmuebles del ayuntamiento, a las propiedades urbanas y a las fuentes públicas. En los casos de la Compañía Explotadora y de Macedo, quedó establecido que el ayuntamiento y los propietarios pagarían por el servicio y el costo de la instalación de la tubería que partiría de la red principal. Los dueños de las casas quedaron obligados a solicitar dicho servicio.498
Como fue señalado, las fuentes públicas formaron parte de las obras a realizar. No obstante que las empresas privadas sabían que estos inmuebles generaban problemas de salud pública,499 que iban en contra de la corriente higienista y de la modernidad del sistema de abasto de finales del siglo xix y principios del xx,500 proyectaron construirlos en los lugares que más le conviniera al ayuntamiento. Pablo Macedo y la Compañía Explotadora de Aguas proyectaron la construcción de seis fuentes. La Empresa de Agua construiría dos fuentes y ocho hidrantes como se ha indicado. Estas últimas obras serían financiadas por el ayuntamiento.
La construcción de las fuentes e hidrantes públicos fueron proyectados debido a que la red hidráulica moderna quedó limitada al área céntrica de la ciudad de Córdoba, tal como sucedió en los principales centros urbanos del interior y exterior del país. Las personas de escasos recursos debieron seguir acudiendo a las citadas fuentes como antaño. El acceso al recurso hídrico seguiría siendo un lujo al alcance de las personas con suficiente capacidad económica. Como se analizará en el siguiente capítulo, estos últimos individuos gozarían de los beneficios de la modernidad del sistema de abastecimiento.
Las obras de los empresarios bajo la figura de contrato
A diferencia de las empresas descritas, el ingeniero Luis Díaz Cevallos proyectó la construcción de dos presas. La primera sería de “de mampostería ó fierro” de acuerdo como lo permitiera el terreno para hacer la cimentación; estaría situada a “285 metros arriba de la arquería destruida” que se encontraba en la Barranca del Metlac. La otra presa se erigiría en el arroyo Toribio.501 Se desconocen las dimensiones de estas obras, el ingeniero señaló que se encontraban en el plano que entregó al ayuntamiento, el cual no encontramos. Paralelamente, el ingeniero propuso construir un canal a través de las faldas de la citada barranca hasta llegar a “la loma de la puerta de Metlac”. Esta obra sería “de mampostería de segunda clase” y tendría “2 473 metros lineales”. La idea era juntar las aguas del río Metlac y el arroyo Toribio y conducirlas por medio de gravedad hasta una presa que se erigiría en este último punto.
Desde la presa del arroyo Toribio, Díaz Cevallos construiría la red de tubería para llevar el agua hasta “los filtros y caja repartidora”. Los citados filtros tendrían un espesor de 1.25 metros y una superficie de 200 metros, serían de mampostería o de ladrillo y funcionarían con “grava, arena gruesa, carbón y arena fina”502 para purificar el agua. A partir de los filtros, el agua sería conducida por gravedad al interior de la ciudad a través de redes de tubería de fierro. Es pertinente destacar que el ingeniero Díaz Cevallos no mencionó la red principal, señaló sólo los “6 156 metros” de red que se construirían y que serían de diferentes calibres. Por ejemplo, “400 m. cañería eran de 6''x ¾; 1 040 m. de 4''x ½; 4 616 m. de 3'' y 100 m. de 8''’’.503 Como se apuntó, el calibre de los tubos dependió del volumen de agua que se transportaría. Para la construcción de la red, el ingeniero presentó al ayuntamiento un plano en el que indicó los desniveles necesarios en cada esquina de la ciudad con el fin de abastecer a los propietarios que solicitaran el líquido.
La distribución del agua de consumo doméstico, e incluida la de usos agrícolas e industriales, fue planeada por el ingeniero Díaz Cevallos en cuatro caídas tal como se muestra en el cuadro 19.
Cuadro 19. Caídas en relación con la presa general.
	Caída	Distancia de la presa	Altura de la caída	Velocidad del agua en caballos
	1	6 900 metros	76 metros	684
	2	10 000 metros	72 metros	648
	3	12 400 metros	70 metros	630
	4	“En toda la población”	 
	300

Fuente: ahmc, 1894, tomo 232.
En el caso de los señores Achotegui y Urresti, se ha comentado que pidieron al ayuntamiento emprender las obras planeadas por los ingenieros Díaz Cevallos y Arturo B. Coca. No obstante, presentaron a la corporación municipal su propio proyecto. Propusieron la perforación de un pozo cuyo sitio se desconoce porque no fue mencionado en el documento histórico. Los empresarios utilizarían “una bomba para elevar el agua” hacia dos tanques que estarían construidos en el municipio de Fortín y en la Garita de San José. Desde el último depósito, el agua sería distribuida hacia la ciudad por medio de una red de cañería de fierro de diferentes calibres. Es decir, 600 metros de tubería de 15 pulgadas, 2 375 metros de 10 pulgadas y 1 550 metros de 6 pulgadas.504
Además de estas obras, estuvieron las relacionadas con el manantial de Chocamán. Bartolo Molina repararía el acueducto por el que se conducía el agua desde el nacimiento de este venero hasta los filtros ubicados en las inmediaciones de la ciudad. Desde este último punto hasta la plaza principal, construiría la red de tubería de fierro “de la capacidad necesaria”. Dicha red sería trazada a través de la calle principal. Si el ayuntamiento optaba sólo por la reparación y conducción del agua hasta los filtros, pagaría a Molina 14 000 pesos. En caso de que decidiera también la construcción de la red de cañería hasta dicha plaza, las obras tendrían un costo de 18 000 pesos.
Como parte de la modernidad del sistema de abastecimiento, Molina propuso llevar el agua hasta los domicilios situados en el trayecto de la red principal. Se comprometió, además, a conducir el recurso hídrico a las casas situadas en “la parte baja de la ciudad” a través de una caja de agua que construiría en el zócalo. Los propietarios que desearan tener agua debían pagar el costo de la cañería que partiría desde la citada caja.505
Por su parte, el ingeniero Manuel Alvarado se comprometió a entubar el acueducto de Chocamán. Consideraba que esta obra sería económica pues el nivel existente entre el venero y la ciudad de Córdoba reducía la cantidad de “la tubería ó del canal”. Decía que se contaba, además, con la ventaja de tener filtros.506
El dictamen municipal de los proyectos hidráulicos
El ayuntamiento fue la institución encargada de analizar las propuestas de las empresas y empresarios privados. Para ello, formaba una comisión del seno municipal que debía dictaminarlas. El resultado era comunicado al gobierno del estado, quien autorizaba la realización del contrato o aportaba alguna ayuda económica para acometer alguno de los proyectos.
La corporación municipal vio con agrado las diferentes propuestas de los empresarios. Sin embargo, la falta de recursos económicos hizo que descartara los proyectos de Bartolo Molina, de los señores Achotegui y Urresti y de los ingenieros Manuel Alvarado y Luis Díaz Cevallos. En el caso del proyecto de Molina, el ayuntamiento argumentó que, aunque sabía que el abasto de agua abundante y de buena calidad era “un asunto de vital importancia”, no podía aprobarlo por la cuestión económica.
En lo que respecta a los proyectos del ingeniero Díaz Cevallos y de los señores Achotegui y Urresti, nada se consiguió a pesar de que a los dos últimos empresarios se les recomendó modificar el presupuesto “en condiciones más convenientes para la H. Corporación”.507 La situación fue diferente con los empresarios Julio Uhink, Pablo Macedo, Manuel Abascal y Bryan Tomblin, quienes se rigieron bajo la figura de la concesión. Sus proyectos fueron aprobados con sugerencias hechas por el ayuntamiento. Sin embargo, no lograron concretarlos por diferentes circunstancias. Veamos los casos de acuerdo con el orden cronológico en que fueron solicitadas las concesiones.
El 24 de enero de 1888, la comisión municipal integrada por el alcalde y el regidor de aguas, analizó el proyecto de Julio Uhink. Los comisionados sugirieron algunos cambios, entre ellos, el compromiso de Uhink de no cobrar por el agua que abasteciera a los edificios públicos existentes y los que se construyeran. El ayuntamiento estuvo de acuerdo en pagar sólo los gastos de la instalación de la cañería que iría de las seis fuentes públicas proyectadas hacia los inmuebles públicos. Reconocería la propiedad de la tubería a favor del empresario.
Otra sugerencia consistió en el compromiso del ayuntamiento para adquirir sólo diez acciones, tal como se indicó en páginas anteriores. La adquisición se haría siempre y cuando la corporación municipal consiguiera el dinero del gobierno del estado y el permiso para hipotecar dichas acciones. Vale decir que en la primera propuesta de contrato estaba establecido que tanto la corporación municipal como el ejecutivo estatal se obligarían a participar con veinte acciones respectivamente, pagando “cincuenta pesos por acción un mes después de [haber] comenzado los trabajos”.508 La inclusión del ayuntamiento como propietario de las obras hidráulicas al término de la concesión, fue otra de las reformas hechas al proyecto de Uhink. En principio, la propuesta señalaba que, al finalizar el periodo de la concesión, el gobierno del estado sustituiría a la empresa adquiriendo las acciones de acuerdo con el valor que tuvieran en ese entonces.509 Después de haber aceptado estas reformas, el proyecto de Julio Uhink fue aprobado. La comisión municipal argumentaba que la mejora contribuiría al “engrandecimiento e higiene de la Ciudad”, así como a evitar el sacrificio de los gastos de los fondos municipales. Aunque los comisionados reconocieron que el ayuntamiento no obtendría recursos económicos del ramo de aguas, poco les importó porque en su opinión dicho ramo “nada” producía.510
En contraposición a la aprobación de la corporación municipal, el ingeniero Pedro I. Sentíes señaló que el proyecto de Julio Uhink no contaba con el apoyo de “los habitantes de la localidad que se hicieron cargo del asunto” por no satisfacer las necesidades de agua, por el costo de la obra y por “los beneficios que retiraba el contratista superiores en todo á los del municipio”. Como se ha descrito en otros capítulos, Sentíes había analizado los distintos proyectos para la introducción del agua. A pesar de este desacuerdo y como se asentó, dicho proyecto fue aprobado y autorizado por el gobierno del estado en el decreto número 15 del 12 de junio de 1888.511
No obstante, la anuencia del gobierno estatal, Julio Uhink no emprendió las obras como se había acordado en el contrato. El 23 de agosto de ese mismo año, el ayuntamiento le envió una carta para saber qué sucedía. Cuatro días después, Uhink respondió desde la ciudad de Orizaba; pedía a la institución esperar un poco más de tiempo debido a asuntos familiares que habían ocupado su atención. El empresario decía, además, que una vez que concluyeran los problemas de su familia, se ocuparía de la introducción del agua.512 Ante esta situación, el gobierno del estado rescindió el contrato bajo el argumento de que había transcurrido un año y medio desde la fecha de la publicación del decreto y el empresario no había entregado la escritura pública que era uno de los requisitos de la concesión. El ingeniero Sentíes manifestó regocijo porque el concesionario no cumplió con las obligaciones establecidas y por la cancelación del convenio.513
Como se recordará, Pablo Macedo solicitó la concesión en mayo de 1890. Su proyecto fue el más criticado en comparación con los de Julio Uhink y de los señores Abascal y Tomblin. En este mismo mes, el gobierno del estado examinó y rechazó la propuesta de Macedo bajo el argumento de atender los intereses individuales representados en la municipalidad. El ingeniero Pedro Sentíes, quien fue encargado por esta autoridad para dictaminar al respecto, decía que dicha propuesta era un lucro “de cerca de un millón de pesos, cifra que [tenía] que salir de esta parte del Estado”. En su opinión, el ejecutivo estatal estaba en contra del monopolio y del enriquecimiento particular.
Al desaprobar este proyecto, Sentíes hizo referencia a la suspensión de la concesión solicitada por Miguel Bello para la construcción de la plaza del mercado de carnes. Señaló cómo Bello obtendría grandes ganancias por esta obra.514 Comparó el caso de Macedo con el de dicho empresario señalando al respecto que
[…] la ganancia de tan exigua importancia pecuniaria, que no [deberían] esperar de la Empresa de aguas que se [proponía] ganar cerca de un millón de pesos o que es lo mismo, un lucro de dieciséis mil pesos anuales por el espacio de sesenta años, el disfrute del agua de Chocamán y tantas y tantas más franquicias.515
Aunque la propuesta de Pablo Macedo fue rechazada, el ayuntamiento la consideró importante. A través de la comisión municipal hizo críticas y sugerencias al proyecto para que el empresario las tomara en cuenta. Debe recordarse que, durante varias décadas, la corporación municipal había intentado introducir el agua potable a la ciudad, en particular la del río Metlac, sin tener éxito.
El abasto de agua hacia la ciudad y el cantón fue uno de los aspectos criticados. Como se señaló en páginas anteriores, Macedo propuso introducir para los municipios del cantón 1 000 litros por segundo hasta completar el volumen de 86 400 000 litros al día. Igualmente se indicó que el recurso hídrico sería para los municipios de “Alpatlahual, Amatlán, Chocamán, Coscomatepec, Calcahualco, Ixhuatlán, Tomatlán, etc.” Paralelamente, el empresario proyectó 50 000 litros por hora para hacer un total de 1 200 000 por día destinados para la ciudad de Córdoba. En opinión de la comisión municipal, el abasto de agua a los citados municipios era superfluo ya que sus habitantes disfrutaban “de aquel líquido en tan suficiente cantidad como buena calidad”. De forma adicional, señalaba que el recurso hídrico era necesario sólo en la ciudad y no en todo el cantón como sostenía Macedo.
La comisión municipal consideraba que, si se tomaba en cuenta el aumento de la población de Córdoba en veinticinco años, el volumen de 1 200 000 litros de agua sería insuficiente. Como ejemplo, la comisión sostenía que, si dicha población no excediera a 10 000 habitantes, el acceso al volumen de agua sería muy escaso (120 litros persona/día). En este sentido, el empresario debía tomar en cuenta que el abasto debía ser de 250 litros persona/día. Asimismo, los comisionados opinaban que los 86 400 000 litros para la ciudad y el cantón, era un volumen excesivo “aún dadas las circunstancias de aumento considerable de la población” en el futuro.516 Paralelamente, los integrantes de la comisión arguyeron que los 200 000 pesos presupuestados en la obra eran porque se había considerado el abasto de agua de los municipios citados. Sugerían que Macedo centrara su proyecto sólo en la ciudad con el fin de que el costo fuera menor. Los comisionados señalaban como ejemplo el presupuesto de otros proyectos “que apenas [llegaban] a la mitad de la suma indicada”.517
El desconocimiento de la manera de distribuir el agua y de la clase de materiales que se emplearían en las obras hidráulicas, fueron otros de los puntos criticados por la comisión municipal. La pregunta de los comisionados fue si el agua sería transportada en una sola cañería desde el depósito proyectado, cuya capacidad era de 1 200 000 litros tal como se ha indicado. Asimismo, cuestionaron si habría derivaciones tanto en la ciudad como en los municipios, o si el empresario construiría “dos conductos de provisión separados”. Decían, además, que en la propuesta no se indicaba el trayecto que recorrería el agua al ser introducida. La comisión consideró importante esta información para poder entender por qué la obra había sido presupuestada en 200 000 pesos.
Por otra parte, los comisionados argüían que el proyecto mencionaba sólo el uso de tubos de fierro y “otros materiales aceptables”. En este sentido, deducían que el acueducto sería construido “de material mixto” sin ser inspeccionado por el ayuntamiento. La misma situación fue observada para el caso del tanque pues según el proyecto, sería construido de “fierro ó mampostería”.
La presentación del presupuesto para las obras hidráulicas era un paso que debían seguir los contratistas. Los costos debían analizarse para ser aprobados, modificados o simplemente rechazados. Este fue otro de los puntos observado en el proyecto de Macedo. La comisión municipal hacía ver al empresario que en su propuesta no estaba señalado el costo del tanque ni del acueducto. Sugirió que se presentara el plano y el presupuesto de dichas obras incluida la reparación del acueducto del Metlac. La comisión municipal mostró también desacuerdo porque el empresario cobraría el 8% anual derivado de las cuotas que se establecerían en el servicio del agua doméstico. Este porcentaje daría una ganancia de 16 000 pesos anuales. Macedo se oponía a que el ayuntamiento inspeccionara “los libros de la Empresa”, así como las obras hidráulicas. La institución opinaba que la revisión era necesaria para comprobar “si el negocio [producía] el 8% estipulado” y si se justificaba “el monto de los intereses hasta la cantidad de dieciséis mil pesos anuales que [debían] cubrirse”.518
Otro más de los puntos que el ayuntamiento rechazó fue la obligatoriedad de los propietarios urbanos y rústicos para contratar el servicio del abasto de agua. La comisión municipal argumentaba que no se podía obligar a los viejos usuarios que contaran con una concesión otorgada por la corporación municipal. Pedía al empresario que respetara la infraestructura que habían construido estos usuarios, así como la cuota municipal, ya que estas tarifas seguirían siendo cobradas por el ayuntamiento. Asimismo, la citada comisión decía que la pensión de 25 centavos “por cien litros diarios”, que pagarían los nuevos usuarios y prescrita en el proyecto, tendría que ser valorada. El monopolio del agua fue otro más de los puntos de desacuerdo. La comisión municipal consideraba que al concesionarse el uso del recurso hídrico del manantial de Chocamán y del río Metlac, Macedo obtendría ganancias al vender el agua de estos acuíferos. El ayuntamiento se opuso al periodo solicitado para la exención del pago de impuestos, así como a la exclusividad en el abasto de agua.
Concluidas las observaciones, fueron enviadas a Pablo Macedo para que las tomara en cuenta e hiciera las modificaciones y de esta manera fuera aceptado su proyecto. La corporación municipal establecía que los cambios del proyecto tenían que presentarse antes de formalizarse el contrato notarialmente. El 29 de julio de 1890, Pablo Macedo contestó al licenciado Platón Torres que le parecían “perfectamente fundadas” la mayor parte de las observaciones. Sin embargo, no estaba de acuerdo “en tres puntos” en los que no le era “posible complacer al Ayuntamiento”. El empresario disentía en la reducción del plazo a treinta y cinco años para que su compañía quedara exenta del pago de los impuestos. Decía que no era la “importancia pecuniaria” la que objetaba, sino que “en todos los contratos celebrados por particulares con las autoridades” era casi una regla. La exención garantizaba el cumplimiento de las autoridades.519
En el segundo punto, Macedo discrepó con el ayuntamiento y el gobierno del estado en el rechazo que hicieron en torno a la exclusividad en el abasto de agua. La corporación municipal consideró que la aceptación de este punto constituía un monopolio a favor de Macedo. El empresario refutó este argumento, pues de acuerdo con su “juicio” y al ejercicio de su profesión, “el monopolio que la Constitución [prohibía], no [consistía] en la concesión que la autoridad [hiciera] para determinados fines á un particular con el carácter de exclusiva”520 o que la obligara a otorgar otra concesión semejante a otra empresa.
El monopolio era entendido por Macedo como “la prohibición emanada de la misma autoridad” para que un particular ejerciera con libre derecho el “trabajo o profesión que [… eligiera] cuando tal ejercicio no [requiriera] un permiso o concesión especial de la autoridad”. Para ser más claro, Macedo ejemplificó su idea. Sostenía que si “un ayuntamiento ó una autoridad cualquiera” le permitiera construir un ferrocarril “en una calle ó camino” que estuviera bajo su jurisdicción, “y en cierto sentido [constituía] su propiedad”, o si le arrendara un local en un mercado “ó todo un mercado”, obligándose la autoridad a no realizar un trato con una tercera persona, no se podía hablar de un monopolio a su favor “porque no [era] un derecho del hombre construir ferrocarriles en las calles ó vías públicas, ni ejercer el comercio precisamente en un determinado local”. Paralelamente, Macedo señalaba que si él trataba de “ejecutar un hecho que no [necesitara] el auxilio de la autoridad, porque á tanto [equivalía] el permiso de ocupar las cosas que le [pertenecían]”. En otras palabras, Macedo decía que si él quería construir un ferrocarril en terrenos de su propiedad o ejercer el comercio en su casa y la autoridad se lo prohibía bajo el argumento de que se ha obligado con un tercero “á que nadie más que él, [construyera] el ferrocarril o [ejerciera] el comercio, entonces sí habría un monopolio constituido a favor de ese tercero y ese monopolio [sería] anticonstitucional”.521
Macedo aplicó este razonamiento a su caso. Insistía que la posición del ayuntamiento de Córdoba de “no otorgar otra concesión para el servicio de agua de la población” durante el tiempo en que estuviera vigente la que se pedía, no era monopolio “porque no [era] derecho del hombre desempeñar, sustituyéndose á la autoridad algún servicio público como el del agua, alumbrado ú otro semejante”. En este sentido, dicha autoridad podía elegir “en quien delegar este servicio, con exclusión de cualquier otra persona, apoyándose no en “razones jurídicas, sino por motivo de conveniencia pública que la autoridad puede aplicar libremente”. Con esta exposición, Macedo trató de persuadir a la corporación municipal para que garantizara la inversión del capital en las obras hidráulicas. En su opinión, dicho capital podía perderse en caso de que el “Ayuntamiento [quisiera] favorecer el establecimiento de una empresa rival”.522
El tercer punto de divergencia fue el relacionado con el porcentaje anual del 8% que el empresario estableció y con la revisión de los libros de contabilidad por parte del ayuntamiento. Macedo sostuvo que quedaba claro que ese porcentaje estaba asentado en el contrato sobre el capital de 200 000 pesos que invertiría. Hacía ver a la institución que, para hacer redituable dicha inversión, debían obtenerse 16 000 pesos anuales. Decía que, en caso de no lograr esta cantidad, la corporación municipal tendría “el derecho de exigir” que se comprobara a través de los libros que la empresa le proporcionaría, “sin necesidad de estar obligada á ello por contrato ó ya por cualquier otro medio legal”.523
En el razonamiento de Macedo, el ayuntamiento deseaba saber si la empresa invertiría los 200 000 pesos establecidos en la propuesta de contrato. En su opinión, no le concernía a esta institución saber si se había gastado ese capital, porque este asunto sólo era de incumbencia de la empresa. Macedo pensó que la corporación municipal dudaba sobre el monto de dicha inversión ya que le manifestó que podía estar segura “de que en ningún caso [sería] víctima de un engaño que fácilmente podría demostrársele”.524
No obstante las respuestas de Macedo, en el mes de septiembre de 1890, el ayuntamiento le comunicó que su proyecto fue aceptado, pero que realizara las modificaciones indicadas. Sin embargo, transcurrió un “año y meses” y el empresario no había enviado el acuse de recibo del asunto del agua considerado por los munícipes “de vital importancia para esta localidad”. En sesión del 26 de enero de 1892, la corporación acordó volver a enviar el comunicado a Macedo, dándole un plazo de diez días para que dijera si estaba interesado en la ejecución de las obras hidráulicas con los cambios sugeridos. En caso de no recibir respuesta, el ayuntamiento quedaría libre para “aceptar otros proyectos que le [pudieran] proponer”.525
El 4 de febrero de 1892, Pablo Macedo contestó al ayuntamiento que no había olvidado su propuesta, pero que antes de hacer las modificaciones sugeridas, decidió realizar “los estudios referente á la conducción de las aguas de Chocamán, Metlac y Zonzo” con el fin de conocer las dificultades para su ejecución y para formar el presupuesto más conveniente, tanto para la corporación municipal como para la empresa que representaba. Según Macedo, dichos estudios estaban terminados y, en unos cuantos días, “el comisionado ad-hoc” remitiría un informe.526
Macedo expresó, además, que no consideraba “justo” que la empresa entregara los “planos, presupuestos y estudios” antes de firmarse el contrato ante el notario. Sugería que este compromiso fuera cumplido después de haberse firmado la escritura notarial.527 En su opinión, “en ningún contrato análogo se [preveía] tal exigencia”. Para el empresario se requería primero el contrato, el cual garantizaba la inversión de capital y tiempo “en los estudios considerados útiles”, tal como se hizo “en la construcción de los ferrocarriles, muelles, [y] en la ejecución de obras análogas en San Luis, Zacatecas, etc.”528
Asimismo, Macedo aceptó la inspección del ayuntamiento en torno a la contabilidad de la empresa. Consideraba pertinente esta intervención para que el inspector conociera el monto de la inversión de capital y observara si era pertinente aumentar la tarifa para obtener el 8% anual sobre dicho capital. El empresario mostraba también su anuencia, arguyendo que la inspección permitiría al encargado vigilar que las obras hidráulicas fueran realizadas con material de buena calidad que mantuviera el agua higiénica.529
En relación con la propuesta del ayuntamiento para respetar los derechos de los antiguos mercedados, Macedo insistió que pagaran igual cuota que “los mercedados nuevos”, quienes contratarían un mejor y eficiente servicio. Solicitaba así que los viejos usuarios, quienes “eran grabados con una cuota insignificante por un servicio nulo o cuando menos irregular”, pagaran el “perjuicio por variación en [la] distribución que se intente”.530 El empresario argumentó que los antiguos mercedados no adquirían “la propiedad del agua”, sino “el derecho de uso” porque el recurso hídrico “para los usos privados no [era] enajenable”. En este sentido, indicaba que el ayuntamiento tenía la facultad de modificar este uso a través de los bandos municipales, pudiendo así cambiar el término de “duración, cantidad y cuota, según los intereses generales de los habitantes del municipio”.531
El 9 de febrero de 1892, el munícipe A. Abascal fue encargado para analizar la respuesta. Decía que las condiciones impuestas por el ayuntamiento “eran absolutamente ineludibles” y que la institución esperaba una pronta respuesta de Macedo. Sin embargo, diecisiete meses después, Abascal concluyó que el empresario no deseaba llevar a cabo el proyecto desde el momento en que cuestionó la entrega de los planos y el presupuesto de las obras hidráulicas antes de firmar el contrato en la notaría pública, así como al haber dicho al ayuntamiento que había concluido los estudios sobre los acuíferos de Chocamán, Metlac y Sonso. El concejal sostuvo que la corporación municipal debía “procurar por otros medios la introducción del agua, asunto de necesidad urgentísima que no [admitía] dilaciones”. Opinaba que la escritura pública tenía que indicar las obligaciones, tanto del ayuntamiento como del empresario, fue por ello que consideraba incongruente la petición de Macedo de presentar dichos planos y presupuestos después de firmar el citado contrato. Bajo estos argumentos, Abascal propuso y fue aprobado por la corporación municipal, que se le comunicara a Macedo la cancelación del “asunto sobre la introducción de agua potable a la Ciudad, supuesto que no le [era] posible al mismo ayuntamiento continuar así, sin procurar cuanto antes la realización de la mejora que se [trataba]”.532
Ante la posición del ayuntamiento, Macedo respondió rápidamente. Solicitó que se revocara la decisión tomada por la comisión de agua. El empresario sostenía que, si bien era cierto que en diecisiete meses no había contestado a la corporación municipal, como dijo en otra misiva, era porque ese tiempo lo empleó para realizar “los estudios especiales” con el fin de decidir sobre “el trazo más favorable, como el curso del agua ó el manantial que respondiera mejor á los intereses de la ciudad o de la Compañía” que representaba. Asimismo, decía que en ese lapso indagó los costos del material y maquinaria “que deberían emplearse en las obras.”533
Macedo impugnaba el argumento de la comisión de aguas relacionado con la respuesta inmediata y las medidas ineludibles planteadas por el ayuntamiento. Señalaba “que con su silencio durante 17 meses”, la institución demostraba que las modificaciones del proyecto “ni eran de cumplimiento previo, ni su admisión era condición ineludible, puesto que no lo expuso así en su nota respectiva, ni exigió respuesta inmediata”. En este sentido, el empresario justificaba nuevamente el porqué se dedicó a efectuar dichos estudios.
De manera paralela, Macedo decía que la decisión de la comisión de aguas no era “exacta, ni legal”. En el primer caso, sostenía que había diferencias de apreciación porque “en alguna o algunas de las cláusulas de un contrato” no se indicaba la resolución de no llevar a cabo dicho contrato. En el segundo punto, señalaba que la misma diferencia de apreciación no era suficiente “para declarar roto el contrato aprobado sustancialmente”. Bajo estos argumentos, el empresario opinaba que cuando surgían “diferencias entre los contratantes sobre las aceptaciones de determinadas condiciones”, la discusión de los puntos de vista era la que ponía “en claro la justicia ó injusticia” de alguno de los interesados, y que “cuando uno de ellos [manifestaba] su expreso deseo de no aceptar el contrato con las reformas que se [intentaban, era] cuando las negociaciones [quedaban] terminadas y nulificado el contrato respectivo”.534
El ayuntamiento analizó la respuesta de Macedo en la que pedía la revocación del dictamen sobre el cese de la propuesta para la introducción de agua potable. Entre los regidores hubo debate. Algunos opinaban que Macedo trataba de “destruir los fundamentos” de la corporación municipal. Otros creían que tratándose “de dicho Sr[.]”, el ayuntamiento debía darle otra oportunidad. Es posible que la personalidad política de Macedo haya influido, pues como se señaló, pertenecía al grupo de poder del régimen de Porfirio Díaz. Finalmente, la corporación municipal acordó otorgar otra oportunidad a Macedo. “Por equidad y cortesía”, le dio un plazo de ocho días contados desde el 28 de febrero de 1892 para responder “categórica y terminantemente […] si [aceptaba] ó no” las condiciones propuestas en septiembre de 1890 por el ayuntamiento y consideradas “ineludibles”. En el caso de no recibirse respuesta en el plazo establecido, la corporación municipal quedaba “desligada de todo compromiso”.535
El 17 de marzo de 1892, Pablo Macedo contestó al ayuntamiento que se encontraba en el estado de Durango y que por medio del ingeniero Pedro G. Sentíes había solicitado la prórroga del plazo hasta el día 5 de abril, fecha en que el ingeniero regresaría a la ciudad de México y podría ir a la ciudad de Córdoba para “allanar las pequeñas diferencias que [subsistieran] para el otorgamiento del contrato respectivo para la introducción de agua potable á esa ciudad”. Macedo sabía que el ayuntamiento tenía peticiones de otros empresarios para las obras de introducción del agua. Decía que su proyecto tenía más ventajas “que los [de] otros solicitantes”.536
La corporación municipal accedió a la petición de Macedo. Empero, el 4 de abril del mismo año, Macedo comunicó al ayuntamiento que el ingeniero Sentíes no asistiría a la ciudad de Córdoba como se había acordado, debido a sus ocupaciones. Ante esta situación, el empresario pidió disculpas y le sugirió a la corporación municipal que dictara lo conveniente al respecto. De esta manera, la institución terminó la relación con Macedo, quedando así, una vez más, un proyecto sin efectuarse.537
De la misma manera que los anteriores proyectos, tocó el turno al de los señores Abascal y Tomblin. Como se apuntó, en noviembre de 1896 solicitaron al ayuntamiento la concesión del abasto de agua. Para ello formaron la Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima. En ese mismo mes, el alcalde municipal, el síndico y los regidores de agua y de hacienda fueron comisionados para analizar el proyecto. La comisión sugirió algunas modificaciones con el fin de aprobar la propuesta, la cual consideró viable porque cubría “las reglas higiénicas y sociológicas”. Concedió a los empresarios el plazo de seis meses “para cubrir los pasos necesarios para la celebración del contrato”, bajo la condición de que si en este lapso no cumplían, el ayuntamiento quedaba en libertad de contratar el servicio con otra empresa.538 Conforme al decreto número 4 del 28 de enero de 1897, el proyecto fue aprobado por el gobernador del estado.539
A diferencia de las empresas de Julio Uhink y de Pablo Macedo, el ayuntamiento debió cumplir con la nueva legislación del agua al aceptar la propuesta de la Empresa de Agua de Córdoba, Sociedad Anónima. En el marco de la ley de las vías generales de comunicación del 5 de junio de 1888, a principio del año de 1896, el río Metlac fue considerado de jurisdicción federal por ser navegable y afluente del río Blanco.540 La ley establecía que “los lagos y ríos navegables o flotables [que sirvieran] de límites á la República ó á dos o más Estados de la Unión”, serían regulados por el ejecutivo de la nación como parte de las vías generales de comunicación.541
La misma ley no otorgaba al ejecutivo federal la propiedad de las aguas, sino sólo su jurisdicción, al prescribirse las funciones de vigilar y reglamentar el uso público y privado de las mismas. En otras palabras, el gobierno de la nación careció de derechos de propiedad, así como de las facultades para cederlos a terceros.542 Sin embargo, se consideró propietario de las aguas. A través de la Secretaría de Agricultura y Fomento definiría las aguas de jurisdicción federal y reglamentaría su uso a través de diversas disposiciones, entre ellas, el otorgamiento de concesiones y confirmaciones a particulares, sin afectar el uso del agua a ribereños menores.543
El gobierno federal cobró mayor fuerza al establecer la ley del 6 de junio de 1894, la cual lo facultaba explícitamente para otorgar concesiones a compañías y particulares para usos de agua para riegos y “como potencia aplicable á diversas industrias”. Esta ley establecía además los requisitos para la obtención de las concesiones, entre ellos, la publicación previa de la solicitud en el “Periódico Oficial de la Federación y del Estado respectivo”, la presentación de los planos de las obras hidráulicas y de las memorias descriptivas “dentro del plazo que se estipule en la concesión”; la realización de un depósito en bonos de la deuda pública, que garantizara al gobierno la recuperación de los gastos en caso de que el solicitante no cumpliera con las condiciones prescritas en la concesión. Acorde con esta misma ley, el gobierno tenía la atribución de otorgar varias exenciones, como por ejemplo la del pago del derecho de importación de máquinas y materiales para la construcción de las obras hidráulicas.544
Durante este proceso, el ayuntamiento de Córdoba perdió el control sobre la administración y gestión del agua del río Metlac y del manantial de Chocamán. La facultad ejercida desde finales del siglo xviii y durante gran parte del siglo xix, para transferir a particulares los derechos de usos de agua a través de mercedes o concesiones,545 fue eliminada con la injerencia del gobierno al promulgarse las leyes del 5 de junio de 1888 y 6 de junio de 1894. El ejecutivo federal comenzó a recuperar el dominio sobre el agua realizado por los reyes españoles. En palabras de Rocío Castañeda, “se trataba de reconocer el traspaso de derecho de propiedad absoluta del rey a la nación, cuyo representante era el poder del ejecutivo federal”.546
Ante esta situación, el 24 de febrero de 1896, el ayuntamiento de Córdoba solicitó al gobierno federal el uso del agua del río Metlac, bajo el argumento de que la del manantial de Chocamán era insuficiente para abastecer a la población de la ciudad. La corporación municipal solicitaba “la cantidad de agua que [fuera] necesaria”.547 La iniciativa del ayuntamiento fue apoyada por el gobernador del estado, quien mandó a la Secretaría de Agricultura y Fomento la solicitud de confirmación del uso del agua. No obstante, el ejecutivo estatal pidió a esa dependencia que le informara, con certeza, si el río Metlac era de jurisdicción federal. Esta situación no era extraña, porque la ley del 5 de junio de 1888 era confusa, tal como han mostrado varios autores en distintas regiones del país. El ministro de la secretaría contestó que el acuífero sí era de jurisdicción federal y que no tenía inconveniente en otorgar al ayuntamiento la concesión solicitada.548
Es importante decir que las peticiones del ayuntamiento y del gobierno del estado a la Secretaría de Agricultura y Fomento fueron realizadas ocho meses antes de que la Empresa de Agua de Córdoba solicitara la concesión para la introducción del agua en esta ciudad. Al realizarse esta última solicitud, la corporación municipal se comprometió a continuar con los trámites de los derechos de uso de agua del río Metlac a favor de la citada empresa, así como tramitar la exención del pago de los impuestos por la importación de materiales que se utilizarían en las obras hidráulicas.549
Aunque la Secretaría de Agricultura y Fomento estaba en la mejor disposición de otorgar al ayuntamiento la concesión del uso del agua del río Metlac, se debieron cumplir varios requisitos establecidos en la ley del 6 de junio de 1894, tales como la publicación de la solicitud en el Periódico Oficial de la Federación, la presentación de los planos de las obras hidráulicas y la entrega del depósito monetario. Como se describirá a continuación, fue un proceso lento, que iniciaba con la celebración de un contrato entre ambas partes.
Los días 14 y 18 de diciembre de 1896, la sayf comunicó al ejecutivo estatal que requería un ejemplar del Periódico Oficial donde apareciera publicada por primera vez la solicitud de concesión del agua del río Metlac. La dependencia federal informaba que después de haberse publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 20 de mayo de ese mismo año, al siguiente día se envió al estado de Veracruz para ser publicada “en el Periódico Oficial”. El gobernador del estado, Teodoro A. Dehesa, decía que la solicitud no se había publicado debido a que la sayf no le había dado la instrucción. En este sentido, la autoridad estatal pedía a la dependencia que dictara esa orden o concediera el uso de agua al ayuntamiento de Córdoba “sin ese requisito”.550
En contraposición, la sayf argumentó que el 21 de mayo del mismo año de 1896, se giró una orden al gobernador del estado para publicar la solicitud de concesión. En palabras del ministro “se ha de merecer de sus órdenes para que se publique en el periódico oficial del Edo. su solicitud para tomar agua del río Metlac, la cual solicitud apareció en el Diario Oficial correspondiente al 20 de mayo del que se le adjunta un ejemplar”. El mismo ministro sostenía que la publicación en el Periódico Oficial era “un requisito de ley” que no debía soslayarse. Proponía al gobernador de Veracruz que efectuara este trámite. Asimismo, dijo que la ley establecía la publicación de la solicitud, tanto en el Diario Oficial como en el Periódico Oficial “del estado á que pertenece el río en cuestión”.551 Para resolver este problema, el ministro volvió a enviar al gobernador del estado un ejemplar del Diario Oficial del 20 de mayo. Ordenó, además, que dicha solicitud se publicara “3 veces durante un mes” en el Periódico Oficial y que se remitiera el primer ejemplar a la sayf.552
Cuatro meses después, en abril de 1897, el ejecutivo estatal envió los tres ejemplares del Periódico Oficial en los que aparecía la publicación de la solicitud del uso del agua del río Metlac para usos domésticos. Un mes después, el jefe político del cantón informaba al ayuntamiento que, de acuerdo con una misiva de la sayf, se habían cubierto “todos los requisitos de ley” en la solicitud de concesión para el uso del agua del río Metlac. Asimismo, la autoridad cantonal pidió a la corporación municipal que nombrara una persona para firmar el contrato con el gobierno federal. Para esta encomienda fue elegido Apolinar Castillo.553
Castillo acudió a la ciudad de México para cumplir su cometido. Sin embargo, la sayf le pidió el depósito de “$5 000 en bonos como garantía” de la realización de las obras hidráulicas. Asimismo, le solicitó un poder notarial otorgado por la corporación municipal para efectuar los trámites relativos a este asunto. En el primer caso, Castillo argumentó que los depósitos sólo se exigían a “las empresas y no a las corporaciones que [pedían] concesiones semejantes solo para el beneficio público”. En torno al poder notarial, Castillo logró que la sayf le valiera la credencial personal que había presentado, con la condición de que el gobierno estatal comunicara a esta secretaría que representaba los intereses del ayuntamiento de Córdoba.554
Paralelamente Castillo pedía al ayuntamiento que le enviara lo más pronto posible los datos relativos a “la clase de presa” que construirá la Empresa de Agua de Córdoba en el río Metlac, un escrito en el que indicara el tiempo en que se comprometía el ayuntamiento a presentar los planos y plazos de la conclusión de las obras hidráulicas. Este plazo debía iniciar desde el momento en que se aprobaran los planos. Castillo decía, además, que una vez reunidos estos datos y la comunicación del ejecutivo estatal al gobierno federal como representante del ayuntamiento, “el contrato de las aguas del Metlac” quedaría resuelto. Castillo pidió a la corporación municipal que informara sobre este requisito al “buen amigo D. Manuel Abascal”,555 quien era uno de los miembros de la Empresa de Aguas de Córdoba, s. a.
El 7 de julio de 1897, el ayuntamiento informó a los empresarios Manuel Abascal y Bryan Tomblin. Estos señores contestaron a Apolinar Castillo que la presa que se construiría en el río Metlac estaba “indicada en el croquis que [acompañaban]”, el cual fue realizado por el ingeniero Arturo B. Coca (véase croquis 13). Respecto a los planos, comunicaban que los presentarían a la sayf en un año que comenzaría a correr “después de firmarse la escritura de concesión con el honorable Ayuntamiento”. Y en relación con la conclusión de la obra, Abascal y Tomblin se comprometían a realizarla en “treinta y seis meses ó antes si el tiempo lo [permitía]”. Este periodo comenzaría a partir de la fecha en que se efectuara la escritura de contrato.556
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Croquis 13. Presa diseñada por A. B. Coca.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R. ahmc, 1897, tomo 250.
Después de varios meses de tramitar la concesión ante la sayf, la situación no quedaba clara. El munícipe Francisco de P. Pardo decía que se desconocían las dificultades que enfrentaba el ayuntamiento para obtener dicha concesión. Ante esta situación, propuso al seno del cabildo formar una comisión para recabar “todos los datos necesarios”. Sugirió así que los comisionados acudieran con los empresarios de la compañía y con el señor Apolinar Castillo, para preguntarles al respecto. Sin embargo, antes de tener una respuesta de los empresarios Bryan Tomblin y Manuel Abascal, el alcalde municipal dijo que la traba del asunto estaba en la sayf y mientras esta dependencia no otorgara la concesión, “nada nuevo podría hacerse”.557
El 27 de octubre de 1897, Apolinar Castillo contestó al ayuntamiento que continuaba con los trámites ante la sayf. Dijo que había logrado que esta dependencia eximiera a la corporación municipal del depósito de los 5 000 pesos, sin embargo, señalaba que la misma secretaría insistió nuevamente que era importante cubrir este requisito para realizar la escritura del contrato. Castillo indicó al ayuntamiento que el ministro le había prometido resolver este problema una semana posterior a esta misiva.558 Empero, los meses pasaron y el asunto siguió estancado. El 11 de febrero de 1898, la corporación municipal envió otra carta a Castillo para que le informara cuáles eran las dificultades con la sayf para obtener la citada concesión. Ante esta situación, el ayuntamiento pidió al gobernador del estado que interviniera ante el Ministerio de Fomento para conseguir la concesión del uso del agua del río Metlac.
Derivado del paso de tanto tiempo para obtener la concesión del uso del agua del río Metlac, el mismo día 11 de febrero, los empresarios Manuel Abascal y Bryan E. Tomblin solicitaron al ayuntamiento su renuncia para llevar a cabo el proyecto de la introducción del agua de este manto acuífero y del manantial de Chocamán. Abascal decía que la morosidad lo condujo a tomar esta decisión. Ambos empresarios señalaban que la gestión ante la sayf había iniciado en noviembre de 1896 y pasado un buen tiempo, no podían obligar a los accionistas a esperar “indefinidamente” la resolución de la solicitud de concesión. Abascal decía también que Tomblin y “algunos accionistas” se negaron a seguir perteneciendo a la Sociedad Anónima. Lamentaba que el proyecto no fuera realizado porque lo consideraba como el principal medio para resolver las malas condiciones higiénicas de la ciudad. En su opinión, dejaba el “campo libre para que otros [empresarios] con mejores aptitudes” contrataran la introducción del agua a la ciudad de Córdoba.559
 

V. La intervención de la Compañía Mexicana de Construcciones y Obras de Ingeniería, s. a., en el abastecimiento de agua y el alcantarillado
La persistencia en la introducción del agua del río Metlac
Después de tres años, en que los empresarios Manuel Abascal y Bryan Tomblin desistieran para efectuar su proyecto, la Compañía Mexicana de Construcciones y Obras de Ingeniería, s. a., (The Mexican Construction & Engineering Co., ltd.) propuso al ayuntamiento introducir el agua, el alcantarillado y el alumbrado público en la ciudad. En noviembre de 1901, el presidente de la compañía, Paul S. Lietz, decía que conocía la necesidad de estas mejoras para el bien de la salud pública. Se comprometía a efectuar los estudios técnicos y las obras con sus recursos económicos, otorgando a la corporación municipal plazos “suficientemente amplios” para el pago del capital invertido y los réditos. Pedía a cambio “la hipoteca de los bienes propios” del ayuntamiento, de las obras realizadas, así como “la responsabilidad moral del Gobierno del Estado”.560 Asimismo, Lietz solicitaba al ayuntamiento que se encargara de gestionar “la propiedad de las aguas ó el derecho de su aprovechamiento” del acuífero donde se debían tomar. El empresario decía que la institución debía elegir un buen sitio, pues de él dependería el costo de las obras hidráulicas.561
De la misma manera que los proyectos presentados a lo largo del siglo xix, los munícipes en turno vieron con agrado la propuesta de la Compañía Mexicana de Construcciones. El 21 de enero de 1902, el síndico Francisco M. Pardo y el jefe político del cantón, Luis M. Carbajal, fueron comisionados para estudiar la iniciativa; apoyados en “la ciencia y la higiene”, decían que la propuesta era importante porque disminuiría el número de muertes en la ciudad ya que la población consumiría “agua potable”.562
Los mismos comisionados y el resto de los munícipes mantuvieron la idea de introducir el agua del río Metlac. Como lo solicitó la Compañía Mexicana, tocaba al ayuntamiento gestionar la propiedad o el derecho para usar el agua de esta fuente o de otra. En principio, los munícipes trataron de mostrar al gobierno federal que el citado río Metlac era propiedad del ayuntamiento. Para ello, buscaron los antecedentes coloniales en el Archivo Municipal de la ciudad. De esta manera informaron que el gobierno virreinal había otorgado “una concesión de aguas del Metlac de la ciudad de Córdoba”. No obstante, que no tuvieran a la mano el documento de la concesión, sostuvieron que las exploraciones, los presupuestos “y demás cosas” en torno a la introducción del agua de ese río, constituían evidencias importantes para comprobar que era propiedad del ayuntamiento. Este supuesto fue reafirmado al señalar a la Secretaría de Agricultura y Fomento que, durante la época de la Independencia de México, el gobierno del estado de Veracruz reconoció la citada propiedad desde el momento en que ministró los fondos para continuar los trabajos hidráulicos y “mandó [a] glosar las cuentas respectivas”.563 Al mismo tiempo, la comisión argumentaba que la ley federal de 1888 no podía privar los derechos del ayuntamiento sobre el agua del río Metlac. No obstante, los comisionados no explicaron por qué no debían desconocerse estos derechos.
Como se ha descrito en el capítulo anterior, desde finales de 1896 los munícipes comenzaron a gestionar ante el gobierno federal la confirmación de los derechos de uso del agua del río Metlac. En este sentido, la comisión compuesta por Pardo y Carbajal decidió agilizar los trámites a favor de la Compañía Mexicana de Construcciones. Centró su atención en el análisis de la propuesta de contrato que la Secretaría de Agricultura y Fomento envío en noviembre de 1901 al ayuntamiento, para la concesión del uso de 250 litros de agua por segundo de dicho río (21 600 m³/día). El proyecto de contrato contenía los requisitos establecidos por la ley federal del 6 de junio de 1894 que la corporación municipal debía cumplir. Es decir, señalar los plazos para el reconocimiento del acuífero y el periodo de duración de la construcción de las obras hidráulicas; realizar el depósito como garantía del contrato y el pago de honorarios del inspector asignado por la sayf, y estar de acuerdo con las cuotas que la dependencia federal establecería por el uso del agua.
Los comisionados argumentaban que las condiciones prescritas por la citada ley debían ser cumplidas por las empresas particulares, ya que obtendrían un “beneficio pecuniario con el aprovechamiento de las aguas”. Manifestaban que en el caso del ayuntamiento no debían ser tan rigurosas, porque el agua sería utilizada “para beneficio del vecindario” que se vería reflejado en el mejoramiento de “las condiciones sanitarias”.564 Asimismo, la comisión municipal indicaba que el trayecto de las obras hidráulicas partiría “desde el punto llamado Paso del Toro hasta tres kilómetros más arriba del punto citado”. Recordaba que en la época colonial aquí fue construida la toma de agua.
En torno a los 250 litros por segundo que la sayf concesionaría, la comisión municipal consideró que debía ser de 1 m3 por segundo (86 400 m3/día) bajo el argumento de que este volumen era el requerido para el saneamiento urbano. Indicó que el agua sucia de las casas sería conducida a los arroyos en los que sus cauces desaparecían en la estación de secas. En su opinión, en caso de no contar con esta cantidad de agua, los desperdicios se estancarían entre “las piedras y guijarros” del arroyo donde fueran vertidos, debido a la poca circulación del recurso hídrico, lo cual traería como consecuencia la fermentación y el daño a la salud “de los lugares por donde [pasaran] dichas aguas”. Para confirmar su observación, los comisionados sostuvieron que el metro cúbico de agua ayudaría a eliminar las inmundicias de manera natural al ser deslizadas “en el mismo río”, tal como se había verificado “en todos los ríos”.565 Con relación al depósito solicitado, los comisionados manifestaron que el 27 de junio de 1897, el antiguo representante del ayuntamiento, Apolinar Castillo, había logrado la exención de esa dependencia federal, arguyendo que se trataba de una corporación y “no de una empresa con ánimo de lucro”.
En lo que concierne al pago para cubrir los gastos del inspector de las obras hidráulicas, la comisión señaló que la corporación municipal no tenía los recursos suficientes. Dijo que en el año de 1900 el cabildo contrató un empréstito con el Banco de Londres “para atenciones preferentes del Ayuntamiento”. Argüía que los gastos de la inspección estaban relacionados con los plazos de la conclusión de las obras hidráulicas. En otras palabras, si el plazo de dichas obras era corto, podía caducarse el contrato de uso de agua del río Metlac, y si se alargaba el periodo, dichos gastos serían mayores. En este sentido, los comisionados propusieron a la sayf que estableciera la cuota de 900 pesos o, bien, pagos de mensualidades de 20 pesos. El asunto de los impuestos fue también discutido. Los comisionados municipales estaban en desacuerdo porque creían que era el ayuntamiento el que debía establecer dichas cuotas y no la sayf.
Después de haber hecho las observaciones al proyecto del contrato, el ayuntamiento solicitó el visto bueno del gobernador del estado. Esta autoridad debía decidir si creía o no pertinente enviar dichas observaciones al gobierno federal. Asimismo, la corporación municipal pedía a la autoridad estatal el apoyo económico para pagar el depósito, en caso de que la sayf lo exigiera. Señalaba que tenía el mismo derecho que las autoridades de Soledad, Xalapa y otras “ciudades del estado” en donde se realizaron obras de distinta índole. En síntesis, los munícipes manifestaban que el día en que el agua llegara “á raudales por las calles de la ciudad” de Córdoba, podrían exclamar “Gloria á Dios en las alturas, y paz en la tierra á los hombres de buena voluntad”.566
El fin del sueño del Metlac después de ciento cuarenta y cuatro años
A pesar de haber realizado el ayuntamiento las observaciones para obtener la concesión del agua del río Metlac para uso doméstico, el proyecto no se concretó. Desafortunadamente desconocemos las causas, aunque es posible pensar que se debió a los trámites burocráticos solicitados por la sayf. No obstante este fracaso, el 15 de junio de 1904, la Compañía Mexicana de Construcciones y Obras de Ingeniería efectuó un contrato con el gobernador del estado y el ayuntamiento de Córdoba para llevar a cabo las obras hidráulicas y el saneamiento urbano. El capitán Porfirio Díaz, hijo del ejecutivo de la nación, fue el intermediario en este convenio. Como “Jefe del Cuerpo de Ingenieros de la Compañía”, Díaz estaría encargado de la supervisión de los trabajos.567 El agua sería traída del río Seco o también llamado Tliapa.
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Croquis 14. Río Seco o Tliapa.
Fuente: Elaborado por A. Maximiliano Contreras R. ahmc, 1873, tomo 166.
Las obras hidráulicas y de alcantarillado fueron enmarcadas en la figura jurídica de utilidad pública. Como se apuntó en el capítulo anterior, lo “público” estuvo relacionado con la presencia del estado, pero fue definido así desde el momento en que la obra estuvo a cargo del ayuntamiento y en la que hubo injerencia del gobernador estatal quien, a través de sus informes, dio cuenta sobre su desarrollo.568
La Compañía Mexicana presupuestó las obras en general en 829 300 pesos. De esta suma, 226 848 pesos serían invertidos en los trabajos de captación y aducción del agua; 235 817 pesos en la distribución y 366 635 pesos en el alcantarillado. El capital sería obtenido en bonos divididos en nominaciones de 100, 500 y 1 000 pesos. El 1 de julio de 1904, la empresa recibiría bonos por la cantidad de 240 000 pesos que constituían el valor de los materiales que se importarían. Este mismo día, depositaría en el Banco Mercantil de Veracruz 829 300 pesos en plata mexicana,569 que era, como se indicó, el costo total de las obras hidráulicas y el alcantarillado.
Por su parte, el ayuntamiento pagaría el valor total de las obras “mediante bonos al portador que [serían] amortizados en veinticuatro anualidades de […] $33 200.00 […] y una [anualidad] postrera de […] $32 500.00”. Los bonos causarían el rédito del 6% anual y serían “tomados á la par por los contratistas”. El pago de las obras sería realizado conforme la compañía fuera entregando los trabajos efectuados. En el caso de los intereses, se saldarían semestralmente.570
Para saldar el capital y los réditos, el ayuntamiento se obligó a entregar a la Compañía Mexicana “todo lo que [percibiera] por rentas y pensiones” derivados, tanto del servicio de abasto de agua como del alcantarillado. La institución edilicia se comprometió a incluir, en su presupuesto de egresos anual, una partida que destinaría para el pago de la deuda pública. En caso de que no pudiera pagar dicha deuda, el gobernador del estado quedaba como responsable, tal como sucedió. El pago debía efectuarse en las oficinas del Banco Mercantil de la ciudad de Veracruz o “por conducto de éste, en las del Central de México”.571
El 16 de agosto de 1904, el jefe político convocó a una reunión a los miembros del ayuntamiento y de la sociedad cordobesa para sugerir los medios o arbitrios con los que se cubriría el costo de las obras hidráulicas y del alcantarillado. Los asistentes discutieron varias propuestas, entre las que estuvieron gravar a las “Cantinas y Pulquerías”, así como aumentar “hasta un 40%” los impuestos que se pagaban en ese entonces en “proporción suficiente [para] cubrir” dicha deuda. Entre la concurrencia hubo debate. El jefe político opinó que el gravamen propuesto pensaba imponerlo cuando iniciaran las obras de embanquetado y pavimentación de las calles.572
Respecto al aumento del 40%, los señores Bryan E. Tomblin, Antonio G. Menéndez y Mateo Izquierdo, sugirieron que se le solicitara al gobierno federal que exceptuara al ayuntamiento del pago de la contribución federal del 25% que se establecía a los impuestos municipales. Los concurrentes estuvieron de acuerdo con esta última propuesta. Procedieron a comisionar al mismo Bryan Tomblin, al licenciado Manuel A. Gómez y al síndico segundo Francisco de P. Pardo, para tramitar esta petición ante el ejecutivo de la nación.
Al parecer, la solicitud no tuvo el efecto esperado, pues el 27 de agosto del mismo año de 1904 el gobernador del estado publicó el decreto número 16 en el que establecía el incremento del 40% a los impuestos municipales que debían pagar “los ayuntamientos del cantón” de Córdoba para saldar “las obras de alcantarillado é introducción de agua potable” de la ciudad de Córdoba. El aumento comenzaría a cobrarse a partir del día 1 de septiembre. Además, la autoridad estatal dejó claro que “sobre” ese porcentaje “adicional, se [impondría] la contribución federal”.573
Retornando a las obras hidráulicas, el presidente municipal, Adalberto J. Porte-Petit, el ayuntamiento y el gobernador del estado fueron criticados por “Varias personas de la Localidad” y la prensa de la ciudad de México por considerar “el contrato oneroso para los intereses procomunales”.574 Aunque el munícipe reconocía el alto costo económico de las obras, destacaba los beneficios que se obtendrían al estar concluidas. Argumentaba que los plazos otorgados por la Compañía Mexicana permitirían realizar “el por tantos años soñado proyecto de introducción de agua”.575
Como los antecesores gobernantes municipales, Porte-Petit destacaba el mejoramiento de la higiene pública y la prosperidad comercial, agrícola e industrial que la ciudad de Córdoba experimentaría al tener agua potable. En su opinión, la ciudad del “mañana” sería “rica, sana, robusta y llena de vida” y no como se observaba, al carecer del preciado líquido. Es decir, “pobre, anémica y enfermiza, de la misma manera en que [se podía] comparar y observar la vida en el organismo humano”.576
Las prerrogativas de la empresa
De la misma manera que las anteriores empresas autorizadas para la introducción del agua a la ciudad, la Compañía Mexicana de Construcciones y Obras de Ingeniería dispondría “gratuitamente [de] los terrenos, edificios y construcciones” que fueran propiedad del ayuntamiento y que estuvieran destinados al servicio del abasto de agua. En caso de que algún inmueble fuera rentado por la corporación municipal, la empresa obtendría estos derechos y utilizaría estas propiedades para la instalación de los talleres, almacenes y campamentos, así como para realizar alguna construcción necesaria. Además, quedaba facultada para extraer de estos terrenos material como “la arcilla, arena, grava, cal ó piedra natural” requeridos para las obras.577
En caso de necesitar algún terreno particular, la compañía daría aviso al ayuntamiento para que en diez días esta institución hiciera los arreglos con el dueño, pero si la corporación municipal no tenía una respuesta favorable, la empresa solicitaría al gobierno del estado la expropiación del predio bajo el argumento jurídico de “utilidad pública”. En el remoto caso de haber un juicio, la compañía quedaba exenta del pago causado por el litigio.578
La empresa tendría, además, “el derecho de vía en todo el trayecto” comprendido desde el lugar donde se establecería la toma en el río Tliapa, “hasta los estanques de depósito” que serían construidos “á inmediaciones de la ciudad,” tal como se apuntó. Los contratistas quedaban autorizados para usar una “faja de terrenos de quince metros de ancho á cada lado de los acueductos y entubaciones” para facilitar el tránsito de vehículos y operarios, así como para depositar el material ocupado en las obras hidráulicas.579 Por otra parte, el ayuntamiento se obligaría a gestionar la exención del pago de impuestos por los “materiales extranjeros” que se ocuparían en las obras hidráulicas. Esta gestión la haría acorde con la ley del 10 de junio de 1894.
La parte técnica
De acuerdo con las bases del contrato, la Compañía Mexicana de Construcciones emprendió las obras hidráulicas y el alcantarillado en el mes de octubre de 1904; se comprometió a concluirlas “en un término que no [pasara] de treinta y tres meses” a partir de esta fecha.580 Es importante decir que la empresa construyó sus obras basada en el sistema de red, el cual se ha abordado en el capítulo anterior.
Las obras hidráulicas fueron divididas en cuatro secciones: “captación, aducción, sedimentación y filtración y distribución” del recurso hídrico. La primera parte comprendió la construcción de una presa y su respectiva compuerta para llevar el agua hacia el conducto principal. Dicha presa tenía media cortina de concreto, sus dimensiones eran de 1.75 metros de base, 75 centímetros de Corona y 2.25 metros de altura; se situó a “300 metros al Norte del paso de ‘Tecama’ y á doce mil quinientos metros al Noroeste de la Ciudad y á una distancia de 30 metros de la junta de los llamados ‘Canal Viejo’ y ‘Canal Nuevo’”. Este último punto era el lugar donde estaban las “desviaciones del […] ‘Río Seco’ ó ‘Tliapa”.581
En esta misma sección estuvo incluida la construcción del tanque de sedimentación, formado por muros de 75 x 50 centímetros de espesor y una “altura media de” 2.25 metros. La estructura tenía una figura “trapezoide de” 2 metros y 3.50 metros en los muros laterales; contaba “con una abertura de captación de” 2 metros “reducida” a 1.50 metros “en la parte posterior,” en la que fue empotrado el tubo de abastecimiento, cuyo orificio de entrada era de 50 centímetros de diámetro.582
La sección de aducción incluyó las obras de entubamiento hechas desde la toma hasta el depósito de almacenamiento, el cual estaba situado “á inmediaciones de la ciudad”. La red de tubería fue construida a “lo largo de la barranca del ‘Tliapa’, siguiendo, en parte, los cortes del antiguo canal”. De este último punto giraba hacia el Oeste “atravesando el Ferrocarril de Huatusco y siguiendo nuevamente la dirección Sur”. En esta misma sección fueron construidos cinco puentes “sobre machones de mampostería” para “montar la cañería”.583
A lo largo de su trayecto, la red de cañería atravesó cuarenta y un pozos denominados “de visita”, los cuales eran depósitos de agua clasificados en tres categorías (véase cuadro 20). Dicha red tenía tubos de diferentes dimensiones y material. Por ejemplo, de la toma hacia dos de los citados pozos, los tubos fueron de acero y de barro de 35 centímetros de diámetro. Este pequeño tramo de tubería se hizo con el fin de formar un sifón “con pendiente hidráulica de” 1.0 metro y con una distancia de 63.60 metros. Dicho sifón se ubicó en el lecho del río Seco y estaba protegido de la corriente por un “dique de piedra suelta”, fue construido con el objetivo de conducir el agua del citado acuífero “hacia el lado Oeste”.584 En dicho sifón, fue acoplado otro tramo de tubería de barro y acero de 45 centímetros abarcando 2 230.90 metros “con una pendiente de M. 0.002%”. Esta red llegaba también a varios “pozos de visita”.585
Cuadro 20. “Pozos de visita”.
	Categoría	Altura	Diámetro de la base	Medidas de los muros	Tapa	Otra característica
	“A”	3.50 m.	2.00 m	0.50 cm.	hierro	“combinado con tanque de sedimentación” y tubo de desagüe. 
	“B”	1.50 m.	1.50 m.	0.50 cm.	concreto	Tubo de escape
	“C”	3.00 m	2.50 m.	0.50 cm	concreto	 


Fuente. Elaboración propia con base en el ahmc, 1904, tomo 291.
En torno a la distribución del recurso hídrico, las obras consistieron en la construcción de un tanque de sedimentación, “dos filtros automáticos y un depósito para el agua filtrada”, así como en la red de tubería que partía del citado depósito hacia la ciudad.586 El tanque era alimentado a través de “una cañería de acero de 30 centímetros de diámetro” y tenía la capacidad de 14 472 m³. El agua reposada era enviada posteriormente a los filtros por medio de “un tubo flotante de 40 centímetros de diámetro”. Los filtros eran de arena y grava, medían 107 metros por 52 metros en la base, contaban “con una superficie interna de 1920” metros cuadrados; tenían la capacidad de depurar 5 400 m³ de agua al día. Posteriormente, el agua filtrada sería regulada por una válvula y llevada por medio de “un conducto de acero [de] 30 centímetros de diámetro” hacia un tanque denominado reservoir. Éste medía 16 metros de ancho, 5.50 metros de altura, sus muros eran de 75 centímetros en “la corona” y 1.50 metros en la base y tenía un diámetro mayor de 32 metros. Su capacidad de almacenamiento era de “2 500.00 m³”.587
A partir del reservoir, iniciaba la red de cañería “remachada de acero” de 30 centímetros de diámetro hacia la ciudad. Esta red medía “2 140” metros; fue trazada paralelamente a “la vía del Ferrocarril de Huatusco”, pasaba por el puente de éste, en donde giraba hacia la “calle de ‘Limón” (calle 4), para concluir en la calle de San Antonio (avenida 4). De este último lugar, partiría la red de tubería y sus derivaciones para el “abastecimiento a la población”.588 Es decir, las cañerías hacia las propiedades urbanas.
La red de cañería para las casas abarcaba “16 598.40” metros. Pasaba por diferentes calles en las que variaban las medidas de los tramos (véase cuadro 21). Esto fue debido quizá a la distancia que tenían las calles. Dicha red fue proyectada para conducir aproximadamente “125 litros por segundo”. Es decir, 10 800 m³/día. El material era de hierro fundido. Los tubos fueron de diferentes diámetros: 10 y 25 centímetros. La misma red de distribución contaba “con 21 hidrantes” y “127 válvulas” de conexión para los casos de incendio.
Cuadro 21. Calles por donde pasaba la red de distribución de agua.
	Calle	Nombre actual de la calle	Tramo de tubería en metros
	Los Amantes 	Avenida 9	196.80
	El Zapote 	Avenida 10	86.40
	Ferrer [Manuel]	Avenida 8	276.80
	San Miguel	Avenida 6	403
	San Antonio	Avenida 4	832
	Oriente	Avenida 2	1217.60
	Veracruz	Avenida 1	1692.80
	Callejón entre Morelos e Hidalgo	Entre calles 1 y 2	81.60
	5 de mayo y 2 de Abril	Avenida 3	1331.20
	Independencia	Avenida 5	1132.80
	Zaragoza	Avenida 7	948.80
	Félix Luna	Avenida 11	1225.60
	Mendoza [Paso]	Calle 12	70/.040
	Filtros	Calle 10	428.80
	Las Palmas	Calle 8	427
	Allende	Calle 6	331.20
	J. M. Limón 	Calle 4	467.20
	Hidalgo	Calle 2	480
	Morelos	Calle 1	486.40
	Guerrero	Calle 3	452.80
	Benito Juárez	Calle 5	608
	Joaquín Herrera	Calle7	670.40
	Ocampo	Calle 9	942.40
	Amatlán	Calle 11	819.20
	Lerdo	Calle 13	521.60
	Aldama	Calle 15	313.60
	Campana	Calle 17	153.60

Fuente: ahmc, 1904, tomo 291. El documento histórico no contiene el nombre actual de las calles.
Hacia el interior de las casas, la Compañía Mexicana instaló un tubo de ½ pulgada. El ingeniero de la ciudad, Víctor Lescale, opinó que con este calibre las propiedades urbanas obtendrían suficiente agua. Comprobó lo dicho al indicar que “una merced”, que era “la antigua medida” usada en “una casa común”, alcanzaba para las necesidades domésticas. Señaló que la citada merced tenía una “sección de 5/16 de pulgada cuadrada” que permitía el abasto de 2.28 litros “por minuto”. En este sentido, Lescale sostuvo que la tubería de ½ pulgada proporcionaría 3.28 litros, también por minuto. Es decir, 4 723 m³/día. Como se observa, las casas con este servicio gozarían de grandes volúmenes del recurso hídrico, y “quizá en exceso” como dijo el mismo ingeniero, ya que en estas cantidades no se consideró “la presión con que [llegaría] el agua potable a la población”.589 De esta manera, el agua sería además conducida “hasta los pisos […] de los edificios más altos de la Ciudad”.590 Quedaría en el pasado, el problema de abastecer los inmuebles ubicados en las partes altas de la citada ciudad.
Las obras del alcantarillado
A principios de diciembre de 1904, la Compañía Mexicana inició la construcción del alcantarillado. Colocaría “quinientos albañales” con sus respectivas conexiones tipo “Y” para el servicio doméstico, los cuales partirían desde “las atarjeas hasta el borde exterior de las banquetas.”591 Los albañales eran “los conductos o caños cerrados” con poca pendiente que se construían “debajo de los pisos de las casas”, en los patios y solares anexos a los edificios. La atarjea era definida como “los conductos cubiertos” construidos en el subsuelo de las vías públicas, cuya función era recibir los desechos de éstas y de los edificios.592
El drenaje era de “sistema separado”. Es decir, diseñado para expulsar los residuos humanos y líquidos, así como los desechos de las casas y fábricas, “sin incluir el agua de la lluvia.” 593 La capacidad de desagüe fue planeada tomando en cuenta que la población tenía un gasto de “1 000 litros per diem, per capita’”. La cañería era de 15 y 45 centímetros de diámetro y conducía el agua sucia a una velocidad que variaba entre dos y tres pies por segundo. El objetivo era evitar el desarrollo de gases producidos por el estancamiento de residuos.594 Para llevar a cabo esta obra, la Compañía Mexicana realizó un plano topográfico de la ciudad en el que se indicaron las pendientes y la altura “de las esquinas de las casas”.
A lo largo de la red de alcantarillado fueron construidos “140 pozos de visita”, los cuales estaban situados en “las uniones de dos ó mas alcantarillas” y contaban con tapas de hierro fundido. Bajo el modelo del “sistema Miller”, la compañía construyó 32 “tanques automáticos […] de descarga rápida” para usarlos en el lavado del alcantarillado. Algunos de estos estanques estuvieron ubicados en las calles de “San Antonio y Aldama, Principal y Benito Juárez, San Antonio y Benito Juárez y Morelos y Oriente”. Estos receptáculos consistían en “dos piezas fundidas, un tubo ‘U’ ó medio cespol, fundido de una pieza y una campana colocada sobre el brazo largo del sifón”. Eran abastecidos de agua por medio de una tubería de ½ pulgada. Tenían la capacidad de almacenar “2 250 litros” de agua que eran descargados “en sifones de seis pulgadas”, para la limpieza del alcantarillado en general.595
La red de drenaje tenía, además, tres conductos principales para descargar las aguas residuales de la población. Un primer conducto llevaba el agua sucia hacia el río San Antonio “en dirección de la calle Guerrero”. Las otras dos alcantarillas vertían sus aguas en el arroyo denominado “La Cidra” situado al sur de la ciudad, así como en la hacienda de “San Miguelito”.596
La resistencia del ayuntamiento para recibir definitivamente las obras hidráulicas y el alcantarillado
El 8 de agosto de 1906, el vicepresidente y tesorero de la compañía comunicó al gobernador del estado que las obras de introducción de agua y del alcantarillado en la ciudad estaban terminadas desde el mes de julio. Decía que podían entregarlas formalmente el día 15 de agosto. Sin embargo, antes de indicar la fecha de recibimiento, la autoridad estatal solicitó al ayuntamiento le comunicara si podían recibirse dichas obras.597 La corporación municipal dio una respuesta negativa, bajo el argumento de haber varios desperfectos técnicos, los cuales fueron señalados por el ingeniero José B. Barroeta. El 1o de diciembre de 1906, Barroeta, quien fue comisionado por el gobierno del estado para supervisar todos los trabajos, informó que el “sifón invertido” que cruzaba el río San Antonio tenía una fuga de agua atribuida al mal acoplamiento de las tuberías. De forma adicional, señalaba que se había trabajado en la construcción de una presa nueva de captación “sobre el río Tliapa”, porque la anterior fue afectada por la creciente del río durante la época de lluvias.598
Barroeta destacó también los problemas en los filtros. Decía que el filtro número uno dejó de funcionar después de quince días de haberlo puesto en marcha. La falla fue supuestamente debida a “una capa de lama extendida sobre la arena” o al “largo tiempo” que el filtro estuvo sin funcionar. El ingeniero indicaba que el agua pasaba directamente de la toma al tanque denominado reservoir, lo cual provocó daños en la cañería de media pulgada que conducía el agua “de los principales tubos aductores al interior de las casas”.599 Este desperfecto fue causado por los peces, que además de circular por las tuberías, contaminaban el agua de consumo doméstico.
En torno al alcantarillado, el ingeniero Barroeta informaba que la cañería de la calle tercera de San Miguel, se había hundido a causa de la falta de solidez del subsuelo en donde descansaba. Este desperfecto trajo como consecuencia el azolve del colector. A este problema se sumaba la reparación de las calles abiertas para construir la red del drenaje.600 Después de haber realizado estas reparaciones, el 30 de marzo de 1907, el presidente de la Compañía Mexicana de Construcciones, Paul S. Lietz, comunicó al gobernador del estado que las obras de abastecimiento y distribución de agua, así como las del alcantarillado, estaban concluidas. Pedía que las citadas obras fueran inspeccionadas y recibidas formalmente el 10 de abril de este mismo año, ya que la empresa, de lo contrario, seguiría “pagando sueldos de empleados” dedicados a la vigilancia de las citadas obras. Lietz argumentaba que “desde [hacia] ocho meses, el servicio a la población había comenzado a operar”.601
Como en la ocasión anterior, el ejecutivo estatal solicitó al ayuntamiento un informe del estado de las obras para dictaminar si podían ser recibidas definitivamente. El 23 de mayo de 1907, el alcalde municipal, Francisco de P. Pardo, pidió al ingeniero de la ciudad, Víctor Lescale, un informe del estado de las obras. Lescale, junto con su homólogo José Barroeta, inspeccionaron los trabajos para decidir si debían o no recibirse las citadas obras.
En principio, el ingeniero Lescale indicaba que “muchas de las obras [estaban] bajo tierra” y que no podían ser vistas. En su opinión debían esperarse a su operación. Sin embargo, para realizar una mejor inspección, los ingenieros realizaron sus observaciones en cada una de las secciones que componían el sistema de abasto. Es decir, captación, aducción, sedimentación filtración y distribución del agua. En la primera sección, señalaron que la tubería que pasaba “bajo el río Tliapa” continuaba destruida y que aún no se habían terminado los trabajos para cambiar la toma de su lugar de origen. Es decir, en la margen izquierda de este acuífero. Comunicaron, además, que la red de cañería que conducía el agua de la toma hacia el tanque de sedimentación debía contar con “respiraderos” de hierro colado con rejillas y no de hojalata como habían sido construidos. En la sección de sedimentación, los ingenieros observaron que el medidor “venturi”, estaba descompuesto. Decían que este contador era para medir el agua que iba del río Tliapa hacia los tanques de sedimentación. Lescale sugería que este medidor fuera colocado en la tubería que salía de los filtros, pues en su opinión, ayudaría a conocer el volumen de agua destinada para la ciudad.
Paralelamente, los ingenieros reportaron el mal estado del estanque y los filtros. El primero tenía cuarteaduras. Los filtros no funcionaban. Uno de estos artefactos presentaba el problema de haber sido construido a flor de tierra, lo que trajo como consecuencia que los animales como “ranas, zapos” y ratones de campo cayeran en él y murieran de vez en cuando. Lescale sugería que este estanque fuera cubierto para evitar este tipo de problemas.602 En torno al saneamiento, el ingeniero Carvajal indicaba que era difícil saber los desperfectos ya que estas obras eran subterráneas. Señalaba solamente que faltaba por construir un tramo de drenaje en las estaciones, así como seis pozos para las aguas pluviales contemplados en el proyecto de la compañía.603 De acuerdo con el informe de los ingenieros Lescale y Barroeta, el alcalde municipal informaba al gobierno del estado que, en términos generales, las obras funcionaban bien, pero que las secciones de sedimentación y filtración tenían problemas. En este sentido decía que la compañía había planeado la limpieza de los filtros una o dos veces por año, pero debido a su mal funcionamiento, esta limpieza debía realizarse cada dos meses, lo cual saldría muy caro al ayuntamiento por el material que se utilizaba.604
El mismo alcalde municipal señaló al ejecutivo estatal que el plazo de conclusión de las obras establecido por la compañía había terminado. Sugería que las obras fueran recibidas “provisionalmente” bajo el compromiso de la empresa de garantizar la reparación de los desperfectos reseñados, así como realizar el resto de las obras prescritas en el contrato. El munícipe hacía ver de forma adicional que la citada compañía quedaba libre del contrato después de un año en que entregara “definitivamente” las obras hidráulicas y el alcantarillado.605 Depositaba su confianza en la empresa para cumplir su compromiso, pues como decía el presidente en 1906, Córdoba era “la ciudad mejor abastecida de agua en el mundo” ya que recibía “160 litros de agua por segundo y no los 125 que determinaba el contrato”.606
Después de este acuerdo, la compañía inició los trabajos de reparación. A finales de 1907, solicitó entregar las obras definitivamente. No obstante, el ayuntamiento volvió a oponerse para recibirlas bajo los mismos argumentos de continuar los problemas técnicos. En noviembre de este año, la corporación municipal pedía que las reparaciones fueran realizadas conforme al compromiso establecido por la empresa. Señalaba que el ejecutivo estatal había cumplido con el pago del capital invertido en las obras que se iban concluyendo y con los réditos generados por dicho capital. La situación se complicó. Para dirimir este problema, el ayuntamiento sugirió que el Jefe de Ingenieros de la compañía, Porfirio Díaz hijo, inspeccionara las obras y emitiera su juicio al respecto.607
La Compañía Mexicana aceptó continuar realizando las reparaciones, pero pidió en esta ocasión que los desperfectos técnicos solicitados por el ayuntamiento fueran registrados en un acta. La empresa centró ahora su atención en la reparación y mantenimiento de los filtros, ya que la población se había quejado repetidas veces por la constante escasez y la mala calidad del agua que recibían en sus casas. Este último problema era destacado principalmente en la época de lluvias, ya que el agua llegaba con lodo.
Después de transcurrir cinco años, en el mes de junio de 1912, la empresa pidió al ejecutivo del estado que recibiera las obras de manera definitiva ya que el ayuntamiento continuaba oponiéndose a aceptarlas. Para dirimir este problema, el 17 de junio, el gobernador comisionó al ingeniero Francisco Rincón para inspeccionar las obras. Rincón emitió su informe el 29 de julio, en el que decía que los cambios efectuados y acordados por la compañía y el ayuntamiento en 1907 habían sido realizados, lo que favorecía el abasto del recurso hídrico. Entre las modificaciones, el ingeniero Rincón destacó la construcción de la nueva presa, pues como se apuntó, la primera fue destruida por la inundación. La nueva obra fue de concreto armado y ubicada “cien metros abajo” de la barranca de Tliapa. Fueron también construidos muros en los acantilados del mismo río con el fin de proteger el tubo de aducción.608
Asimismo, Rincón señaló la nueva dirección del trayecto de la red de tubería, que partía de la presa hacía el tanque de sedimentación. La nueva red evitaba pasar por el puente del Ferrocarril de Huatusco y se trazó con el fin de que no se dañara por la vibración de las locomotoras, tal como sucedía anteriormente.609 Otras de las modificaciones destacadas consistieron en la supresión de las válvulas situadas entre las calles Amatlán y Zaragoza, Dos de Abril y Morelos, estas válvulas fueron colocadas en las calles “Amatlán e Independencia” y “Benito Juárez y Zaragoza”.610
En la inspección, el ingeniero observó las fisuras del tanque de sedimentación, que eran motivo de quejas por la pérdida de agua. Decía que el problema de la fuga era intencional, porque el recurso hídrico era utilizado por los propietarios de la hacienda San Francisco, y que se debía también al desajuste de las válvulas. Rincón comprobó el flujo de agua que llegaba a dicho estanque durante los días comprendidos del 27 de marzo al 2 de abril de 1910 utilizando “el contador ‘Venturi-Meter’” (véase cuadro 22).
Cuadro 22. Volúmenes de agua ingresados al tanque de sedimentación.
	Día	Litros
	Martes	10.520.000
	Miércoles 	10.460.000
	Jueves	10.400.000
	Viernes	10.050.000
	Sábado 	8.820.000
	Total	50.250.000


Fuente: ahmc, 1904, tomo 291.
De acuerdo con el ingeniero, al tanque de sedimentación ingresaban en promedio “10 050 000 litros” cada día. Como sus antecesores, Rincón dividió este volumen entre los 10 000 habitantes que tenía la población, lo que le llevó a deducir que el gasto “per diem, per capita” era de “1005 litros”. En su opinión, este consumo era excesivo si se tomaba en cuenta que en las ciudades de 10 000 a 15 000 habitantes, el abasto per cápita día era de “396 litros”.611 Esta última cantidad estaba distribuida de la siguiente manera:
Cuadro 23. Distribución de agua.
	Usos	Litros
	Domésticos	90
	Establos	13.5
	Fábricas	67.5
	Fuentes	45
	Hidrantes	45
	Regado de calles y jardines	45
	Lavado de alcantarillado	67.5
	Pérdidas por unidades defectuosas	22.5
	Total	396

fuente: ahmc, 1904, tomo 291.
El ingeniero informó, además, que hasta el año de 1910 el tanque de sedimentación funcionó bien, pero que necesitaba una reparación. Debido a la falta de mantenimiento, a dicho tanque llegaban sólo 126.4 litros por segundo (10 920 960 litros/día). Este último volumen varió en comparación con el reporte de ingreso promedio diario antes señalado. Es decir, 10 050 000 litros/día.
En torno a los filtros, que como se indicó su mal funcionamiento fue un gran problema, Rincón basó su estudio en “unos cuantos diagramas tomados directamente del medidor de agua”, en los informes semanarios realizados por el encargado de los filtros y en el reporte de 1906, en donde quedó especificado los volúmenes de agua ingresados del río Tliapa a la ciudad semanalmente durante el segundo semestre 1906.612 Apoyado principalmente en este último reporte, Rincón dedujo que en promedio llegaban diariamente a la ciudad “8 535 873 litros” lo que equivalía a un gasto de 853 litros/día per cápita.613
Paralelamente, Rincón analizó técnica y físicamente estos artefactos. Observó que a los filtros 1 y 2 entraban respectivamente al día 54.6 litros por segundo (4 717 m3/día) y 167.56 litros también por segundo (14 481 m3/día). El ingeniero señaló que salían para el consumo de la población 114.25 litros por segundo (9 876 m3/día). Manifestó que el filtro uno necesitaba mantenimiento para que tuviera mayor capacidad, pues de acuerdo a su estudio, este filtro estuvo en buenas condiciones durante los años de 1906 a 1910, época en la que era “suficiente para abastecer la población”.614
Con base en este estudio, Rincón descartó los reclamos hechos por los usuarios, ya que, en su opinión, el volumen enviado diariamente a la ciudad excedía “el doble de las necesidades”. Decía que si el recurso hídrico no llegaba a varias propiedades, era por el desperdicio que hacían los habitantes y por la mala operación hecha por los encargados de regular el abastecimiento. Rincón señaló la existencia de lavaderos en donde las cañerías no tenían una llave que cerrara el paso del agua; observó, además, cómo en varias casas habían más de dos fuentes en las que corría el agua “día y noche.”615
Asimismo, el ingeniero Rincón decía que la población recibía agua contaminada porque los encargados de la operación del filtro tenían la costumbre de enviarla filtrada sólo durante el día, mientras que en la noche lo hacían directamente de la presa. Esto último provocaba que la cañería permaneciera dañada y sucia trayendo como resultado que el recurso hídrico fuera siempre de mala calidad. Rincón atribuyó también la contaminación del agua al desconocimiento de los operarios para manejar los filtros de la ciudad. Decía que los encargados no permitían al estanque de sedimentación hacer la decantación ni a los filtros realizar la purificación del agua. En este sentido, el ingeniero consideró también que la escasez del recurso hídrico no se debía a la “deficiencia de las Obras, sino á la falta absoluta de aseo, cuidado sistemático de alimentación del tanque de sedimentación y de los filtros y de una reglamentación especial para la distribución de las aguas”.616
Respecto al alcantarillado, el ingeniero Francisco Rincón señaló que la red abarcó “toda la zona habitada de la población” pudiéndose ampliar hacia los suburbios (véase cuadro 24). Decía que tenía en total 18 350.40 metros y fue construida con “tubería de barro vitrificado con sal”. Este material fue traído de las casas comerciales “Texas Sewer Pipe” y de la Compañía Mexicana de Tubos de Albañal, ésta última con residencia en la ciudad de México.617
Cuadro 24. Calles con alcantarillado.
	Calle 	Nombre actual de las calles	Metros construidos
	El Zapote	Avenida 10	80
	Ferrer [Manuel]	Avenida 8	275.20
	San Miguel	Avenida 6	641.60
	Callejón entre Morelos e Hidalgo	Entre calles 1 y 2	83.20
	San Antonio	Avenida 4	929.60
	Oriente	Avenida 2	1211.20
	Veracruz hasta el desagüe del arroyo de “La Cidra”	Avenida 1	2560
	Cinco de Mayo y Dos de Abril	Avenida 3	1313.60
	Independencia	Avenida 5	1137.60
	Zaragoza	Avenida 7	835.20
	Los Amantes	Avenida 9	193.60
	Félix Luna	Avenida 11	1171.20
	De la estación del Ferrocarril Mexicano al desagüe del arroyo “La Cidra”	 
	937.60
	Filtros 	Calle 10	496
	Las Palmas	Calle 8	401.60
	Allende	Calle 6	179.20
	Limón	Calle 4	326.40
	Hidalgo	Calle 2	414.40
	Morelos	 
	387.20
	Guerrero hasta el desagüe en el río San Antonio	Calle 3	502.40
	Benito Juárez	Calle 5	700.80
	Herrera [Joaquín]	Calle 7	752
	Ocampo	Calle 9	931.20
	Amatlán	Calle 11	824
	Lerdo	Calle 13	472
	Aldama	Calle 15	299.20
	Campana	Calle 17	294.40

Fuente: ahmc, 1904, tomo 291. El documento histórico no menciona el nombre actual de las calles.
En opinión de Rincón, el alcantarillado era bueno y tenía un gran beneficio sobre la salud pública, al observarse “de un modo palpable […] la desaparición de varias enfermedades que en años anteriores” a su construcción, “habían azotado á la población, pudiendo señalar con especialidad, el caso de la total desaparición de la fiebre amarilla”.618 En esta misma tónica, el ingeniero decía que los resultados en la salud pública serían más “acentuados” si no se hubieran cerrado “todos los tanques automáticos”, lo que trajo como consecuencia la falta de lavado y limpieza de las cañerías y albañales durante varios años. El ingeniero decía que los tanques automáticos fueron cerrados por creerse que requerían “una inmensa cantidad de agua” para funcionar eficazmente. Consideró errónea esta decisión, pues se debía tener en cuenta que eran “suficientes 67.5 litros por cada habitante, con cuya cantidad”, dichos tanques servirían para hacer dos lavados de las cañerías diariamente.619
Por otra parte, Rincón señalaba que los propietarios de las casas habían perjudicado el sistema de alcantarillado al realizar sus conexiones “en cualquier sitio, casi siempre frente a la puerta de la casa”. Esta instalación era mal hecha y contravenía a lo indicado en el proyecto general ya que en la cañería abrían “un agujero [con] cincel” resanándolo “con cemento y a veces con mezcla de cal”. Es pertinente recordar que las citadas conexiones fueron realizadas en forma de “Y” y con una “deflexión de 45º, con un primer tubo vitrificado de forma curva y cuya pendiente mínima no fuera menor de un cuarto de pulgada por cada pié”. Además, antes de hacer esta obra, los propietarios debían presentar a la compañía “planos y perfiles detallados”, lo cual fue una regla desatendida.620
Rincón concluía que el sistema de alcantarillado “fue bien diseñado”, como prueba, decía que no había obstrucciones en las cañerías, no obstante, la falta de limpieza y lavado antes señalados. Reforzaba esta idea al indicar que los albañales tenían la inclinación “apropiada”, lo que permitía conservar “su máxima capacidad de acarreo” de desperdicios en “muy corto tiempo”, evitando así su estancamiento. Asimismo, indicaba que la superficie interior de la tubería era lisa, lo que disminuía “el coeficiente de fricción”.621
Con base en el estudio completo, el ingeniero Rincón consideró que las obras fueron realizadas acorde con los planos presentados por la Compañía Mexicana en 1904, asimismo, observó que las modificaciones sugeridas por el ayuntamiento se efectuaron. Rincón decía que desde julio de 1906 hasta 1912, las obras funcionaban bien, y que los desperfectos podrían deberse a “la acción del tiempo ó á la falta de mantenimiento: y propia conservación de la Obra”.622 En este sentido, el 29 de julio de 1912, informó al gobierno del estado que las citadas obras debían recibirse definitivamente.
A pesar de este dictamen, el ayuntamiento de Córdoba se opuso a recibir las obras de manera definitiva. El 5 de octubre de 1912, el representante de la Compañía Mexicana, Manuel H. Jiménez, se quejó ante el gobernador del estado por la indiferencia de la corporación municipal para aceptar las obras a pesar de que la misma autoridad estatal y cantonal le habían solicitado su respuesta sobre el asunto. Adicionalmente, decía que esta indolencia perjudicaba los intereses económicos de la empresa con las gestiones para entregar las obras realizadas desde 1906.623
Jiménez resaltó el dictamen del ingeniero Rincón, quien a través de “una inspección minuciosa”, dijo que las obras debían recibirse porque fueron efectuadas de acuerdo al contrato y a los proyectos. Señalaba que, a pesar de haber conocido el informe de Rincón, la corporación municipal no emitió ninguna observación. Ante esta situación, Jiménez pidió al ejecutivo estatal que excluyera la opinión del ayuntamiento. Apuntó, además, que desde hacía seis años, la corporación municipal recibió tácitamente las obras, administrándolas y haciendo uso de ellas.
Con base en los artículos 7 y 24 del contrato firmado en 1904, el representante de la Compañía sostenía que el gobierno del estado podía recibir las obras, por ser la única autoridad para nombrar inspectores y árbitros, estos últimos en caso de discordancia entre las partes en conflicto. En este marco jurídico, Jiménez consideró válido el nombramiento del ingeniero Francisco Rincón. Decía al mismo tiempo, que el artículo 14 prescribía que el inspector tenía la facultad para recibir las citadas obras y en ningún momento se estipulaba que fuera el ayuntamiento.624
Después de estos vaivenes, el jefe político del cantón, M. Limón Uriarte, dio al ayuntamiento el plazo de “ocho días, improrrogables”, para que emitiera su opinión al respecto. Al parecer, la institución hizo caso omiso y el problema continuó. El 1 de agosto de 1913, el gobernador del estado en turno recibió “definitivamente […] las obras de saneamiento, alcantarillado é introducción de agua potable”. Paralelamente ordenó al Banco Mercantil de Veracruz devolver a la Compañía Mexicana 15 000 pesos “que quedaban en depósito como garantía de la buena construcción de dichas obras”.625
El derecho al abasto de agua y al alcantarillado
De acuerdo al artículo 39 del Código Sanitario del Estado,626 la Compañía Mexicana debía proporcionar el servicio de abasto de agua y alcantarillado a los propietarios de casas “cuya renta anual” fuera o pasara de “cien pesos”. Para hacer efectiva esta disposición, el ayuntamiento se basó en el padrón de la ciudad, lo que le llevó a señalar que eran “quinientas nueve” inmuebles cuyos dueños estuvieron obligados a contratar estos servicios.627 En el caso del alcantarillado, la empresa construiría quinientas conexiones.
Aunque se estableció esta reglamentación, existió un problema. La compañía planeó las obras en un radio específico de la ciudad en el que había propiedades urbanas que no cumplieron lo prescrito por la ley. En contraste, existían casas que cubrían el requisito de la citada renta, pero estaban fuera del perímetro de la construcción de las obras (véase cuadro 25).
cuadro 25. Propiedades que no llegan a 100 pesos de renta anual, pero que se encuentran dentro del perímetro del alcantarillado.
	Calle	Número de casas	Nombre actual de la calle
	Principal	29	Avenida 1
	Independencia	11	Avenida 5
	Dos de abril	11	Avenida 3
	Palmas	8	Calle 8
	Los Filtros	7	Calle 10
	Hidalgo	6	Calle 2
	San Antonio	6	Avenida 4
	Oriente	5	Avenida 2
	Estación	5	Avenida 11
	San Miguel	5	Avenida 6
	Zaragoza	4	Avenida 7
	Amatlán	4	Calle 11
	Morelos	4	Calle 1 
	Benito Juárez	3	Calle 5
	Ocampo	3	Calle 9
	Corona	2	Calle 13
	Félix Luna	2	Avenida 11
	Herrera	2	Calle 7
	Limón	2	Calle 4
	El Zapote	1	Avenida 10
	Guerrero	1	Calle 3
	Sebastián Lerdo	1	Calle 13
	Ferrer	1	Avenida 8
	San José	1	Calle 10
	Total	124	 


Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, 1904, tomo 291.
En 1906, el ingeniero de la ciudad, Víctor Lescale, quien como se apuntó, fue comisionado por el ayuntamiento para inspeccionar las obras de drenaje y de agua, decía que la empresa cumplió su compromiso e incluso construyó un poco más de las quinientas conexiones presupuestadas. Sin embargo, hubo doce casas que les correspondía este servicio, pero quedaron excluidas por estar fuera de la zona donde se harían estas mejoras.
El ayuntamiento pidió a la compañía que construyera las conexiones faltantes. La empresa se resistió porque había construido más de las establecidas en el contrato. Los ingenieros Lescale y A. F. Montmorency, este último encargado de la Compañía Mexicana, inspeccionaron las obras y observaron que estaban instaladas sólo cuatrocientos noventa y dos “conexiones de drenaje y agua”. Ambos ingenieros notaron que de éstas, había cuarenta y un casas con estas instalaciones sin que le correspondiera porque de acuerdo a la ley no tenían la renta anual de 100 pesos o más. Asimismo, comunicaron a la corporación municipal que faltaban ciento treinta conexiones en casas “cuya renta [era] mayor de $100.00 anuales”.628
Para remediar el problema, la compañía propuso en principio, al gobernador del estado, que las cuarenta y un conexiones de drenaje y agua fueran retiradas porque los propietarios de las casas no estaban obligados a tener este servicio. No obstante, posteriormente sugirió que los dueños de dichas casas conservaran estas mejoras con la condición de realizar el pago de “su valor”.629
La compañía llegó a un convenio con el ayuntamiento. Cedió treinta y cinco conexiones que estaban instaladas en las casas que no cubrían la renta anual de 100 pesos y que estaban ubicadas en el perímetro de las obras de alcantarillado y de abastecimiento de agua. A cambio de esta cesión, la corporación municipal se comprometió a contratar con la misma empresa “91 conexiones de drenaje” a razón de 25 pesos cada una. Estas últimas conexiones no formaban parte del primer contrato. En mayo de 1906, la empresa presupuestó las obras extras en 8 879 pesos. Para ello, prolongaría 300 metros la red de agua en la calle principal utilizando tubería de hierro, y extendería 270 metros de cañería de barro de 20 centímetros de diámetro para “aumentar el área del alcantarillado en las calles de Morelos, Hidalgo e Independencia”.630
Ahora bien, similar a otros centros urbanos del interior y exterior del país, las obras hidráulicas y el alcantarillado fueron construidos en la parte céntrica de la ciudad de Córdoba. En este sentido, el acceso al agua potable fue un lujo para las familias pudientes integradas por comerciantes, propietarios y hacendados. En 1906, cuando la Compañía Mexicana terminó los trabajos, Mariano R. Valdés, Miguel Duhalt, José Pereda, Ramón Posadas, Bryan E. Tomblin, entre otros, fueron los primeros comerciantes beneficiados con el agua traída del río Tliapa. Varios comerciantes introdujeron el servicio a dos o más propiedades en los que tenían su residencia y negocios mercantiles e industriales. Estos inmuebles fueron ubicados en las calles Ocampo, J. M. Limón, Lerdo, Hidalgo, Las Palmas, Dos de Abril, Principal, San Antonio, etcétera (véase cuadros 26 y 27).
cuadro 26. Comerciantes con acceso al agua potable y alcantarillado,1906.
	Nombre	Calle	Nombre actual de la calle	Giro Mercantil
	Posada y Cía. R.	J. M. Limón (dos casas)	Calle 4	Fábrica de aguas gaseosas
	Hidalgo 	Calle 2
	Principal 	Avenida 1
	Miguel Duhalt	J. M. Limón 	Calle 4	Expendio de maderas y muebles 
	Lerdo 	Calle 13
	Oriente 	Avenida 2
	Carmen L. de Duhalt	J. M. Limón 	Calle 4
	J. Herrera 	Calle 7
	José Pereda	Morelos (dos casas)	Calle 1	Almacenes y Acopio de frutos
	San Antonio 	Avenida 4
	San Miguel 	Avenida 6
	Mariano R. Valdez	J.M. Limón 	Calle 4	Fábrica de ladrillos y tienda de abarrotes
	Allende (dos casas)	Calle 6	 

	Lerdo (dos casas)	Calle 13
	Bryan E. Tomblin	Zaragoza	Avenida 7	Máquina para descascarar maíz y café
	Amatlán	Calle 11
	Vicenta Baturoni	Ocampo	Calle 9	Agencia de loterías
	Vicenta Baturoni y Royol	Dos de abril	Avenida 3	 

	Isidoro Fiont	Las Palmas	Calle 8	Almacenes y Acopio de frutos
	Los Filtros	Calle 10
	Guadalupe M. de Fiont	Las Palmas	Calle 8
	José Beverido	Dos de abril	Avenida 3	Casa de huéspedes
	Ocampo	Calle 9
	Pedro Candaudap	Dos de abril	Avenida 3	Almacenes y Acopio de frutos
	Ocampo	Calle 9
	Carretero Hermanos	Dos de abril	Avenida 3	Almacenes y Acopio de frutos
	Ocampo	Calle 9
	Ernesto Chávez	Hidalgo (dos casas)	Calle 2	Botica
	Leonardo Penagos	Principal	Avenida 1	Máquina para descascarar arroz y café
	Lerdo	Calle 13
	José Aspre Vigil	Pichucalco	¿?	Almacenes y Acopio de frutos
	Antonio Balaguero 	San Antonio	Avenida 4	Tendejón, velería y jabonería
	Adalberto Casas	Lerdo	Calle 13	Agencia de transportes
	Menéndez y Cía.	Ocampo	Calle 9	Almacenes y Acopio de frutos
	Enrique Muñoz Morales	Ocampo	Calle 9	Velería y jabonería
	Rafael Murillo	Oriente	Avenida 2	Bizcochería
	Soledad Rueda	Independencia	Avenida 5	Fonda
	Testamentaría de Manuel Abascal	Las Palmas	Calle 8	 

	Severo Vázquez	Lerdo	Calle 13	Botica

Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, sesiones 31 de octubre de 1905 y 8 de mayo de 1906. Los propietarios contaron con ½ pulgada de agua. Las excepciones fueron la casa de Menéndez y Cía. que tenía 1 pulgada de agua. Las propiedades de José Pereda y de José Beverido, ubicadas respectivamente en las calles Morelos y Ocampo, tuvieron ¾ de pulgadas de agua.
Cuadro 27. Familia de propietarios con acceso al agua del río Tliapa, 1906.
	Nombre	Calle	Nombre actual de la calle
	Juan Labarraque	Allende	Calle 6
	Oriente	Avenida 2
	Principal (dos casas)	Avenida 1
	San Antonio	Avenida 4
	Independencia	Avenida 5
	Amatlán	Calle 11
	Felicitas T. de Fagoaga	San Antonio	Avenida 4
	Principal	Avenida 1
	Dos de Abril	Avenida 3
	Independencia	Avenida 5
	Ángela C. de Aguilar	San Antonio (dos casas)	Avenida 4
	Amatlán	Calle 11
	Guadalupe Aguilar de Sosa	Principal	Avenida 1
	Miguel Aguilar 	San Antonio (dos casas) 	Avenida 4
	Ruperta Aguilar y Eduviges Castillo 	Guerrero	Calle 3
	Herederos de A. L. Calatayud	Dos de Abril (cuatros casas) 	Avenida 3
	Joaquín Calatayud	Hidalgo	Calle 2
	María Díaz	San Antonio	Avenida 4
	Viuda de Pedro Díaz	Dos de Abril	Avenida 3
	J. Corona	Calle 13
	José Fernández Díaz	San Antonio	Avenida 4
	Principal	Avenida 1
	Amatlán	Calle 11
	Sofía G. Viuda de Rebolledo	M. Ferrer	Avenida 8
	Oriente	Avenida 2
	Principal	Avenida 1
	Teodoro Andrade	Las Palmas	Calle 8
	Vicente Andrade	San Antonio	Avenida 4
	Josefa T. de Arévalo	J. Herrera	Calle 7
	L.G. Arévalo y Bernardo P. Portas	Dos de Abril	Avenida 3
	Blanca y Celia Benito	Principal (dos casas)	Avenida 1
	Raymundo Carretero	Dos de Abril (dos casas) 	Avenida 3
	Santiago Carretero	Ocampo	Calle 9
	Gertrudis y Adelaida Colina	Principal	Avenida 1
	Ocampo	Calle 9
	Eleuteria G. de Vela	San Antonio	Avenida 4
	J. Corona	Calle 13
	Manuel A. Gómez	Oriente	Avenida 2
	San José	Calle 10
	Gerónimo Jiménez Testamentaría	Oriente (dos casas)	Avenida 2
	Vicente Jiménez Huerta	Oriente	Avenida 2
	Morelos	Calle 1
	Francisco Flores	Principal (dos casas)	Avenida 1
	Manuela Carvajal de Roiz	Ocampo	Calle 9
	Oriente	Avenida 2
	Elvira L. de Roiz	Juárez	Calle 5
	J. Corona	Calle 13
	Guadalupe S. de Roiz	Dos de Abril	Avenida 3
	Hesiquio Marañón	Principal	Avenida 1
	Soledad Marañón	Principal	 

	Bernardo H. Méndez	San Antonio (dos casas)	Avenida 4
	Señoritas Nieto	J. M. Limón	Calle 4
	Principal	Avenida 1
	Juan Ortiz	Dos de Abril	Avenida 3
	Los Filtros	Calle 10
	Manuel Osio y Osorio	Ocampo (dos casas)	Calle 9
	Rosario G. Quesada	San Miguel	Avenida 6
	Juárez	Calle 5
	Claudia y Celsa Rodríguez	Principal	Avenida 1
	Ocampo	Calle 9
	Vicente Salas	San Antonio	Avenida 4
	Zaragoza	Avenida 7
	Pedro Tresgallo	Zaragoza	Avenida 7
	Amatlán	Calle 7
	Rafael Junquera	Principal	Avenida 1
	Felipe Egurrola	Oriente	Avenida 2
	Ramón Garay	Principal	Avenida 1

Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, sesiones 31 de octubre de 1905 y 8 de mayo de 1906.
Entre los grandes propietarios urbanos destacaron apellidos como Labarraque, Fagoaga, Calatayud, Andrade, Arévalo, Portas, Nieto, Colina, Roiz, Tresgallos, Carretero y Egurrola. Aunque contamos con pocos datos para analizar el desempeño económico de las familias de comerciantes, hacendados y propietarios, se citarán algunos casos que permitieron observar el comportamiento de este grupo en la acumulación de su poder económico. Por ejemplo, Antonio G. Menéndez fue propietario de un expendio de café en la ciudad de México. Tenía un potrero situado en el rancho San Cayetano, un almacén de acopio y de frutos y uno de los principales beneficios de café en la ciudad de Córdoba. Menéndez estuvo asociado con el comerciante Bryan E. Tomblin para producir y vender el grano aromático tanto en el interior como en el exterior del país.631
Además de estos nexos, en 1892, Bryan Tomblin fue integrante de la sociedad Rebolledo Tomblin, cuyo giro era la producción de azúcar en la hacienda Nuestra Señora de Guadalupe. En este mismo año, Tomblin era propietario de un beneficio de café y de una maquinaria para descascarar este producto y arroz.632 Vendía tabaco en su casa comercial. Es muy probable que la propietaria Sofía G. viuda de Rebolledo, formara parte de la familia vinculada con Tomblin. Pedro Candaudap fue otro de los comerciantes que incursionó en el cultivo y venta de este grano. Además de ser propietario de un almacén y acopio de frutos, en 1909 era uno de los dueños de un beneficio de café.633
Los herederos de Calatayud, Joaquín Calatayud, Pedro Díaz y su viuda, Felipe Egurrola y Rafael Junquera, fueron otros de los propietarios vinculados con familiares que ejercían la actividad comercial. En el caso de los primeros, desconocemos sus nombres. Es posible pensar que Enrique y Luis fueron algunos de los sucesores testamentarios. El primero era dueño de un expendio de café y el segundo de un taller de carpintería. La familia Calatayud estableció, además, lazos mercantiles con la familia Roiz. En 1905, existía la sociedad “Calatayud y Roiz”, propietaria de una botica en la ciudad.634
Felipe Egurrola, Rafael Junquera y Pedro Díaz estaban también vinculados con la producción del café a gran escala. El primero fue dueño del rancho El Zafiro, en el que cultivaba el grano aromático. En 1898, tenía sembradas 885.84 hectáreas que produjeron 102 120 kilogramos de café. Es factible pensar que Felipe era pariente de Cosme Egurrola, este último propietario de una casa de empeño. Igualmente, esta familia tenía la sociedad comercial Egurrola y Fernández dedicada al giro de mercería.635 Rafael Junquera puede vincularse con Isidro Junquera. En 1898, este último fue otro de los principales productores de café en la región. Cultivó 793.49 hectáreas que produjeron 91 533 kilogramos del grano aromático. Era propietario de las haciendas Santa Margarita y Zacatepec.636 La viuda de Pedro Díaz perteneció también a los grandes productores de café a la par de Isidoro Junquera, los señores Menéndez y Cía, Bryan Tomblin y Pedro Candaudap. Dicha viuda era propietaria de un beneficio de café.637
Por otra parte, varios propietarios con acceso al servicio de abasto de agua y drenaje, descendían de familias de hacendados y comerciantes cuyo poder económico fue ejercido desde mediados del siglo xix o quizá antes. Entre los beneficiados de estos servicios públicos estuvieron Bernardo P. Portas, Ramón Garay, Adelaida y Gertrudis Colina y las señoritas Nieto. Desde 1834, Portas y Herederos eran propietarios de las haciendas San Miguel el Grande y La Trinidad Chica, así como del rancho Tlacotengo. En 1905, Bernardo P. Portas estuvo asociado con L. G. Arévalo. Este último era pariente de Andrés P. Arévalo, quien tenía un expendio de calzados y peletería en la ciudad.638
Por su parte, Ramón Garay era pariente de José María Garay quien, en 1846, arrendaba la hacienda San José de Tapia en la que tenía un ingenio azucarero. En 1880, Ramón se convirtió en el propietario de esta finca rústica continuando con la producción de azúcar. Diversificó sus capitales en la producción de café hacia los años 70. Adquirió para ello, la hacienda Zacatepec y el rancho San Bonifacio. En 1898, formó parte de los principales cafeticultores de la región ocupando “el primer sitio con una producción de 266 666 kilogramos de café sobre una extensión de 2 311.68 ha”.639
Las familias Colina y Nieto destacaron también por su diversificación de capital en la producción de azúcar y café. En 1830, Juan de la Colina poseyó un rancho situado en los terrenos municipales. Es decir, hacia “el rumbo de Palotal.” Además, como se anotó en este trabajo, la familia Colina fue una de las beneficiadas con la ley 25 de junio de 1857 que prescribía la desamortización de los bienes municipales al adjudicarse parte de la hacienda El Comedero de Las Ánimas.640 En torno a las señoritas Nieto, pueden vincularse con Apolinar Nieto quien de 1843 a 1886, fue productor de azúcar en su hacienda San Francisco Toxpan.641
Ahora bien, mientras que los principales comerciantes y propietarios gozaron del abastecimiento de agua potable y el alcantarillado, otra parte de la población no tuvo acceso a estos servicios. Como se apuntó, las obras hidráulicas quedaron circunscritas al área céntrica de la ciudad. De esta manera, vecinos de los suburbios quedaron excluidos. Paralelamente, habitantes de localidades y municipios cercanos a la ciudad de Córdoba reclamaron al gobierno del estado la falta de agua potable. Consideraron importante contar con el recurso hídrico para favorecer la salud pública. En esta tónica, en el mes de abril de 1907, Aureliano Hernández, Guillermo Pardo y Cía. y Florentino Abascal manifestaron que los vecinos de la congregación La Peñuela tenían el mismo derecho que los de la citada ciudad ya que contribuyeron en las obras hidráulicas con el 40% sobre los impuestos pagados en los municipios del cantón de Córdoba. Decían que entre Córdoba y Peñuela había una distancia que no excedía de cuatro kilómetros y que se requería construir una red de tubería de cuatro pulgadas. Señalaban que Guillermo Pardo y Cía estaba dispuesta a cooperar en los gastos de esta obra, la cual resultaría a favor del ayuntamiento cordobés porque habría por lo menos “veinte pensionistas” que pagarían el servicio.642
Igualmente, es importante decir que el aumento de la población y el crecimiento de la ciudad experimentado después de segunda década del siglo xx, fueron otros de los factores importantes que incidieron en la escasez de agua en la ciudad de Córdoba. En el transcurso de los años, las solicitudes y reclamos de los habitantes tanto por el desabasto como por la contaminación del recurso hídrico persistieron. Asimismo, consideramos que el radio de las obras hidráulicas debió ampliarse para cubrir la demanda. Sin embargo, esta es parte de otra historia abierta para autoridades políticas, ambientalistas, académicos o aficionados en la problemática del agua.
 

Conclusiones
Como se ha visto, hacia el último cuarto del siglo xviii y durante la centuria decimonónica, Córdoba experimentó un desarrollo económico importante a través del fomento de la agricultura y el comercio. El cultivo del tabaco aumentó cuando en 1767, España designó a la subdelegación de Córdoba como una de las zonas exclusivas para el cultivo de ese producto comercial.643 De manera paralela, la producción azucarera continuó en la región como un rubro importante.644 En la segunda mitad del siglo xix, surgirá también el cultivo de café. El clima y la ubicación geográfica de la ciudad fueron factores propicios para esta posición económica.
Aunada a la importancia de la producción agrícola, el sistema del transporte fue mejorado. Hacia finales del siglo xix, a la ciudad de Córdoba llegaron las vías férreas lo que permitió mantener el vínculo comercial con el mercado del interior y exterior del país. Además, este transporte fue construido desde la ciudad hacia los centros productores de café de la región. Esta situación produjo un cambio importante en el perfil urbano y en la sociedad cordobesa.
La dinámica agrícola y comercial trajo como resultado el aumento de la población. Personas de otros lugares del estado y del país e incluso del exterior, arribaron a la ciudad de Córdoba con la idea de contar un mejor modo de vida. Nuevos espacios públicos, el mejoramiento de los servicios como el suministro de agua, la recolección de basura y el alcantarillado, fueron cada vez más requeridos como parte de las necesidades de la población.
Influenciadas por las ideas de las corrientes higienista y bacteriana, las autoridades municipales diseñaron una ciudad funcional, higiénica y bella a lo largo de la segunda mitad del siglo xviii y durante la centuria decimonónica. La idea era alcanzar el progreso y la modernidad que experimentaba el país en esos tiempos. En este tenor, la construcción de la plaza del mercado, el rastro y el panteón fuera del recinto urbano, fue con la idea de alejar los aires putrefactos o que estuvieran “fuera del olfato, lejos de la vista”.645 Debe recordarse que la fetidez era considerada como un medio de contagio de alguna enfermedad, y ésta a la vez fue temida por desencadenar en la muerte.
Las mismas autoridades municipales planearon los edificios como el mercado y el rastro con el suministro de suficiente agua, iluminación y ventilación con el fin de eliminar la insalubridad en la ciudad. El agua contribuyó a mantener aseados estos inmuebles. En el caso del rastro ayudó a desembarazarse de los residuos sólidos y desechos de los animales sacrificados para la venta de carne. El mercado sirvió para retirar a los comerciantes ambulantes ubicados en el parque situado frente al palacio municipal. De esta manera, los residuos de las verduras, legumbres y frutas desaparecerían de un importante espacio público.
En lo que respecta al cementerio, el ayuntamiento promovió su construcción debido a que los espacios del antiguo edificio fueron insuficientes. Las constantes epidemias, principalmente la fiebre amarilla, contribuyeron para que las autoridades municipales buscaran nuevos espacios para los enterramientos.
En la misma perspectiva, el ayuntamiento impulsó la construcción de los empedrados y el alcantarillado con el propósito de erradicar la insalubridad de la ciudad. Estas obras fueron también promovidas en el marco de los preceptos de la higiene para desaparecer las charcas de las calles. Paralelamente, las autoridades municipales dictaron una serie de medidas higiénicas para normar a la población. Estas providencias llegaron incluso hasta los espacios privados como fueron las viviendas.
De igual manera que las mejoras mencionadas en párrafos anteriores, muy poco se hizo respecto al mejoramiento de las calles y nada en torno al alcantarillado. Fue hasta la primera década del siglo xx cuando estas obras fueron realizadas con mayor celeridad. Respecto a las medidas higiénicas, la población las acató mínimamente. ¿Cómo evitar el arrojo de basura y agua sucia a las calles y a los canales de aguas pluviales, si el ayuntamiento no mejoró el servicio de recolección de basura y no construyó el alcantarillado? La falta de recursos económicos impidió que estos servicios fueran realizados. En este sentido, en el último cuarto del siglo xviii y durante el siglo xix, Córdoba se mantuvo como una ciudad insalubre de la misma manera que otros centros urbanos del interior y exterior del país. La fetidez del ambiente generada por las charcas, las materias fecales y los residuos de la cocina siguió estando presente.
En relación con el abasto de agua, la población de Córdoba padeció la escasez y la contaminación del recurso hídrico debido a la precaria infraestructura hidráulica que se mantuvo desde el inicio de su construcción y durante el siglo xix. Esta situación fue expuesta por los ingenieros locales al comprobar que el manantial de donde se abastecieron los habitantes tenía agua suficiente y de buena calidad. No obstante que dicha calidad haya sido definida en principio por los cánones tradicionales utilizados por los médicos, higienistas e ingenieros sanitarios, la potabilidad del agua fue mostrada con los avances de la medicina y la ciencia a través de los análisis químicos bacteriológicos.
El mismo atraso de la infraestructura hidráulica permitió por varias décadas que el agua fuera sustraída por los hacendados que tenían sus propiedades en la margen del caño surtidor. No obstante que el ayuntamiento estableció reglas para que estos propietarios no usaran el agua del acueducto en tiempos de estiaje, la orden no se cumplió. Esto provocó que el recurso hídrico faltara en las fuentes públicas y privadas cada año.
La falta de recursos económicos fue uno de los principales inconvenientes para que el ayuntamiento innovara la infraestructura hidráulica durante el siglo xix. Las medidas económicas tomadas por la corporación municipal como la venta de los terrenos pertenecientes al ramo de propios y la solicitud de préstamos bancarios o con algún empresario, no cristalizaron debido a la diferente ideología de los ediles en turno. A esta situación influyó la crisis política y económica padecida en el país. Los recursos económicos destinados para las obras hidráulicas fueron ocupados para sufragar los gastos bélicos.
Hacia las dos últimas décadas de la centuria decimonónica, la situación del abastecimiento de agua tuvo cambios importantes. El liberalismo abrió a las empresas privadas la posibilidad de comerciar el recurso hídrico. Esta situación propició que el ayuntamiento pasara los derechos de uso del agua a las autoridades estatales quienes a su vez los traspasaron a la iniciativa privada por medio de contratos y concesiones. Así, la institución edilicia quedó como gestora y supervisora de las obras hidráulicas en representación del gobernador estatal.
Por otra parte, las empresas privadas fueron bien vistas y aceptadas por parte de las autoridades estatales y municipales debido a que en sus proyectos contemplaron la modernización de la infraestructura hidráulica. De esta manera, los viejos problemas de escasez y contaminación del recurso hídrico serían resueltos. Aunque el ayuntamiento recibió varias propuestas, no todas fueron aceptadas debido a los grandes beneficios económicos que obtendrían esas empresas en largos periodos.
Las empresas que obtuvieron la concesión de las autoridades municipales, no concretaron sus proyectos debido al proceso de la centralización de los mantos acuíferos llevado a cabo por el gobierno federal. Los largos trámites burocráticos establecidos por la Secretaría de Agricultura y Fomento para obtener del gobierno nacional la concesión del uso del agua del río Metlac, crearon una situación incierta para la inversión de capitales privados. Fue hasta principios del siglo xx cuando la situación del abastecimiento de agua y el saneamiento urbano cambió ante la concesión otorgada a la Compañía Mexicana de Construcciones y Obras de Ingeniería s. a. La empresa obtuvo el apoyo de los gobiernos estatal y federal para realizar las obras hidráulicas y el alcantarillado.
Estas mejoras materiales pusieron de manifiesto las diferencias sociales existentes en la ciudad de Córdoba. Fueron efectuadas en la parte céntrica de la ciudad, que era el lugar donde habitaban y en el que tenían los principales negocios comerciales las personas prominentes. Es factible decir que la modernización fue para un grupo exclusivo. Los sectores de escasos recursos económicos debieron esperar para que la red hidráulica y de alcantarillado llegara hasta sus propiedades.
Por otra parte, se puede señalar que las obras hidráulicas y el drenaje se constituyeron en elementos calificadores de los distintos espacios urbanos, ya que su realización dependió de la renta de las propiedades urbanas. Es importante decir que aun cuando se construyó el sistema en red, los problemas de desabasto del recurso hídrico continuaron. Los factores que incidieron en esta problemática forman parte de otra investigación que está fuera de nuestro alcance. Asimismo, si se tiene en cuenta que el abastecimiento de agua, la construcción del alcantarillado y la recogida de los desechos sólidos han sido importantes para conocer el avance o retroceso de la salud pública,646 queda abierta una nueva pesquisa para la ciudad de Córdoba.
 
 
anexos
Lista de las casas cuya renta anual no llega á cien pesos y que se hayan comprendidas dentro del perímetro del Alcantarillado Público. Año de 1904.
	Calle	Número	Propietario
	2 de Abril	74	Trujillo Serralta, Testamentaría de Luis
	2a 2 de abril	114 	Trejo, Severo
	2a 2 de Abril	136 	García Piña, Mercedes G. de
	3a 2 de Abril	136 	Jiménez Huerta, Vicente
	3a 2 de abril	152 	Venegas, Zeferino
	2 de Abril	448	Palacios, María de la Luz
	2 de Abril	462	Berrones, Pioquinto
	2 de Abril	S/N	Álvarez, Lino
	2 de Abril	S/N	Hernández José Marcelo
	2 de Abril	S/N	Marañón, Soledad
	2 de Abril	S/N	Ramírez, Rutilio
	Amatlán	132	Suazo, Soledad
	Amatlán	248	Miguela N. F. y Hermano
	1a Amatlán	131 	Ortiz, Juan
	2a Amatlán	272 	Flores, Antonio
	Corona	442	González, M. Testa de
	Corona	S/N	Palacios, de G. Julia
	El Zapote	S/N	Reyes, Antonio
	Estación	S/N	F. C. de Huatusco 
	Estación	S/N	Méndez, Juan
	Estación	S/N	Muñoz, Macedonia
	Estación	S/N	Parcero, Rafael Testa de
	Estación	S/N	Tinoco, Fructuoso
	Félix Luna	S/N	González, Clavijo G.
	Félix Luna	395	Huerta, Ignacio Testamentaría de
	1ª Guerrero	138 	López, Luz
	Hidalgo	44	Fernández, Margarita y José N.
	Hidalgo	112	Valero, Natalia
	Hidalgo	124	Gómez, Miguel V.
	Hidalgo	130	Altagracia, Martínez
	1a Hidalgo	43 	Bedoya, Joaquín (hijo)
	2a Hidalgo	43 	Rodríguez, Ignacia
	Independencia	119	Escobar, Josefa
	Independencia	123	Nieto, Señoritas
	Independencia	351	Tapia, Prudencia
	Independencia	352	Vázquez Santiago, Testa de
	Independencia	364	Mantilla, Amada F. de
	1a Independencia	350 	Zurita Felicitas
	1a Independencia	368 	León García Ignacio
	2a Independencia	350 	Madrazo, Elena S. de
	3a Independencia	118 	Jiménez Huerta Vicente
	3ª Independencia	323 	Carretero, Raymundo
	3a Independencia	349 	Flores de Trejo, Francisca
	J. Herrera	366	Berlín Suárez, Antonio
	1a J. Herrera	118 	Martínez, J. de J.
	2a J. M. Limón	118 	Pantoja, Vicenta
	4a J.M. Limón	118 	Guevara, Eufemio
	Juárez	369	Benítez, Miguel
	Juárez	S/N	Bolado, Luz y Guadalupe
	2a Juárez	368 	Luna, Rosa Esther
	Las Palmas	141	Huerta, Ignacio
	Las Palmas	S/N	Andrade, Teodoro
	Las Palmas	S/N	Montalvo, Carmen
	Las Palmas	S/N	Morales, Trinidad
	1a Las Palmas	143 	Andrade, Teodoro
	1a Las Palmas	147 	Noriega, J. Ma.
	1a Las Palmas	149 	Montalvo, Miguel
	4a Las Palmas	136 	Isassi, Trinidad de F. 
	Lerdo	S/N	Candaudap, Pedro
	Los Filtros	73	Lezama, Carlos
	Los Filtros	77	Gómez, Delfina
	Los Filtros	S/N	Castillo, Luz
	Los Filtros	S/N	Gómez, Fernando
	Los Filtros	S/N	Herrera, Adolfo
	Los Filtros	S/N	Ortiz, Juan
	6a Los Filtros	74 	Morales, Trinidad
	M. Ferrer	S/N	Alatriste, Luis
	Morelos	102	Calatayud, Gerónimo
	Morelos	103	R. de Aragón, Vicenta
	Morelos	S/N	Castro, Isidra
	1ª Morelos	165 	Bolado, Luz y Guadalupe
	Ocampo	218	Trujeda, Concepción
	Ocampo	418	Vázquez, Francisco
	Ocampo	S/N	Gómez, Fructuoso
	Oriente	S/N	López Ferreria, Ramón
	1ª Oriente	97 	Berrrones, Guadalupe
	1ª Oriente	268 	Huerta, Ignacia
	2ª Oriente	97 	Berrones, Guadalupe
	2ª Oriente	268 	Heredia, Gaudencia
	Principal	78	Domínguez, Francisco
	Principal	83	Morgado, Miranda J.M.
	Principal	271	Méndez, Joaquín
	Principal	153	Lazcano de R., Josefa
	Principal	291	Romero, Juan
	Principal	293	Candaudap, Pedro
	Principal	292	Contreras, J. J.
	Principal	452	G. Méndez Antonio
	Principal	455	Moreno, José
	Principal	S/N	Montes, Graciano
	Principal	S/N	Noriega, Trinidad
	Principal	S/N	Trujillo, Matías
	1a Principal	71 	Nieto, Señoritas
	1a Principal	72 	Sánchez, Sebastián
	1a Principal	79 	Cano de Trujillo, Juana
	1a Principal	152 	Mesa Octaviano
	1a Principal	444 	Hernández A.
	2a Principal	72 	Marañón, Soledad
	2a Principal	95 	Trinidad, Víctor y González Isabel
	2a Principal	152 	Bautista, Emilio
	2a Principal	444 	Junquera, Rafael
	3ª Principal	72 	Romero, José María
	3a Principal	96 	Mesa, Eustolia
	3a Principal	97 	Lazcano de R., Josefa
	4a Principal	96 	Rendón, Rosario
	4a Principal	97 	Trujillo, García José María
	5a Principal	97 	Sánchez González, Manuel
	6a Principal	97 	Noriega, José María
	Principal	97 	Soriano Isauro, Ignacio e Ismael
	S. José	S/N	P. de Guido, Trinidad
	San Antonio	168	Hernández, Sánchez Luz
	San Antonio	250	Andrade, Vicente
	San Antonio	298	Hernández, Romero José María
	1a San Antonio	45 	Zarate, María Antonia e hijas
	2a San Antonio	170 	García, Isidoro
	4a San Antonio	170 	Osorio, María Ana
	San Miguel	280	G. Quesada, Rosario
	2a San Miguel	208 	Rodríguez, Vicente
	2a San Miguel	273 	Flores, Lino y Guadalupe
	3a San Miguel	208 	Rodríguez, Vicente
	3a San Miguel	254 	Andrade, Teodoro
	Zaragoza	127	Tapia, Ignacio
	Zaragoza	128	Desiga, Guadalupe
	Zaragoza	382	Sánchez, de M. M.
	5a Zaragoza	74 	Suarez, Pablo

Fuente: Cuadro elaborado con base en el ahmc, 1904, tomo 291.
 
Relación de las casas que hicieron uso del agua del río Tliapa con las primeras obras hidráulicas hasta 1906.
	Calle	Número	Propietario	Pulgadas
	Allende	116	Acuña, María de Jesús	½
	Allende	65	Labarraque, Juan	½
	1a Allende 	51	Valdés, Mariano R.	½ 
	2a Allende 	138	Acosta, Francisca	½ 
	2a Allende 	51	Valdés, Mariano R.	½ 
	Amatlán	408	C. Ángela de Aguilar	½ 
	Amatlán	426	Fernández Díaz, José	½ 
	Amatlán	427	Labarraque, Juan	½ 
	Amatlán	247	Romero, Antonio	½ 
	Amatlán	S/N	Tomblin, Bryan E.	¾ 
	1a y 3a Amatlán 	270	Jurado, Agustín	½ 
	2a Amatlán 	434	Tresgallo, Pedro	½ 
	Dos de Abril	333	Apresa, Herederos de Joaquín	½ 
	Dos de Abril	342	Ardavin, José	½ 
	Dos de Abril	327	Baturoni, Vicenta y Royol	½ 
	Dos de Abril	328	Calatayud, Herederos de A. L.	½ 
	Dos de Abril	329	Calatayud, Herederos de A. L.	½ 
	Dos de Abril	334	Calatayud, Herederos de A. L.	½ 
	Dos de Abril	335	Calatayud, Herederos de A. L.	½ 
	Dos de Abril	322	Carretero, Raymundo	½ 
	Dos de Abril	439	Del Castillo, Francisca G.	½ 
	Dos de Abril	308	Díaz, Pedro Vda. de 	1 
	Dos de Abril	325	Egurrola, Felipe	½ 
	Dos de Abril	326	Fagoaga, Felicitas Testamentaría de	¾ 
	Dos de Abril	316	Sosa, Herederos de C. 	½ 
	Dos de Abril	313	Herrera Moreno, Enrique	½ 
	Dos de Abril	460	Jiménez, Néstor y Julio	½ 
	Dos de Abril	115	L.G. Arévalo L. P. y B. P. Portas	½ 
	Dos de abril	305	Lara, Concepción	½ 
	Dos de Abril	405	Larrinaga, Menores	½ 
	Dos de Abril	315	Roiz, S. Guadalupe de 	½ 
	1a Dos de abril 	4	Formento, Fernando	1/2 
	2a Dos de Abril 	304	Beverido, José	½ 
	2a Dos de Abril 	437	Candaudap, Pedro	½ 
	4a Dos de abril 	51	Isassi, Ignacio	½ 
	4a Dos de Abril 	74a 	Ortiz, Juan	½ 
	Guerrero	160	Aguilar, Ruperta Castillo Eduviges	 

	1a Guerrero 	159 	Aguilar Ruperta Castillo Eduviges	½ 
	Hidalgo	38	Domínguez, Zenaida	½ 
	Hidalgo	S/N	Castillo, G. Francisca de 	 

	1a Hidalgo 	31	Calatayud, Joaquín	½ 
	1a Hidalgo 	23	Chávez, Ernesto	½ 
	1a Hidalgo 	331	Pérez, G. Josefa de 	½ 
	 3a Hidalgo 	3	Posada y Cía. Ramón 	½ 
	Independencia	371	Candaudap, Pedro	½ 
	Independencia	363	Carrillo, Carolina y Hna.	½ 
	Independencia	336	Fagoaga, Testamentaría de Felicitas	½ 
	Independencia	346	Fernández Berrones, Menores	½ 
	Independencia	330	Rueda, Soledad	½ 
	1a Independencia 	364	Labarraque, Juan	½ 
	1a Independencia 	410	Larrazábal, Luciano	½ 
	1a y 2a Independencia	338	Castro, Testamento de Manuel F.	1/2"
	2a Independencia 	330	Reyes, Herederos de Primitivo	½ 
	J. Corona	274	López Ferreira, Ramón	½ 
	J. Corona	435	Díaz, Vda. de Pedro	1 
	J. Corona	441	Roiz, L. Elvira de 	½ 
	J. Corona	429 y 430	R. Junta de Caridad	1 
	2a J. Corona 	439	Vela, G. Eleuteria de 	½ 
	J. Herrera	223	Duhalt, Carmen L. de 	½ 
	J. Herrera	348	Cevallos, Manuel	½ 
	J. Herrera	224	García Ruiz, Juan	½ 
	J. Herrera	312	Hughes, Alfredo	½ 
	J. Herrera	206	Mendoza, Dorantes M.	½ 
	1a J. Herrera 	187	Arévalo, Josefa T. de 	½ 
	1a J. Herrera	192	Espinosa, Rafael	½ 
	2a J. Herrera	192	Quirazco, B. Isabel de 	½ 
	J. M. Limón	55	Duhalt, Carmen L. de 	½ 
	J. M. Limón	48	Nieto, Señoritas	½ 
	J. M. Limón	32	Posadas y Cía. R.	½ 
	J. M. Limón	109	Cortes, Rafael O.	½ 
	J. M. Limón	113	Ordoñez, José	¾ 
	1a J. M. Limón 	57	Valdés, N. Matilde de 	½ 
	1a J. M. Limón 	142	Valdés, Lucas T. de 	½ 
	2a J. M. Limón 	34	Posadas y Cía. R.	½ 
	2a J. M. Limón 	26 y 27	Valdés, Alonso	½ 
	2a J. M. Limón	39	Valdés, Mariano R.	½ 
	Juárez	302	Casa Cural	½ 
	Juárez	361	Roiz, L. Elvira de 	½ 
	Juárez	197	Maruré, L. Manuela de 	½ 
	Juárez	339	Quesada, Rosario G. 	½ 
	Juárez	205	Valderrama, Sixto	½ 
	Las Palmas	148	Buendía, María Eduarda	½ 
	Las Palmas	139	Fiont, Guadalupe M. de	½ 
	1a Las Palmas 	147	Abascal, Manuel Testamentaría 	¾ 
	1a Las Palmas 	143	Andrade, Teodoro	½ 
	1a Las Palmas 	137	Campillo Heredia, Rafael	½ 
	1a Las Palmas 	146	Trujillo García, Miguel	½ 
	2a Las Palmas 	146	Fiont, Isidoro	½ 
	2a Las Palmas 	149	Montalvo, Guadalupe	½ 
	Los Filtros	S/N	Fiont, Isidoro	½ 
	Los Filtros	S/N	Ortiz, Juan	½ 
	M. Ferrer	234	Rebolledo, G. Sofía vda. de 	½ 
	Morelos	104	Hernández, Zamudio Felipe	½ 
	Morelos	320 1/2	Jiménez, Huerta Vicente	½ 
	Morelos	171	Mateos, Manuel	½ 
	Morelos	98	Peredo, José	¾ 
	1a Morelos 	171	Pereda, José	½ 
	2a Morelos 	22	García, Isidoro	½ 
	2a Morelos 	166	Jiménez Castillo, Altagracia	½ 
	2a Morelos 	165	Martínez, Dolores	½ 
	Ocampo	228	Baturoni, Vicenta	½ 
	Ocampo	S/N	Berlín Suárez, A.	¾ 
	Ocampo	419	Beverido, José	¾ 
	Ocampo	409	Carretero, Santiago	½ 
	Ocampo	403	Carvajal, Manuela de Roiz	½ 
	Ocampo	390	Colina, Gertrudis y Hna.	½ 
	Ocampo	413	Menéndez y Cía..	1 
	Ocampo	219	Montero, J. de J.	½ 
	Ocampo	255	Osio, Manuel y Osorio	1 
	Ocampo	420	Rodríguez, Claudia y Celsa	½ 
	1a Ocampo 	395	Jiménez, C. Luz vda. de 	¾ 
	1a Ocampo 	418	Muñoz Morales, Enrique	½ 
	1a y 2a Ocampo 	253	Osio, Manuel y Osorio	1 
	2a Ocampo 	254	Campos, Luz de J.	¾ 
	Oriente	246	Balcárcel, Emilio P.	½ 
	Oriente	S/N	Barrios, Dolores	½ 
	Oriente	214	Carvajal, Manuela de Roiz 	½ 
	Oriente	266	Dabret, Juan	½ 
	Oriente	226	Duhalt, Miguel A.	½ 
	Oriente	190	Rebolledo, G. Sofía vda. de 	½ 
	Oriente	216	Gómez, Manuel A.	½ 
	Oriente	244	González Luis F.	½ 
	Oriente	243	Guzmán, Abundio	½ 
	Oriente	40	Jiménez Huerta, Vicente	½ 
	Oriente	189	López, Anselmo	½ 
	Oriente	215	Menéndez, Antonio G. 	½ 
	Oriente	167	Murillo, Rafael	½ 
	1a Oriente 	81	Berrones, Ramón	½ 
	1a Oriente 	178	Jiménez Gerónimo Testamentaría	½ 
	2a Oriente 	80	Labarraque, Juan	½ 
	2a Oriente 	187	Rodríguez Rivera, R. Test	½ 
	Pichucalco	S/N	Aspra Vigil, José	½ 
	Principal	184	Alonso, Ángel y Sisón	½ 
	Principal	185	Arenas, Francisco de P.	½ 
	Principal	311	Benito, Blanca y Celia	½ 
	Principal	319	Benito, Blanca y Celia	½ 
	Principal	239	Lazcano, C. Ana María Luisa de 	½ 
	Principal	50	Colina, Gertrudis y Adelaida	½ 
	Principal	265	Fernández, Díaz José	½ 
	Principal	443	Ferrer, Arturo	½ 
	Principal	24 y 25	Ferrocarril Urbano	1 
	Principal	288	Rebolledo, G. Sofía de 	¾ 
	Principal	154	Garay, Ramón	½ 
	Principal	155	Gómez Vargas, Rafael	½ 
	Principal	399	Labarraque, Juan	½ 
	Principal	212	López, Rafael G. 	½ 
	Principal	436	Malpica, Crescencia	½ 
	Principal	173	Mesa de Peña, Luz	½ 
	Principal	49	Nieto, Señoritas	½ 
	Principal	34	Posadas y Cía. R.	½ 
	Principal	186	Rodríguez, Claudia y Celsa	½ 
	Principal	421	Sosa, Francisco	½ 
	Principal	213	Testamentaría de Soledad G. de López	½ 
	1a Principal 	174	Fagoaga, Felicitas T. de	½ 
	1a Principal 	444	Falcón, Teresa y Aurelio Hernández	½ 
	1a Principal 	423	Flores, Francisco	½ 
	1a Principal 	264	Marañón, Hesiquio	½ 
	1a Principal 	3	Posada y Cía. Ramón 	½"
	2a Principal 	275	Aguilar, Guadalupe de Sosa	½ 
	2a Principal 	423	Flores, Francisco	½ 
	2a Principal 	444	Junquera, Rafael	½ 
	2a Principal 	85	Labarraque, Juan	½ 
	2a Principal 	73a	Lezama, Carlos	½ 
	2a Principal 	72	Marañón, Soledad	½ 
	2a Principal 	264	Penagos, Leonardo	½ 
	2a Principal 	71	Sánchez, Sebastián	½ 
	3a Principal 	95	Venegas, Zeferino	½ 
	Ramírez Pérez	446	F. Guadalupe de Roiz 	¾ 
	San Antonio	163	Aguilar, Ángela C. de	½ 
	San Antonio	193	Aguilar, Miguel	½ 
	San Antonio	231	Aguilar, Miguel	½ 
	San Antonio	250	Andrade, Vicente	½ 
	San Antonio	256	Aguilar, C. Ángela de 	½ 
	San Antonio	195	Díaz, María	½ 
	San Antonio	222	Fagoaga, Felicitas T. de	½ 
	San Antonio	249	Fernández Díaz, José	¾ 
	San Antonio	251	Vela, G. Eleuteria de 	½ 
	San Antonio	194	Méndez, Bernardo H.	½ 
	San Antonio	199	Méndez, Bernardo H. 	½ 
	San Antonio	46	Salas Vicente	½ 
	1a San Antonio 	230	García vda. de Quintana, Lorenza 	½ 
	1a San Antonio 	286	Juárez, Alberta	½ 
	1a San Antonio 	20	Martínez, Altagracia	½ 
	1ª San Antonio 	169	Pereda, Evarista D. de	½ 
	1a San Antonio 	170	Pereda, José	½ 
	2a San Antonio 	20	Balagueró, Antonio	½ 
	2a San Antonio 	47	Hernández, José de Jesús	½ 
	2a San Antonio 	183	Labarraque, Juan	1 
	3a San Antonio 	21	Castro, Isidra	½ 
	San José	S/N	Gómez, Manuel A.	 

	San José	S/N	Guido, P. Trinidad vda. de 	¾ 
	San Miguel	258	Olivares, Feliciano	½ 
	1a San Miguel 	229	Pereda, José	½ 
	4a San Miguel 	208	Quesada, Rosario G. 	½ 
	Zaragoza	385	Salas, Vicente	½ 
	2a Zaragoza 	433	Tresgallo, Pedro	½ 
	 
	S/N	F. C. de Huatusco	 

	 
	S/N	F. C. V. al Pacífico	1 
	 
	S/N	Mercado	¾ 
	 
	S/N	Parque “21 de Mayo”, 2 tomas	1 

Fuente: Cuadro elaborado con base en el ahmc, año 1906, tomo 300.
 
Reporte de instalación de agua y alcantarillado en casas particulares de acuerdo con el orden presentado por el Oficial de Policía Sanitaria, Mariano R. Vázquez 1905.
	Número	Propietario	Calle	Número	Medida de agua en pulgadas 	Drenaje
	1	Ordoñez, José	2 de abril	 
	¾	 

	2	Hernández, Aurelio	S. Lerdo	444 ½ 	½ 	Sí 
	3	Tresgallo, Pedro	Zaragoza	434	¾ 	Sí
	4	Tresgallo, Pedro	Amatlán y Zaragoza	433	1 	Sí 
	5	Tomblin, B. E.	Zaragoza	 
	1	 

	6	Mena, José María	Ocampo 2a	316	½ 	Sí
	7	Tomblin, B. E.	Amatlán y Zaragoza	413	½ 	 

	8	Aguilar, Miguel	San Antonio	231	½ 	Sí
	9	Posada, Ramón	2ª Principal de México 	3	½ 	Sí
	10	Fagoaga, Carlos	5ª Independencia 	336	½ 	Sí
	11	Egurrola, Felipe	2 de abril	325	¾ 	Sí
	12	H. Hughes, Alfredo	J. M. Herrera	312	¾ 	Sí 
	13	Díaz, José F.	San Antonio	249	¾ 	Sí
	14	Rois, Joaquín y Paz Eustaquio	Independencia	441	¾ 	 

	15	Hospital H. Ayuntamiento (edificio municipal)	F. J. Corona	 
	1 	 

	16	Carretero, Raimundo	2 de abril	322	½ 	 

	17	Herederos de J. Apresa	Benito Juárez	333	½ 	 

	18	Menéndez, Antonio G.	Oriente	215	½ 	Sí
	19	Aguilar, Miguel	San Antonio	193	½ 	Sí
	20	Calatayud, Joaquín G.	Hidalgo	31	½ 	Sí
	21	Acosta, Francisco	Allende	138	½ 	Sí
	22	Larriazaba, Luciano	Independencia	410	½ 	 

	23	Sánchez, Sebastián	Principal de México	11	½ 	Sí
	24	Valderrama, Sixto	Benito Juárez	205	½ 	Sí
	25	Herederos de Calatayud S.	Benito Juárez	328	½ 	 

	26	Portas, Bernardo	5 de mayo	113	½ 	Sí
	27	Jiménez, Vicente	Vicente Acosta	120 ½ 	½ 	Sí
	28	Valdés, Mariano	1a Allende 	51	½ 	 

	29	Penagos, Leonardo	S. Lerdo	264	½ 	 

	30	Alonzo, Ángel Hijo	S. Lerdo	184	½ 	Sí
	31	Calatayud, Joaquín G.	Hidalgo	31	 
	 

	32	Duhalt, Miguel	J. A. Limón	56	agua	Sí 
	33	Gómez L., Manuel A.	Oriente	216	½ 	Sí 
	34	López L., Rafael G.	S. Lerdo	212	½ 	Sí 
	35	Colina, Gertrudis y Adelaida	Principal de México	50	½ 	Sí 
	36	Arévalo, Josefa F. de	J. M. Herrera	187	½ 	Sí
	37	Duhalt, Miguel	S. Lerdo	213	½ 	 

	38	Mansur, Felipe y Ochoa	Benito Juárez	197	½ 	 

	39	Krim, Francisco (Parroquia)	Benito Juárez	 
	½ 	 

	40	Casas, Adalberto	S. Lerdo	186	½ 	 

	41	Menéndez, Antonio G.	Ocampo	409	½ 	 

	42	Valdez, Mariano R.	J. A. Limón	142	½ 	 

	43	Valdez, Mariano R.	2ª Allende 	51	½ 	 

	44	Vázquez, Severo	S. Lerdo	219	½ 	 


Fuente: Elaboración propia con base en el ahmc, 31 de diciembre de 1905, tomo 297.
 
Lista de comerciantes gravados con el impuesto de patente, 1905.
	Agencias de loterías
	Baturoni, Vicenta
	Baturoni, Gerónimo
	Agencia de transporte
	Casas Adalberto por F. C. Urbano
	Agente del Express Wells Fargo y Co.
	Agencias de máquinas de coser
	Agente de la Singer
	Agente de la estándar
	Almacenes y acopios de frutos
	Aspra Vigil, José
	Candaudap, Pedro
	Carretero Hermanos
	Fioni, Isidoro
	García, Joaquín
	García, Isidoro
	Gutiérrez, Eliezer
	Garnica, Andrés
	Krapp y Co. Teodoro
	Larrazabal, Juan D.
	López, Luis
	Menéndez y Co.
	Pereda, José
	Torre y Gutiérrez
	Baños
	Manuela Marín Vda. de Díaz 
	Biscocherias
	Murillo, Rafael
	Hernández, Pedro
	Santibáñez, María G.
	Boticas
	Chávez, Ernesto
	Morales, Filomeno
	Calatayud y Roiz
	Chávez, Erasto
	Vázquez, Severo
	Ramos, Agustín
	Carral, Alfonso
	Arcos, Mariano
	Villar, A. l. de
	Pedrajes y Cía. B. C.
	Casas de huéspedes
	Beverido, José
	Villar Ruiz, Bernardo
	Martínez, Leopoldo
	Casas de empeño
	Egurrola, Cosme
	Izquierdo, Mateo
	Flores, Manuel
	Amador, Francisco
	López, Leopoldo
	Meléndez, Vicenta
	Loyo, Matilde
	Calatayud, Enrique
	Cantinas
	Pedrajes y Cía. B.C.
	Villar, A. l. de
	Cobrerías y hojalaterías
	Zotta, Vicente
	Yanini, Antonio
	Expendios de maderas
	Duhalt, Miguel A.
	Valera, Manuel
	Berrones, Manuel
	Expendio de muebles
	Duhalt, Miguel A.
	Expendios de tabaco
	Chipuli, Manuel
	Peña, Antonio
	Expendios de calzado
	Izquierdo, Mateo
	Calvo, Prudencio
	Arévalo, Andrés P.
	Fábrica de fideos
	Sienrra Arcadio y Cía.
	Fábricas de aguas gaseosas
	Soler, Juan Encargado
	Posada R. y Cía.
	Vernet H. Cía.
	V. Hernández, Ricardo
	Fábricas de ladrillos
	Nieto, Ricardo
	Heredia Campillo, Vicente
	Valdés, Mariano R.
	Fondas
	Cortés, Valiente Antonio
	Padilla, Concepción
	Serrano, Crisanta
	Morales, Celestina
	Rosas, Soledad
	Rueda, Eulalia
	Hoteles
	Derbez, Francisco
	Martínez, Leopoldo
	Peyrous, Federico
	Mesones
	Tinajero, Filiberto
	Sucesores de Francisco Jiménez
	Molinos de maíz
	Manuela M. Vda. de Díaz
	Chávez y Cía.
	Máquinas para descascarar café y arroz
	Tomblin Bryan E.
	Penagos Leonardo
	Manuela M. Vda. de Díaz
	Mercerías
	Tresgallo José E
	Casas Hermanos
	Ocejo Vicente
	Lazcano Rafael
	Egurrola y Fernández
	Chagollan Hilario
	Peleterías
	Gálvez, Arcadio
	Navarrete, Felipa
	Arévalo, Andrés P.
	Quintana, Josefa
	López y Cía. Sucesores
	Muñoz Alberto y Cía.
	Panaderías
	Vernet Honorato y Cía.
	Baeza, Manuel
	González, María
	Méndez, Juan
	Ramírez, Manuel
	Pulquerías
	Garcés, Manuel
	Rueda, Fernando G.
	Cabrera, Marcelino
	Herrera, Rafael
	Platería y relojería
	Parlato, Salvador
	Talabarterías
	Tapia, Moisés
	Moctezuma, Dolores
	Talleres de carpintería
	Calatayud, Luis
	Pantoja, Francisco
	Vargas, Antonio
	Taller de fotografía
	Vasallo, Juan D.
	Sombrerería
	Trapaga y Suárez
	Tendejones
	Arcos, Mariano
	Alarcón, Antonio
	Alatriste, Luis
	Balagueró, Antonio
	Blanco, Josefa
	Corona, Dolores
	Cargallo, Francisco
	García, María
	Hernández, José María
	Lazcano, Dolores
	López, Tomás
	Lazcano de R., Joseja
	Montalvo de S., Isabel
	Otero, José
	Osio, Bartola
	Pulido, Juan
	Pérez, Trinidad
	Ramírez, Manuel
	Remis, Balbino
	Rodríguez, Jesús
	Rueda, Eulalia
	Ruiz, Jesús
	Rebollo, Ignacio
	Samperio, Manuel
	Salado, Manuel I.
	Tinoco, Fructuoso
	Issasi, Petronila
	Zúñiga, Rosa
	TIENDAS DE ABARROTES
	Baeza, Manuel
	Fernández, Graciano
	Fernández, Cabañas José
	Fernández Silva, Antonio
	García, Antonio
	García, Joaquín
	Gutiérrez, Eliezer
	Islas e Islas, José
	Sucesores de Medina
	Meza, Manuel
	Palacios y Gutiérrez
	Real García, Ignacio
	Leopoldo, Rincón
	Valdés, Mariano R.
	Tiendas de ropa
	Alonso, Marcos
	González, Ortiz Manuel
	González, Ortiz José
	Latorre, Miguel
	Paiz, José
	Velerías y jabonerías
	Balagueró, Antonio
	Muños Morales, Enrique

Fuente: Elaboración propia con base en el informe rendido por el administrador de rentas, F. Hernández Zamudio, el 30 de octubre de 1905, ahmc, tomo 297.
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